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Hecho en México.


		
			INTRODUCCIÓN

			La ciencia ha abordado el análisis de la realidad (o de lo que se observa de ésta) desde diferentes enfoques epistemológicos y ontológicos; lo cual ha generado la consolidación de disciplinas humanistas y biofísicas. Derivado de este proceso de construcción del conocimiento, un mismo objeto de estudio puede revisarse desde diversas miradas; desde la sociología, la antropología, o la biología. En este sentido, la especialización temática ha permitido comprender y conocer procesos sociales y ecológicos para establecer propuestas de política pública. Sin embargo, desde el siglo pasado se ha observado que es difícil disociar los componentes sociales de los biofísicos, y se reconoce que existen interacciones e interdependencias entre ambos campos. Esto ha generado la fusión de diversas ciencias. Incluso en los acuerdos y declaraciones internacionales, tales como la evaluación de los Ecosistemas de Milenio o los Objetivos de Desarrollo Sostenible, se retoman las complejas relaciones sociedad-naturaleza y se reconoce que el crecimiento y desarrollo económico dependen de que existan buenas condiciones ambientales y sociales. 

			Sin embargo, en la práctica, las políticas públicas se implementan desde un enfoque sectorial. En particular, las políticas de crecimiento económico están basadas en la economía neoliberal sin considerar el papel de la gobernanza local ni los límites biofísicos, entendidos como la máxima cantidad de recursos naturales que pueden ser aprovechados dentro de un sistema complejo, y su capacidad de recibir impactos negativos. Por ello es importante y necesario analizar los problemas que han dado origen a las crisis socioeconómicas y ambientales desde enfoques inter y transdisciplinarios, lo que significa la integración y la aplicación de una visión sistémica. El estudio de la relación sociedad-naturaleza requiere de esta mirada integrativa para comprender la complejidad de cada situación. 

			En este sentido, es necesario señalar que los sistemas complejos están formados por elementos heterogéneos en constante interacción a distintas escalas; lo que les permite auto-organizarse y coevolucionar. Esta dinámica también hace que sean adaptativos, flexibles a cambios y capaces de enfrentar la incertidumbre ante distintos escenarios o estresores, tal como el cambio climático. 

			A la capacidad de responder a estresores sin perder la función y estructura se le conoce como resiliencia. En este sentido, esta obra analiza los sistemas complejos compuestos por componentes sociales y biofísicos que se encuentran en constante interacción en distintas escalas espaciales y temporales; llamados sistemas socio-ecológicos.

			México cuenta con una gran diversidad biológica y social, así como desigualdad socioeconómica y política a lo largo de su territorio. El estado de Oaxaca es uno de los estados con mayor diversidad biológica y sociocultural, además de que presenta graves condiciones de pobreza y marginación a las que se enfrentan sus pobladores. Este mosaico provoca una complejidad socio-ecológica que es posible entender desde el enfoque sistémico, de tal modo que Oaxaca es una zona idónea para el estudio de los sistemas socio-ecológicos. 

			El objetivo del libro es mostrar la diversidad de marcos analíticos, teóricos y conceptuales que pueden aplicarse para el análisis de sistemas complejos y de las interacciones entre componentes sociales, económicos y biofísicos. En ese sentido, también se presentan algunos casos empíricos en el estado de Oaxaca. Cada uno de los enfoques explica la compleja relación sociedad-naturaleza para entender fenómenos y problemas específicos, por lo que que cada capítulo pueden dar un mayor énfasis a ciertos aspectos; sin embargo, todos parten de la premisa de que es necesario entender las interacciones entre componentes sociales y naturales. 

			De esta manera, el libro le ofrece al lector diversos enfoques y experiencias de investigación que le darán elementos para seleccionar el marco conceptual y metodológico más adecuado para su caso de estudio. 

			La obra propone entender el estudio de los sistemas socio-ecológicos en la siguiente secuencia: en la primera sección se presentan algunos marcos analíticos; en la segunda, la complejidad institucional, las políticas públicas y el papel de la gobernanza, y en la tercera, las condiciones estructurales y estresores de los socioecosistemas. Las partes empíricas muestran y se basan en casos de estudio realizados en el estado de Oaxaca, México. 

			En el primer capítulo se describe el origen filosófico del estudio de la relación sociedad-naturaleza y la necesidad de la transdisciplina y el manejo adaptativo. En dicho capítulo se expone por qué es necesario estudiar los sistemas socio-ecológicos desde un enfoque integrado y sistémico, y se advierten las dificultades y retos al respecto, tanto académicos como institucionales. Uno de estos es el que se aborda de manera más detallada en el segundo capítulo, donde se hace referencia a la integración de los análisis en micro, meso y macroescala; ahí se afirma que cada nivel de análisis provee información independiente y a la vez complementaria. Incluso las interacciones inter e intraescala, así como los componentes de los sistemas socio-ecológicos, pueden ser abordadas desde diversos enfoques. Es por ello que en el tercer capítulo se presenta una síntesis de algunos marcos analíticos desde una visión antropocéntrica, así como ecocéntrica, y algunos más integrales como los medios de vida sustentables. En ese capítulo se señala que no hay un marco ideal y, en cambio, el análisis depende de la pregunta de investigación y la escala. Para complementar esta revisión analítica, se detallan en los capítulos cuatro y cinco, respectivamente, el marco conceptual propuesto por el Panel Intergubernamental de Biodiversidad (IPBES, por sus siglas en inglés), y el de sistemas socio-ecológicos de Elinor Ostrom. El marco propuesto por la IPBES se deriva de un proceso de análisis a nivel mundial que tiene como objetivo identificar las causas y los efectos del deterioro ambiental y se distingue por resaltar el papel de las instituciones y la gobernanza. En esta propuesta analítica no se separan los componentes sociales de los ecológicos, sino que se muestra un conjunto de elementos y procesos clave y sus interacciones. Por otro lado, el marco generalizado de Ostrom muestra que la presencia y desarrollo del conocimiento colectivo del sistema es una condición central. En este sentido, en el capítulo seis se describe el proceso de la formalización de un sistema socio-ecológico forestal utilizando el marco análogo de Ostrom.

			En la segunda parte del libro, con respecto a la complejidad, las políticas públicas y la gobernanza en el estado de Oaxaca, se presenta en el capítulo siete un recuento histórico de cómo surge la complejidad legal y social en este estado. Se hace una descripción de los antecedentes de la actual tenencia de la tierra, el surgimiento de las autonomías y las tradiciones de los pueblos indígenas, así como de los usos y costumbres que han evolucionado en un sistema de gobernanza. A este respecto, en el capítulo ocho se analizan las transformaciones del sistema agroalimentario en la mixteca oaxaqueña con el fin de entender las redes de poder subyacentes entre los múltiples componentes y procesos que integran al sistema. Por otro lado, en el capítulo nueve se hace referencia al rol de las políticas públicas en el funcionamiento de los sistemas socio-ecológicos y se describen las políticas forestales y en particular el pago por servicios ambientales. Así mismo, en el capítulo diez se exponen las políticas públicas relacionadas con el aprovechamiento y manejo del bosque en la Sierra Juárez, haciendo énfasis en la estrategia REDD+ como mecanismo de financiamiento.

			El último apartado, referente a las condiciones estructurales de las comunidades oaxaqueñas, presenta las circunstancias de pobreza y migración y los diversos esquemas de manejo de los recursos naturales como una característica común en las comunidades de este estado. Es decir, se aborda la problemática socioeconómica, pero al mismo tiempo se destaca la riqueza natural y la organización social que permite que este aprovechamiento sea sustentable. En el capítulo once se abordan tres casos de estudio de aprovechamiento de recursos naturales, y en el doce se describe la pobreza en la zona del Istmo y cómo los proyectos de energía eólica han provocado mayor desigualdad, situación en la que la gobernanza territorial resulta un factor fundamental. El capítulo trece muestra que la migración y las remesas no son una estrategia efectiva para el desarrollo y hace algunos apuntes sobre el uso de recursos naturales en hogares con miembros migrantes en la costa de Oaxaca. En el capítulo catorce, por su parte, se indica el efecto de eventos extremos, como los huracanes, en hogares de la costa de Oaxaca y se plantea una propuesta metodológica de cómo medir la resiliencia de comunidades ante huracanes basada en el análisis de los capitales financiero, físico, social, natural y humano. 

			En virtud de todo esto, el libro ofrece una revisión teórico-conceptual, al tiempo que permite entender la complejidad de los sistemas socio-ecológicos del estado de Oaxaca y muestra la importancia de la historia sociocultural, las políticas públicas y la gobernanza. Así mismo, el texto demuestra el rol de la pobreza, la migración y el manejo de recursos naturales en el funcionamiento de un sistema socio-ecológico en el que las interacciones entre los aspectos antes mencionados hacen que el sistema pueda ser adaptativo y resiliente. 
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			CAPÍTULO 1
LOS SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS (SSE) DESDE EL ENFOQUE SOCIOECOSISTÉMICO (SES)

			Manuel Maass*

			1. INTRODUCCIÓN 

			Un aspecto central en la búsqueda de soluciones a los problemas ambientales es la manera como entendemos y concebimos el mundo. El enfoque analítico y reduccionista (de corte fisicista y mecanicista) que aún predomina en la ciencia, no obstante que ha mostrado sus bondades como herramienta para la generación de conocimiento, ha expuesto sus fuertes limitaciones para abordar el entendimiento de la realidad compleja en la que estamos inmersos [Morin, 2004]. El enfoque sistémico, más integrador y enfocado a la síntesis, se ha incorporado en las ciencias ecológicas en la forma del concepto de ecosistema, con lo que se ha modificado la manera como tradicionalmente se concibe al mundo natural desde la biología [Odum, 1969]. Lo que está aún en debate es la manera en que el ser humano se inserta y el papel que juega en dicho arreglo natural; es precisamente en este aspecto que se centrará la discusión del presente documento. Partiendo del reconocimiento de la capacidad de los seres humanos de almacenar y transmitir información simbólica y dando lugar a un proceso de evolución cultural y tecnológico sin precedentes en la historia del planeta [Ehrlich, 2002], se enfatizará en la importancia de entender al mundo desde la perspectiva socioecosistémica. Es decir, se trata de entenderlo como “conjunto de conjuntos” integrados de componentes abióticos, bióticos y humanos que a su vez conforman sistemas “socio-bio-físicos” que operan y han evolucionado de manera interrelacionada por miles de años.

			Para argumentar la existencia de tal unidad integrada, se expondrán los aspectos filosóficos que le dan soporte, así como el contexto histórico ambiental en el que surge y se desarrolla dicho concepto. Así mismo, y para describir con mayor claridad sus propiedades emergentes, se abordarán los conceptos de sistema, ecosistema y socioecosistema en términos de los procesos que dominan su dinámica, así como la forma en que almacenan su información, su carácter cibernético, su complejidad, su capacidad de autorganización, su origen y su proceso evolutivo. Al final, se abordará el carácter paradigmático del concepto de socioecosistema y se describirán brevemente sus implicaciones epistemológicas, éticas, metodológicas, económicas, pedagógicas e institucionales.

			2. SE ACTÚA CONFORME SE VE EL MUNDO

			Visiones encontradas. A lo largo de la historia, los seres humanos han construido un concepto de realidad natural (epistemológico) al que se ha llamado de diferentes formas: naturaleza, ambiente, biocenosis, ecosistema, paisaje, territorio, agroecosistema, sistema socio-ecológico acoplado, antropoecosistema, socioecosistema, etcétera. Cada uno de estos términos, los cuales se refieren a un mismo fenómeno natural, tiene una connotación y carga filosófica distinta y, como tal, su inmersión en la cultura detona diferentes maneras en que el ser humano se comporta en el mundo y maneras de contribuir, o no, a su construcción y mantenimiento. De hecho, la evolución consciente del ser humano depende fuertemente de cómo ve y entiende la realidad en la que vive, pues ello guía y determina el tipo de soluciones que diseña e implementa para lidiar con los problemas a los que se enfrenta como persona y como sociedad [Maass y Equihua, 2015]. En este sentido, en su intento por lidiar con el mundo complejo en el que está inmerso, el ser humano ha recurrido a dividirlo y simplificarlo, y ha creado una visión parcelada y fragmentada del mismo. Estas divisiones tienen distintos orígenes, incluyendo aquellas que se hacen de manera individual y, hasta cierto punto, automática e inconscientemente, producto de nuestra herencia biológica y de nuestra propia experiencia. Otras son producto de procesos culturales (por ejemplo ideas que nos hacemos de las cosas, de interpretaciones o cosmovisiones), y también las inducidas por el método científico.

			Desde principios del siglo pasado, Husserl hizo notar la crisis de la cultura y de la ciencia europea producto del racionalismo unilateralmente objetivista [Husserl, 1976]. Aunque es innegable el avance del conocimiento montado en la ciencia moderna, el reduccionismo excesivo ha llevado a posicionamientos maniqueos; lo que ha confrontado a las comunidades académicas con visiones encontradas entre reduccionismo y holismo, realismo e idealismo, positivismo y constructivismo, biocentrismo y antropocentrismo, ciencia teórica y experimental, ciencia básica y aplicada, etcétera. Esta manera dualista de ver el mundo ha frenado el entendimiento de la realidad como un todo integrado y ha separado cada vez más al ser humano de su naturaleza y su origen biofísico, al mismo tiempo en que se generó una crisis ambiental de proporciones globales. Todo ello ha puesto en un enorme predicamento a millones de especies que habitan este mundo, y en un verdadero riesgo de supervivencia al mismo ser humano.

			El problema ambiental. La economía de la humanidad descansa en diversos recursos y servicios que brindan los ecosistemas naturales [Daily, 1997]. Los procesos que mantienen los servicios ecosistémicos operan a escalas en las cuales la tecnología simplemente no puede reemplazarlos [Vitousek, 1992]. El impacto de la actividad humana a escalas globales está deteriorando a estos ecosistemas naturales y con ello al sistema de soporte de vida del planeta [Ehrlich, 1991]. El ser humano está moviendo a los sistemas ecológicos fuera de las condiciones ambientales que han existido desde su historia evolutiva [O’Neill, 2001] y ya comenzaron a verse evidencias de ello [Rockstrom et al., 2010]. El dominio del ser humano como especie es tal que actualmente consume 60% del agua fresca disponible y ha transformado entre 30 y 50% de la superficie terrestre. Esta situación ha generado una crisis ambiental global que se observa en como pérdida de biodiversidad, cambio climático, erosión de suelo, contaminación de aire, suelo y cuerpos acuáticos, colapso de pesquerías, invasión de especies exóticas [Vitousek, 1992; MA, 2005]. En este marco, los niveles de inequidad social han alcanzado cifras escandalosas; por ejemplo, menos de 1% de la población del mundo posee 50% de toda la riqueza del planeta, y 50% de la población (más de 3.5 mil millones) se reparte tan solo 1% [Rozzi, 2015]. 

			Hacia una ciencia más compleja. El enfoque de sistemas propuesto por Von Bertalanffy (1950) a principios del siglo pasado se ha ido incorporando en prácticamente todas las disciplinas del conocimiento. Para el caso de las ciencias ecológicas, se puede apreciar el curso que han seguido los grandes programas internacionales orientados a lidiar con la problemática ambiental [Maass, 2012]. Aunque el concepto de ecosistema fue propuesto originalmente por Arthur Tansley en 1935, no fue sino hasta la década de los sesenta que se formalizó su incorporación en la ecología con el desarrollo del concepto que hicieron Eugene Odum y Ramón Margalef. En la década de los setenta surgió el International Biological Program (IBP), el cual detonó el trabajo grupal e interdisciplinario para el estudio de los grandes biomas del planeta.

			En la década de los ochenta surgió el International Geosphere-Biosphere Program (IGBP) para documentar los posibles efectos del cambio global [Steffen et al., 2004] y en los noventa se creó la International Long Term Ecological Research Network (ILTER) [Gosz, 1996; Gosz et al., 2010) para documentar los procesos ecológicos que operan a escalas regionales y globales en periodos de décadas. A principios de este siglo, surgió el Millennium Ecosystem Assessment (MA) para evaluar a escala global la capacidad de los ecosistemas de proveer servicios ambientales [MA, 2005]. Ante el reconocimiento de que los sistemas sociales están íntimamente integrados a los sistemas naturales, se promovió el Global Land Project (GLP) [2005], el cual reunió los esfuerzos del IGBP y el International Human Dimensions Program on Global Change (IHDP). Ante la evidencia del severo problema que significa la fragmentación del conocimiento [Norgaard, 2008], en la última década nació el Program of Ecosystem Change and Society(PECS) como una estrategia para incentivar la investigación inter y transdisciplinaria [Carpenter et al., 2012]. Detrás de todas estas iniciativas de corte global, está claramente el enfoque ecosistémico, que ha llevado al esfuerzo internacional encaminado hacia una ciencia más grupal, global, de largo plazo, aplicada, urgente y en formato de red [Maass y Equihua, 2015].

			El socioecosistema como nuevo paradigma ontológico. Ante la realidad hay dos grandes planteamientos filosóficos: el realismo de Aristóteles, en el que los objetos tienen una existencia independiente del ser que los percibe, y el idealismo de Kant, en el que la realidad la construimos con base en nuestras percepciones y datos empíricos. Como apunta García Morente [2009], ambas realidades, la de las cosas y la del yo que vive con ellas (la correlación objeto-sujeto), no son más que aspectos parciales de una misma realidad más profunda, que las comprende a ambas y que es la vida (en el sentido de la existencia misma). Es decir, no hay un mundo “en sí” por un lado y sujetos o existencias por el otro, sino que hay una correlación entre existencias en las que se manifiesta todo (y cualquier cosa) y lo que se manifiesta en ellas; entre aparecer y aparecido, entre percepción y percibido, entre afectación y afectado. Esta línea de pensamiento surge de la fenomenología de Husserl [1913] que está enfocada en la experiencia y los modos en que las cosas se nos presentan en y a través de dicha experiencia. Como menciona Sokolowski [2012], la fenomenología enfrenta muy bien el problema de las apariencias; él destaca que “las partes sólo se pueden entender contra el trasfondo de los todos apropiados” (apunta hacia la necesidad de considerar el contexto), y que “las multiplicidades de la aparición albergan identidades” (lo que apunta a la intersubjetividad como medio para acercarse a la objetividad). Es decir, todo conocimiento es subjetivo pues, al observar el mundo, las diferentes personas observan una misma realidad (óntica) bajo diferentes lupas y perspectivas. Por lo tanto, la objetividad es un proceso colectivo intersubjetivo con el que, conforme se incorporan las diferentes observaciones individuales y subjetivas, es posible acercarse progresivamente a esa realidad objetiva u óntica. Siempre habrá cosas y experiencias nuevas que agregar a la concepción que se tiene del mundo; como dicen los fenomenólogos: “el proceso de conocimiento del mundo o de la realidad es un proceso esencialmente infinito” [A. Zirión, com. pers.]. 

			Para entender el concepto de socioecosistemas desde la perspectiva fenomenológica, habrá que hacer una aproximación ontológica. La ontología es la disciplina que estudia los entes y seres como objetos que conforman la realidad; la cual no sólo incluye a los objetos reales, sino también los objetos ideales, los valores y la existencia misma [García Morente, 2009]. Al hablar de objetos reales se hace referencia a los entes temporales y causales de muy diversa índole, como lo son una roca, un árbol, la mesa, mi gato, Juan, el planeta Tierra y el fuego. Los objetos ideales son atemporales y sin causa, tales como las esencias de la roca, del ser humano y del fuego, pero también conceptos como la igualdad, la diferencia, el triángulo, el círculo, los números y la raíz cuadrada. Además, en esto que se llama realidad, están los valores, que no son ni objetos reales ni objetos ideales, pues no tienen la categoría de “ser” sino de “valer”. Es decir, no son cosas ni impresiones subjetivas que le quiten o agreguen algo o nada al ser de los objetos, sino que los valoran en términos de su fuerza, importancia, capacidad, utilidad, belleza, claridad, necesidad. El valer es esa característica de los objetos (reales o ideales) de “no ser indiferentes”. Finalmente está la existencia misma: el yo viviendo con las cosas reales, los objetos ideales y los valores como parte de un todo integrado; como lo refiere Ortega y Gasset [1914], “el yo y su circunstancia”. 

			En el enfoque socioecosistémico se reconoce que cada uno de estos diferentes componentes de la realidad pertenece a una región ontológica con estructura propia. Es decir, cada región del ser, cada región de la objetividad, tiene su propia forma de existir y evolucionar. Así, el enfoque socioecosistémico reconoce que sus diferentes agentes de interacción no sólo son los entes físicoquímicos que siguen leyes naturales; también son entes biofísicos con sus procesos evolutivos, y entes sociobiofísicos con procesos culturales. Esto hace explícito el carácter teleológico de muchos de los agentes de interacción del enfoque socioecosistémico e incorpora los objetos ideales, los valores y la existencia consciente, que no son considerados en su real magnitud en otros enfoques de corte estrictamente realista. 

			3. LA NATURALEZA SOCIO-BIO-FÍSICA INTEGRADA DEL FENÓMENO HUMANO

			La evolución cultural del ser humano. Dentro de una misma categoría ontológica (objetos reales, objetos ideales, valores) existen variaciones o “capas” estructurales (lo que Husserl llama “categorías regionales”). Por ejemplo, dentro de los objetos reales ubicamos a los entes con vida (con su enorme diversidad), que a diferencia de los entes abióticos (minerales, rocas, nubes, etcétera), poseen ADN y evolucionan, según el proceso de selección darwiniana. Así mismo, como lo documentan Jablonka y Lamb [2014], hay células que pueden transmitir información a las células hijas mediante una herencia más allá del ADN, lo que se conoce como epigenética. Además, documentan que hay animales conscientes que heredan información aprendida mediante procesos conductuales (padres, hermanos o vecinos que enseñan “trucos” o habilidades con valor adaptativo a sus hijos, hermanos o vecinos). Estos autores mencionan que el ser humano tiene un cuarto sistema hereditario basado en la transmisión de información mediante un lenguaje simbólico que juega un papel substancial en su proceso evolutivo. Es decir, además de la genética, están los procesos epigenéticos, el comportamiento y la herencia simbólica como proveedores de variación sobre la cual opera la selección natural. Este último sistema hereditario requiere no sólo de la capacidad para aprender un lenguaje (capacidad que se hereda genéticamente), también la capacidad de aprender un lenguaje simbólico, el cual se obtiene sólo mediante un proceso social (y de allí el prefijo “socio” en la palabra “socioecosistema”). Es decir, como plantea Tomasello [2014], no es la inteligencia o el hecho de que puedan comunicarse lo que separa a los seres humanos del resto de los organismos vivos del planeta, sino el nivel de consciencia que se logra de manera colectiva a través de la capacidad que han desarrollado para usar herramientas sociocognitivas, como lo es el lenguaje simbólico que les permite intercambiar y heredar conocimientos culturales.

			El papel de la consciencia. Con la aparición del sistema nervioso en los organismos surgió la inteligencia y la capacidad de consciencia sobre la existencia del mundo [Ehrlich, 2002]. El nivel de consciencia depende, en buena medida, de la capacidad cerebral. Las hormigas, por ejemplo, no tienen el mismo nivel cognitivo que las aves y los mamíferos, y es muy claro que los sorprendentes procesos colectivos que se dan en un hormiguero (forrajeo, construcción de nidos complejos, siembra y cosecha de hongos con los que se alimentan, protección hasta con su vida del nido, etcétera) no son producto de procesos conscientes. Mientras que muchos organismos tienen niveles cognitivos que sólo les permiten hacer razonamientos simples (detectar, recibir, procesar, codificar, almacenar y comunicar información), hay otros que llegan a tener consciencia de que existen y logran identificar lo que les conviene y tomar decisiones al respecto. Hay los que están conscientes de que hay otros iguales a ellos y deciden copiar comportamientos que les parecen útiles. Otros más complejos, son conscientes de que tienen consciencia y desarrollan cierta creatividad. Pero los que han desarrollado cerebros más complejos y tienen comportamientos sociales más elaborados son capaces de reconocer que algunos de sus congéneres tienen propósitos (intereses, metas, que intentan algo) que les pueden ser útiles y, por tanto, también son capaces de emularlos selectivamente. Inclusive hay animales que tienen consciencia de que todos tienen una misma meta, visión e intereses comunes, y logran trabajar juntos para conseguir un mismo fin (un grupo de leones cazando, por ejemplo). 

			Sin embargo, Searle [1995] plantea que el ser humano ha alcanzado un nivel de consciencia tal, que no sólo se da cuenta de que hay una consciencia colectiva hacia una meta común, sino que además tiene un lenguaje simbólico que le permite acordar reglas de comportamiento individual, pero con consecuencias colectivas que el grupo debe acatar. De esta forma surge lo que se conoce como instituciones (o bien, acuerdos sociales). 

			Los actos del habla y la creación de “nuevas” funciones. Esta capacidad de hablar mediante un lenguaje simbólico (potenciado con la escritura) no sólo hace más eficiente la comunicación entre los seres humanos, también crea toda una realidad social que los caracteriza como especie. Como lo plantea Searle [1995, 2010], toda la realidad institucional humana es creada y mantenida por la aplicación repetida de una forma declaratoria del acto del habla, y esto se hace con el propósito de crear y mantener “nuevas funciones” (o status functions como les nombra Searle). Es decir, mientras que algunos organismos son capaces de darle una “nueva” función (un “nuevo estatus”) a ciertos objetos (por ejemplo: un castor le da una función de dique a un tronco; un ave le da función de nido a unas ramas; un chimpancé le da función de herramienta para sacar hormigas a una vara, etcétera), el ser humano es capaz de crear estas “nuevas funciones” mediante el acto del habla (declarar unos papeles como moneda de cambio; nombrar presidente a una persona; escribir una receta de cocina; proponer un fórmula matemática para describir una ley física). Searle [1995] identifica cuatro habilidades o capacidades fundamentales para explicar o analizar la realidad social e institucional en la que estamos inmersos: 1) la habilidad de cooperar (intencionalidad colectiva); 2) la habilidad para imponer nuevas funciones a los objetos; 3) la capacidad de imponer nuevas funciones mediante una declaración, y 4) el uso de reglas constituyentes para crear nuevas funciones (instituciones sociales). Estas dos últimas capacidades sólo las tiene el ser humano. Es decir, el uso de un lenguaje simbólico no sólo expande la capacidad de crear objetos reales, además detona el reconocimiento y la creación de objetos ideales y valores como entes pertenecientes a la realidad socioecosistémica en la que el ser humano está inmerso.

			La direccionalidad de los procesos. Todos los procesos en la naturaleza tienen un fin (“τέλος”; teleos), pero no necesariamente como propósito, sino en el sentido de dirección, de terminar en algún lugar o de alguna forma en particular. Ernest Mayr [2004] abordó en repetidas ocasiones el tema de la “teleología” en biología, y reconoció tres grandes tipos de procesos en la naturaleza: 1) teleomáticos, aquellos que son una consecuencia automática y pasiva de las leyes de la naturaleza; 2) teleonómicos, cuya meta y dirección se debe a la influencia de programas evolutivos, y 3) teleológicos, en los que hay una consciencia y previsión del resultado y, por tanto, una intencionalidad en la que el futuro juega un papel causal fundamental. En el universo dominan los procesos teleomáticos, mientras que los procesos teleonómicos son prerrogativa de los seres vivos que cuentan con un código genético (que, a su vez, consiste en una secuencia de procesos teleomáticos) con una meta o dirección establecida a través del proceso evolutivo. Es decir, la conducta de los organismos vivos es producto, además de procesos teleomáticos (que siguen el dictado de las leyes físicoquímicas), de procesos teleonómicos, que son dictados por su carga genética. Pero es importante recalcar que los organismos vivos no pueden ir en contra de las leyes físicas de la naturaleza, por lo cual, el proceso evolutivo tiene restricciones con respecto a lo que la selección natural puede crear; es decir, son entes biofísicos integrados. Al llevar este planteamiento aún más lejos, podemos decir que la conducta de los organismos que tienen consciencia y, por ende, capacidad de prever el futuro y de iniciar procesos voluntariamente (porque tienen iniciativa), es también producto de procesos teleológicos. De igual forma, estos últimos no se dan en el vacío, ya que están montados en procesos teleomáticos y teleonómicos, por lo que se trata de procesos teleo-nómico-máticos integrados (aunque por simplicidad se seguirán llamando sólo teleológicos). 

			Es decir, hay una realidad sistémica dominante en el universo compuesta de entes fisicoquímicos que, desde el Big Bang (hace unos 14 mil millones de años), han interactuado de manera automática y siguen las leyes de la física. Tan sólo hace unos 4 mil millones de años surgió la vida aquí en la Tierra, y con ello surgió la realidad ecosistémica conformada por entes físicos y entes biofísicos que interactuaron mediante procesos principalmente teleomáticos y teleonómicos. Con el tiempo (varios miles de millones de años más tarde) surgió la consciencia y con ella los procesos teleológicos. Pero hace no más de 500 mil años (dependiendo en dónde pongamos la fecha del origen del ser humano), surgió una realidad socioecosistémica, en la que componentes abióticos, bióticos y humanos interactúan mediante procesos de corte teleomático, teleonómico y teleológico, y forman sistemas todavía más complejos y con mayor contenido informativo. Es decir, no obstante que los procesos teleológicos son fundamentales en el proceso evolutivo consciente del ser humano, al igual que los componentes vivos, los seres humanos tienen restricciones biofísicas en el tipo de sistemas a los que puede evolucionar. Este carácter sociobiofísico integrado del fenómeno humano es un aspecto esencial del concepto de socioecosistema.

			4. SISTEMAS, ECOSISTEMAS Y SOCIOECOSISTEMAS

			El enfoque sistémico. De acuerdo con Ackoff [1999], un sistema es un conjunto de agentes o componentes que interactúan y en los que: 1) el comportamiento de cada elemento tiene un efecto en el comportamiento del todo; 2) el comportamiento de los elementos y sus efectos en el todo son interdependientes y, 3) cualquier subgrupo de elementos tiene un efecto en el comportamiento de otro y ninguno tiene un efecto independiente. Es decir, un sistema es un todo que no puede ser dividido en partes independientes, pues de lo contrario se pierden sus propiedades esenciales, las cuales se derivan, precisamente, de las interacciones de sus partes. En esencia, como menciona Ackoff [1999], lo que hizo el pensamiento sistémico fue invertir el proceso de pensamiento analítico. El método analítico “reduce”, cuando se enfoca en la estructura del objeto de estudio, lo aísla de su entorno y analiza las relaciones causa-efecto entre sus componentes para, finalmente, explicar el todo sumando las partes. En cambio, el método sistémico “expande” al enfocarse en la función y, aunque también reconoce que existe una relación fundamental causa-efecto entre los componentes, enfatiza que ésta cambia dependiendo del contexto. Por eso comienza estudiando las propie­dades de “ese todo integrado” para explicar el comportamiento y las pro­piedades de los componentes en relación con el papel que estos juegan dentro del todo. No obstante que el enfoque analítico reduccionista ha mostrado ampliamente sus bondades en la generación de conocimiento, el enfoque sistémico da herramientas conceptuales para entender a la realidad como un todo socioecosistémico.

			Los procesos jerárquicos en los sistemas. Uno de los aspectos más importantes del pensamiento sistémico es reconocer la naturaleza jerárquica de los sistemas, que, en esencia, consiste en entender que todo sistema es parte de uno mayor que lo contiene y que, a su vez, todo sistema está compuesto de subsistemas que lo conforman [Wu y David, 2002]. Los procesos naturales operan a diferentes escalas espacio-temporales; sin embargo, el dominio del enfoque reduccionista en la ciencia los ha fragmentado dentro de las diferentes disciplinas (física de partículas, química elemental, bioquímica, fisiología, ecología evolutiva, geología, geografía, astronomía, etcétera). Más aún, los procesos de la naturaleza están todos conectados y frecuentemente rebasan el ámbito particular de las ciencias que los estudian. Es por ello que el enfoque sistémico brinda elementos importantes para estudiar y entender a la naturaleza como un todo socioecosistémico integrado.

			La información, un aspecto clave a considerar. Norbert Wiener, uno de los padres de la cibernética, planteó que las ciencias de los sistemas complejos más que enfocarse en los conceptos físicos de masa, fuerza y energía, lo deberían hacer en conceptos de retroalimentación, control, información y comunicación [Holland, 2012]. Los físicos se han referido al universo, de manera un tanto coloquial y metafórica, como “polvo de estrella organizado” en diferentes formas y escalas (partículas subatómicas, átomos, planetas, estrellas, galaxias, etcétera). De alguna forma, esta idea de organización lleva implícito un cierto contenido informativo almacenado en el orden particular que tienen los componentes del sistema en cuestión. 

			Así, por ejemplo, una molécula almacena información en su estructura, de tal forma que las moléculas grandes y con mayor número de átomos tienen más información que moléculas pequeñas. Pero el contenido informativo también depende de la diversidad de átomos que tiene, de modo que las molécu­las muy simples tienen menos información que moléculas más complejas aunque ambas tengan el mismo número de átomos. Este concepto se puede entender más fácilmente si se hace referencia a un arreglo de 10 dígitos, el cual tendrá menor contenido informativo si es “1111111111”, que si es una secuencia, predecible, de diferentes dígitos: “1234567890”. A su vez, ésta última tendrá menos información que una secuencia de 10 dígitos, pero de números aleatorios: “2548958739” [Gleick, 2012]. Esto es, si la molécula del ejemplo anterior se fracciona, se pierde información; mientras que, si se junta con otra molécula, aumenta su contenido informativo. Por su parte, los biólogos consideran como un aspecto esencial de los organismos vivos el que posean información codificada genéticamente, la cual se almacena con base en el orden particular que tienen los ácidos nucleicos que configuran el código genético.

			Aunque tradicionalmente el contenido informativo de un mensaje se considera independiente de su utilidad, es importante reconocer que la capacidad de influencia que tiene una molécula de ADN depende del contexto particular en que se encuentra (su pertenencia a un organismo y a un ecosistema en particular). Es decir, el contenido informativo de un objeto aumenta significativamente según la utilidad que dicha información tiene en el contexto particular en el que se da, pues como dice Gleick [2012], “un kg de libros y 1 kg de papel de desperdicio tienen la misma entropía para un horno, pero no para un lector”. Al considerar lo anterior, se puede decir que una vibración particular del aire (proceso teleomático) tiene cierta información estructural (almacenada en el orden particular de las moléculas de aire viajando en el espacio), pero adquiere un mayor contenido informativo cuando se convierte en sonido (proceso teleonómico) y un organismo vivo interpreta esta vibración, el cual cuenta con receptores especializados para detectar dicha vibración. Más aún, cuando esa misma vibración del aire forma parte de un sonido particular que un artista concibe como música (proceso teleológico), su contenido de información es aún mucho mayor. Esto es, la música tiene una mayor “profundidad lógica” (por llamarla de alguna manera y siguiendo las ideas de Bennett, 1988) que el sonido, y éste tiene mayor “profundidad lógica” que la vibración por sí sola; todo ello depende del contexto particular en el que esa misma vibración ocurre.

			En todos estos casos, el contenido informativo aumenta considerablemente conforme los procesos teleomáticos, teleonómicos y teleológicos se concatenan. Este concepto de “profundidad lógica” se conecta con la discusión sobre la posición realista e idealista del mundo, pues se puede afirmar que los procesos físicos (de corte teleomáticos) existen independientemente de la presencia de un sujeto que los intuya mediante procesos cognitivos (de corte teleonómicos) o los idealice mediante procesos conscientes (de corte teleológico). Sin embargo, debemos reconocer que la naturaleza “en sí” de esos procesos se constituye gracias a la experiencia que tenemos de ellos. Todos estos objetos reales, objetos ideales y valores son parte de una misma realidad socioecosistémica y, como dice García Morente [2009], los seres humanos, al igual que muchos organismos con capacidad de consciencia y como parte de su existencia, “tratan con los objetos, tratan con las cosas, las tienen, las desean, las rechazan, las manejan, las manipulan, independientemente de conocerlas, antes de conocerlas y después de haberlas conocido”. 

			De los “ecosistemas” a los “socioecosistemas”. El término de ecosistema ya se ha incorporado plenamente al lenguaje común. Sin embargo, la connotación que este concepto tiene es muy variada, no sólo por su uso coloquial, sino también por su incorporación en otras disciplinas. Incluso en el ámbito de la ecología, hay quienes conciben al ecosistema como un tipo de vegetación (una selva, un manglar, un bosque), otros lo consideran como un nivel o escala de organización de la naturaleza (entre las comunidades y los biomas), y otros más lo ven como un territorio manejado (una cuenca, una ciudad, un rancho ganadero, etcétera). 

			Esta diversidad de significados que tiene el término genera inquietudes conceptuales: ¿es lo mismo un ecosistema que una comunidad biótica o un paisaje?, ¿los ecosistemas evolucionan, son sustentables, son sistemas teleológicos?, ¿el ser humano es parte de los ecosistemas? La falta de respuestas claras hace ver la necesidad de afinar el concepto. 

			Como ya se expuso, una manera de abordar el asunto es desde una perspectiva ontológica. Los seres vivos, en sus múltiples manifestaciones, no son sólo diferentes versiones de “polvo de estrella organizado”, sino que tienen una propiedad fundamental que los separa del resto de los componentes físicoquímicos que dominan en el universo: su capacidad para almacenar información codificada genéticamente. Ello les confiere enormes posibilidades de reproducir su arreglo estructural particular y acumular información de manera progresiva, lo que les permite acelerar su proceso evolutivo.

			Con la aparición de la vida surgieron los ecosistemas como un nuevo nivel de organización de la materia y la energía en el que componentes bióticos y abióticos interactúan y evolucionan de manera integrada [Maass y Martínez-Yrízar, 1990]. Es importante reconocer que la vida sólo puede darse en una matriz físicoquímica; esto es, la vida es un fenómeno biofísico integrado, por lo que un ecosistema puede ser tan pequeño como una gota de agua con microorganismos nadando en ella, o tan grande como el planeta Tierra en su conjunto. Ahora bien, como ya se mencionó, el ser humano no es sólo una especie más en el ecosistema, ya que tiene la capacidad de almacenar información a través de un lenguaje simbólico, capacidad que no tiene precedentes en la historia evolutiva de la vida en el planeta. El salto es de tal magnitud que tal como cuando apareció la vida en el planeta éste dejó de ser un sistema físico para convertirse en un sistema biofísico, al cual llamamos ecosistema, la aparición del ser humano trajo consigo el surgimiento de los sistemas socio-bio-físicos integrados a lo que llamamos socioecosistemas. El contenido informativo y la dinámica funcional de un sistema dependen de la complejidad de sus componentes estructurales, por lo que existen diferencias claras y significativas entre un sistema físico (sólo componentes abióticos), un ecosistema (componentes bióticos y abióticos) y un socioecosistema (componentes humanos, bióticos y abióticos).

			Fronteras y señales. La organización jerárquica en los sistemas se determina por una sucesión de límites o fronteras semipermeables que filtran el paso de señales y materiales, proceso que al mismo tiempo encierra un grupo de componentes o agentes de interacción [Holland, 2014]. El enfoque socioecosistémico hace reconocer que estas barreras son tanto de corte físico, como biológico y social. De tal forma que en un socioecosistema se pueden identificar fronteras físicas de corte teleomático, como el campo gravitacional de los cuerpos, los parteaguas de una cuenca hidrográfica, los límites de las placas tectónicas, etcétera. También existen las fronteras biofísicas de corte teleonómico, como la pared celular, la piel de un organismo, el aislamiento sexual por razones de especie, las fronteras entre biomas, entre otras. De igual forma, los agentes humanos generan una gran diversidad de barreras socioculturales de corte teleológico, tales como las generadas por diferencias de lenguaje, por los rasgos raciales, por las relaciones de parentesco, por los patrones de consumo, por las diferencias de edad o de posición social, por las creencias religiosas, por las fronteras políticas, e inclusive, por la capacidad tecnológica para viajar en el espacio. Estos son tan sólo ejemplos de una enorme heterogeneidad de “barreras porosas”, las cuales ocurren a diferentes escalas de tiempo y espacio y que generan componentes de interacción con características muy variadas y con arreglos jerárquicos que conforman un mundo sistémico, ecosistémico o socioecosistémico enormemente complejo. Cada una de estas fronteras filtra señales y materiales de todo tipo; establecen mecanismos de interacción entre los diferentes componentes. Así, por ejemplo, está el planeta Tierra que filtra con su capa de ozono la radiación ultravioleta del sol, están las células que con su membrana filtran el ingreso de enzimas, y están los mercados bursátiles que mediante sus corredores y especialistas financieros crean barreras filtrando las órdenes de compra y venta de acciones.

			Auto-organización y sistemas complejos. Ya se ha comentado que no todos los sistemas son diseñados con un propósito o meta previamente establecida. Es decir, no todos los sistemas son teleológicos cuentan con un controlador central que define el comportamiento del sistema (como lo es un termostato en un refrigerador, un campesino en un terreno agrícola o un director en una empresa). De hecho, esa fue la gran contribución de Darwin: establecer la selección natural como un mecanismo capaz de impulsar el proceso evolutivo biológico y la aparición de nuevas especies sin la necesidad de un diseño preestablecido. Maturana y Varela [1980] desarrollaron el concepto de autopoiésis para describir este mecanismo por medio del cual “los sistemas tienen la capacidad de auto-organizarse, reproducirse y mantenerse por sí mismos”. La autopoiésis es muy clara en el caso de los organismos vivos, pero no lo es tanto cuando se habla de sistemas más abiertos y dinámicos como el clima, una selva o el lenguaje mismo. Como define Mitchell [2009], “un sistema complejo es aquél en el que una gran cantidad de componentes, sin [necesariamente] un controlador central y con reglas de operación simples, dan lugar a un comportamiento colectivo, con un sofisticado proceso de información y un mecanismo de adaptación vía el aprendizaje o la evolución”. De igual forma, como argumenta Holland [2014], todos los sistemas complejos tienen: 1) componentes de interacción (definidos por fronteras semipermeables); 2) generadores (que permiten la reproducción de dichos componentes), y 3) reglas de interacción definidas por una gramática particular basada en el filtrado de señales informativas y de control. Así tenemos, por ejemplo, una bolsa de aire compuesta por moléculas (componentes), con los átomos que la conforman (generadores), las valencias (que definen las reglas de interacción) y sus cargas eléctricas (que actúan como señales). Del mismo modo se puede mencionar a un caldo de cultivo con bacterias (componentes), los organelos (generadores), los genes (reglas de interacción) y las hormonas (señales). Para dar un ejemplo de corte más social, podemos mencionar a los gremios de académicos (componentes), con los investigadores (generadores), la ética académica (reglas de interacción) y los discursos y publicaciones (señales). Los sistemas complejos pueden surgir de manera espontánea con una infinidad de variantes y exhibiendo comportamientos emergentes no triviales y auto-organizados en los que el todo es más que la suma de las partes [Mitchell, 2009]. Como apunta Holland [2014], la teoría de redes puede describir formalmente una gran cantidad de sistemas. En dichas redes los nodos representan los componentes de interacción y las conexiones entre nodos representan los flujos de señales entre componentes. Los socioecosistemas se ajustan claramente a esta categoría de sistemas complejos, por lo que la teoría de redes se vuelve una herramienta muy útil para lidiar con su estudio y manejo.

			Reglas de interacción y relaciones de poder. Las interacciones que se dan entre los componentes de un sistema definen las relaciones de poder entre ellos [Holland, 2014]. En un lago, el pez grande se come al chico; en un sistema solar, los planetas giran alrededor del astro con mayor gravedad. De igual forma, los seres humanos viven en un mundo complejo e interactúan con todo tipo de componentes. Las leyes de la naturaleza, los programas genéticos y la cultura se mezclan para dictar el rumbo que toman los socioecosistemas. Al tener consciencia, los humanos son capaces de impregnar un propósito a lo que hacen, y con sus acciones intentan alcanzar dichos propósitos. El asunto es que no están solos y lo que hacen afecta a otros, y viceversa. Mientras que los animales definen sus reglas de interacción mediante el proceso evolutivo (la ley del más fuerte o el mejor adaptado), los seres humanos son capaces de sentarse a discutir sobre lo que les conviene y ponerse de acuerdo sobre cómo actuar; crean reglas e instituciones. En este proceso de establecer acuerdos, es necesario no sólo identificar quiénes son esos componentes con los que se está interactuando (al analizar el sentido de pertenencia), sino también es indispensable definir conjuntamente lo que les conviene a la luz de axiomas morales. Es importante reconocer que el establecer reglas claras de interacción, ejercer la empatía y definir códigos de ética, no es suficiente si no se asegura el cumplimiento de los acuerdos, ya sea al apelar al compromiso o al ejercer el poder legítimo. De lo contrario, la sociedad se enfrenta a un mundo de anarquía en el que la mayoría resultan lastimados. Es importante agregar que existen muchos otros componentes de interacción que también forman parte del mundo socioecosistémico en los que el ser humano no tiene voz ni voto en todos estos sentidos de pertenencia, axiomas, códigos de conducta y compromisos definidos como sociedad. 

			El concepto socioecosistémico recupera la importancia de incorporar a los otros “no considerados” en este mundo. Esto es, incorporar a los seres humanos socialmente marginados (por ejemplo, los indígenas, los pobres, los discapacitados, etétera.) y a los miles de millones de organismos, de una enorme variedad de especies, con los que se comparte el planeta. Es decir, no se trata de lograr un desarrollo sustentable del sistema social y del sistema ecológico como dos cosas separadas que se requiere acoplar, sino del desarrollo sustentable del socioecosistema integrado, el cual “es” y evoluciona de manera conjunta [Gunderson y Holling, 2002; Maass y Equihua 2015].

			El papel de la tecnología. La tecnología, entendida como el conjunto de conocimientos o habilidades para la transformación del medio y la construcción y uso de mecanismos que permitan cubrir necesidades o deseos, se encuentra en todos lados. La fotosíntesis, el ciclo de Krebs, un nido, una madriguera, una telaraña, son todas expresiones tecnológicas de corte teleonómico por parte de organismos capaces de imponer nuevas funciones a elementos del medio. De igual forma, aves abriendo botes de leche con el pico o rompiendo semillas con una roca, son expresiones tecnológicasde corte teleológico (conscientes y con un propósito en mente). Pero las declaraciones matemáticas tales como “2 + 2 es igual a 4”; el dictado de una receta tal como “Se debe comenzar haciendo A, luego B, C, y terminar con D”; o el nombramiento de una persona mediante la declaración “Te nombro capitán”, como ya vimos, son todos ejemplos de una de las tecnologías más poderosas para imponer “nuevas funciones” a elementos del medio: el lenguaje simbólico [Searle, 1995]. La realidad social en la que la tecnología está embebida no se construye en el vacío sino en la realidad natural de la cual todos los componentes son parte y surgieron de ella. Es decir, la tecnología transforma la realidad social y ha impactado en la realidad ecosistémica (por ejemplo, para hacerse de materias primas, para proveerse de energía y para asimilar residuos). El cambio global es producto directo del impacto que la tecnología del ser humano ha ejercido sobre la realidad socioecosistémica. Es por ello que el mundo natural no sólo debe ser una fuente de inspiración para las ecotecnologías, sino además es un referente obligado de sustentabilidad [Jordan, 1998]. 

			5. LA TRANSDISCIPLINA COMO HERRAMIENTA EPISTEMOLÓGICA

			Multi, inter y transdisciplina. Un cambio de paradigma ontológico, en el sentido de cómo se entiende la realidad y qué componentes o agentes la constituye, trae como consecuencia un cambio de paradigma epistemológico concerniente a la manera como se generan conocimiento de dicha realidad. Los retos que implica estudiar a los socioecosistemas, como “todos integrados”, son enormes. Ya se comentó cómo la incursión del enfoque de sistemas en el quehacer científico ha inducido a un proceso más grupal y de largo plazo, y es que la investigación disciplinaria no es suficiente. Ello no significa que ahora los investigadores deben convertirse en generalistas, sino que, a través del trabajo conjunto, cada investigador, desde su propia disciplina, debe abonar al proceso colectivo que requiere la investigación de sistemas complejos. Es decir, la multidisciplina “no elimina” la disciplina, más bien saca al científico de su esfuerzo en solitario. Sin embargo, hay una diferencia importante entre la multi y la interdisciplina, y tiene que ver con el nivel de interacción entre las disciplinas. En esta última se busca una definición conjunta del problema de estudio, así como la construcción colectiva de los marcos conceptuales para abordarlo. Se apuesta a las sinergias que surgen de la interacción y no sólo a la suma de las disciplinas que trabajan por separado sobre un problema asignado. El nivel de comunicación que se requiere entre los miembros del grupo es mucho mayor en este esfuerzo interdisciplinario. Pero el salto epistemológico es aún mayor con la adopción del enfoque socioecosistémico, pues este reconoce que no solamente los seres humanos tenemos la capacidad de generar conocimiento por experiencia y por razonamiento directo (al utilizar procesos inductivos y deductivos), sino que incluso muchas especies de animales también lo hacen. Más aún, todas las especies que habitan un ecosistema son el resultado de casos exitosos para lidiar con los retos que su ambiente particular les impone para adaptarse y sobrevivir, por lo que son una fuente directa de inspiración para diseñar estrategias de manejo sustentable [Jordan, 1998]. Lo que es más importante reconocer es que la fuente de inteligencia para resolver nuestros problemas al lidiar con el mundo no puede venir sólo de la investigación científica [Spangenberg, 2011]. Esa es precisamente la esencia del enfoque transdisciplinario. Los científicos hemos desarrollado protocolos y diseñado   instrumentos de medición sofisticados que hacen el proceso de generación de conocimiento cada vez más eficiente y riguroso. Sin embargo, todas las personas, científicos y no científicos, lidian con su mundo y generan conocimiento a través de esta experiencia diaria que las hace ser expertas en pertinencia [Spangenberg, 2011]. Acercarnos a estos “otros saberes” se vuelve indispensable a la hora de priorizar el quehacer científico cuando está orientado a la solución de problemas concretos [Toledo, 1995, Rozzi et al., 2008] y se hace cada vez más necesario para asegurar que las personas adopten con mejores ojos los resultados del esfuerzo transdisciplinario [Redman et al., 2004]. Ello ha llevado al desarrollo de conceptos como el “co-diseño”, el “monitoreo participativo” y la “ciencia ciudadana”, no sólo para hacer más eficiente el proceso de “adopción científica” sino, sobre todo, para hacer más exitoso el proceso de investigación al incorporar toda esta experiencia de los sectores no científicos en el entendimiento del socioecosistema que se estudia [Burgos et al., 2013]. Finalmente, debemos agregar el planteamiento que hacen Huutoniemi y Tapio [2014] en el sentido de que los problemas de carácter sustentable se resisten a las categorías disciplinarias y a las soluciones simples, y que mientras que el razonamiento científico es principalmente guiado por las tradiciones científicas, la investigación transdisciplinaria descansa en otras estrategias cognitivas, pues los estudios enfocados a la solución de problemas (problem-centred approach) se resisten al rigor de la metodología, por lo que proponen inducir un enfoque más heurístico en la investigación transdisciplinaria.

			Transdisciplina vs transversalidad. Es importante diferenciar entre lo que es un enfoque transversal (trabajo con diferentes sectores de la sociedad) y un enfoque transdisciplinario (trabajo con diferentes fuentes de conocimiento) [Maass y Equihua, 2015]. El primero es una herramienta de desarrollo y el último es un planteamiento epistemológico. Necesitamos ambos; sin embargo, un científico no necesita convertirse en un productor, un tomador de decisiones, un empresario o un desarrollador para acercarse al trabajo transdisciplinario. Más bien, para realizar investigación verdaderamentetransdisciplinaria, los científicos deben participar en situaciones reales de desarrollo, como un sector más en la colectividad. Esto solamente se logrará mediante la participación en el trabajo transversal para aprender acerca de los otros conocimientos que requiere la verdadera investigación transdisciplinaria.

			Investigación de largo plazo y anclada en sitios. La necesidad de realizar investigación de largo plazo es otro aspecto que el enfoque socioecosistémico induce en la manera de concebir el quehacer científico. Dada la naturaleza jerárquica de los socioecosistemas, los procesos ecológicos se dan en una gran diversidad de escalas espaciales y temporales. Es por ello que la investigación a escalas reducidas que ha predominado en la ciencia durante muchos años (unas cuantas especies, en unos cuantos m2 y durante unos cuantos años) no es suficiente para entender los procesos ecológicos que mantienen los servicios ecosistémicos de los que tanto depende la sociedad. El enfoque socioecosistémico muestra la necesidad monitorear los efectos que el manejo tiene sobre la dinámica funcional de los ecosistemas y permite ver cómo los cambios en esta dinámica se traducen como una disminución o aumento de los servicios y recursos que los ecosistemas proveen. Esto, a su vez, tiene efectos en el bienestar de la población y, por tanto, en sus decisiones de manejo. El seguimiento a largo plazo de estos ciclos de retroalimentación en el socioecosistema es crucial para implementar lo que se conoce como “manejo adaptativo” (que se revisará más adelante). Todo ello conduce a la necesidad de mantener cuerpos académicos anclados en sitios de investigación por décadas, lo que ayudaría a generar los lazos de confianza y colaboración que la investigación transdisciplinaria requiere [Maass y Equihua, 2015]. La Red Mexicana de Investigación Ecológica de Largo Plazo (Mex-LTER) forma parte del a red internacional ILTER, y tienen misión inducir este tipo de investigación científica.

			Ciencia por curiosidad, aplicada y basada en resultados. Finalmente, en este análisis del cambio epistemológico que se requiere al adoptar un enfoque socioecosistémico, surge la necesidad de inducir una investigación basada en resultados [Vaugan et al., 2007]. La curiosidad es la promotora indispensable de la investigación científica, pero siempre ha existido un interés por canalizar esta curiosidad hacia la solución de problemas concretos. Con el desarrollo de la aproximación transdisciplinaria, entender cómo funcionan los socioecosistemas y utilizar dicho entendimiento para tomar decisiones de manejo ya no es suficiente, pues ahora es necesario asegurarse que las decisiones que se tomen lleven al sistema en la dirección deseada. La vulnerabilidad de los agentes del socioecosistema y la urgencia de avanzar en la solución de la crisis ambiental así lo exigen. 

			6. EL MANEJO SUSTENTABLE DE SOCIOECOSISTEMAS

			La dinámica de pulsos y presiones a los ecosistemas y su efecto en los recursos y servicios que proveen. Además de un cambio epistemológico, la adopción del paradigma socioecosistémico trae necesariamente un cambio de paradigma metodológico. Al tratarse de métodos de gestión y manejo de socioecosistemas, es necesario ligar de manera más explícita y clara el mecanismo por el cual se retroalimentan los procesos sociales de manejo y los procesos naturales del ecosistema como respuesta a dicho manejo. En este sentido, el modelo de “dinámica de presiones y pulsos” de Collins et al. [2011] resulta muy útil. Por un lado, están las “presiones”, que son procesos de transformación del ecosistema, los cuales se incrementan poco a poco y son relativamente predecibles (por ejemplo, labranza, extracción de leña, pastoreo, pérdida de la fertilidad, etcétera). Por otro lado, están los “pulsos”, que son procesos de poca duración pero de gran impacto para el ecosistema y, en general, poco predecibles (por ejemplo, el cambio en el uso del suelo, la extinción de una especie clave, cambio abrupto en las demandas del mercado local, etcétera). Estos procesos también pueden ser exógenos, incluso de origen natural, de tal forma que las presiones (por ejemplo, cambio climático o la inflación) y los pulsos (por ejemplo, inundaciones, incendios, vendavales, caída de la bolsa) forman parte del régimen de disturbio del socioecosistema de interés. La intensidad de las presiones, así como la frecuencia y escala de los pulsos, tienen un impacto sobre la estructura y el funcionamiento de los ecosistemas, lo que a su vez repercute en los recursos y servicios ambientales que estos prestan. Dado que el bienestar humano está ligado al acceso de servicios ecosistémicos, los cambios en la generación de estos servicios por efectos del manejo retroalimentan el proceso de toma de decisiones, lo cual determina el régimen de pulsos y presiones sobre los ecosistemas. De esa forma, y como resultado del manejo del socioecosistema, se generan ciclos de retroalimentación entre los procesos sociales y los procesos naturales. Dada la naturaleza jerárquica y sistémica de los socioecosistemas, es importante reconocer que estos ciclos de retroalimentación operan a diferentes escalas de tiempo y espacio. Por lo tanto, los efectos del manejo a una escala (digamos un ejido) tiene efectos, y a su vez es afectado por los ciclos de manejo a escalas más pequeñas (las parcelas campesinas). De igual forma, los ciclos de retroalimentación a la escala que nos estamos enfocando (el ejido, en este ejemplo) tiene efectos y, a su vez, es afectado por los ciclos de manejo a niveles mayores (regionales) [Maass, 2017].

			Plan de acción para el manejo. Una manera de aterrizar todos estos conceptos para lograr un manejo desde la perspectiva socioecosistémica es identificar e implementar una secuencia de pasos, a manera de plan de acción, que nos guíe en este proceso. En este sentido, la propuesta de Maass y Cotler [2007], inspirada en un protocolo para el manejo de ecosistemas propuesto por Stanford y Poole [1996], describe con detalle los ciclos de aprendizaje que se retroalimentan y refuerzan de manera anidada. 

			El protocolo: 1) parte del mejor entendimiento que se tiene, en su momento, de los procesos ecológicos y sociales inmersos en el socioecosistema en cuestión (etapa de revisión bibliográfica y de antecedentes). 2) Con base en la revisión se define el ámbito espacio-temporal que constituirá la escala focal de atención. Esto es, se define el área de estudio a partir de la identificación de fronteras naturales (por ejemplo, el parteaguas de una cuenca, presencia de especies y ecosistemas, etcétera) y del reconocimiento de cómo los pobladores definen fronteras socioculturales (el territorio) y cómo se apropian del espacio (lo que se conoce como territorialidad). Esto permite identificar los agentes de interacción del socioecosistema (tanto abióticos, como bióticos y sociales) que tienen injerencia directa en su manejo. 3) Se definen los objetivos y metas de manejo para estimular la participación de los diferentes sectores y reconocer sus percepciones, valores y deseos, y a otros agentes de interacción sin voz ni voto en el asunto (por ejemplo, otras especies). 4) Se construyen escenarios hipotéticos ante la implementación de las diferentes propuestas, con el fin de identificar sinergias, antagonismos, beneficiarios y perjudicados. 5) Se revisan las posibles limitaciones o restricciones de manejo, tanto de corte ecológico (por ejemplo, nicho de distribución de las especies) como social (por ejemplo, legislación y ordenamientos territoriales vigentes). 6) Con base en lo anterior, se diseñan estrategias de intervención que permitan atender las necesidades planteadas por parte de los pobladores y asegurar, al mismo tiempo, el mantenimiento de la integridad ecosistémica [Equihua et al., 2014]. 7) Se implementan las intervenciones de manejo. 8) Se detona un monitoreo que permita evaluar el proceso de manejo y sintonizarlo de acuerdo a cómo el sistema responde a las propuestas de manejo [Maass, 2015]. Es importante recalcar que este proceso no es lineal, sino circular y dinámico. Esto es, el monitoreo (paso 8) hace que se mejore el entendimiento que se tiene del sistema (paso 1); retroalimenta todo el proceso de manejo (la esencia del “manejo adaptativo”). Es decir, el protocolo no necesariamente comienza en el paso 1 (un clavado a la literatura existente), sino que es resultado de una acción inmediata que responde a una urgencia de manejo (paso 6). Finalmente, puede ser que exista la necesidad de regresar a un paso anterior para sintonizar el proceso, por ejemplo, cuando al revisar las limitaciones para el manejo (paso 5) se identifica la necesidad de incorporar a un agente o sector no contemplado inicialmente (regresando al paso 2). 

			Intervenciones técnicas, comunicativas e institucionales. Tradicionalmente, el manejo se basa en intervenciones de tipo técnico, es decir, aquellas orientadas a la manipulación del ecosistema, tales como metodologías para extraer, limpiar, distribuir y tratar el agua, técnicas de control de erosión, prácticas de control biológico, etcétera. Ciencias aplicadas y de corte más integrador como la agroecología, la ingeniería ambiental o el forestaría ecológica, son una fuente esencial de técnicas de intervención apropiadas. Pero tratándose del manejo integrado de un socioecosistema, también deben incluirse intervenciones de tipo institucional orientadas a transformar las reglas de interacción social relacionadas con el manejo de ecosistemas (por ejemplo, creación de comités de agua y de manejo de cuencas, de comités de vigilancia de acuerdos). Los diseños de estas intervenciones serán más fáciles si se tienen presentes los diferentes actores sociales (campesinos, empresarios, académicos, autoridades), y si se identifican los valores, actitudes, conductas, arreglos instituciones y políticas de aquellos sectores más relevantes en el control y mantenimiento del socioecosistema en cuestión. Tanto las intervenciones técnicas como las institucionales deben hacerse de forma coordinada, en la que se integren congruentemente los diferentes aspectos ecológicos, económicos y sociales del manejo. Ejemplo de ello puede revisarse en la compilación de estudios de caso que hace Durán et al. [2015]. Es indispensable contemplar también medidas de intervención comunicativas orientadas a transformar el escenario de generación y discusión de la información, discursos y argumentos de los diferentes sectores sociales que participan en el proceso de manejo [Castillo, 2003; Medardo Tapia y Raúl García Barrios, com. pers.].

			Lidiando con la complejidad. Es importante reconocer que se han desarrollado muchas técnicas y herramientas metodológicas para lidiar con la complejidad y con la incertidumbre que esta complejidad genera. Por ejemplo, la teoría de redes, el concepto de fractales, la teoría Gestalt, los algoritmos de Markov, los modelos bayesianos, el concepto de Big Data, las aproximaciones heurísticas, el uso de la abducción, el análisis del control distribuido y de autómatas celulares, etcétera. Por razones de espacio no es posible revisar cada una de estas técnicas, pero se describirán sólo dos que resultan muy prácticas como principio de operación: el manejo adaptativo y la subsidiaridad. 

			Manejo adaptativo. La concepción ecosistémica del mundo ha permitido reconocer la complejidad de la naturaleza en su real magnitud, es decir, una infinidad de componentes bióticos y abióticos que interactúan a diferentes escalas de tiempo y espacio mediante complejos procesos que han tomado millones de años en generarse e integrarse de manera precisa. La realidad socioecosistémica complica aún más el panorama al reconocer que ésta se construye continuamente y a velocidades vertiginosas con los acuerdos sociales (instituciones) que día a día se establecen, igualmente, a diferentes niveles jerárquicos. Todo esto hace imposible pretender conocer y entender todos los componentes e interacciones que se dan en los socioecosistemas con miras a un manejo sustentable de los recursos y servicios que estos nos brindan. Sin embargo, resulta tan irresponsable tomar decisiones de manejo sin reflexionar sobre los posibles efectos de su implementación, como dejar de hacerlo argumentando que no se tienen todos los elementos para tomar una decisión sin riesgos. Por ello, es indispensable aprender a lidiar con la incertidumbre que tal complejidad genera, y el concepto de manejo adaptativo es una estrategia que ha surgido precisamente para la toma de decisiones bajo condiciones de incertidumbre. En esencia, el manejo adaptativo consiste tomar decisiones con base en el mejor entendimiento disponible sobre la materia en cuestión, pero reconociendo que este conocimiento es incompleto. Por tanto, es indispensable monitorear el estado del sistema de tal forma que sea posible verificar que éste va en la dirección que se desea promover. Si a corto plazo las cosas no salen como se pronostican, entonces se adaptan o se sintonizan las decisiones de manejo de acuerdo a la manera en que el sistema responde. Por otro lado, si se sospecha que el efecto puede ser irreversible y que no habrá manera de sintonizar el manejo en caso de equivocarse, se aplica el “principio precautorio”, y se evita implementar la propuesta de manejo hasta tener mayor información al respecto. No se trata de no hacer nada, sino de orientar las acciones a fin de aprender más sobre el fenómeno en cuestión. Es decir, el monitoreo y la investigación participativa son componentes centrales del manejo adaptativo y, por tanto, de cualquier proceso de manejo de socioecosistemas que busque la sustentabilidad. Herramientas como el Marco para la Evaluación de Sistemas de Manejo de recursos naturales incorporando Indicadores de Sustentabilidad (MESMIS) [Astier et al., 2012] facilitan la evaluación y monitoreo del estado del sistema en el marco de la sustentabilidad.

			Subsidiaridad y los procesos locales. La política de subsidiaridad dicta que “las decisiones deben ser tomadas por la autoridad más cercana a los problemas”, se basa en principios y leyes generales que ligan los procesos locales con su entorno regional, nacional e internacional (de allí el eslogan “Piensa globalmente y actúa localmente”). Esto es importante ya que el tiempo de respuesta del sistema al manejo aumenta exponencialmente con la escala; unos cuantos años en cuencas pequeñas (10-100 de km2), décadas y hasta siglos en grandes cuencas (miles o millones de km2) [Hatton et al., 2002]. La capacidad de un socioecosistema de responder a los efectos del manejo se vuelve mucho más eficiente y expedita si se trabaja a escalas locales pues es más fácil y directo asociar una relación causa-efecto (o dosis-respuesta). Es por ello que realizar manejo adaptativo sólo tiene sentido en cuencas pequeñas y a escalas locales. Si el monitoreo es participativo y se cuenta con apoyo de la población local, la respuesta de los sectores sociales involucrados al manejo se hace más rápida. Los lugareños tienen un entendimiento empírico sobre su sistema que los hace expertos en pertinencia a escalas locales porque identifican mejor la problemática en sus lugares de residencia y tienen mejor idea sobre los posibles efectos del manejo a la escala a la que tienen mayor capacidad de acción. La política de subsidiaridad ha sido un elemento importante de construcción institucional en situaciones complejas en donde la gran heterogeneidad regional dificulta establecer normas específicas para cada contexto particular, como pasó en el establecimiento de la comunidad Europea.

			7. LA ÉTICA DE LA CONSERVACIÓN

			Axiomas de la conservación. Ante el dilema ancestral entre conservar o transformar los ecosistemas naturales para lograr nuestro desarrollo como especie, el reconocimiento de que el fenómeno humano es un fenómeno socio-bio-físico integrado nos cambia la perspectiva. Desde una posición biocéntrica, el axioma de la conservación dicta que “¡es necesario proteger y conservar a las otras especies pues tienen el mismo derecho de existir que la especie humana!” y, desde la perspectiva más antropocéntrica, el axioma dicta que “¡es necesario proteger a las otras especies porque la especie humana depende de ellas!” (por ejemplo, sus recursos y servicios ecosistémicos). Si bien ambos axiomas son válidos, hay uno más profundo e integrador que surge desde la perspectiva socioecosistémica: “¡es necesario proteger a las otras especies porque ellas y la especie humana son parte del mismo todo!”. Como dice Rozzi [2012], se está gestando una ética biocultural basada en el reconocimiento de la “interrelación dinámica y recíproca entre el bienestar e identidad de los habitantes, sus hábitos y el hábitat en el que habitan”. Con ello se debe entender, desde la perspectiva socioecosistémica, a los habitantes como todos los componentes que interactúan (bióticos, abióticos y humanos); por hábitat al conjunto socioecosistémico del que todos forman parte (selva, ciudades, lagunas costeras, etcétera), y por hábitos a las leyes físicas, procesos evolutivos biológicos y los arreglos institucionales existentes.

			Sustentabilidad como meta y los ecosistemas como referencia. Los ecosistemas naturales tienen mecanismos de resistencia y resiliencia que les permite lidiar de manera muy eficiente con las perturbaciones naturales, producto de la actividad de otros organismos, e incluso de eventos naturales extremos tales como incendios, sequías y huracanes. Al igual que todas las especies, el ser humano desde que apareció en escena hace cientos de miles de años, ha transformado su ambiente inmediato. Sin embargo, hace unos 10 mil años, conforme aumentó su población, mejoró sus técnicas de caza y desarrolló la agricultura, comenzó a transformar su mundo a escalas regionales y, en los últimos 200 años con la Revolución industrial, a escalas globales. Es decir, el problema no es el hecho de transformar el medio, sino la intensidad y velocidad a la que se hace y que impiden que el ecosistema se reacomode de manera natural (siguiendo procesos evolutivos que requieren cientos y miles de años). Con el manejo de la resiliencia de los ecosistemas, lo que se busca no es regresarlos al estado original o mantenerlo en un estado prístino, sino de evitar que entren en una dinámica que induzca su degradación en términos de pérdida de su productividad, de su estabilidad funcional y, engeneral, de su contenido informativo [Holling, 1973]. Esto es importante dado que un cambio de estado puede ser catastrófico para el ecosistema e inducirlo a entrar en un estado degradado que inclusive se vuelva resiliente a los esfuerzos de restauración [Scheffer y Carpenter, 2001; Suding et al., 2004]. 

			Al ser los ecosistemas naturales los que mantienen el sistema de soporte de vida del planeta y, por tanto, responsables de mantener el estado del ambiente en condiciones que le han permitido al ser humano evolucionar y desarrollarse como especie, son una referencia obligada de sustentabilidad. Por ello es imprescindible: 1) frenar la destrucción de los ecosistemas naturales, 2) restaurar aquellos que han perdido su integridad ecosistémica, y 3) diseñar sistemas productivos que respeten los procesos que generan y mantienen a los servicios ecosistémicos [Maass, 1999].

			Sobre los intereses propios y los de la comunidad. Las personas no viven solas y aisladas de los demás; conforman grupos de todo tipo. Las decisiones y acciones que toman los grupos sociales no sólo obedecen a intereses individuales, sino también a los intereses del grupo del que integran parte. El sentido de pertenencia es el pegamento cultural que permite la formación de grupos sociales cohesivos y resilientes. Este sentido de pertenencia es el que le da identidad, significado y sentido a la vida de las personas y a los colectivos que conforman. Dado su nivel de consciencia y la existencia de un lenguaje simbólico, los seres humanos han potenciado su capacidad de diálogo interpersonal y, con ello, las relaciones sociales que conducen a un sentido de pertenencia multiescalar y jerárquico sin precedentes en el mundo natural. El sentido de pertenencia no substituye el de identidad individual y personal. Al contrario, lo que define a un grupo es justamente quiénes lo integran. La diversidad de visiones e intereses puede ser la mejor aliada para buscar soluciones a los problemas que un grupo enfrenta, pero también un grave problema si no son incapaces de ponerse de acuerdo. Entonces, no se trata de perder el sentido de identidad personal, sino de reconocer que se tienen múltiples identidades. No se habla de la esquizofrenia que generan múltiples identidades antagónicas y en paralelo, sino de un sistema anidado y jerárquico de identidades coherentes entre sí, en las que unas forman parte de otras más incluyentes. Por ejemplo, un estudiante tiene sus intereses personales, pero también aquellos que comparte con los compañeros de su generación y los que comparte como miembro de una carrera particular. De tal forma que, si lo nombran representante, lo será de uno de esos niveles y deberá defender los intereses del nivel particular que representa. 

			El sistema de representación en una sociedad democrática, implica que unos tomen decisiones por otros. Pero más aún, en el día a día, las personas dejan que muchas de sus decisiones sean tomadas por otros, ya sea por su experiencia en el asunto, por considerarlos como un referente en su vida, por aceptar la recompensa que les ofrecen a cambio, porque tienen el control al acceso y distribución de la información que necesitan, o porque se ven obligados ante una acción coercitiva. Aun en este último caso, lo importante es estar conscientes del hecho, pues cada vez que inconscientemente se deja que otro tome una decisión por uno mismo, se pierde libertad. En ese sentido, se puede decir que la gran mayoría de los componentes no humanos de los socioecosistemas carecen de libertad y los cognitivamente más desarrollados que logran tener una cierta capacidad de consciencia, tienen libertades muy limitadas. Esto es, los seres humanos constantemente toman decisiones por muchos otros componentes del socioecosistema, incluyendo, por supuesto, a millones de entes bióticos y abióticos que sucumben a nuestras necesidades y deseos. Ello les confiere una responsabilidad ética e ineludible de la que tienen que ser muy conscientes.

			Las realidades óntica y ontológica y la verdad moral. Finalmente, en cuanto a las cuestiones éticas ligadas a la búsqueda para lidiar con la realidad en la que se vive, hay tres aspectos que se deben considerar. Por un lado García Morente [2009] habla de una realidad kantiana en la que “el objeto pensado es objeto cuando y porque es pensado”, y en donde “la actividad del pensar es la que crea el objeto como objeto pensado”. A esta realidad, que el ser humano crea a través de pensar en los objetos, se le puede llamar realidad lógica. Por su parte, Kant también habla de una realidad en la que la ciencia, en su afán de lograr un conocimiento absoluto, trata de alcanzar de manera progresiva, pero cuando cree que lo está logrando, surgen nuevos problemas a dicho entendimiento. Esta realidad que García Morente nombra como el “absoluto incondicionado” (independiente del sujeto), que identifica como un ideal al cual la ciencia aspira y que “da columna vertebral y estructura formal a todo el acto continuo del conocimiento”, es a lo que se le puede llamar realidad óntica. Por último, está la manera como el ser humano relaciona su actuar con la realidad lógica (la coherencia entre lo que se cree que se debe hacer y lo que realmente se hace). Esto es, cuando lo que se hace (la conducta) no se ajusta, no se alinea, no se empalma o no es coherente con lo que se piensa (con la realidad lógica), se está faltando a lo que Tomas de Aquino se refiere como la verdad moral. Cuando estos tres aspectos de la realidad no están alineados se generan problemas. Esto pasa, por ejemplo, cuando se ignora algo, cuando se está confundido, cuando se engaña uno mismo, o cuando se miente de manera deliberada. Por medio del estudio de la manera como las cosas se presentan es que se obtiene la evidencia que ayuda a confrontar los problemas de confusión, engaño o mentira. Es precisamente por este proceso continuo y progresivo de generación de conocimiento que se encauza a la solución de los problemas. La severa crisis ambiental actual es una evidencia de que hay algo que no se está considerando en la manera como se enfrenta el mundo. Ya se ha comentado sobre la fragmentación del conocimiento y la necesidad de reconectar al ser humano con su origen natural, y de cómo el enfoque socioecosistémico hace explícita esta naturaleza socio-bio-física del mundo, pero esto no es suficiente. No hay conocimiento que alcance para resolver un problema si no hay la voluntad de usar dicho entendimiento y la honestidad de aplicarlo correctamente. De allí la importancia de buscar alinear estos tres aspectos de la realidad. Adoptar una visión socioecosistémica del mundo ayuda, pero ante la corrupción se desvanece cualquier intento de mejorar las cosas.

			8. EL CAMBIO DE PARADIGMA ECONÓMICO

			El actual modelo de desarrollo imperante, dominado por un modelo económico deshumanizado, de corte neoliberal y de consumo, podrá tener sus ventajas para algunos, pero se debe reconocer que es un gran promotor de inequidad social, es una fábrica de pobres y una maquinaria de devastación ambiental; esta situación no sólo es intolerable sino también es insostenible. Desde las ciencias de la sustentabilidad [Spangenberg, 2011], se han buscado alternativas de modelos de desarrollo que logren un mejor entendimiento del papel que juega el ser humano en este proceso de coevolución con la biósfera. 

			El bienestar humano. Las palabras economía y ecología tienen la misma raíz griega “oîkos” que significa “casa”. La economía se refiere a la ley (“nomos”) o administración de la casa, mientras que la ecología se refiere al tratado (“logos”) o estudio de la casa. De acuerdo con el economista Paul Samuelson [2004], “El fin último de la economía es mejorar las condiciones de la vida de las personas en su vida diaria”. Pero desde la perspectiva socioecosistémica, siendo el ser humano parte integral de un sistema mayor que lo contiene, el concepto de bienestar toma una dimensión multiescalar y jerárquica más compleja. Es decir, no se puede hablar de bienestar individual si no se es parte de un bienestar colectivo. “Colectivo” no sólo se refiere a las otras personas con las que convivimos, sino a los otros agentes o componentes de interacción que forman parte del mismo socioecosistema, incluyendo, por su puesto, a los entes vivos de otras especies con las que compartimos esta “casa común”. En este contexto de bienestar y de inclusión, los valores y “los otros” agentes de interacción (tradicionalmente excluidos) deben ser considerados en el manejo del socioecosistema. Para hacerlos más visibles, es indispensable incentivar procesos de corte local y aterrizarlos a una realidad particular, que permita incorporar a estos excluidos en sus propios contextos socioecosistémicos. Todo ello con miras a manejar y conservar el patrimonio sociocultural y natural. Esto es particularmente relevante en México al considerar que una buena parte de los ecosistemas conservados y proveedores de servicios ambientales clave son propiedad de comunidades indígenas y rurales marginadas [Boege, 2008].

			Las comunidades rurales y el uso de recursos comunes. El ancestral y directo contacto de las comunidades rurales con su ecosistema hace que éstas adopten de manera más natural el enfoque socioecosistémico en comparación, por ejemplo, con las comunidades urbanas. De hecho, al valorar y reconocer la capacidad de las comunidades rurales por conservar sus recursos naturales, éstas se han convirtiendo en importantes referentes en la búsqueda de modelos de desarrollo económico más sustentable. Sin embargo, existe una idea que subyace en la mente de muchos que se resisten al cambio de paradigma económico, y es lo que se conoce como “la tragedia de los comunes” [Hardin, 1968]. Esta idea plantea que los recursos de uso común, en tanto que no pertenecen a nadie en particular, terminan siendo sobreexplotados o simplemente despilfarrados por todos. Ante esta perspectiva, muchas personas prefieren apostarle a la propiedad privada y al libre mercado como la única vía para la conservación de nuestro patrimonio económico, ecológico y cultural. No obstante, Eleonor Ostrom, respaldada con cientos de estudios de caso en comunidades rurales bien organizadas y mejor conectadas con su entorno natural, probó que sí es posible que éstas manejen adecuadamente, con dignidad y sin despilfarros su propiedad de uso común. Esto le mereció el premio Nobel en Economía. Ostrom [2009] postula que los utilizadores de los recursos comunes frecuentemente desarrollan sofisticados mecanismos de decisión y cumplimiento de reglas para manejar conflictos de interés, como pueden ser: límites claramente definidos; reglas de uso de recursos comunes adaptadas a las condiciones locales; acuerdos participativos; control efectivo por parte de miembros de la misma comunidad; escala progresiva de sanciones para los infractores; mecanismos accesibles para la resolución de conflictos; autogestión de la comunidad y su reconocimiento por parte de las autoridades. 

			Las externalidades no contempladas. Otro aspecto que el contacto directo de las comunidades rurales con su medio natural facilita, es el reconocimiento de los externalidades y los costos ambientales del desarrollo. Todos los procesos productivos en los que se basa el desarrollo económico requieren de insumos materiales y generan desperdicios. Al igual que todos los organismos, el ser humano, como especie, requiere de insumos y genera desperdicios. Sin embargo, la cosa se salió de control cuando el ser humano, en su intento de manejar a la naturaleza, desarrolló tecnologías cada vez más poderosas que le permitieron afectar no sólo las escalas locales, como la mayoría de los organismos, sino las escalas regionales y, en los últimos 200 años, las escalas globales. Durante siglos, la naturaleza se concibió como una fuente inagotable de recursos y un receptor ilimitado de residuos, por lo que los procesos económicos simplemente ignoraron los procesos ecológicos detrás de esta capacidad del medio ambiente de generar recursos y de absorber residuos, y los consideraron como externalidades. El enfoque socioecosistémico, a partir de su carácter sistémico y abierto de esta naturaleza, hace consciencia de que estos insumos y desperdicios se extraen y se reincorporan a una matriz ecosistémica funcional cuya dinámica se ve alterada durante el proceso de manejo. En buena medida, la crisis ambiental que estamos viviendo es la consecuencia de haber alterado los procesos ecosistémicos encargados de reciclar nuestros desechos y de renovar la fuente de los recursos que estos nos brindan. Uno de los grandes retos que plantea el enfoque socioecosistémico es la necesidad de evaluar los impactos ecológicos de los procesos productivos e internalizar sus costos como parte del cálculo de eficiencia económica. Es decir, es indispensable incorporar a los servicios ecosistémicos en el análisis económico de nuestros sistemas productivos [Spangenberg, 2014; Maass et al., 2016]. Más aún, hay quienes inclusive proponen apostarle al “decrecimiento económico” en términos de una disminución en el uso per cápita de materiales, agua, energía y la producción primaria neta de biomasa [Martínez Alier, 2008]. 

			El metabolismo social y la economía ecológica. Como plantea Norgaard [1994], las actividades de las personas transforman el ecosistema y éste, en respuesta, establece los escenarios en los que los individuos y la sociedad actúan. Es por ello que Berkes y Folke [1998], en su concepción del mundo como sistemas socio-ecológicos, plantean que las relaciones entre sociedad y naturaleza se deben atender en una forma integrada considerando al sistema social como parte del sistema natural con el cual coevoluciona. Esto es lo que Gunderson y Holling [2002] identificaron como sistemas complejos adaptativos y a los cuales se ha hecho referencia como socioecosistemas. Por su parte, González de Molina y Toledo [2014] proponen el estudio del metabolismo social como una manera de abordar la historia ambiental, y analizar el intercambio de materia, energía e información entre sociedad y naturaleza. Todo ello ha acompañado al surgimiento de la “economía ecológica”, como una disciplina de frontera que busca una mejor gestión de las relaciones de las sociedades humanas con el sistema natural al que pertenecen [Costanza, 1991]. Esta disciplina argumenta que el capital humano y el capital manufacturado son complementarios al capital natural, y no intercambiables. La economía ecológica trata de ligar más claramente la relación entre los procesos sociales, la extracción de recursos y la generación de residuos, aspectos que quedaron fuera de la economía tradicional. Al reconocer que los socioecosistemas son sistemas abiertos, la economía ecológica estudia aspectos como la manera en que el crecimiento económico está relacionado con el aumento en la explotación de insumos materiales y energéticos. Se trata de una teoría económica que es capaz de abordar problemas complejos y la incertidumbre que genera la falta de información [Aguilera Klink y Alcántara, 1996]. 

			La puerta de la consciencia socioecológica. No ha sido fácil lograr el cambio de paradigma económico que se requiere para adoptar el enfoque socioecosistémico. No es posible descansar en los limitados mecanismos regulatorios ya establecidos ni apostarse confiadamente a la “mano invisible del mercado” para lograr el cuidado del ambiente. Éste es un enorme reto que implica un verdadero compromiso por parte de la sociedad en su conjunto para buscar procesos productivos cada vez más limpios. Se requiere reconocer que se actúa bajo grandes condiciones de incertidumbre y, por tanto, que es necesario apelar al “principio precautorio” y al “manejo adaptativo” como herramientas de gestión de ecosistemas. Aún estamos lejos de convencer a grupos con gran poder económico que se resisten al cambio, obsesionados con el crecimiento económico de sus empresas a cualquier costo y que ejercen su poder para mantener el status quo que tanto les ha beneficiado. No hay manera de lidiar con el problema ambiental sin la ayuda de la ecotecnología ni de salir de la pobreza sin la generación de empleos dignos y mercados justos. Es decir, no hay manera de resolver este asunto sin el esfuerzo de todos y cada uno de los diferentes sectores sociales. Así mismo, es necesario reconocer que ninguna ley o fuerza política podrá hacer mejor el trabajo de involucrar a los diferentes sectores sociales a unirse a esta tarea monumental de proteger nuestros ecosistemas y reducir la enorme brecha económica entre sectores de la población que una convicción autogenerada y autoimpuesta sobre la necesidad de sumarse al esfuerzo. Esto no sólo se conseguirá al desarrollar un profundo sentimiento solidario (producto de la empatía) hacia los marginados (incluyendo a individuos de otras especies), sino al hacer un verdadero esfuerzo generoso por contribuir a su mejora sustantiva, compartiendo los recursos que se poseen de manera legítima. 

			9. EL CAMBIO PEDAGÓGICO E INSTITUCIONAL QUE SE REQUIERE

			Comunidades de aprendizaje. Finalmente, en esta revisión de las implicaciones del enfoque socioecosistémico como un cambio de paradigma ontológico, es necesario hablar sobre la necesidad de ajustar también los procesos institucionales universitarios y las estrategias pedagógicas y de aprendizaje colectivo [Ortega Uribe et al., 2014]. Con respecto a esto último, los alumnos no sólo deben ser capaces de aprender la teoría y práctica en campos particulares de especialización (porque la multi e interdisciplina “no elimina” la disciplina, pues no se trata de formar “todólogos”), sino que es igualmente importante que adquieran habilidades para comunicarse eficientemente con otras personas (académicas y no académicas), imbuirse en el pensamiento sistémico, ser capaces de buscar información en fuentes muy heterogéneas, familiarizarse con herramientas de análisis estadístico y modelación (por ejemplo, meta-análisis, BIG data, modelos bayesianos, etc.) y, sobre todo, aprender a trabajar en equipo. Con respecto a esto último, las relaciones interpersonales suelen ser un factor más limitante en la investigación inter y transdisciplinaria que los conocimientos técnicos y prácticos de los investigadores involucrados o, inclusive, que los recursos económicos. En este sentido, cobran relevancia los esfuerzos del Laboratorio de Comunicación Compleja del CIICH de la UNAM [Maass-Moreno et al., 2015], con el reto pedagógico de conformar comunidades de aprendizaje que “faciliten el proceso de desarrollo de saber local sobre problemas específicos (por ejemplo, agua, pobreza, marginación, etc.), construido colectivamente y potenciado por las tecnologías de información usadas como plataformas generativas de conocimiento”. Es decir, no se trata de conformar sólo grupos de estudiantes y académicos, sino comunidades de aprendizaje de corte transdisciplinario en las que participen los diferentes sectores sociales del socioecosistema en su conjunto.

			Departamentos vs programas. No existen recursos económicos para agrupar, en una misma institución, la diversidad de especialistas que se requerirían para abordar todos y cada uno de los aspectos relacionados con la investigación inter y transdisciplinaria de socioecosistemas siguiendo el modelo actual dominante en nuestros centros e institutos de investigación. La rígida estructura departamental con base en disciplinas limita la interacción interdisciplinar, por lo que se han ido creando nuevos modelos institucionales. Por ejemplo, una estrategia ha sido la creación de programas o redes dentro de los mismos institutos con base en proyectos de investigación conjuntos que aborden temas transversales. Algunos han ido más allá y, ayudados con el avance en telecomunicaciones, han creado institutos virtuales con miembros no sólo de otras instituciones, sino también de otros países. Las limitaciones administrativas y la enorme resistencia al cambio han sido un obstáculo. Estas limitaciones deben ser superadas con novedosos esquemas administrativos que permitan, por ejemplo, administrar recursos de un proyecto de manera distribuida. De igual forma, los mecanismos de evaluación académica deben modificarse de tal forma que se valore el trabajo colectivo, así como el involucramiento en ciencia aplicada y basada en resultados, las cuales no son incentivadas con los esquemas actuales, y que incluso llegan a penalizarse.

			Asociación, redes y programas. Por otro lado está la manera como la ciencia se promueve en el país y a nivel internacional. La vía más tradicional son las sociedades científicas, algunas de ellas creadas hace más de un siglo, en las que una membresía conformada por individuos que buscan sociabilizar y tener visibilidad con su gremio académico, por lo que se reúnen cada uno o dos años en congresos, con un formato de charlas sueltas u ordenadas en simposios definidos por un comité organizador. En el otro extremo están los programas científicos definidos por un comité con acceso a recursos económicos (Conacyt o fundaciones privadas) y que ofrecen recursos a cambio de un producto concreto a entregarse en un tiempo dado. Con un formato intermedio están las redes académicas que no solicitan una cuota de membresía (como en el caso de las sociedades) y tampoco ofrecen un recurso para hacer investigación como en el caso de los programas. La función de las redes es crear oportunidades de colaboración científica y, más que ofrecer o pedir dinero, solicitar un compromiso personal para involucrarse en las oportunidades que surjan en la red. Esto es, no hay un comité que defina la agenda de investigación, sino que ésta surge en talleres de trabajo participativos, en los que las decisiones se toman por consenso. Las redes son verdaderas incubadoras de ideas y propuestas. Son la versión más creativa de los tres esquemas descritos (sociedades, redes y programas) y representan un mecanismo muy útil y eficiente para abordar los temas inter y transdisciplinarios, por lo que las redes académicas deben ser ampliamente estimuladas en el quehacer científico nacional e internacional (como SocioEcoSis, Mex-LTER, ILTER).

			Colaborar más que competir. Finalmente, en relación a los grupos y redes académicas orientadas a la investigación de corte inter y transdisciplinaria, lo que se busca es colaborar más y competir menos. Se debe propiciar la complementariedad disciplinaria, el compartir habilidades y evitar la segregación producto de capacidades diferentes. Es decir, no se espera que todos tengan las mismas competencias, pero sí que todos tengan un mismo nivel de compromiso. En el trabajo en grupos y redes se debe promover la discusión y evitar la confrontación; se debe incentivar la creatividad como camino hacia la originalidad, y se debe privilegiar el reconocimiento colectivo más que el individual. Así mismo, se debe promover la diversidad, apreciar el lado positivo de la disidencia y sospechar de los consensos alcanzados sin debate [Maass y Equihua, 2014].

			10. CONSIDERACIONES FINALES

			¿Sistemas socio-ecológicos o socioecosistema? El término “socioecosistema” es una contracción del término “sistema socio-ecológico”, así es que, para fines prácticos, los dos términos significan lo mismo y se pueden utilizar de manera indistinta. Sin embargo, es preferible el término “socioecosistema” pues describe mejor la idea de que se trata de un solo sistema integrado y no de dos sistemas, uno social y otro ecológico que surgen y evolucionan de manera independiente y que se acoplan en algún momento. Como ya se planteó, se trata de un problema ontológico, es decir, no hay sistemas sociales sin su matriz ecosistémica, pues el ser humano surge de los ecosistemas y no al revés (de hecho, durante millones de años hubo ecosistemas sin seres humanos). Los ecosistemas surgen cuando aparece la vida y lossocioecosistemas surgen cuando aparece el ser humano.

			El enfoque socioecosistémico en la política pública. El término “socioecosistemas” es muy reciente y está aún por verse su aplicación generalizada por parte de la población para referirse a esta realidad social y natural en la que el ser humano está inmersos (junto con otros objetos reales, objetos ideales y valores), y coevolucionando como un todo integrado en forma de un sistema abierto, auto-organizado, no lineal, multiescalar, jerárquico y adaptativo. Por supuesto que el término “socioecosistema”, no aparece aún en ninguna de las políticas públicas que hoy en día existen en México para regular la gestión ambiental. Sin embargo, Challenger y et al. [2016] evaluaron qué tanto han permeado los elementos que conforman el concepto de socioecosistema en políticas públicas de corte ambiental en el país y la manera en que su posible incorporación en éstas podría ayudar a hacerlas más operativas y eficientes. Para ello, revisaron la legislación en la materia y entrevistaron a 30 personas clave en México, involucradas en el diseño o en la implementación de dichas políticas. Uno de los resultados más sorprendentes es que los entrevistados, que en su mayoría no conocían el enfoque de socioecosistemas como tal, identificaron con mayor frecuencia las facetas o características de este enfoque como relevantes o necesarias para mejorar sus respectivos instrumentos de gestión. Está por verse si se dará la incorporación del enfoque socioecosistémico en las políticas públicas del país, así como si ello generará el cambio esperado. Sin embargo, es un signo muy alentador el que las personas clave en la política ambiental del país estén familiarizadas, al menos de manera intuitiva, con las facetas del enfoque de socioecosistemas. El papel de la academia en este proceso es fundamental, no sólo para rebustecer el concepto mismo, sino para darlo a conocer y desarrollar estrategias metodológicas para hacerlo más operativo.

			El territorio, la territorialidad y el socioecosistema. Aunque la inclusión del ser humano como parte integral de los ecosistemas fue reconocida una vez que este concepto mostró utilidad para el manejo de los recursos naturales, disciplinas como la agronomía, la antropología y la geografía reconocieron de manera más temprana el carácter teleológico de los procesos humanos e incorporaron en sus conceptos de territorio y agroecosistemas los aspectos culturales y de manejo, de manera más clara y explícita que el mismo concepto de ecosistema. Sin embargo, el concepto de agroecosistema ha estado más acotado a los ambientes rurales y de producción agrícola. A su vez, el concepto de territorio como un espacio geográfico delimitado mediante acuerdos sociales, y el de territorialidad, que incluye el grado de apropiación y dominio que se tiene de ese espacio por parte de una persona o grupo social, no incluyen, en su real magnitud, la complejidad del proceso evolutivo biológico tanto de los seres humanos, como de los múltiples seres vivos no humanos contenidos en esos espacios. El concepto de socioecosistema no sólo incorpora una definición del espacio desde la perspectiva social, sino que incluye de manera más explícita las conexiones biofísicas como un sistema complejo adaptativo coevolutivo, cuyos procesos de interacción operan a múltiples escalas jerárquicas y anidadas. Es decir, el concepto de socioecosistema, al ser más reciente, se nutre de concepciones previas sobre esta relación del ser humano con el mundo natural y las incorpora en un concepto sistémico más integrador.

			Somos libres, pero no omnipotentes. Ya vimos que dependiendo de cómo percibimos el mundo es que tomamos las decisiones de cómo actuar, y que depende de qué tanto entendemos la manera cómo funciona el mundo, nos acercamos o no a lograr lo que nos proponemos. Esto es, conforme entendemos la gran complejidad del mundo, parece aumentar la incertidumbre con la que tomamos decisiones, lo que nos genera la sensación de vivir esclavizados en un mundo determinado por fuerzas ajenas a nuestra voluntad. Pero hay que reconocer que nuestra capacidad de consciencia y de desarrollo institucional y tecnológico ha aumentado nuestra capacidad para inducir los procesos en la dirección de nuestros deseos y acuerdos sociales, y el que estos se cumplan o no, no es un problema de libertad, sino de controlar el enorme mundo de procesos teleomáticos, teleonómicos y teleológicos engarzados de manera compleja en los sistemas de los que somos parte. El no lograr nuestras metas o deseos, no nos hace necesariamente menos libres, sino, en todo caso, menos eficientes. No somos omnipotentes, pero tampoco somos robots o autómatas celulares.

			Poner límites y trabajar juntos para atender a la crisis. Finalmente, es importante reconocer que la tensión de la inequidad social está al máximo y el deterioro de los ecosistemas del planeta está llegando a su punto de no retorno. Este no es un problema que se heredará a las generaciones futuras, pues es ahora cuando se puede hacer algo al respecto. La crisis socioecológica exige poner límites a este modelo de desarrollo desbocado e insostenible. Es necesario preguntarse ¿quién va a poner los límites a esta sociedad global en crisis? ¿La naturaleza sin piedad? ¿Los mercados sin consciencia? ¿Las masas frustradas  sin control? ¡Tiene que ser la sociedad organizada! Para ello, debe utilizar la herramienta más poderosa con la que cuenta, es decir, su capacidad de consciencia, de reflexionar y de negociar acuerdos incluyentes, respetuosos, informados y, sobre todo, empáticos, solidarios y generosos con todos los habitantes de “la casa común”. Sólo un desarrollo social, integrado al ecosistema del cual surge y depende, permitirá a los seres humanos salir adelante de esta crisis. Como aseveran Fisher et al. [2015], el concepto socioecosistémico contribuye a tomar esa dirección, pero aún quedan retos por alcanzar. Por ejemplo, estos autores mencionan que será particularmente importante entender y manejar mejor las interacciones socioecológicas entre regiones. Así mismo, sugieren poner mayor atención a los procesos de largo plazo, y a desarrollar una interface ciencia-sociedad más fuerte. En la medida que avanza en estas metas, el ser humano se acercará al desarrollo sustentable que tanto anhela pero debe que tener muy claro que este reto requiere esfuerzos inter y transdisciplinaros enormes, y que investigadores de ciencias sociales y de ciencias naturales deben trabajar, codo a codo, con otros sectores sociales. El enfoque socioecosistémico, transdisciplinario y de largo plazo apenas comienza, y ha generado puentes conceptuales necesarios para que esto suceda. Los diferentes aportes puestos sobre la mesa en este volumen son un ejemplo claro y aterrizado de la ruta a seguir. ¡Habrá que continuar construyendo juntos esta nueva visión socioecosistémica del mundo!
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			CAPÍTULO 2
RELACIONES ENTRE ESCALAS Y SUS NIVELES EN LOS SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS: OMISIONES, ACOTAMIENTOS E INDAGACIONES

			Federico Morales Barragán*

			
			1. INTRODUCCIÓN

			Las relaciones entre las escalas y sus niveles constituyen un problema fundamental de la reflexión en torno a los sistemas socio-ecológicos [Berkes, 2006; Cash et al., 2006; Cohen y McCarthy, 2015; Folke et al., 2007; Graymore et al., 2008; Hsing-Sheng, 2015; Young, 2006; entre otros]. Llama la atención, sin embargo, que diversos enfoques construidos a partir de dichos sistemas han otorgado una atención limitada a esta cuestión [Binder et al., 2013]. Tal contraste expresa tanto el carácter ineludible de aquel problema cuando se asume la premisa de la aproximación sistémica inherente a la reflexión socio-ecológica, como la dificultad de su estudio riguroso. En todo caso, el análisis de aquellas relaciones representa un desafío para la comprensión de los procesos socio-ecológicos y el diseño de políticas pertinentes.

			La implementación del plan de las partes de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible de 2002 tiene 81 referencias a “todos los niveles” en sólo 50 páginas. Esto puede ser interpretado como el reconocimiento de que muchos problemas tienen causas y soluciones que abarcan múltiples niveles o la aceptación de la ignorancia o la disposición a dirigirse a niveles particulares e interacciones entre niveles. De cualquier forma, la comprensión de las interacciones entre escalas en el sistema humano-ambiental tiene importancia creciente [Cash et al., 2006: 1].

			Antes de presentar los términos en que se discuten las relaciones entre escalas y sus niveles en los sistemas socio-ecológicos, es necesario precisar el significado que se otorga a ambos términos en este debate y la acepción más acotada que se emplea en este capítulo.

			Se entiende por escala “…la dimensión espacial, temporal, cuantitativa o analítica utilizada para medir y estudiar cualquier fenómeno; los niveles corresponden a las unidades de análisis localizadas en diferentes posiciones de una escala” [Cash et al., 2006: 2].

			En contraste con tal acepción utilizada en el debate socioecológico, en este capítulo el sentido que se otorga a las escalas es más acotado y sólo atiende la dimensión espacial. Esto se expresa en regionalizaciones, niveles, de distinta índole que se conforman por unidades de análisis con diferente grado de resolución o detalle; de modo que los niveles más agregados tienen menor grado de resolución que los desagregados.

			Las escalas político-administrativas constituyen una expresión de escalas referidas a la dimensión espacial, pueden ser de distinto tipo e integrarse por distintos niveles. En México, por ejemplo, unas se refieren a los órdenes de gobierno, cuyos niveles son el federal, estatal y municipal; otras corresponden a jurisdicciones sanitarias o de administración escolar, que se integran a su vez por distintos niveles. Una escala construida con criterios distintos a la político-administrativa es la regionalización funcional del sistema de localidades del país, cuyos niveles se expresan en macro y mesoregiones y con mayor grado de detalle o desagregación se ubican los sistemas urbanos-rurales. 

			Una vez establecida la precisión acerca de las escalas y los niveles, corresponde señalar la secuencia de las discusiones ofrecidas en este capítulo. En la primera sección se destaca la importancia de las omisiones halladas por Binder en el análisis comparativo de diez enfoques dedicados al estudio de los sistemas socio-ecológicos [Binder et al., 2013]. También recupera el acotamiento del problema propuesto por Cash, el cual establece rutas prometedoras para su análisis [Cash et al., 2006]. En la segunda y tercera se revisa la forma en que operan algunos conceptos provenientes del análisis de la complejidad en el estudio de dos problemas particulares. Uno de ellos se refiere al desfase entre los límites político-administrativos y los de los ecosistemas y la contribución del concepto coevolución para su estudio. El otro corresponde al traslado de explicaciones de cualquier nivel a otro de mayor agregación, lo cual se denomina escalamiento hacia arriba; este asunto particular se valora desde la perspectiva de los conceptos emergencia y no linealidad. Cabe mencionar que hasta ahora no existe un tratamiento formalizado de estos problemas con base en el uso de tales conceptos;1no obstante, aquí se sostiene que su empleo como dispositivos heurísticos contribuye a la construcción progresiva de dicho tratamiento al hacer explícita la perspectiva sistémica en el estudio de los procesos socioecológicos; con ello se busca trascender la práctica común de sólo aludir a ella.

			2. OMISIONES Y ACOTAMIENTOS

			El análisis comparativo de enfoques dedicados al estudio de los sistemas socio-ecológicos llevado a cabo por Binder et al. [2013] aporta evidencias para identificar omisiones en la reflexión en torno a las relaciones entre escalas y sus niveles.

			Los criterios empleados por los autores para clasificar los enfoques se refieren al carácter unidireccional o bidireccional de la relación entre los sistemas sociales y los ambientales; la posición respecto al sistema ambiental, a saber, antropocéntrica (útil para los humanos) o ecocéntrica (comprensión del sistema en sí mismo), y la orientación a la acción o al análisis. Una vez establecida la clasificación valoran la concepción de los enfoques acerca de las escalas y la dinámica de las interacciones entre los sistemas sociales y ambientales. Los cuadros siguientes sintetizan los resultados de su análisis.
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			La información presentada en los cuadros 2 y 3 muestra que las escalas consideradas en la sistematización elaborada por Binder et al. [2013] son la social y la espacial. En este sentido, la perspectiva de los enfoques considerados es congruente con la definición general propuesta por Cash et al. [2006] ya presentada en la introducción de este capítulo y que concibe a las escalas como dimensiones. En cuanto a los niveles, en la escala social se aprecia que los enfoques consideran, genéricamente, al macro y micro. No aportan mayor precisión al respecto, lo cual impide una valoración estricta de las relaciones entre esos niveles. En todo caso, tales niveles podrían corresponder a ámbitos de organización social; sin embargo, la sistematización elaborada por Binder et al. [2013] no ofrece evidencia que permita corroborar esta suposición. En relación a los niveles de la escala espacial, los enfoques se establecen como global, nacional, regional y local. La imprecisión señalada previamente respecto a los niveles de la escala social puede dar lugar a traslapes con los niveles considerados en la escala espacial. Ello evidencia el tratamiento aún general que se otorga al problema de la relación entre escalas y niveles.

			Enseguida se describen las relaciones entre los sistemas ambientales y sociales, así como los niveles de las escalas sociales y espaciales que resultan de la sistematización elaborada por Binder et al. [2013]. La descripción sólo apunta a evidenciar la forma en que los distintos enfoques abordan tales relaciones. 

			La información de las tablas anteriores muestra que sólo los enfoques del grupo integrador (HES, MTF, SESF) contemplan relaciones bidireccionales (S ↔ A) entre los sistemas sociales y ambientales. En el enfoque HES, el sistema ambiental se vincula con el social a partir de la percepción social que se tenga del problema ambiental. La retroalimentación contempla los efectos a corto y largo plazo de las acciones humanas sobre el ambiente, así como sus vínculos que retornan al proceso de toma de decisiones; esto es, la reconfiguración de los problemas ambientales y los cambios en la percepción de ellos generan un nuevo ciclo de intervenciones. La dinámica de interacción entre ambos sistemas se establece a partir de estas retroalimentaciones.

			Para el enfoque MTF, los servicios y riesgos ambientales constituyen la clave de la interacción entre los sistemas. En la perspectiva SESF, la interacción ocurre a partir de la construcción de la sostenibilidad de largo plazo, la cual descansa en reglas que los usuarios busquen acoplar con los rasgos del sistema de recursos. 

			En los casos que pertenecen a los grupos ecocéntrico y política, las relaciones entre ambos sistemas se establecen en términos de los efectos de las acciones humanas sobre el sistema ambiental y las necesidades de recursos (S→A). En el grupo vulnerabilidad la influencia del sistema ambiental sobre el social (A→S) se expresa mediante una oferta limitada de recursos o bien por conducto de la presencia de riesgos ambientales.

			La forma en que los distintos enfoques consideran las interacciones entre escalas y niveles revela que su análisis no es una tarea sencilla de encarar. Sólo aquéllos pertenecientes al grupo integrador las contemplan, aunque no necesariamente las estudien en ambos sistemas. Las interacciones en la escala social se plantean normalmente en un nivel, el macro, o bien se establece la influencia de éste hacia el nivel micro. En la escala espacial, con excepción del enfoque MTF, las interacciones ocurren sólo en un nivel y se consideran de manera parcial o simplemente no se toman en cuenta.

			HES, MTF y SESF son los únicos tres enfoques que explícitamente incluyen la dinámica en el sistema social. En HES y MTF, ésta es conducida a través de cambios en la conciencia ambiental en diferentes niveles jerárquicos del sistema social, los procesos de aprendizaje y las diferentes formas de retroalimentación. El enfoque SESF incluye variables, conteniendo, descripciones en lenguaje natural, que refieren la dinámica de los procesos como “intercambio de información”, “procesos de deliberación” y “actividades de autorganización” agrupadas bajo el rubro de interacción [Binder et al., 2013: 7].

			A pesar de que todos estos enfoques se ocupan de los sistemas socioecológicos, resulta revelador que el tratamiento de las interacciones entre estos, considerando sus distintas escalas y niveles, es limitado o, incluso, no contemplado. Superar esta carencia exige precisar los criterios mediante los cuales se construyen las escalas y se identifican los niveles que las integran. 

			La delimitación del problema sugerida por Cash et al. [2006] contribuye en gran medida a orientar la discusión al precisar ámbitos donde el propio problema se manifiesta. Según estos autores, el problema de las relaciones entre escalas y sus niveles se expresa en términos de tres desafíos que encara la sociedad en esta materia. Estos se refieren al desconocimiento de las interacciones entre escalas y niveles y su valoración conjunta, al desfase entre los sistemas humanos y ambientales, y, por último, a la dificultad para reconocer que los actores perciben y valoran las interacciones de manera distinta, incluso entre quienes se sitúan en un mismo nivel. Cada uno de estos desafíos se nombra con los términos ignorancia, incompatibilidad y pluralidad, respectivamente.

			La ignorancia se manifiesta, por ejemplo, en políticas nacionales que constriñen de manera adversa las políticas locales, acciones locales que son agregadas a problemas de mayor escala y soluciones de corto plazo que se consolidan en problemas de largo plazo. Otro ejemplo notable se refiere “…a la investigación científica que centra su atención sólo en un nivel y rara vez examina las interacciones del fenómeno, tanto sociales como ecológicas, que cruzan niveles” [Cash et al., 2006: 4].

			En cuanto a la incompatibilidad, los ejemplos más representativos se refieren a la inadecuación entre la escala institucional y la biofísica; escalas que no embonan ni en el espacio ni en el tiempo. También existen aquellos ejemplos en los que el conocimiento científico de problemas de nivel muy agregado no es pertinente para tomar decisiones locales. Muchos modelos de cambio global están elaborados en un nivel de resolución que no es útil para orientar decisiones locales. La inadecuación también ocurre en el sentido inverso. El conocimiento local que no tiene relevancia para actores nacionales o internacionales. Tal es el caso del conocimiento asociado a la pesca artesanal que no es tomado en cuenta en la elaboración de tratados internacionales. “El resultado general es la producción de información científica y técnica carente de relevancia, credibilidad o legitimidad para actores críticos ubicados en distintos niveles” [Cash et al., 2006: 4].

			Respecto de la pluralidad, su carencia se manifiesta en el supuesto erróneo de que sólo existe una caracterización correcta de los desafíos relativos a las escalas y niveles; ésta es válida en toda circunstancia y aplica para todo tipo de actores. La ineficacia de muchas políticas se explica por el soporte inadecuado que les da este supuesto. La variante más simple de este desafío aparece cuando un problema es definido solamente como “global” o “local”; tendencia que obedece, en el caso de los gobiernos, al intento de hacer manejables los problemas en el marco de sus jurisdicciones establecidas [Cash et al., 2006: 5]. Estos autores consideran que las respuestas a dichos desafíos se encuentran en procesos en los que juegan un papel relevante la interacción institucional, la presencia de estructuras de codirección y de organizaciones límite o puente involucradas en la coproducción de conocimiento, la mediación y negociación en ámbitos que articulan distintos niveles y escalas.

			La evidencia construida a partir de distintas experiencias les permite formular dos conclusiones. En primer lugar, los casos de codirección ponen de relieve que ni el Estado ni las comunidades son homogéneas o unitarias y, en cambio, albergan diferentes agencias, facciones políticas e intereses. En segundo lugar, el éxito de las experiencias de codirección surge con frecuencia del aprender-haciendo; procesos caracterizados por la adaptación y autorganización, más que por un diseño óptimo orientado a compartir el poder entre actores ubicados en distintos niveles [Cash et al., 2006: 8].

			Estos resultados contribuyen a ubicar los límites de las soluciones fincadas en las perspectivas unilaterales conocidas bajo los términos arriba-abajo y abajo-arriba. La comprensión de las relaciones sistémicas requiere aproximaciones multiescala y multinivel. Con esa intención se discute a continuación el valor heurístico de conceptos provenientes del análisis de la complejidad en el estudio de las relaciones entre escalas y sus niveles.

			3. DESFASE ENTRE ESCALAS JURISDICCIONALES Y AMBIENTALES

			La escala jurisdiccional tiene un carácter político-administrativo y se compone de unidades claramente delimitadas y organizadas. El ámbito de su intervención es permanentemente cuestionado cuando la escala ambiental se toma en cuenta en el diseño y ejecución de las políticas. La no correspondencia entre los límites de la escala jurisdiccional y la ambiental exige, para corregirla, establecer mecanismos que articulen competencias jurisdiccionales en varios niveles. Ello conduce naturalmente a la discusión en torno a la gobernanza multiniveles y su esclarecimiento mediante el concepto coevolución, que incumbe al conjunto del sistema socioambiental.

			El concepto coevolución sitúa las interacciones entre escalas y niveles como el campo de indagación. El carácter sistémico de éste se hace explícito y la tarea radica en explorar las formas que asumen tales interacciones, sus detonadores y las consecuencias diferenciadas que generan. 

			Termeer et al. [2010] distinguen entre la gobernanza monocéntrica, la multinivel y la adaptativa. El enfoque monocéntrico es dominado así por la búsqueda de la escala más adecuada y la creencia en que los cambios estructurales (creación de nuevos órdenes de gobierno) pueden mejorar la capacidad gubernamental. La eficacia de esta perspectiva ha resultado relativa debido, sobre todo, a que los “…bienes públicos tienen diferentes y cambiantes escalas” [Termeer et al., 2010: 4-5]; lo que siempre conducirá a nuevos problemas de límites y desfases institucionales.

			La gobernanza multinivel se interpreta como un proceso permanente de continuas interacciones entre gobiernos y entidades privadas que operan en y entre diferentes niveles administrativos con la finalidad de producir bienes colectivos [Termeer et al., 2010: 5]. 

			La perspectiva adaptativa surgió ligada al manejo de recursos en sistemas ecológicos, pero ha evolucionado hacia un enfoque interdisciplinario que pretende dar cuenta de las interacciones socioambientales.

			Young [2006] dirige su atención a la diferenciación de los regímenes de gobernanza entre niveles de la escala jurisdiccional, e identifica patrones de interacción que incluyen el dominio, la separación, la fusión, el acuerdo negociado y el cambio del sistema. Este autor enfatiza que estos patrones de interacción con frecuencia influyen profundamente los resultados de la gobernanza en términos de la sostenibilidad [Hsing-Sheng, 2015: 2047].

			Lo anterior pone de relieve la heterogeneidad de formas en que se manifiesta la relación entre escalas y niveles; además, proviene de aquellas interpretaciones que establecen relaciones unidireccionales, como las del tipo macro→micro, que constituyen una visión reduccionista de la aproximación sistémica.

			Rammel et al. [2007] proponen un marco interdisciplinario de análisis para estudiar las interacciones que ocurren en sistemas de manejo de recursos naturales. Para ello, centran su atención en las interacciones entre la base de recursos naturales, las instituciones sociales y el comportamiento de actores individuales. La perspectiva del estudio concibe los sistemas de manejo como sistemas complejos adaptativos (CAS, por sus siglas en inglés).

			En términos generales, el comportamiento de los CAS emerge de las interacciones entre los componentes de un sistema, entre estos y su entorno. En ellos, las “…jerarquías anidadas, la multiplicidad de interacciones entre escalas y los ciclos de retroalimentación entre diferentes niveles jerárquicos implican un alto grado de complejidad y comportamiento no lineal que los modelos predictivos de equilibrio fallan en calcular” [Rammel et al., 2007: 10].

			La comprensión de las interacciones entre niveles, la dinámica de los ecosistemas y el cambio institucional permite a la teoría de los CAS encarar el estudio de la coevolución de los sistemas socio-ecológicos.

			La viabilidad de los sistemas, su sostenibilidad, entraña un proceso de adaptación permanente que opera en varios niveles. La sostenibilidad emerge de las interacciones en el nivel micro y la capacidad de adaptación del nivel macro, siempre y cuando cada subsistema se acople adecuadamente en la red que integran los subsistemas y ésta se ajuste al entorno más amplio en el que se inserta. 

			Un rasgo relevante de la propuesta [Rammel et al., 2007] radica en que los autores trascienden la aproximación convencional de la dicotomía entre factores endógenos y exógenos referidos a los sistemas de manejo. En cambio, consideran que los subsistemas que representan los niveles jerárquicos que se traslapan pueden ser agrupados de la siguiente manera: recursos naturales, instituciones y organizaciones sociales (se incluyen los sistemas tecnológicos y el comportamiento de los individuos). El sistema socioambiental, en este caso referido a los sistemas de manejo, se integra por los componentes “humano-naturaleza-sistema”. Este dispositivo heurístico contiene diferentes niveles jerárquicos que albergan distintas escalas (espaciales, temporales y sociales) y permite sortear el problema del desfase mediante un proceso de reorganización de los componentes del sistema, que hace posible el estudio de las interacciones entre escalas y niveles, es decir, su coevolución. El rediseño apunta a rastrear el cambio en los sistemas ambientales que “…se relacionan en parte con ajustes y adaptaciones que emergen dentro de los sistemas socioeconómicos en términos de la modificación de instituciones, tecnologías, políticas, percepciones y comportamientos” [Rammel et al., 2007: 17].

			El estudio llevado a cabo por Olsson et al. [2007] en una zona de reserva ubicada en Suecia, sugiere la conveniencia de adoptar formas flexibles de organización para encarar el desfase entre los sistemas de gobernanza y los ecosistemas. “Las estructuras policéntricas pueden encarar los problemas ambientales en diferentes escalas y promover la diversidad para favorecer la construcción de respuestas dinámicas para encarar el cambio y la incertidumbre” [Olsson et al., 2007: 2]. Los autores coinciden con las contribuciones que han valorado el papel de las redes sociales en el manejo de recursos naturales, especialmente en la promoción de organizaciones puente que contribuyen a vincular actores y organizaciones locales con otros niveles organizativos.

			Valorar el problema del desfase jurisdiccional y ambiental desde la perspectiva de la coevolución entre escalas y niveles aporta información específica para identificar la capacidad de resiliencia, adaptación y transformación de los sistemas socio-ecológicos.

			La resiliencia representa la capacidad de un sistema socio-ambiental, cuando encara un nuevo contexto, de adaptarse, mantener sus funciones y estructuras fundamentales y permanecer dentro de ciertos umbrales críticos… La adaptabilidad representa la capacidad del sistema de mantener su trayectoria actual de desarrollo mientras mantiene sus propiedades originales. La transformabilidad es la capacidad de cruzar umbrales y establecer nuevas trayectorias y propiedades del sistema cuando se encaran situaciones insostenibles [Hsing-Sheng, 2015: 2046].

			4. ESCALAMIENTO HACIA ARRIBA: EMERGENCIA Y NO LINEALIDAD

			¿Hasta qué punto es válido aplicar a sistemas ubicados en niveles meso y macro los principios obtenidos mediante el estudio de sistemas localizados en niveles micro? Esta pregunta planteada por Berkes [2006] es discutida aquí, y se hace referencia a los conceptos de emergencia y no linealidad.

			En la tradición científica newtoniana 

			…asumimos que el comportamiento microscópico de un subsistema de pequeñas dimensiones es directamente proporcional al comportamiento macroscópico del sistema de mayores dimensiones, ello obedece a que se considera que las dinámicas micro y macroscópicas son iguales a la relación entre ambas escalas. Estas hipótesis son idénticas al supuesto de una relación lineal entre causa y efecto en los niveles micro y macro, respectivamente [Bertuglia y Vaio, 2005: 241-242].

			Desde la visión lineal de los procesos, el problema clave radica en la causalidad y la posibilidad de elaborar pronósticos con base en la identificación de los vínculos causa-efecto. En sentido estricto, la emergencia no tiene cabida porque los fenómenos macro simplemente agregan lo sucedido en el nivel micro. “Una propiedad emergente significa que la nueva propiedad del sistema no puede predecirse como el resultado total de las interacciones individuales consideradas una a una” [Bertuglia y Vaio, 2005: 279]. La interacción entre niveles, desde la complejidad, parte de concebirlos como sistemas autónomos, de naturaleza distinta, pero, al mismo tiempo, capaces de procesar estímulos provenientes de otros niveles y expresarlos bajo formas diferentes. La advertencia de Young [2002] es clara: “…debemos ser particularmente cuidadosos en asumir irreflexivamente que los asuntos globales pueden ser tratados de la misma forma que los problemas públicos locales” [Berkes, 2006: 2]. Este mismo autor ofrece evidencias de experiencias en las que las reglas locales resultaron insuficientes para atender por si solas los problemas de cuidado de recursos en los niveles regionales.

			Una muestra de la complementariedad entre niveles, que parte del reconocimiento de su especificidad y expresa relaciones no lineales en el sentido antes señalado, corresponde al uso del principio de subsidiariedad. La efectividad del principio, que consiste en tomar decisiones para atender los problemas desde el nivel más cercano a los ciudadanos, exige la presencia de mecanismos de soporte ubicados en otros niveles. Esto no sólo es para que la atención de los problemas sea eficaz en el nivel comunitario; también lo es para que su expresión regional, que no es una mera agregación de los componentes locales, sea atendida de la mejor forma.

			La importancia creciente de las organizaciones puente que vinculan distintos niveles y escalas [Hsing-Sheng, 2015, Olsson et al., 2007, entre otros] sugiere que éstas constituyen mecanismos mediante los cuales se configuran algunos procesos emergentes. La estructuración de conocimiento colectivo para la gestión socioambiental no resulta de la simple suma de los conocimientos locales. Exige interfases expresadas bajo la forma de estructuras o mecanismos descentralizados de transmisión de información que articulen conocimientos locales con estructuras generales. Además, es preciso que den origen, como una propiedad emergente, a nuevos mecanismos institucionales como las estructuras policéntricas, cuyos componentes tienen alcances temporales diferenciados.

			Esta perspectiva permite hacer cuestionamientos respecto a la lógica subyacente en muchas iniciativas orientadas al desarrollo de capacidades para la adaptación al cambio climático. Pareciera que tales iniciativas se caracterizan por operar sólo en un nivel. Se asume que las prácticas que generan tendrán un efecto positivo en otros niveles por la vía de la agregación. 

			En sintonía con la valoración de la evidencia reportada por Berkes [2006], la eficacia de esta estrategia parece limitada. La configuración de conocimiento y la construcción de iniciativas pertinentes en otros niveles exigen mecanismos de articulación entre éstas que propicien la emergencia de los primeros. No es extraño, por ello, la afirmación de que el “…pensamiento acerca de los bienes públicos ha estado evolucionando para encarar las complejidades de los problemas de recursos hacia el examen de la escala, la autorganización, la incertidumbre y la resiliencia, todos ellos conceptos relacionados con los sistemas complejos adaptativos” [Berkes, 2006: 10].

			5. REFLEXIONES FINALES

			Las relaciones entre escalas y sus niveles constituyen un problema ineludible en el análisis de los sistemas socio-ecológicos. Su atención hasta ahora revela un marcado contraste. Por una parte Binder et al. [2013] ponen de manifiesto omisiones en el manejo de una perspectiva sistémica y muestran que hay una tendencia a aludirla en lugar de hacer un uso explícito de la misma. Por otro lado, Cash et al. [2006] han propuesto rutas para el estudio sistemático del problema al acotar modalidades específicas de su expresión. 

			A partir de tal acotamiento, aquí se ha delineado una reflexión acerca de dos problemas particulares: el desfase entre las escalas jurisdiccionales y ambientales, y el escalamiento; esto es, la aplicación de principios construidos en niveles desagregados o micro en niveles macro. Para su abordaje se usa, en el primer caso, el concepto coevolución y, en el segundo, los conceptos emergencia y no linealidad. Su empleo contribuye a hacer explícita la orientación sistémica del análisis socioambiental. En ello radica su valor heurístico, pues las relaciones entre escalas y niveles se convierten en el campo de indagación. 
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1 Esta perspectiva plantea un problema distinto al que ha sido atendido en diversas modelaciones multiagentes [Railsback y Grimm, 2012]. En ellas la coevolución ocurre entre agentes heterogéneos y el ambiente donde se sitúan (agentes-entorno). En este tipo de aproximación no hay una distinción explícita entre niveles.
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			1. INTRODUCCIÓN

			En la actualidad, la importancia y urgencia de estudiar, entender y atender problemas complejos de sostenibilidad se ha vuelto cada vez más evidente [Lubchenco, 1998; Kates et al., 2001]. La complejidad de estos problemas radica en su naturaleza; ya que, por definición, las interacciones humano-ambiente involucran la dinámica biofísica de la tierra (aire, clima, suelo, agua) y de los sistemas sociales (el comportamiento humano que incluye aspectos políticos, económicos y socioculturales). En la academia, los investigadores han estudiado estos temas desde sus propias disciplinas y, aunque han existido intentos de articular la investigación entre colegas de diferentes enfoques, gran parte del conocimiento generado se queda aislado entre disciplinas y enfoques distintos, o que repercute en su aplicación. Sin embargo, desde la década de los setenta han surgido esfuerzos y abordajes que intentan vincular lo humano y lo ambiental en la investigación para poder atender problemas urgentes que afectan el bienestar de la tierra y, consecuentemente, el de las poblaciones humanas. 

			El término de sistema socio-ecológico abarca muchos conceptos y abordajes. En inglés hay varias formas de articular la noción de socio-ecológico: relaciones naturaleza-sociedad; sistemas naturales-humanos acoplados, relaciones humano-ambientes; sistemas socioambientales, entre otros. Cada término viene asociado con un universo de literatura, enfoques, metodologías, preguntas de investigación y bases teóricas. Parte de la complejidad de un concepto tan amplio como el de sistema socio-ecológico se debe a que los conceptos se sobreponen hasta perder sentido o diferenciación. Se podría argumentar que todos los términos intentan captar el mismo fenómeno: un mundo complejo donde la modificación del entorno tiene consecuencias en las poblaciones humanas y, a su vez, los humanos tienen impacto en el ambiente. Sin embargo, algunos autores han hecho el esfuerzo de delinear y explicar diversos modos de abordaje y enfoques para los sistemas socio-ecológicos con el fin de organizar mejor la literatura e investigación sobre el tema. 

			El propósito de este capítulo es revisar la historia de la noción de sistema socio-ecológico desde varias disciplinas y brindar ejemplos de marcos que se emplean para el estudio de sistemas socio-ecológicos, presentadospor Binder et al. [2013]. La diversidad de los marcos muestra que existen varias formas de abordar el estudio de sistemas socio-ecológicos; desde el enfoque social o ecológico, con diferencias en la unidad de análisis, escala y aplicación, hasta el origen teórico. El capítulo finaliza con una discusión acerca de cómo aplicar los conceptos de sistemas socio-ecológicos en el contexto de problemas de sostenibilidad, así como los retos y las oportunidades para integrar los sistemas sociales con los biofísicos y ecológicos. 

			2. LA VINCULACIÓN DE SISTEMAS SOCIALES Y AMBIENTALES: UNA MIRADA HISTÓRICA

			La atención a los estudios sobre la Tierra y el medio ambiente surgió a partir de diversos enfoques. Desde la geografía, Alexander von Humboldt relató sus viajes por América Latina en el siglo XIX con la perspectiva de la unidad de la naturaleza, la cual tuvo un impacto profundo en la forma de entender y ver la naturaleza y su relación con las poblaciones humanas [Turner y Robbins, 2008; Kates, 2012]. El trabajo de Humboldt es relevante, particularmente por su énfasis en la descripción del paisaje y en los procesos que intervienen en los ecosistemas que observó a lo largo de sus viajes. Sin embargo, el enfoque de la unidad no permeó la academia, y el ­dominio del enfoque disciplinar para entender cuestiones ambientales persiste hasta el presente [Kates, 2012]. Otro pensador, George Perkins Marsh, en la segunda mitad del siglo XIX publicó La tierra modificada por la naturaleza humana, en donde por primera vez se documentó el impacto que tienen las acciones humanas en el medio ambiente [Marsh, 1864]. Esta obra influyó en la creación de otras, muchas veces dentro de la geografía, como la más reciente La tierra transformada por las acciones humanas de Turner et al. [1990b], que analiza los cambios en la tierra como consecuencias de acciones humanas [Kates, 2012]. 

			A su vez, han surgido distintos abordajes ambientales desde el entendimiento de sistemas naturales y ecosistemas (la ecología), y del comportamiento y la cultura de poblaciones humanas en su propio espacio (la antropología). La necesidad de entender y estudiar problemas ambientales en la segunda mitad del siglo XX influyó en la creación de programas y enfoques híbridos de investigación, tales como la economía ecológica, la antropología ambiental, el derecho ambiental y el manejo ambiental. Uno de los programas de posgrado más antiguos y reconocidos a nivel mundial es el de Yale University, el cual empezó en 1900 como Escuela de Estudios Forestales y que en 1972 cambió su nombre a Escuela de Estudios Forestales y Ambientales, al incorporar enfoques más amplios en los temas de manejo y política ambiental. Desde los años 70 existen cada vez más programas de licenciatura y posgrado en temas ambientales interdisciplinarios, y más recientemente en temas de sostenibilidad. El interés se refleja en el incremento del número de publicaciones en Ciencias de la Sostenibilidad: entre 2009 y 2013 el número creció 7.6%, que es el doble de otras disciplinas o enfoques [Elsevier y SciDevNet, 2015].

			En 1997, un grupo de biofísicos publicó en la revista Science un artículo de alto impacto llamado Dominio humano de los ecosistemas de la Tierra, en el cual se analizó la vinculación entre la transformación de la Tierra, el uso de recursos naturales y los impactos en el cambio climático y la pérdida de biodiversidad [Vitousek et al., 1997]. Sin embargo, las causas de estos impactos, o las acciones humanas asociadas, permanecieron desconocidas y sin ser estudiadas (una característica del trabajo ambiental desde la biofísica). Es decir, este tipo de investigación provee una descripción de los impactos (cuánto, cómo, en dónde), pero no de las causas de los impactos. Por lo tanto, el estudiar, medir y entender las causas sociales de los impactos ambientales ha requerido mayor atención, particularmente dada la complejidad que engloban los sistemas sociales y, aún más, el proceso de toma de decisiones de los individuos. 

			Desde el lado de las ciencias sociales, la geografía y la antropología fueron importantes para la generación de conocimiento de la cultura y el uso de recursos naturales. Específicamente, la ecología cultural surgió como un abordaje para investigar cómo son las interacciones humano-ambiente y, en particular, cómo las poblaciones humanas se adaptan a diversas condiciones ambientales [Turner y Robbins, 2008]. Un líder en la escuela de la ecología cultural en los años 50 fue Julian Steward, quien articuló la importancia del medio ambiente en el cambio cultural de las poblaciones humanas [Steward, 1955]. Paralelamente, la ecología humana incorporó un abordaje ecológico para describir el comportamiento humano dentro de su medio ambiente, y concretamente incluyó estudios en las respuestas humanas a cambios y riesgos ambientales; estos temas evolucionaron para incluir relaciones generales humano-ambiente [Young, 1974]. Los abordajes de ecología humana también contribuyeron al desarrollo de los estudios en vulnerabilidad y capacidad adaptativa al cambio global, los cuales buscan entender las dinámicas de riesgo (por ejemplo, quién es más vulnerable al cambio global y por qué) y las respuestas de las comunidades frente a eventos climáticos y ambientales extremos [Adger, 2006]. 

			La ecología cultural y la humana fueron importantes en el desarrollo de la ecología política al incorporar la importancia de factores político-económicos en el comportamiento y respuesta humana en el medio ambiente [Blaikie y Brookfield, 1987; Robbins, 2004; Turner y Robbins, 2008]. El abordaje crítico de la ecología política fue consistente con gran parte del trabajo en el sur global, particularmente en los estudios del impacto de la colonización y las teorías de dependencia [Furtado, 1964; Frank, 1966; Escobar, 1995] que se centraron en las relaciones de poder y la importancia de la historia y la política en las realidades del uso de recursos naturales en América Latina, África y Asia [Leff, 2003]. La ecología política ha sido especialmente importante para delinear los procesos político-económicos a escala macro que causan la degradación del medio ambiente y afectan el bienestar de las poblaciones. Por ejemplo, un estudio sobre la hambruna africana, hecho en los años ochenta por Michael Watts, mostró que la hambruna no fue resultado de la falta de precipitación o fertilidad del suelo, sino de los factores político-económicos [Watts, 1983]. Los estudios con dicho acento aún no empleaban el término “ecología política”, pero hoy en día se consideran importantes en el desarrollo del abordaje y del enfoque [Turner y Robbins, 2008]. Es importante señalar que, aunque la ecología política estudia las relaciones humano-ambiente, normalmente lo hace desde una perspectiva constructivista y crítica, no tanto positivista1 [Turner y Robbins, 2008]. 

			En los años 90, diversos investigadores en el ámbito biofísico destacaron más el estudio de sistemas a nivel global y sus cambios a partir de actividades humanas, particularmente con el comienzo de las mediciones de cambio climático, así como con los estudios sobre los patrones de deforestación y cambio de uso de suelo a nivel regional y global (con la ayuda del análisis de imágenes satelitales y el mejoramiento de capacidades de sistemas de información geográfica). Dichos estudios, combinados con el componentehumano, se articularon en el abordaje de la Ciencia de Cambio de Uso de Suelo (LCS, por sus siglas en inglés) y en el Cambio Global Ambiental (GEC, por sus siglas en inglés), un enfoque más amplio. Estos destacan las relaciones humano-ambiente como un sistema acoplado, es decir, con retroalimentaciones en términos de las acciones humanas y el sistema biofísico [Turner et al., 2007]. Si bien los estudios dentro de estos enfoques tienden a usar modelos acoplados, aún existen retos importantes en términos de la escala y el formato de datos a usar en la investigación de sistemas sociales y sistemas biofísicos. Asimismo, hubo intentos de metaanálisis que combinan diversos estudios para explicar las dimensiones humanas de los cambios globales; por ejemplo, aquellos sobre deforestación tropical y pérdida de biodiversidad a una escala más amplia para entender mejor los factores más importantes que determinan cambios en el paisaje [Magliocca et al., 2014; van Vliet et al., 2016].

			Sin embargo, los retos de acoplar sistemas humanos y biofísicos siguen existiendo. Dado el creciente interés en temas de sostenibilidad, resulta aún más urgente contar con perspectivas interdisciplinarias amplias que logren incorporar diversos enfoques, visiones y metodologías para contribuir a la explicación de los patrones de cambios ambientales y al desarrollo de soluciones aplicables en el mundo real. Por lo tanto, la noción del sistema socio-ecológico ayuda a reafirmar esta necesidad mientras aumenta su importancia académica y aplicada. 

			3. LAS CIENCIAS DE LA SOSTENIBILIDAD Y EL PAPEL DE LOS SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS

			Las Ciencias de la Sostenibilidad se definen como: 

			un campo emergente de investigación que estudia las interacciones entre los sistemas naturales y sociales, así como la manera en que dichos mecanismos afectan la satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes y futuras y la reducción sustancial de la pobreza, conservando los sistemas de soporte de la vida en la Tierra [Kates, 2011]. 

			Dado que las Ciencias de la Sostenibilidad representan un campo en rápida expansión y diversificación que ha impactado a muchas disciplinas científicas dispares, tiene el potencial de contribuir a la comprensión científica de los sistemas socio-ecológicos y en la búsqueda de trayectorias más sostenibles [Kajikawa et al., 2014]. 

			Las Ciencias de la Sostenibilidad se definen más por los problemas queatienden que por las disciplinas que utilizan. Algunas de las preguntasque definen las Ciencias de la Sostenibilidad planteadas por Kates et al. [2001] y Kates [2011] incluyen: ¿cómo pueden incorporarse las interacciones dinámicas entre la naturaleza y la sociedad a los modelos emergentes que integran el sistema Tierra, el desarrollo humano y la sostenibilidad?, ¿qué es lo que determina la adaptabilidad, vulnerabilidad y resiliencia para determinados tipos de sistemas socio-ecológicos?, ¿cómo se pueden mejorar de manera más eficiente las capacidades sociales para guiar las interacciones entre la sociedad y la naturaleza hacia trayectorias más sostenibles?, ¿cómo pueden incorporarse de manera operativa sistemas para el monitoreo de las condiciones sociales y ambientales con el fin de guiar de manera coherente y útil los esfuerzos de transición hacia la sostenibilidad? Para estudiar y atender dichas preguntas resulta evidente el papel central que representa el enfoque de sistemas socio-ecológicos.

			La investigación relacionada con los problemas o retos de sostenibilidad debe orientarse y reflejar la diversidad, complejidad y dinamismo de los procesos involucrados. Eso implica integrar el conocimiento, las necesidades y los intereses de las personas que participan en el problema o asunto (al poseer influencia o al ser afectados, por ejemplo). En este sentido, las prácticas e instituciones deben ir más allá de la concepción común de disciplina científica e integrar y sintetizar diferentes perspectivas disciplinarias para contribuir así a la aplicación de dicho conocimiento [Hadorn et al., 2006]. Para ello, un enfoque transdisciplinario, definido como un abordaje que incluye la interacción y contribución (en el diseño e implementación del proceso) de múltiples disciplinas científicas (interdisciplina) y de actores fuera de la academia [Lang et al., 2012; Brandt et al., 2013], es fundamental en las Ciencias de la Sostenibilidad. 

			Efectivamente, las Ciencias de la Sostenibilidad se basan en la vinculación de procesos biofísicos y sociales, a varias escalas, e incorporan una diversidad de actores académicos y no académicos [Jerneck et al., 2011]. Miller [2013] define este abordaje dentro de las Ciencias de la Sostenibilidad como el “abordaje de sistemas acoplados” (coupled systems approach), una de las dos formas que identifica para tratar temas de sostenibilidad (la otra es llamada el “abordaje del cambio social” o social change approach) [Miller, 2013]. Para entender, articular y visualizar los procesos socio-ecológicos regresamos a la misma pregunta: ¿cómo vincular los procesos sociales y biofísicos? De igual forma, las Ciencias de la Sostenibilidad intentan responder esta pregunta, que se manifiesta con la dificultad de integrar las ciencias sociales con las naturales, y de implementar esquemas inter y transdisciplinarios [Jerneck et al., 2011; Spangenberg, 2011]. 

			4. MARCOS PARA SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS: ENFOQUES DESDE LO ECOLÓGICO HASTA LO SOCIAL

			La importancia del trabajo en los sistemas socio-ecológicos, así como su creciente interés, ha promovido la creación de una variedad de enfoques y marcos teóricos para entender las dinámicas humano-ambientales desde perspectivas sociales y biofísicas. Binder et al. [2013] ofrece una suma de diversos enfoques y, aunque la lista no es exhaustiva (incluye 10 marcos), ayuda a comprender diversos abordajes y cómo cada mundo de investigación entiende y analiza los sistemas socio-ecológicos. Al final, los autores proveen una forma de determinar cómo cada marco investiga la escala estudiada (macro o micro), las interacciones socio-ecológicas (si las dinámicas están integradas o no, la direccionalidad de las acciones), el nivel de representación de la sociedad y los ecosistemas (más social o más ecológico), y si la orientación de la investigación es principalmente hacia el análisis o hacia laacción. Por lo tanto, el análisis que proveen dichos autores pudiera apoyar la investigación y análisis de otros académicos al identificar y diferenciar entre los marcos de estudio relevantes. 

			Los autores en Binder et al. [2013] concluyen con un análisis sobre la direccionalidad de cada marco, es decir si los procesos sociales determinan el impacto ambiental, si los procesos ambientales determinan el comportamiento social, o si los dos procesos están siempre interactuando. De igual manera, muestran si en el análisis se tiene una tendencia antropogénica (orientada a lo social) o ecocéntrica (orientada a lo ambiental/ecológico). Para entender mejor el análisis realizado, proporcionaremos una descripción de algunos de los marcos que discuten y cómo los analizaron dentro de la discusión del artículo. 

			Uno de los marcos más conocidos, y revisado en Binder et al. [2013], es el de servicios ecosistémicos (ES, por sus siglas en inglés). Este fue expuesto por Gretchen Daily y sus colegas en 1997 en su libro y artícu­lo sobre Nature’s Services, donde describen la diversidad de servicios que la naturaleza provee a los humanos [Daily, 1997]. Estos servicios incluyen la provisión de alimentos, fibra, agua y madera, el ciclo de nutrientes (como carbono y nitrógeno), y el aspecto sociocultural y recreativo, entre otros. Además, relacionan el concepto de servicios ecosistémicos con su valoración económica con el objetivo de asistir en la planeación y manejo de la naturaleza para uso y beneficio de la población humana [Costanza et al., 1997; Daily et al., 2009; Costanza et al., 2014]. 

			Diversos convenios, planes de manejo y políticas públicas a nivel regional, nacional y global se basan en servicios ecosistémicos. Tal es el caso de la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio (MEA, por sus siglas en inglés), un estudio sobre los cambios ecosistémicos durante el periodo de 1950-2000, y ejecutado en 2000-2005 [Millennium Ecosystem Assessment, 2005], así como el Convenio sobre la Diversidad Biológica (Convention on Biological Diversity, 1992). Cabe señalar que los autores concluyen que este abordaje es más ecocéntrico, dado que las acciones humanas afectan el medio ambiente. 

			En términos de enfoques más cercanos a la dimensión social, el marco de vulnerabilidad (TVUL, por sus siglas en inglés) está señalado como un marco antropogénico donde el medio ambiente afecta o determina las acciones de la población humana. El marco de vulnerabilidad es ampliamente conocido en los análisis de riesgo natural y, particularmente, en el estudio de los impactos de los eventos climáticos y naturales sobre las poblaciones humanas [Turner et al., 2003]. El concepto de vulnerabilidad está definido como “las características de una persona o grupo y su situación, que influencian su capacidad de anticipar, lidiar, resistir y recuperarse del impacto de una amenaza” [Wisner et al., 2003, citado en Ruiz Rivera, 2012]. El concepto de vulnerabilidad está directamente vinculado con el bienestar humano, y por lo tanto es un concepto central en las investigaciones de Ciencias de la Sostenibilidad y de sistemas socio-ecológicos [Kates et al., 2001; Turner et al., 2003]. Existen varias formas de medir y analizar la vulnerabilidad a múltiples escalas, pero el propósito ulterior de este análisis es entender cómo mejorar la calidad de vida de poblaciones frente al cambio global. 

			Los autores en Binder et al. [2013] también incluyen marcos más orientados a la política y al manejo de recursos naturales, que tienen una orientación más aplicada. Uno de ellos es el marco DPSIR (Drivers, Pressures, State, Impact, Responses), que fue propuesto en la década de los años noventa por la Agencia Europea de Medio Ambiente con el propósito de desarrollar reportes ambientales que estructuraran las descripciones de los problemas ambientales al formalizar las relaciones causales entre los sectores que conforman las actividades humanas y el ambiente. Desde entonces, este marco, que también surge a partir de una perspectiva antropogénica, se ha usado para describir y organizar sistemáticamente indicadores que representen las interacciones entre la sociedad y el medio ambiente, así como para informar a tomadores de decisiones sobre los posibles impactos que las decisiones de política pública puedan causar en el medio ambiente. De acuerdo con este marco, existe una cadena causal de vínculos o elementos que se retroalimentan: los motores de cambio o fuerzas motrices (drivers o driving forces) son necesidades y aspectos socioeconómicos y socioculturales que rigen las actividades humanas y que incrementan o mitigan las presiones en el medio ambiente (por ejemplo, las actividades industriales). Por otra parte, las presiones son los factores de estrés que las actividades humanas causan en el medio ambiente (por ejemplo, las emisiones contaminantes). El estado se refiere a la condición del medio ambiente (por ejemplo, la calidad del agua) que resulta de las presiones ejercidas, el impacto son los efectos del cambio o degradación del medio ambiente (como la pérdida de biodiversidad); y las respuestas son aquellas que la sociedad desarrolla para enfrentar la situación ambiental del impacto no deseado (como las medidas u objetivos de políticas públicas) y pueden incidir en cualquier parte de la cadena entre los motores de cambio y el impacto. Conforme a Tscherning et al. [2012], diversos atributos del marco dpsir relacionados a cuestiones de estructuración y comunicación en la investigación, fortalecen aún más el propósito original de este marco, que es cerrar la brecha entre la ciencia y la toma de decisiones. 

			El marco para el abordaje de sistemas humano-ambiente (HES, por sus siglas en inglés) está señalado en el artículo como uno de los más integrados, pues desde esa perspectiva las acciones humanas afectan el medio ambiente y viceversa. Los autores identifican que el marco surge desde las ciencias sociales y la psicología ambiental, pero también la geografía tiene una larga tradición integrando procesos humanos y ambientales [Turner et al., 1990a; National Academies Press, 1999; Liverman et al., 2001]. Los conceptos subyacentes de los sistemas humano-ambiente son las retroalimentaciones de proce­sos ambientales y sociales y la integración de varias escalas en el análisis de sistemas socio-ecológicos [Scholz y Binder, 2003; Liu et al., 2007]. Scholz y Binder [2003] también incluyen la importancia de la conciencia ambiental que afecta al comportamiento humano y que ocurre a distintos niveles. La Ciencia de Cambio de Uso de Suelo (Land Change Science), descrita anteriormente, también es considerada como un enfoque dentro del abordaje de HES, ya que busca acoplar sistemas sociales y humanos y demos­trar las retroalimentaciones entre los dos, particularmente en términos de cambio de uso de suelo (deforestación, desertificación, urbanización) ­[Turner et al., 2007]. Este enfoque integrado principalmente está basado en la modelación de los procesos sociales y ambientales, y la integración de una diversidad de datos a partir del uso de numerosas herramientas. 

			Como se ha mencionado, el artículo de Binder et al. [2013] muestra la diversidad de enfoques y abordajes para el estudio de sistemas socio-ecológicos. El análisis que proveen ilustra que cada marco tiene una tendencia hacia las ciencias sociales o hacia las naturales, y están pensados para fines distintos (aplicados o analíticos; además del enfoque ecocéntrico o antropocéntrico). Es importante recordar que no hay ningún marco ideal en la investigación de sistemas socio-ecológicos porque cada uno depende de las preguntas, escala y metodología de la investigación. Uno de los retos que surge de dicha lectura es la forma de comparar o integrar resultados basados en la diversidad de marcos. Preguntamos por ejemplo, ¿el uso de los diversos marcos dentro del mismo sistema llevaría a los mismos resultados?, o ¿cómo varían las conclusiones de las investigaciones al utilizar marcos más orientados hacia lo social o más hacia lo ecológico? Aunque los retos para el análisis de sistemas socio-ecológicos continúan, es crucial enfrentarlos y reconciliar perspectivas y abordajes para crear una visión común con el fin de avanzar en el entendimiento de los problemas urgentes de la actualidad y proponer soluciones efectivas. 

			5. DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES

			La discusión de sistemas socio-ecológicos implícitamente provoca una reflexión alrededor de la dificultad para integrar los estudios de las ciencias sociales y naturales. Por ejemplo, Jerneck et al. [2011] reconocen la dificultad de integrar las ciencias naturales, que están basadas en la objetividad y los paradigmas universales, y las ciencias sociales, que cuestionan “las suposiciones de la sociedad moderna” y están enfocadas en temas de justicia, política y poder (p. 70). De igual manera, Spangenberg [2011] reflexiona que las diferencias epistemológicas y ontológicas de las disciplinas es uno de los impedimentos más importantes en la investigación interdisciplinaria, y esas diferencias implican la necesidad de crear “un vocabulario en común” (p. 278). El artículo incluye el caso de la valoración económica de servicios ecosistémicos porque crea divisiones entre las disciplinas dado que no todos están de acuerdo con la metodología de valoración, ni con el concepto de atribuirle un valor económico a la naturaleza. 

			Las dificultades de la interdisciplina se reflejan asimismo en la complejidad que requiere el estudiar los sistemas socio-ecológicos desde el enfoque de HES. El estudio de los sistemas humano-ambientales incluye, a su vez, el abordaje de los sistemas humano-naturales acoplados (CNH, por sus siglas en inglés), el cual busca identificar características generales de los sistemas socio-ecológicos. Liu et al. [2007] ofrecen una serie de características o tendencias que incluyen la importancia de la no linealidad en sistemashumano-naturales; es decir, el cambio de sistemas (como la diversidad de aves en zonas en proceso de urbanización) no ocurre de forma lineal, y la importancia de las retroalimentaciones de los procesos en los sistemas. El interés en la modelación de sistemas acoplados inclusive ha influido en las prioridades de la atribución de fondos para la investigación científica. La Fundación Nacional de Ciencias (NSF, por sus siglas en inglés) de los Estados Unidos inició en 2007 una línea formal de financiamiento de investigaciones enfocadas en CNH (NSF, 2017). Sin embargo, al final estas investigaciones poseen un sesgo hacia la ciencia cuantitativa y la modelación de dinámicas; en otras palabras, mantienen una tendencia hacia el positivismo y la apolítica. El acoplamiento muchas veces implica la articulación de diversos datos a varias escalas con el uso de herramientas y modelos, tales como modelos basados en agentes (ABM, por sus siglas en inglés), mapascognitivos o modelos mentales (FCM, por sus siglas en inglés), sistemas de información geográfica (SIG) y la innovación de modelos híbridos que integran datos espaciales, biofísicos y sociales [Rounsevell et al., 2012; Elsawah et al., 2015; Htun et al., 2016]. 

			Para las ciencias sociales, y particularmente para aquellas con fundamentos teóricos en el constructivismo que cuestiona la base de los sistemas sociales, existe un gran reto con la integración de datos sociales con los sistemas socio-ecológicos. De hecho, hay un reconocimiento sutil de esta tendencia en la investigación sobre CNH. Los mismos investigadores cuestionan los modos de desarrollo económico internacional, el peso que tienen las corporaciones multinacionales en la globalización y su efecto ulterior en los sistemas socio-ecológicos [Liu et al., 2007]. Sin embargo, gran parte de los estudios en las ciencias sociales, y aún en las investigaciones socio-ecológicas (por ejemplo, desde la perspectiva de la ecológica política), poseen un fuerte énfasis en el análisis cualitativo, lo que hace que la integración de datos sea sumamente compleja. Esta realidad implica una reflexión en la importancia y necesidad de conocer la diversidad de enfoques y metodologías disciplinarias para el análisis de sistemas socio-ecológicos, dado que aportan más elementos para su entendimiento que los estudios que concluyen con modelos y paradigmas universales. 

			Afortunadamente, cada vez existe mayor énfasis en colaboraciones inter y transdisciplinarias que intentan disolver las barreras y fronteras entre las disciplinas para trabajar temas de sostenibilidad. Específicamente, dado que las Ciencias de la Sostenibilidad constituyen un enfoque explícitamente normativo, lo que involucra la coproducción de visiones para elbienestar futuro y de los caminos hacia la sostenibilidad (al incorporar el conocimiento y las decisiones de académicos y no académicos), conllevan una postura política, y no apolítica [Spangenberg, 2011; Redman, 2014]. En este sentido, Spangenberg [2011] diferencia entre la ciencia para la sostenibilidad y la ciencia de la sostenibilidad, siendo el segundo enfoque más crítico, inter y transdisciplinario, además de estar centrado en el involucramiento de actores sociales. Dicha noción implica la integración de las ciencias sociales por su naturaleza reflexiva y el cuestionamiento que hacen acerca de los patrones y procesos de la sociedad moderna. Esta reflexión es sumamente importante en el análisis de sistemas socio-ecológicos para cuestiones de sostenibilidad (lo que Miller [2013] nombra “el abordaje del cambio social”), y normalmente no destaca en el proceso de modelación de sistemas integrados. 

			En consecuencia, las Ciencias de la Sostenibilidad tienen un papel muy importante en el análisis de sistemas socio-ecológicos. El énfasis en la investigación aplicada hacia un verdadero cambio requiere una reflexión en torno al papel de la “sociedad en la naturaleza”, así como en torno al papel y la objetividad del mismo investigador, y la supuesta neutralidad de la ciencia [Spangenberg, 2011]. La integración de otros tipos y formas deconocimiento en la investigación transdisciplinaria también implica una transformación que permita enfocar las investigaciones no exclusivamente en la objetividad. Por lo tanto, las Ciencias de la Sostenibilidad abren la discusión a ciertas dimensiones que no necesariamente están presentes en todas las discusiones de investigación de sistemas socio-ecológicos. La esperanza radica en que la reorientación de la ciencia hacia problemas complejos y urgentes cobre mayor sentido y se logre encontrar un lenguaje en común entre las disciplinas que valore la pluralidad de abordajes (es decir, cualitativo y cuantitativo, positivista y constructivista). Entonces, resulta crucial establecer este lenguaje en común para contribuir más efectivamente a dar soluciones a problemas socio-ecológicos. 
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1 El enfoque positivista sostiene que hay una realidad que existe y que la podemos estudiar y observar; por lo tanto, los científicos identifican patrones y procesos que existen en el mundo. El enfoque constructivista sostiene que los patrones que vemos son un producto de nosotros mismos: cada persona ve algo distinto, lo cual está determinado por influencias culturales, sociales, entre otras. Es decir, las observaciones y experiencias dependen del observador [Moses y Knutsen, 2012].

				

			

		


		
			CAPÍUTLO 4
 LOS SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS DESDE LA PERSPECTIVA DE IPBES

			Patricia Balvanera*

			
			1. INTRODUCCIÓN

			El estudio de sistemas complejos, como es el caso de los sistemas socio-ecológicos, requiere de un abordaje interdisciplinario y transescalar. Se trata de sistemas que tienen múltiples vertientes y que operan a distintas escalas. La convergencia de procesos que ocurren a distintas escalas espaciales (desde un metro cuadrado hasta continentes enteros) y temporales (desde unos segundos hasta varios miles de años), y que requieren de herramientas conceptuales y analíticas provenientes de múltiples disciplinas, convierte el análisis de los sistemas socio-ecológicos en un gran reto.

			Los marcos conceptuales son herramientas que facilitan el análisis de los sistemas socio-ecológicos [Huutoniemi et al., 2010; Palmer et al., 2016; Turner II et al., 2016]. Estos marcos permiten la comunicación entre especialistas formados en distintas disciplinas, hacer explícitas distintas definiciones o visiones y enfatizar ciertos elementos constitutivos de los sistemas, así como las interacciones que se dan entre sus elementos.

			En este capítulo de libro se presenta el marco conceptual del IPBES (siglas en inglés para Plataforma Intergubernamental de Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos). Este marco conceptual es relevante porque guía la actividad de una iniciativa global respaldada por más de 130 países, en la que actualmente participan más de mil investigadores de distintas partes del mundo. También es relevante porque sintetiza el pensamiento que se ha venido gestando en torno a iniciativas globales de investigación y de síntesis. En este capítulo se presentan los desarrollos conceptuales que sedieron a partir de la década de 1950 para llegar a una breve definición de sistemas socio-ecológicos. Se muestra cómo marcos conceptuales previos al IPBES lo alimentaron y se hace una breve presentación de la plataforma y de su marco conceptual. Finalmente se resaltan las fortalezas y limitaciones de dicho marco conceptual.

			2. ALGUNOS DESARROLLOS CONCEPTUALES CLAVE QUE CONTRIBUYEN A LA ACTUAL VISIÓN DE SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS DESDE LA PERSPECTIVA DE IPBES

			El estudio interdisciplinario de las relaciones entre las sociedades y el ambiente, desde la perspectiva científica, puede remontarse a finales del siglo XIX. Escuelas de pensamiento como la ecología cultural, desarrollada desde la antropología a partir de la década de 1950, y la ecología política, influenciada por las ciencias políticas alrededor de 1980, fueron fundamentales para el surgimiento de la propuesta de sistemas socio-ecológicos [Balvanera et al., 2011].

			La ecología cultural o ecología antropológica surge en la década de 1950 [Steward, 1955]. Este enfoque explora “…maneras por las cuales se introduce un cambio cultural para adaptarse al medioambiente”. Desde esta perspectiva, las adaptaciones de las sociedades a su ambiente están fuertemente vinculadas a las estrategias de subsistencia, por lo que se exploran las diferencias en la cultura a través del tiempo. Una de las ramas de esta escuela se dedica a describir y analizar las tecnologías utilizadas en la transformación de la naturaleza. Las ideas de la ecología cultural fueron bienvenidas en un abanico de disciplinas como la antropología, la arqueología, la geografía y la ecología. Desde la ecología y la teoría de sistemas se desarrollaron herramientas para comprender la adaptación de los seres humanos a su ambiente. Los ecólogos culturales se centraron en explicar los flujos de energía y materia; examinaron cómo las creencias y las instituciones regulaban los intercambios entre una cultura y su ambiente. Otros autores enfatizaron la exploración de los factores que subyacen la toma de decisiones en torno al manejo de los ecosistemas, como es el caso de la economía agrícola [Chayanov, 1985].

			La ecología política surgió a principios de la década de 1980 y se centró en las conexiones entre los sistemas locales y la economía política global. De modo que las estructuras de poder y la toma de decisiones a diversos niveles de organización política fueron estudiadas, además de que se señaló la importancia de tener un límite al crecimiento económico [Meadows et al., 1972] de donde surgió el Club de Roma.1La ecología política aborda los procesos asociados a las interacciones entre sociedad y ambiente, como es el caso de la erosión del suelo [Blaikie, 1985]. Este acercamiento tiene profundos impactos en la creación de organizaciones no gubernamentales (ONG), partidos verdes, movimientos internacionales y activistas ambientales. En la década de 1990, este enfoque fue clave para la promulgación del Protocolo de Kyoto2 y para la Declaración de Río3 documentos en los que se buscaron alternativas para la sustentabilidad. 

			3. EL CONCEPTO DE SISTEMA SOCIO-ECOLÓGICOS

			El concepto de sistemas socio-ecológicos pretende explorar las interacciones entre sociedad y ambiente, y sus implicaciones tanto para la estructura como para el funcionamiento de ambos [Lui et al., 2007]. La perspectiva de sistemas socio-ecológicos permite cuestionar la división arbitraria entre sistemas sociales y ecosistemas, y explora distintas alternativas para conceptualizar y entender estas interacciones [Folke, Colding y Berkes, 2003; Lui et al., 2007]. Algunos elementos clave de este acercamiento son el análisis de prácticas de manejo, la búsqueda de alternativas para no afectar la capacidad de renovación de los ecosistemas, el conocimiento y tecnologías que sustentan el manejo, la existencia de instituciones (con ello, el conjunto de reglas y normas que permiten a los grupos sociales llevar a cabo tareas cotidianas como la extracción de recursos naturales), y el tipo de tenencia asociado a estas que regula el manejo de y acceso a los recursos naturales.

			4. LOS MARCOS CONCEPTUALES QUE ANTECEDIERON AL DEL IPBES

			En la década entre 1990 y 2000, ante la crisis ambiental, surgieron iniciativas de investigación y evaluación globales con el objetivo de hacer patente la interdependencia entre el mantenimiento de los ecosistemas y el bienestar social. 

			El Proyecto Global Land (GLP, por sus siglas en inglés) es un proyecto multinacional que nació en el seno de dos grandes programas internacionales de investigación [Ojima et al., 2005]: el International Geosphere-Biosphere Programme (IGBP) y el International Human Dimensions Programme on Global Environmental Change (IHDP). Ambos programas fueron auspiciados por la Unión de Academias de Ciencia y el International Council for Science (ICSU). El GLP analiza la dinámica de los sistemas socio-ecológicos, y explora las interacciones entre los procesos sociales y naturales a diferentes escalas espaciales y temporales. Su marco conceptual se centra en cómo la estructura y funcionamiento de los sistemas terrestres, así como su manejo, determinan la capacidad que estos tienen de proveer SE. También explora las características demográficas, sociales, económicas, políticas, institucionales, culturales y tecnológicas de los sistemas sociales, y cómo estas subyacen la toma de decisiones en torno al manejo de los ecosistemas. El proyecto aborda el entendimiento de las causas próximas (como las acciones que afectan directamente el uso del suelo) y subyacentes (como las fuerzas fundamentales que subyacen a las causas próximas) del cambio en la cobertura y el uso del suelo. El enfoque del GLP permite integrar procesos biofísicos, económicos, sociales y políticos a escalas locales, regionales y globales.

			La Evaluación de los Ecosistemas del Milenio (MEA, por sus siglas en inglés) surgió cuando la Organización de las Naciones Unidas (ONU) convocó a científicos sociales y naturales de diferentes partes del mundo a investigar el estado actual y las tendencias de deterioro de los ecosistemas para generar opciones para conservar, restaurar y usar de manera sustentable los ecosistemas [Millennium, Assessment and Development, 2000; Millennium Ecosystem Assessment Board, 2005]. Esta iniciativa surgió de la experiencia obtenida en el Panel Intergubernamental de Cambio Climático (IPCC,4 por sus siglas en inglés) la cual, a través de la síntesis de conocimientos, incidió en la toma de decisiones sobre el manejo de los ecosistemas y el diseño de políticas públicas. El marco conceptual del MEA populariza el concepto de servicios ecosistémicos, que son los beneficios que la sociedad obtiene de los ecosistemas. El MEA clasifica a los servicios ecosistémicos en cuatro categorías: los de provisión o suministro, que son los recursos naturales; los de regulación, que regulan las condiciones en las que vivimos; los culturales, que ofrecen beneficios intangibles, y los de soporte o sustento, que son los procesos ecológicos y evolutivos básicos que sostienen a los ecosistemas. El MEA identifica los factores de cambio social (considerados como indirectos o indirectamente asociados con los ecosistemas) que incluyen aspectos demográficos, económicos, sociopolíticos, científicos, tecnológicos, culturales y religiosos. También analiza cómo estos factores sociales de cambio inciden en los factores de cambio asociados a la toma de decisiones (considerados como directos, puesto que afectan directamente al ecosistema). Estos abarcan los cambios de cobertura y uso del suelo, la introducción o remoción de especies, el uso y adaptación de tecnologías, el uso de insumos externos, las tasas de cosecha y de consumo, entre otros. Un total de 1900 individuos de 90 países, incluyendo científicos, funcionarios gubernamentales, miembros de organizaciones de la sociedad civil y empresarios, participan en la redacción y revisión de los documentos generados por la MEA.

			5. LA PLATAFORMA INTERGUBERNAMENTAL DE BIODIVERSIDAD Y SERVICIOS ECOSISTÉMICOS (IPBES) Y SU MARCO CONCEPTUAL

			El IPBES surgió en el 2012 a partir de las experiencias obtenidas con el MEA y el IPCC. Se estableció como una entidad intergubernamental que dio la bienvenida a todos los países miembros de las Naciones Unidas. Su objetivo principal es el fortalecimiento de la interfase entre ciencia y políticas públicas en temas de biodiversidad y servicios ecosistémicos. El fin es asegurar en el largo plazo tanto la conservación y el uso sustentable de la biodiversidad, como el bienestar humano y el desarrollo sustentable.5

			El primer paso en establecimiento del IPBES, y su primer producto, fue la generación de un marco conceptual que pretende ser un esqueleto que guíe todas las iniciativas de la plataforma. Este marco conceptual se observa como un traductor universal; como una roseta que permite la comunicación entre países, entre disciplinas y entre actores [Diaz et al., 2015; Diaz et al., 2016]. 

			El marco conceptual (figura 1) se plantea como la columna vertebral del IPBES. Este marco es fundamental para la generación de nuevo conocimiento, la síntesis de conocimiento existente, el desarrollo de herramientas para apoyar el diseño e implementación de políticas públicas, así como para el fortalecimiento de capacidades. Este primer producto público de IPBES permite la comparación entre evaluaciones a escalas globales y regionales, entre evaluaciones llevadas a cabo en las distintas regiones del mundo (América, África, Asia y Pacífico, Europa y centro de Asia), y entre aquellas realizadas para distintos temas (polinizadores, escenarios futuros, degradación del suelo y restauración, entre otros). 
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			6. ¿CÓMO SURGIÓ EL EQUIPO DE TRABAJO QUE DIO LUGAR AL MARCO CONCEPTUAL DEL IPBES?

			Un grupo internacional, interdisciplinario y transdisciplinar se reunió, convocado por IPBES, para la elaboración de este marco conceptual. Las bases para el proceso se asentaron durante IPBES-1, la primera sesión plenaria conformada por representantes de todos los países miembros. Durante esa sesión se aprobó la necesidad de elaborar este marco conceptual a partir de la experiencia obtenida con el MEA. 

			El equipo se conforma a través de distintos procesos propios de la plataforma. Los coordinadores son miembros del Bureau, el cual, a su vez, reúne a representantes de los gobiernos miembros divididos en cinco grandes regiones del mundo. También son convocados los miembros del Equipo de Expertos Interdisciplinario (MEP, por sus siglas en inglés) que reúne a científicos destacados de las cinco regiones del mundo. Dentro del MEP, destaca Julia Carabias, de México, quien fuera titular de la Secretaría del Medio Ambiente. El equipo deexpertos se conforma mediante una convocatoria que circula globalmente; aquellos que atienden el llamado solicitan el apoyo del punto focal en su país, es decir, de la sede oficial en donde descansa. El MEP y el Bureau designan a los expertos seleccionados por méritos académicos, por representación regional (un número idéntico de expertos de distintas regiones del mundo podrá participar) y por representación sectorial (academia, gobierno, organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales, empresas/fundaciones). 

			El marco conceptual de IPBES se nutre de las experiencias previas de los desarrollos conceptuales en torno a las interacciones entre sociedad y ambiente, de iniciativas globales como el IPCC, el GLP y la MEA, y a través de los “expertos” que fueron seleccionados para desarrollarlo. También se nutre de desarrollos conceptuales recientes, con fuerte influencia desde la ecología política y estudio de la dinámica de los sistemas socio-ecológicos, de investigadores jóvenes formados con estas nuevas perspectivas, y que participaron en el equipo de expertos. El marco conceptual de IPBES parte de los aciertos de las experiencias previas, así como de los cuestionamientos realizados por los equipos que lo generaron o lo utilizaron en distintos contextos.

			7. LOS DISTINTOS ELEMENTOS DEL MARCO CONCEPTUAL DEL IPBES

			La lectura del marco conceptual de IPBES inicia por su parte superior: por el bienestar humano. El énfasis se pone en las sociedades humanas que buscan contar con las condiciones adecuadas para su sobrevivencia y desarrollo como el motor fundamental de las transformaciones de la naturaleza. 

			La búsqueda de este bienestar lleva a la creación o modificación de instituciones, leyes o estrategias económicas, y de las estrategias de gobernanza en general. Las instituciones y la gobernanza abarcan aquí todas las interacciones formales e informales entre interesados directos y entre estructuras sociales en torno al manejo de la naturaleza y al acceso a los beneficios que esta brinda a las sociedades. Instituciones y gobernanza abarcan un abanico de aspectos asociados con cómo se toman las decisiones en torno al manejo de la naturaleza, cómo se aplican cómo se ejerce el poder y cómo se distribuyen las responsabilidades. Estas instituciones incluyen sistemas de propiedad y de accesos a la tierra, acuerdos legislativos, leyes, normas sociales y reglas, así como acuerdos internacionales. La gobernanza está dada por el conjunto de instituciones formales y no formales involucradas, y está determinada por las interacciones entre distintos centros de poder desde lo local hasta lo global. 

			Las instituciones y la gobernanza son las que promueven los cambios en los ecosistemas. De forma intencional y directa, o no intencional o indirecta, las instituciones y la gobernanza repercuten entonces en los factores de cambio antrópicos que abarcan el cambio de uso del suelo, la entrada de especies invasoras, el agotamiento de los recursos bióticos o hídricos, entre muchos elementos más.

			Los factores de cambio directos repercuten sobre la naturaleza. Se modifica la composición de especies y la abundancia relativa de éstas. Se extinguen localmente las poblaciones de algunas especies, mientras que dominan otras. Se dan cambios en los ciclos biogeoquímicos y en el funcionamiento de los ecosistemas. Los cambios en la naturaleza, a su vez, influyen en la capacidad que tiene la naturaleza de brindar servicios a la sociedad. La oferta de agua, de recursos silvestres marinos, acuícolas o terrestres, la regulación de la calidad del agua, la del clima, o la de los polinizadores, así como el sentido de pertenencia y las oportunidades de recreación, dependen de manipulaciones antrópicas de la naturaleza. El acceso a estos beneficios se ve regulado por las instituciones y la gobernanza. 

			Los capitales financieros, de infraestructura y humanos, modulan la oferta de servicios ecosistémicos, su demanda y los impactos de cambios en estos servicios sobre el bienestar humano. Así, por ejemplo, la infraestructura hidráulica modula la temporalidad del flujo hídrico y también el acceso que distintos actores pueden tener a esa agua. 

			8. LO NOVEDOSO DEL MARCO CONCEPTUAL DEL IPBES

			El elemento más importante y distintivo del marco conceptual del IPBES es la introducción de las instituciones y la gobernanza en el corazón del sistema socioambiental. Éstas son las que regulan las decisiones de manipulación de la naturaleza y las cuales tienen acceso a los beneficios que de la naturaleza obtienen las sociedades. 

			En el caso de México, el papel de las instituciones y la gobernanza en la dinámica de los sistemas socio-ecológicos es muy patente. La existencia del ejido, por ejemplo, con sus características de tenencia de la tierra semicomunitaria y los cambios al artículo 27 constitucional en 1992, han tenido profundas consecuencias sobre las decisiones de manejo al interior de los sistemas socio-ecológicos. Instituciones y gobernanza también abarcan la generación de acuerdos jurídicos y tratados, como es el caso en México con la ley de vida silvestre o la ley de aguas, las normas y reglas sociales informales (como son los usos y costumbres de los pueblos indígenas en México). Instituciones y gobernanza se ven también reflejadas en las políticas económicas; abarcan políticas macroeconómicas como aquellas que dictan el crecimiento económico global, las políticas nacionales o estatales fiscales, o las políticas monetarias para los distintos sectores del gobierno. Un ejemplo en México es el desarrollo de los instrumentos económicos vinculados con los pagos por servicios ambientales. 

			Otra novedad importante del marco conceptual del IPBES es que no hace una división clara entre sistemas sociales y sistemas ecológicos. A diferencia del marco conceptual propuesto por el GLP, o aun el propuesto por la MEA, no se enfatizan solamente las interacciones entre todo el sistema social y todo el sistema ecológico. En su lugar, se descomponen tanto sociedad como ambiente en elementos y procesos clave y se identifican las interacciones directas entre estos. El marco permite explorar claramente el papel que tiene, por ejemplo, una visión del mundo asociada con el crecimiento económico sobre la gobernanza e instituciones para promover este crecimiento. También permite analizar sus impactos sobre el cambio de uso del suelo, la naturaleza y los servicios que obtenemos de ésta, así como el papel del capital financiero y de infraestructura en los impactos de todo este ciclo sobre el bienestar humano.

			Una fortaleza particularmente relevante del marco conceptual de IPBES es que permite mirar las distintas visiones de la naturaleza, sus beneficios e implicaciones sobre el bienestar humano. El marco conceptual marca con colores las distintas denominaciones que reciben el bienestar humano, la naturaleza y los beneficios que obtenemos de ésta (figura 1). En verde, destacan las palabras que se usan comúnmente en los medios académicos: bienestar de los seres humanos, diversidad biológica, ecosistemas y bienes y servicios de los ecosistemas. En azul, las mismas cajas reciben otros nombres: vivir en armonía con la naturaleza, Madre Tierra y ofrendas de la naturaleza. Son ejemplos que permiten contrastar distintas visiones sobre los elementos clave de este marco conceptual. 

			9. LAS LIMITACIONES DEL MARCO CONCEPTUAL DEL IPBES

			Este marco conceptual no hace referencia explícita a la dinámica de los sistemas socio-ecológicos. Si bien enfatiza las interacciones que se dan entre componentes y procesos de estos sistemas, no explora cuáles pueden ser a nivel sistémico las consecuencias de dichas interacciones. La literatura sobre resiliencia de los sistemas socio-ecológicos destaca la existencia de ciclos de retroalimentación positiva o negativa que pueden llevar hacia condiciones más estables o menos estables, que pueden ser deseables o no deseables. En particular, las llamadas trampas de pobreza, en las que los ciclos de retroalimentación negativa exacerban tanto pobreza como deterioro social, no pueden ser visibilizados claramente en este diagrama. Así mismo, la existencia de cambios en instituciones, como son las iniciativas de creación de reservas comunitarias, en lo referente al bienestar humano y con repercusiones en todos los componentes del sistema socioambiental se pueden analizar con el marco conceptual del IPBES por medio de interacciones entre sus elementos, pero no como una propiedad emergente del sistema.

			10. CONCLUSIONES

			Los sistemas socio-ecológicos son complejos y hay distintos marcos conceptuales que destacan algunos de sus elementos y procesos. El marco conceptual del IPBES ha sido muy útil para llevar a cabo las tareas asociadas con esta plataforma. También tiene fortalezas importantes, como el énfasis en la gobernanza y las distintas visiones de la naturaleza. Este marco, junto con otros, puede ser adoptado total o parcialmente por equipos de trabajo en torno a sistema socio-ecológicos y adaptado a sus necesidades.
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			CAPÍTULO 5
 LA PROPUESTA DE E. OSTROM PARA EL ANÁLISIS DE LOS SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS

			Leticia Merino*

			
			Las tradiciones académicas prevalecientes en Ecología y en las ciencias sociales han trabajado y trabajan fundamentalmente sus respectivos campos como dominios aislados. No obstante, a partir de la década de 1970, la creciente emergencia de problemas ambientales y la amplia evidencia de la crisis ambiental global han influido en el surgimiento de diversas líneas de reflexión. Entre las perspectivas surgidas en el campo de las ciencias sociales sobre temas y problemas ambientales destacan: la ética ambiental, la ecología política, la economía ecológica, la historia ambiental, el estudio del conocimiento tradicional y el estudio de la propiedad de los recursos naturales y la acción colectiva [Berkes Fikret et al., 2003], cada una con propuestas e hipótesis centrales. La comprensión de los procesos y problemas ambientales ha sido una preocupación común en estas corrientes que desde hace dos décadas han desarrollado abordajes interdisciplinarios. No obstante, en el desarrollo de estas iniciativas, el peso del sesgo de origen en el campo de las ciencias sociales y las inercias de las instituciones académicas de manera disciplinaria hacen que los temas ambientales tiendan a ser tratados como “caja negra” dependiente de los procesos sociales. 

			El trabajo de Elinor Ostrom en torno a las instituciones, derechos y acción colectiva, de la década de 1990, se inscribe en estos esfuerzos. En la obra de este periodo, la preocupación central de la autora se refiere a las condiciones que determinan la gobernanza y sustentabilidad de los recursos naturales, que en esa perspectiva constituyen en su mayoría “recursos de uso común”1 (RUC), bienes cuya conservación y uso sostenido enfrentan retos que se derivan de la dificultad de excluir usuarios potenciales y de la alta rivalidad2 que su uso conlleva [Ostrom, 1990, 2000, 2009]. Si bien las causas del deterioro ambiental se conciben como procesos multicausales, los temas ecológicos son planteados fundamentalmente en términos de “recursos”3 de los que interesa conocer los problemas de “apropiación” y “provisión”4 asociados a su uso y a las interacciones sociales que en torno a él se desarrollan. Cabe también mencionar que uno de los pilares de la propuesta teórica de Ostrom es la concepción de los individuos como “falibles, capaces de adoptar normas y seguir estrategias contingentes en ambientes complejos e inciertos”. Para Ostrom —con base en North [1990]—, las instituciones representan mecanismos que reducen la incertidumbre en contextos de complejidad de modo que la confianza y las normas puedan surgir y mantenerse, haciendo posible la acción colectiva.5,6

			La primera propuesta de articulación conceptual que resulta de este esfuerzo analítico es el marco de Análisis Institucional y Desarrollo (AID),7un “mapa conceptual de niveles múltiples” que puede utilizarse en el análisis de distintas interacciones de un sistema social dado [Ostrom, 2005; Basurto et al., 2015]. El marco AID propone explicar las condiciones (de conservación o sobreexplotación) de un determinado recurso natural a partir del análisis de las interacciones de los actores sociales y de las decisiones que ellos toman en distintos espacios (situaciones de acción). Estas interacciones y decisiones son determinadas por distintos factores que Ostrom designa como “condiciones de contexto”: instituciones, recursos y comunidades. Estas condiciones centrales constituyen en el marco AID variables clave planteadas desde la teoría neoinstitucionalista reelaborada por la autora:8las instituciones, las condiciones de las comunidades de usuarios y otros actores sociales relevantes, y las condiciones de los recursos.

			En el marco AID, el análisis de las condiciones de las comunidades se refiere a la presencia de capital social,9experiencia organizativa, percepciones compartidas sobre los bienes entre los actores involucrados, dependencia de los recursos, implicaciones de la captura de los beneficios por las élites en el manejo de los RUC y tasa de descuento [Ostrom, 1999]. El análisis de los recursos considera aspectos como el flujo de las unidades de los recursos y su predictibilidad (que remiten al carácter rival o no rival de los bienes), la movilidad y el conocimiento de los límites de su distribución [Ostrom, 1999]. La investigación sobre las instituciones —central a lo largo de la obra de Ostrom— integra aspectos como: 1) los derechos de propiedad sobre los bienes que Ostrom define como derechos de apropiación (acceso, uso) y control (exclusión, manejo y alienación), que se diferencian de los regímenes de propiedad (privado, colectivo y público) y de los tipos de bienes mencionados anteriormente. 2) El tipo de reglas de posición de los participantes, límites de los grupos de participantes, elección o capacidad de decisión, agregación, información, distribución de costos, beneficios, alcance [Ostrom, 2005, 2009] y, 3) el análisis de la “robustez institucional” a partir de los “principios de diseño”. Estos últimos remiten a la existencia de límites, la coherencia de las reglas con los contextos socioambientales, la elección colectiva (participación de los afectados por las reglas en su definición), la existencia de monitoreo, sanciones graduadas y espacios de resolución de conflictos, de derechos de los actores involucrados en el manejo de los recursos para formular reglas operacionales10 y a la anidación institucional [Ostrom, 1990; Cox et al., 2010].11

			
			Ostrom propone que los “espacios de acción” están integrados por la situación de acción (figura 1) en la que quienes participan interactúan y se ven afectados por las “variables exógenas” (al espacio de acción), lo cual genera resultados que los afectan e influyen en la propia situación de acción. A su vez, las “situaciones de acción” se definen como los espacios sociales donde participantes con diversas “preferencias” (visiones, valores, intereses) interactúan para intercambiar bienes y servicios, resolver problemas y enfrentarse [Ostrom, 2005].
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			En las “situaciones de acción” los participantes enfrentan dilemas sociales o de acción colectiva [Cárdenas, 2009] que expresan disyuntivas y contradicciones entre beneficios potenciales individuales, los incentivos por buscar beneficios colectivos de mediano y largo plazo, y la obtención de beneficios individuales —comúnmente de corto plazo—. Estos dilemas se refieren a la credibilidad del compromiso de los participantes en las interacciones, la oferta de reglas que los guían y el monitoreo del cumplimiento de compromisos por parte de los participantes que, por una parte, genera certeza necesaria para mantener las interacciones y, por otra, implica costos de distinto orden.

			
			Por último, los “resultados” (estado de los recursos comunes, condiciones de bienestar, distribución de los costos y beneficios de las condiciones de sostenibilidad) son producto de las interacciones, dilemas y “condiciones de contexto” (figura 2). Se reconoce que estos “resultados” pueden ser evaluados desde distintos valores y lógicas (criterios de evaluación) que es importante explicitar en la investigación y en las evaluaciones.
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			Un problema de investigación clásico desde esta perspectiva busca conocer los distintos factores y relaciones que condicionan los resultados (condiciones de los bienes comunes); por ejemplo, cuál es el conjunto de los factores y procesos que han permitido la conservación de los bosques mesófilos en la Sierra Juárez en el estado de Oaxaca en México, y cuáles han sido los de mayor relevancia. No obstante, el análisis puede optar por hacer énfasis en algunas de las relaciones particulares entre ellos,12como las condiciones de las instituciones comunitarias que se relacionan con el fuerte nivel de capital social presente entre las comunidades forestales de esa región; o bien, como los conflictos agrarios sobre áreas forestales en litigio (ausencia de límites de los recursos) que generan ausencia de reglas de provisión que permitan la conservación de esas áreas y condiciones de deterioro de los bosques que allí se encuentran.

			Desde la perspectiva de Ostrom los individuos están dotados de agencia, por lo que son capaces de actuar sobre las condiciones que influyen en sus interacciones y en las condiciones de los recursos comunes. Esta orientación es coherente con la preocupación —constante a lo largo de su obra— por generar elementos de comprensión útiles para acción colectiva (política o social) comprometida con abordar problemas socioambientales. En términos de investigación, esta preocupación se tradujo en la búsqueda por entender las razones por que algunas comunidades13 son capaces de autogobernarse y logran conservar los bienes comunes que usan, manejan o poseen en común y otras no logran hacerlo.

			La categoría de “bienes comunes” (commons) —tardía en Ostrom— englo­ba tanto los recursos de uso común como los bienes públicos al reconocer el carácter “poroso” de la distinción entre unos y otros. Además, la gestión y sostenibilidad de muchos bienes públicos requieren de manera creciente acción colectiva ciudadana y no exclusivamente intervenciones gubernamentales como tradicionalmente se presume14 [Ostrom, 2010; Epstein et al., 2013; Cendejas y Merino, 2016; Merino, 2017].

			Una década más tarde, a partir del trabajo colaborativo con estudiosos de la Ecología, la Economía, la Antropología y la Ciencia Política, el esfuerzo interdisciplinario dio lugar a una propuesta transdisciplinaria: el marco de “Sistemas Socio-Ecológicos” (SSE). Este marco es una construcción con fuerte influencia de la Teoría de Sistemas Complejos, como es evidente en el propio nombre del marco que expresa una concepción integral de las interacciones de los humanos y la naturaleza, y para la que la división entre los sistemas ecológicos y sociales resulta relativa e incluso arbitraria. El estudio de los SSE desde la perspectiva de los sistemas complejos representa un esfuerzo pendiente para distintas disciplinas en un nuevo campo de conocimiento. El marco de SSE propone favorecer la acumulación de conocimientos de distinta naturaleza mediante su integración y organización en torno a la comprensión y búsqueda de soluciones a problemas relacionados con el uso y manejo sustentable de sistemas y recursos naturales. En este nuevo marco, los elementos de las dimensiones sociales, ecológicas y económicas no son vistos como “recursos” o “variables aisladas”, sino como elementos de un sistema que se interrelacionan, crean vínculos y constituyen redes que generan información adicional. De este modo, su conocimiento demanda no sólo el análisis de las propiedades de los elementos independientes, sino el conocimiento del sistema completo una vez relacionadas las partes [García, 2006]. Como en el caso del marco AID, este abordaje busca proveer elementos de comprensión críticos para la acción política y civil en los procesos y problemas socioambientales, incluyendo algunos de los problemas ambientales contemporáneos más graves.

			Este marco no representa una teoría sino una plataforma para la interacción de distintas teorías relevantes. Busca proveer un vocabulario común a los investigadores de diversas disciplinas —que trabajan sobre distintos ecosistemas y recursos (o poblaciones en el sentido de la Ecología), en distintas regiones y dominios temporales— para la construcción transdisciplinaria de teorías y modelos que den cuenta de los elementos con mayor influencia en contextos empíricos particulares. También busca que se teorice sobre los procesos y resultados que se buscan comprender. El reconocimiento de la complejidad inherente a los SSE responde a una posición epistemológica constructivista que asume, a la vez, la necesidad de teorías para guiar la selección del énfasis analítico y la insuficiencia de las perspectivas teóricas y disciplinarias particulares para la comprensión del conjunto del sistema desde un esquema común. También se plantea que los sistemas complejos, a diferencia de los sistemas simples, presentan una serie de atributos que las explicaciones e hipótesis deben retomar, como son: la no-linealidad, la incertidumbre, las propiedades emergentes, las relaciones entre escalas y la autorganización [Folke, 2014].

			La Teoría de la acción colectiva y los bienes comunes se ubica en el marco de los SSE que incorpora también elementos de la ecología de sistemas y de la Teoría de la complejidad, como los conceptos de resiliencia, vulnerabilidad, robustez, sistemas adaptativos y sostenibilidad [Levin, 1999; Berkes et al., 2003;Gunderson y Holling, 2002;Norberg y Cumming, 2008]. Se busca articular estos elementos con algunos temas clásicos de las Ciencias Sociales como las preocupaciones por la desigualdad, el bienestar humano, el conocimiento y los comportamientos demográficos, además de algunos temas de la microeconomía como los conceptos de incentivos, costos de transacción y el análisis de la valoración económica de los bienes. Estos conceptos originados en diversas plataformas disciplinarias desempeñan el papel de atributos de los SSE que se relacionan a partir de distintas dinámicas. Los sistemas del marco de SSE en la propuesta de Ostrom son: el sistema de recursos (por ejemplo, un territorio específico donde se encuentran bosques, vida silvestre y sistemas hídricos); las unidades de los recursos (árboles, plantas, especies de vida silvestre, cantidades de agua, horas de disfrute de un paisaje, toneladas de gases de efecto invernadero que se desechan en la atmósfera);15los actores (incluyendo a los usuarios y otros que influyen en la gestión del sistema), y el sistema de gobernanza (los gobiernos de distintas escalas y otras organizaciones que intervienen en el manejo de un territorio, las reglas relacionadas con su uso y manejo, los derechos sobre los bienes). Cada una de estas variables puede incluir, a su vez, variables de distintos niveles. La elección de las variables relevantes de segundo o tercer nivel depende de las preguntas de investigación particulares, el tipo de SSE y de sus escalas espaciotemporales. Además, se tienen en cuenta los contextos socioeconómicos, políticos y los de los ecosistemas presentes en los SSE. En términos metodológicos, estas áreas o sistemas particulares constituyen puentes conceptuales que incluyen distintas combinaciones de elementos diversos de las Ciencias Naturales y de las Ciencias Sociales. 

			De manera general y esquemática, las relaciones entre estos sistemas incluyen: las de los sistemas de recursos y las situaciones de acción ­(SR-SA; los sistemas de recurso establecen condiciones para las situacio­nes de acción); las de los sistemas de gobernanza y lassitua­ciones de acción ­(SG-SA; los sistemas de gobernanza establecen condiciones para las situaciones de acción), las de las unidades de recurso y las situaciones de acción (U-SA; las unidades de recurso son insumos para las situaciones de acción). Cabe considerar las relaciones del SSE y el contexto socioeconómico y político, con los ecosistemas en que se ubica y de los cuales depende. Estos dos “sistemas externos” generan información que retroalimenta al SSE (figura 3). El análisis de las relaciones entre variables y sistemas presenta importantes retos dado que el impacto de cualquier variable depende del valor de otras variables del SSE que interactúan en formas no lineales. De este modo, si bien la sustentabilidad de los SSE depende inicialmente de las capacidades de los usuarios o de las instituciones de gobierno para establecer reglas adecuadas, éstas pueden no ser suficientes en el largo plazo.

			Las variables de los distintos sistemas o subsistemas que integran un SSE en la propuesta de Ostrom son, para el Sistema de Recursos (RS, por sus siglas en inglés) que se propone considerar: el sector;16la ubicación; la claridad de los límites del sistema y su conocimiento por parte de los actores relevantes; la extensión del sistema; su productividad y las dinámicas del sistema, lo que incluye su predictibilidad y conocimiento por parte de los actores involucrados en el uso y gestión del sistema; las presiones que enfrenta el socioecosistema, y su resiliencia. Para el análisis de las unidades17 de recurso se incluye: movilidad; abundancia; distribución espacio-temporal; tasa de crecimiento o reemplazo, considerando el conocimiento de estas condiciones por parte de los involucrados; su valor económico y el acceso a mercados.
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			Para el estudio de los actores se propone tener en cuenta a los grupos de actores (usuarios y no usuarios); su diversidad, número y ubicación; atributos socioeconómicos (experiencia de organización, costos de oportunidad, asimetrías, abuso de las élites, conflictos); las normas y capital social del que los actores disponen; su conocimiento y modelos mentales sobre los sistemas y recursos; su dependencia de los recursos; la historia de apropiación y provisión de los sistemas y recursos, así como las tecnologías que utilizan en las actividades de apropiación y provisión. Entre las variables que se incluyen en el análisis sistemas de gobernanza se encuentran las organizaciones de gobierno y sociales con influencia en el SSE; las redes de actores, sus niveles, centralidad, modularidad y conectividad; los sistemas de propiedad de los recursos (regímenes de propiedad y distribución de derechos de uso y control); las reglas operacionales; los mecanismos de formulación de reglas (o reglas de elección) en uso; las reglas constitucionales;18la solidez de las reglas;19los procesos de monitoreo, sanción, y la continuidad histórica de los sistemas de gobernanza. 

			Como factores de análisis de los contextos sociales se encuentra el nivel y patrón de desarrollo socioeconómico, las tendencias demográficas, la estabilidad política, las relaciones con otros sistemas de gobernanza, los mercados, medios de comunicación y tecnología en uso. Por último, los elementos de los “ecosistemas relacionados” que la autora propone considerar son: los patrones climáticos y los patrones de contaminación y flujos hacia adentro y hacia afuera del SSE.

			Casos de interacciones en torno a la gestión de SSE son: la cosecha por parte de diversos usuarios, la venta de productos, el intercambio de información entre ellos, los procesos de deliberación, los conflictos, las actividades colectivas de provisión, de cabildeo, de autorganización, actividades de “redes” y actividades de evaluación. 

			Finalmente, los resultados de las relaciones entre las variables mencionadas son: el desempeño socioeconómico del SSE en términos de eficiencia, equidad, rendición de cuentas y democracia; el desempeño ecológico, como el agotamiento del sistema de recursos, sustentabilidad del sistema y de las actividades de uso; resiliencia del sistema; conservación de la biodiversidad y calidad ambiental.

			En tanto esquema que busca proveer de un lenguaje común para la interacción y la construcción transdisciplinaria, el marco de SSE propone ser conceptualmente “neutral”, y comienza por integrar y contrastar hipótesis generadas desde diversas perspectivas teóricas. Por ejemplo, al dar cuenta de las “condiciones de contexto” pueden incorporarse propuestas de la ecología política que consideren condiciones de justicia o conflictividad de la distribución de activos e impactos ambientales entre actores con distintas capacidades económicas y políticas proponiendo que esta conflictividad social tiene impactos negativos en las condiciones ambientales. Desde la Economía Ecológica sobre la valoración de los recursos y sistemas naturales pueden plantearse hipótesis sobre cómo los niveles —altos o bajos— de dependencia de los recursos, los tipos de valoración y el surgimiento de demandas de mercado o de articulación a los mercados locales se traducen en presiones para los ecosistemas o en incentivos para invertir en su preservación. La Teoría Ecológica es fundamental para caracterizar las estructuras y dinámicas de distintos sistemas socioambientales, su capacidad de incorporar disturbios (muchas veces generados por las actividades de apropiación) y su vulnerabilidad frente a distintas presiones; también brinda elementos centrales para el diseño de esquemas y reglas de provisión que permitan la conservación o restauración de los sistemas bajo uso y manejo. El Estudio del Conocimiento tradicional, por otra parte, permite dar cuenta de las percepciones de los actores sobre los sistemas de recursos, sus límites y dinámicas [Merino, et al., 2017].

			La investigación sobre SSE busca proveer elementos de mejora para su manejo. Desde la perspectiva de sistemas complejos esto implica buscar que los SSE sean más adaptativos y flexibles, capaces de enfrentar la incertidumbre y adaptarse al cambio mediante el desarrollo constante de pruebas, aprendizaje y conocimiento. En este marco, la presencia y desarrollo del conocimiento colectivo sobre el sistema socio-ecológico es una condición central de resiliencia. La construcción de conocimiento es un proceso que a menudo emerge de las instituciones y organización de los propios actores. Para ganar y mantener la eficiencia, se requiere un marco institucional y redes sociales anidadas en distintas escalas. Las comunidades que interactúan con los ecosistemas cotidianamente durante periodos prolongados, poseen a menudo el conocimiento más relevante de los recursos y de las dinámicas de los ecosistemas. Estos recursos y dinámicas están asociados a prácticas de manejo, particularmente aquellas que interactúan con los ecosistemas durante periodos de cambios rápidos, incertidumbre y reorganización de los SSE. 

			El concepto de sistemas socio-ecológicos ha sido desarrollado para proveer un avance científico importante y generar instrumentos para intervenir en problemas relacionados con el desarrollo sustentable. En este marco, se planea una estrecha relación conceptual y metodológica entre el análisis de los SSE, la investigación desde la perspectiva de la complejidad y la transdisciplina. Más aún, los científicos de las distintas disciplinas o campos relevantes para el problema y los actores sociales involucrados en él pueden considerarse como elementos del SSE en cuestión. 
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1 Traducción de Common pool resources en la edición española de Elinor Ostrom [2000 y 2014] y en Amy Poteete et al. [2012].

				

				
					2 Entendemos rivalidad, o “sustractabilidad”, como el impacto que el uso actual de los recursos por parte de determinados usuarios tiene en el uso potencial de otros. Ostrom define inicialmente la sustractabilidad desde un enfoque básicamente cuantitativo: como la cantidad de unidades de recurso que dejan de estar disponibles para usuarios potenciales. Proponemos que este concepto sea entendido en un sentido más amplio como el impacto del uso actual en el uso futuro, que puede referirse no sólo a disponibilidad de unidades, sino a la calidad de los recursos disponibles. A partir de las condiciones (bajas o altas) de rivalidad y exclusión, Ostrom clasifica los bienes o recursos como: recursos de uso común, públicos, privados y de tarifa [Ostrom, 1990, 2009].

				

				
					3 Como flujos y unidades de recursos.

				

				
					4 La apropiación se define como las acciones de retirar o consumir determinada cantidad de unidades de recursos; la provisión como las acciones y medidas que permiten mantener el flujo de recursos.

				

				
					5 En un sentido amplio, las instituciones son prescripciones que los humanos usan para organizar todas las formas de interacciones repetitivas y estructuradas, incluyendo aquellas que tienen lugar en el seno de las familias, los vecindarios, los mercados, las empresas, los equipos deportivos y los gobiernos de distintas escalas. Los individuos que interactúan en situaciones estructuradas por reglas enfrentan elecciones respecto a las acciones y estrategias que adoptan y que tienen consecuencias para ellos y para otros [Ostrom, 2005].

				

				
					6 La acción colectiva se refiere a la coordinación y cooperación con fines colectivos.

				

				
					7 Institutional and Development Analysis framework (IAD).

				

				
					8 A la que nos referiremos como Teoría de la Acción Colectiva y de los Bienes Comunes.

				

				
					9 Considerado como confianza y reciprocidad.

				

				
					10 Reglas de apropiación y provisión en uso.

				

				
					11 Los principios de diseño institucional son una de las aportaciones más difundidas y más debatidas de Ostrom. Concuerdo con la posición de Cox et al. que proponen que el papel más importante de estos “principios” es dar cuenta de las condiciones en que resulta posible construir y mantener relaciones de confianza y reciprocidad; relaciones que a su vez permiten a los miembros de los grupos asumir los dilemas sociales que conlleva el uso y gestión de los bienes comunes [Cox et al., 2010].

				

				
					12 Nos referimos al análisis de algunas de las relaciones del marco AID entre las instituciones y las comunidades, o entre ellas y las situaciones de acción.

				

				
					13 Ostrom no define la categoría de “comunidad”; la utiliza para designar grupos de usuarios y otros actores con interés en los recursos o que influyen en su gestión sin ser usuarios directos.

				

				
					14 Muchos bienes tradicionalmente considerados como públicos presentan problemas de “saturación” que incrementan la rivalidad de su uso y consecuentemente su vulnerabilidad; es el caso de los océanos, la Antártica o la atmósfera (particularmente su capacidad de regulación climática), o bienes públicos “sociales” como la paz y la seguridad. Es también el caso de los “servicios ambientales” (de provisión, regulación o soporte) que, aunque de baja rivalidad en sí, son generados por sistemas de RUC (distintos ecosistemas, los suelos) que enfrentan presiones crecientes. Los bienes públicos “puros” de baja exclusión y rivalidad (como es el caso de la luz solar) son pocos.

				

				
					15 En el planteamiento de Ostrom, las unidades de recurso tienden a referirse a usos consuntivos; contribuciones posteriores consideran unidades referentes a usos no consuntivos o a usos de vertedero.

				

				
					16 Pesquería, bosque, cuenca hidrológica, territorio comunitario, etcétera.

				

				
					17 Las unidades del recurso pueden referirse a cantidad, volumen, extensión, tiempo, etcétera.

				

				
					18 Las reglas operacionales son aquellas que rigen las actividades de apropiación y provisión mientras que las reglas de elección son aquellas que determinan quienes tienen derecho a definir o modificar las reglas operacionales. Las reglas constitucionales enmarcan a los dos tipos de reglas anteriores.

				

				
					19 Que remite al análisis de las reglas a la luz de los “principios de diseño institucional”.

				

			

		


		
			CAPÍTULO 6
 FORMALIZACIÓN DE UN SISTEMA SOCIO-ECOLÓGICO FORESTAL MEXICANO

			María Perevochtchikova*

			
			1. INTRODUCCIÓN

			La interacción entre los sistemas social y natural ha creado múltiples vínculos de interdependencia, que comúnmente se han reflejado en diversos impactos sobre el estado de los ecosistemas a nivel planetario. Entender estas interrelaciones de forma causal y sistémica ayuda a buscar soluciones funcionales desde el punto en el que se crean estas situaciones; lo que permite tomar acciones desde la especificidad de cada caso. En los últimos años, el concepto del sistema complejo se ha convertido en un nuevo paradigma científico que reorienta el pensamiento y da una nueva visión del mundo, dado que en todos los campos de conocimiento de alguna forma existen complejidades, totalidades y sistemas [García, 2006: 19-22]. En general, “lo complejo” se refiere a que un sistema está compuesto por elementos heterogéneos que están inmersos, rodeados e incluidos en otros sistemas. Esto requiere de un abordaje integrado, sobre todo para el estudio de las interrelaciones entre sus componentes (social y natural).

			En especial, la aplicación del concepto de sistemas complejos aporta al análisis de las crisis ecológicas, sociales y económicas actuales; y a las problemáticas de cambio climático, pobreza, injusticia, contaminación y degradación ambiental, entre otras; en cuando se trata de algo que es imposible entender desde la mirada disciplinaria. A pesar de que es difícil definir el significado de un sistema complejo (SC), este se podría entender como un sistema cambiante y adaptativo, que integra una dinámica de múltiples elementos heterogéneos inmersos en un proceso autorganizativo [Postigo et al., 2013]; que además tiene implicaciones epistemológicas, ontológicas y éticas profundas. Entre los componentes principales de un SC se encuentran [García, 2006]: límites (territoriales y temporales), estructura (jerarquía de sus componentes), escalas (de interacción) y procesos; lo que lleva a la determinación de la noción misma de la complejidad e integración con un necesario abordaje multi e interdisciplinario, basado en el aporte de estudios disciplinarios.

			De esta forma, todo el “recorte de la realidad” [García, 2006:21] seleccionado para el estudio de una problemática en particular debería considerarse desde la visión de sistemas complejos, incluida la interacción entre los sistemas social y natural (ecológico), lo que requiere de una visión sistémica para el análisis de su funcionamiento. En el mismo sentido, el término de sistema socio-ecológico (SSE) hace referencia a un concepto holístico, sistémico e integrador de lo humano en la naturaleza, aunque se use sin diferencia en su determinación de sistemas socioambientales, sistemas socionaturales, o socioecosistemas [Berkes y Folke, 1998].

			Por lo tanto, un SSE se entiende como un sistema complejo y dinámico en el que distintos componentes culturales, políticos, sociales, económicos, ecológicos, tecnológicos, etcétera, están interactuando [Resilience Alliance, 2010]. “Esto implica que el enfoque integrador de la gestión de los ecosistemas y recursos naturales, no debería centrarse en los componentes del sistema, sino en sus relaciones, interacciones y retroalimentaciones” [Farhad, 2012: 265]. Sin embargo, en muchos trabajos aún se puede encontrar la visualización de esquemas de SSE compuestos por dos subsistemas (social y natural) interconectados mediante los flujos de servicios ecosistémicos (SE) [Martín-López et al., 2011; Tallis et al., 2012; Laterra et al., 2015].

			En los últimos años, se ha despertado un gran interés por el desarrollo académico e institucional del tema de sistemas socio-ecológicos, el cual se relaciona con la gran cantidad de publicaciones antecedentes sobre las formas de interacción entre la sociedad y la naturaleza, así como los marcos analíticos relacionados, por ejemplo, servicios ecosistémicos [Perevochtchikova, 2016]. Así, en una revisión bibliográfica realizada por los autores en 2016 con apoyo en la búsqueda de publicaciones en revistas indizadas de carácter internacional, se pudieron encontrar más de veinte trabajos recientes en el tema de SSE, lo que coincide con lo mencionado por Thiel et al. [2015]. Entre estos trabajos resaltan los de la revista Ecology and Society. Ahí se publicaron, de 2013 a 2015, varios estudios dedicados a la exploración del concepto de SSE dentro de un número especial. 

			Por otro lado, las publicaciones en las revistas Current opinion in Environmental Sustainability, Environmental Science and Policy, PNAS (Proceedings of the National Academy of Sciencies of the United States of America) y Ecological Economics entre 2014 y 2015, han aportado significativamente a la selección de marcos analíticos y el desarrollo de aspectos metodológicos para el estudio de SSE. Como se puede notar, prácticamente todos los estudios hacen referencia a la publicación de un artículo de Elinor Ostrom [2009] sobre el marco generalizado de SSE que fue presentado en Nature; en él ha integrado los resultados de su trabajo de varias décadas, basado en los principios de Análisis de Desarrollo Institucional (AID, por sus siglas en inglés). Desde entonces se han publicado pocos estudios de su formalización, con ausencia casi absoluta de textos sobre la operacionalización del marco.

			Por lo tanto, en este capítulo revisaremos los avances de la formalización del marco analítico de SSE que se refiere a la formulación de esquemas lógicos y determinación de variables de análisis y de la operacionalización, entendida como el análisis de variables predeterminadas y de las interrelaciones entre éstas. Para ello, presentaremos un ejercicio de formalización para un caso específico de un SSE forestal mexicano.

			2. MARCO ANALÍTICO DE SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS

			Como lo determina el manual de Laterra et al. [2015: 8], los sistemas socio-ecológicos (SSE), o socio-ecosistemas, se pueden definir como: 

			…una abstracción conceptual sobre la estructura y funcionamiento de porciones del territorio que integra componentes sociales y ecológicos, de forma que el funcionamiento del conjunto no puede ser comprendido sin considerar su interacción… [por lo que…] poseen una dimensión operativa espacial, delimitada por criterios administrativos o biofísicos. Cada SSE tiene un subsistema ecológico representado por uno o más tipos de ecosistemas, y un subsistema social compuesto por beneficiarios de los Servicios Ecosistémicos y otros actores sociales (formales y no formales), que regulan las relaciones entre ambos subsistemas. 

			De esta definición resulta que las nociones básicas de SSE constituyen las funciones ecosistémicas, los SE, el flujo y la captura de SE, además de los usuarios y proveedores de SE [Laterra et al., 2015:7-8]. Las funciones ecosistémicas, por su parte, comprenden los servicios ecosistémicos intermedios, que son atributos y procesos físicos, químicos y biológicos que contribuyen al automantenimiento de los ecosistemas y que dan soporte al flujo de SE [Fisher et al., 2009]. En la definición de Evaluación del Milenio, los SE son considerados como beneficios que la humanidad obtiene de los ecosistemas y que incluye servicios culturales, de abastecimiento y regulación que influyen directamente en el bienestar humano, y servicios de soporte necesarios para mantener a los demás servicios [MEA, 2005]. 

			El flujo de SE (conocido también como provisión u oferta de servicios ecosistémicos) es la cantidad de los SE generada por unidad territorial en un tiempo determinado (supply en inglés); la captura es el flujo de SE efectivamente utilizado para el beneficio de individuos, grupos sociales o la sociedad en su conjunto [Laterra et al., 2015]. Esta diferenciación lleva a determinar quiénes son los usuarios de SE de manera directa o indirecta (porque sin beneficiarios no hay servicios, sino sólo funciones ecosistémicas) y quienes son los proveedores de SE, que son personas que contribuyen a la preservación de SE y aseguran su flujo a mediano y largo plazos [Perevochtchikova, 2016].

			Es de destacar la importancia de la publicación de Binder et al. [2013] sobre el análisis comparativo de diversos marcos analíticos que se usan para el estudio y la gestión de SSE. Dicho trabajo se refiere a un marco como el vocabulario necesario para la formulación de los conceptos y términos que se utilizarán para explicar los supuestos de una teoría, basada en relaciones causales entre variables predeterminadas, que finalmente pueden ser presentados mediante una modelación cuantitativa o descripción cualitativa de relaciones funcionales entre variables independientes y dependientes.

			En particular, los autores resaltan diez marcos analíticos seleccionados a partir de una revisión y reducción previamente realizada según las restricciones metodológicas que existen para cada uno de los marcos [Binder et al., 2013]:

			• 	Fuerza-Presión-Estado-Impacto-Respuesta o FPEIR [Eurostat, 1999; Carr et al., 2007].

			•	Servicios ecosistémicos o SE [Daily, 1997; de Groot et al., 2002].

			•	Análisis de sistemas de la Tierra [Schellnhuber, 1999; Schellnhuber et al., 2005].

			•	Sistema humano-ambiental [Scholz y Binder, 2003, 2004].

			•	Análisis de flujo de materia y energía [Brunner y Rechberger, 2005].

			•	Marco de manejo y transición [Pahl-Wostl et al., 2010; Pahl-Wostl y Kranz, 2010].

			•	Socio-ecosistemas (aquí sistemas socioecológicos) o SSE [Ostrom, 2007, 2009].

			•	Modos de vida sustentable [Ashley y Carney, 1999].

			•	Marco de vulnerabildiad [Turner et al., 2003; Folke, 2006].

			•	Pasos naturales o PN [Burns y Katz, 1997; Burns, 1999].

			En particular, Binder et al. [2013] presentan el análisis de estos marcos por: 1) el sistema social, 2) el sistema natural, y 3) las interacciones entre ambos sistemas. Además, son consideradas las escalas, las interacciones y las dinámicas, y se indaga sobre el enfoque antropocéntrico y ecocéntrico utilizado para cada marco y su utilidad para las cuestiones de estudios académicos y tareas de la gestión pública. De esta forma, se llega a la conclusión de que los únicos marcos que potencialmente tienen mayor impacto en las decisiones de política pública son los de SSE, FPEIR y PN que están enmarcados en una visión antropocéntrica basada en la interdependencia de la sociedad de los recursos naturales.

			En particular, el marco analítico de sistemas socio-ecológicos se distingue de otros dos del mismo grupo por el nivel social de interacción de macro a micro, la escala espacial del sistema natural que considera lo local y regional, y por la posibilidad de ser aplicado a los casos de estudio específicos (véase cuadro 1). Se trata de un marco integrativo —producto de la revisión bibliográfica de diferentes corrientes y teorías para entender el funcionamiento de ecosistemas y sociedad—, un marco general —adaptable para otras teorías y diferentes SSE—, un marco dinámico —que puede cambiarse y adecuarse a distintas situaciones—, y un marco general que se puede usar para estudiar un SSE y para comparar dos o más SSE [Binder et al., 2013].
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			Entre las actuales tendencias internacionales en el desarrollo de los marcos analíticos propicios para el estudio y la gestión de SSE, se ubica la propuesta de la Panel Intergubernamental de Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos (IPBES, por sus siglas en inglés). En el mismo tenor, se resaltan las publicaciones de Bennett et al. [2015], en la que se plantean las principales líneas de investigación a futuro en el tema de sustentabilidad de SSE (considerando coproducción de SE, beneficiarios de SE, gobernanza y política pública para SE, impacto de interacciones a escalas espaciales y temporales), y de Díaz et al. [2015], que presentan un esquema lógico integrado de las interacciones entre la sociedad y la naturaleza, que incorpora y se basa en las ideas plasmadas en el trabajo original de Ostrom [2009], además de otras publicaciones más recientes sobre el marco de SSE.

			3. FORMALIZACIÓN DEL MARCO GENERAL DE SSE

			El marco analítico que propuso Elinor Ostrom en 2009,1basado en los principios del Análisis de Desarrollo Institucional (AID, por sus siglas en inglés), retoma y, por primera vez, integra diferentes grupos de variables naturales (unidad y sistema de recursos) y sociales (sistema de gobernanza y usuarios) en un espacio común, a partir de la creación en su interior de las situaciones de interacción (antes, situaciones de acción) que llevan a determinadas salidas o resultados del funcionamiento de un sistema socio-ecológico hipotético. Además, los SSE tienen conexiones con otros sistemas en su exterior, y poseen determinadas condiciones de contexto, como características políticas, sociales y económicas que son presentadas a diferentes escalas territoriales y temporales. Cada subsistema se desglosa en una propuesta de 3 a 9 variables que lo integran, llamadas de segundo nivel y que se pueden cuantificar o describir de manera cualitativa.

			La publicación de McGinnis y Ostrom [2014], en este sentido, muestra un ejercicio que intenta ajustar el marco generalizado de SSE plasmado por Ostrom [2009] a la necesidad práctica de un estudio, para lo que propone pequeños cambios a la estructura de variables principales (véase cuadro 2). Por ejemplo, la unidad de recursos pasa a formar parte de sistema de recursos, la situación de acción se une al grupo de interacción y salidas, y algunos usuarios son considerados como actores. De esta forma, queda la lista de variables del primer y segundo nivel, como: S - Condiciones de SSE (con numeración de S1-7), RS - sistema de recursos (RS1-9), RU - unidad de recursos (RU1-7), GS - sistema de gobernanza (GS1-8), A - actores (A1-9), I - interacciones (I1-10), O - resultados (O1-3), ECO - ecosistemas vinculantes (ECO1-3). Incluso, se propone al final una primera versión resumida, pero valiosa por su primer intento, de las variables del tercer nivel, aunque sólo para dos componentes del grupo de gobernanza: GS5 de organización basada en reglas y GS6 de reglas en uso.

			Es interesante comentar que sobre la formalización del marco analítico de SSE, que comprende la necesidad de la selección de las variables del segundo nivel que sean explicativas para cada caso de estudio en particular y el desglose de éstas a un tercer nivel, se encuentran aún pocos trabajos de investigación publicados. Particularmente, se resalta la publicación sobre la adecuación del marco general de SSE para sitios específicos de un sistema forestal, otro de pesca [Hinkel et al., 2014], y de un esquema de aplicación del marco SSE en diferentes casos de estudio [Hinkel et al., 2015]. Ambos trabajos hablan sobre el proceso de la formalización del marco SSE para investigaciones a escala local, que empieza desde la determinación conceptual y lo lleva hacia la definición de las variables. Esto lo hacen ambos trabajos con base en la adecuación y selección de variables de segundo y tercer nivel y con el establecimiento de líneas de interacción entre éstas, en forma de flechas direcionales de acción.

			Schlüter et al. [2014] han propuesto un aporte práctico en términos de la presentación de relaciones cuantitativas que es aplicado también en el caso de la formalización de un SSE relacionado con la pesca. El recurso utiliza un formato de ecuaciones, lenguaje matemático, y se puede modelar (y posiblemente programar a futuro). En este trabajo se puede encontrar el esquema lógico de interación entre los grupos de variables del marco general de SSE que consideran un número predeterminado de las variables y lo visualizan a partir de interconecciones representadas por flechas trazadas en la dirección de relación. En el mismo sentido está la publcación de Bennett y Gosnell [2015] que preselecciona algunas variables del segundo nivel desde el marco original de Ostrom [2009] y las ajusta a sus necesidades. Esto significa que se puede adecuar el marco general de SSE a prácticamente cualquier caso de estudio, con mejores resultados a escala local o regional según difiera la información requerida y la obtenida.

			De esta manera, se pueden definir las siguientes etapas para la adecuación de un SSE:

			1.	En la primera etapa se revisan las variables del marco general de SSE [Ostrom, 2009; Martín-López et al., 2011; McGinnis y Ostrom, 2014; Binder et al., 2013].

			2.	Se procede con la formalización de SSE a partir de la selección de las variables necesarias a considerar para cada caso de estudio y sus preguntas específicas [Schlüter et al., 2014; Hinkel et al., 2014; Bennett y Gosnell, 2015].

			3.	Se avanza con la operacionalización de SSE mediante el llenado de la base de datos para contar con toda la información disponible acerca de las variables de SSE y el análisis de sus interrelaciones [Leslie et al., 2015].

			Con relación a esto, en la literatura internacional se observa que prácticamente todas las publicaciones sobre SSE son de carácter teórico, con apenas algunos desarrollos en la formalización, pero con realmente poco avance en la operacionalización. Por lo tanto, en este capítulo procederemosa presentar un ejercicio de la formalización de un SSE forestal, y dejamos como reto a futuro su operacionalización y posterior análisis de variables y sus interacciones.
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			En particular, partimos de la propuesta de McGinnis y Ostrom [2014] con sus grupos de las variables de carácter social y natural, definidos hasta el nivel dos. En la siguiente fase fue preseleccionada la lista más reducida de las variables a considerar para un caso específico de un SSE forestal, a partir de un esfuerzo inter y transdisciplinario dentro de las actividades del Proyecto de Problemas Nacionales del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (PN-Conacyt 246947). Gracias al trabajo en equipo de un grupo de profesionales, se llevaron a cabo varias reuniones de trabajo, un taller de selección de variables del segundo y tercer nivel, y dos sesiones del grupo núcleo de decisión para poder plasmar el esquema de interacción entre las variables, como se muestra a continuación.

			4. RESULTADOS DE FORMALIZACIÓN DE UN SSE FORESTAL

			Es importante mencionar que en el taller de la selección de las variables del segundo y tercer nivel, desde el marco general de SSE para un caso específico de un sistema forestal (realizado el 22 de febrero 2016); éstas fueron preseleccionadas con base en el ejercicio colectivo de la rotación por equipos interdisciplinarios de trabajo y posterior votación para la determinación de su peso en la composición final de la lista (véase el cuadro 3). Este proceso consideró la especificidad del proyecto referida a un SSE forestal mexicano, aunque todos los aspectos fueron generalizados para que fuera posible aplicarlo metodológicamente para cualquier otro caso.
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			Posteriormente se construyeron líneas direccionales de la relación entre las variables predeterminadas y se visualizaron esquemas de interacción por parte de cuatro equipos de trabajo (desde la lógica de los cuatro subsistemas internos del SSE). Estas propuestas fueron analizadas por un equipo integrador y presentados en un seminario, donde se discutió la pertinencia de cada variable, y fueron incluidas varias más, sobre todo del contexto. Esto se extrapoló prácticamente a todos los grupos de variables. Lo anterior permitió, finalmente, llegar a plantear un esquema de la formalización del marco general para el caso de un SSE forestal con base en la integración de las variables preseleccionadas (véase el cuadro 4).
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			Semejante a lo determinado por Bennett y Gosnell [2015], con este ejercicio de la formalización del marco general de SSE se obtuvo un resultado importante en términos de la presentación de una lista de variables aplicable a un caso específico. Pero a diferencia de la otra propuesta, la presente incluye también los grupos de variables de contexto y ecosistemas vinculados, y visualiza un esquema de interrelaciones entre las variables preseleccionadas. Sin embargo, se reconoce que enfrenta los siguientes retos: 

			• 	la necesidad de desarrollar la formulación de las variables de tercer y cuarto nivel e identificar posibles fuentes de información para su construcción (datos oficiales, publicaciones académicas y exploraciones de campo);

			• 	la conversión de las variables para las cuales falta conseguir la información, en forma de preguntas concretas para poder elaborar entrevistas y cuestionarios correspondientes y poder obtener los datos a partir de la implementación de trabajo de campo;

			• 	la solicitud de la información oficial existente para los datos faltantes mediante el acercamiento a los órganos gubernamentales u otras instancias (incluyendo el uso del portal de transparencia gubernamental);

			• 	la operacionalización de SSE a partir del llenado de la base de datos e interpretación cualitativa o cuantitativa de las variables y de interrelaciones entre éstas, con posible aplicación de modelación integrada y análisis econométrico.

			Cabe señalar que el ejercicio de la formalización expuesto en el capítulo (con el resultado de un esquema y la lista de variables del segundo y en parte del tercer nivel) constituye un primer recurso a partir del cual es posible desarrollar la etapa de operacionalización, y posteriormente llevar a cabo estudios específicos. En particular, dentro del proyecto de investigación todas estas fases ya se encuentran avanzadas por el equipo de trabajo interdisciplinario e interinstitucional. Incluso ha concluido la formulación y el llenado de la base de datos de las variables del cuarto nivel del marco SSE, lo que ha servido para el análisis de las variables y ha dado las pautas para empezar a plasmar las preguntas sobre las interrelaciones entre las variables de un SSE forestal mexicano.
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			1. INTRODUCCIÓN

			El tema que se aborda en este capítulo tiene que ver con la complejidad jurídica, sociocultural y política en los municipios de Oaxaca. Estos son, sin duda alguna, aspectos fundamentales para entender las particularidades del sistema socio-ecológico de esta entidad. Pero también para reconocer los logros y alcances que se han tenido en materia de derechos de los pueblos indígenas y de sus rezagos ancestrales en materia de otros derechos sociales.

			En este capítulo se parte del criterio de que no es posible comprender el sistema socio-ecológico de Oaxaca sin conocer cómo se construyó históricamente su sociedad regional, predominantemente indígena; esto también permitirá entender las particularidades del entorno natural de su rica diversidad de flora y fauna. Por eso iniciamos con el proceso de configuración de las diversas formas de dominación política que han existido en la región y que han tenido que respetar la autonomía de los pueblos indígenas así como el control que tienen en la mayor parte del territorio oaxaqueño, ya sea como tierras ejidales o tierras comunales, desde la llegada de los españoles hasta los tiempos actuales. Para decirlo de otra manera, las élites regionalesno pudieron romper esa unidad fundamental que representa el territorio y las sociedades indígenas con sus autonomías. Precisamente ese contexto histórico ayuda a comprender la riqueza actual de su sistema socio-ecológico, pero también los peligros de su deterioro a causa de las condiciones de pobreza y marginación. A ello se dirige este texto.

			2. REGRESEMOS UN POCO EN LA HISTORIA REGIONAL

			Como en todas las demás regiones de lo que era Mesoamérica, luego del impacto de la conquista (la guerra, las epidemias, las formas despiadadas de explotación inicial, e incluso los suicidios colectivos, etcétera) que generó un fuerte descenso en el número de habitantes, la población indígena de Oaxaca se recuperó poco a poco. 

			Una de las principales acciones de la conquista y colonización fue la de concentrar a la población indígena para ejercer mejor las formas de dominio y para cumplir la tarea evangelizadora de incorporarlos a la doctrina cristiana. Los sitios en los que se establecerían pueblos y reducciones deberían disponer de agua, tierras y montes, entradas y salidas, tierras de labranza y un ejido de una legua de largo para que tuvieran su ganado apartado del de los españoles [Recopilación de Leyes de Indias, 1973: Título Tercero del Libro VI y Solano, 1991]. 

			En 1549, la corona emitió una primera disposición relacionada con la formación de pueblos de indios y la elección de sus autoridades, que fue dirigida a la Audiencia de la Nueva España. Esa primera norma real y otras posteriores fueron acatadas para reconocer algunos de los usos y costumbres de los pueblos indígenas, que se combinarían con la institución española del ayuntamiento. En 1618 se ordenó también que en cada pueblo o reducción hubiera un alcalde indio del mismo lugar. Si el pueblo en cuestión pasaba de ochenta casas debía haber dos alcaldes y dos regidores, también indios. Si había menos de ochenta indios, pero no menos de cuarenta, un alcalde y un regidor. Todos estos funcionarios indígenas eran electos cada año nuevo, tal y como se practicaba en los pueblos de españoles e indios en presencia de los curas [Recopilación de Leyes de Indias, 1973: Título Tercero del Libro VI y Solano, 1991]. 

			A estos pueblos con autoridades propias se les llamaba repúblicas de indios y muchos de ellos incluían dentro de su jurisdicción territorial asentamientos de población menores conocidos como pueblos sujetos. Todos formaban parte de una misma territorialidad o posesión agraria, cuyos títulos todavía se conservan. En los poblados en que habitaban los españoles y las diversas castas había lo que se denominó repúblicas de españoles.

			En los ordenamientos coloniales de las Leyes de Indias, estaba la base para lo que sería el desarrollo posterior de Oaxaca y de las particularidades de su territorio y sociedad. Al dejar de ser presa de la explotación y saqueo por parte de la administración colonial, la población se reconstituyó poco a poco y se convirtió en la base de la organización social y política, mientras que sus posesiones agrarias se constituyeron en la principal matriz para definir el territorio y sus formas de dominación regional hasta la actualidad (véase la gráfica 3 en la parte final de este capítulo).

			Dado que era más fácil explotar por medios indirectos a la abundante población y a las comunidades indígenas existentes en la zona que exterminarlos físicamente, con el paso de las décadas los pueblos de indios en Oaxaca lograron alcanzar ciertas dosis de autonomía política (pueblos cabecera). Además, al someterse al soberano español, pudieron ser dotados de mercedes reales de tierra que les garantizaron su reproducción. En el año que inició la independencia representaban 89% de la población en la entidad [Miranda, 1968]. Un siglo más tarde, constituían 87% [Valdéz, 1995], y de acuerdo al criterio de autoadscripción utilizado en el conteo intercensal de 2015, en ese año representaban casi 66%de la población oaxaqueña [Inegi, 2015].

			Se convirtieron en los principales propietarios de la tierra desde el periodo colonial; convivieron con ranchos y haciendas de españoles que nunca lograron minar la superioridad de aquellas posesiones. La principal muestra de ello es la predominancia actual de la tenencia de tierras comunales sobre otro tipo de tenencia en Oaxaca, como la tierra ejidal y privada. Lo anterior se muestra en la gráfica 3.

			3. NACE EL ESTADO DE OAXACA

			Desde su surgimiento como entidad federativa, Oaxaca ha conservado casi la misma dimensión geográfica que heredara de la Intendencia del mismo nombre en las postrimerías de la época colonial. Sus límites se establecieron a partir de los veinte partidos que integraban la Provincia de Oaxaca [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 6-7], y le dieron su peculiar figura de pez a punto de engullirse al estado vecino de Guerrero (como lo muestra el mapa 1 al final de este texto). La definición de los partidos se realizaba a partir de cierto número de pueblos sobre los que recaía la jurisdicción mencionada. Esto ha llegado hasta la actualidad en todo el país, ya que de acuerdo al artículo 115 constitucional, los estados tienen como base de su división territorial la de los municipios que lo integran [CNDH, 2015]. Los referentes de los actuales municipios de Oaxaca son precisamente aquellos pueblos indios con posesiones agrarias y autoridades nombradas por ellos mismos.

			Si a finales del siglo XVI se contabilizaban 109 repúblicas de indios en la región que hoy ocupa el estado sureño, para 1810 habían llegado a ser 928 [Carmagnani, 1988; Reina, 1990: 181-268]. En 1826, a cinco años de la Independencia de México, Oaxaca estaba integrada por 805 pueblos, de los cuales 150 tenían reconocimiento de ayuntamientos constitucionales y 655 eran repúblicas —herederas de las repúblicas de indios [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 258-297]. 

			La vida de los pueblos indígenas de Oaxaca se vio amenazada al principio de la Independencia por la fracción más modernizante: los federalistas. Presos de un fervor inspirado en Francia y los Estados Unidos, pero ­también en la Constitución de Cádiz de 1812, algunas de las primeras medidas de los gobiernos federales se encaminaban a igualar ante la ley a todos los ciudadanos y a combatir a algunas instituciones coloniales. Esto afectaría las corporaciones comunitarias, las cuales habían dispuesto de muchos recursos legales de protección y apelación para mantener sus posesiones y formas de vida como lo eran las repúblicas de indios.

			4. MUNICIPIOS Y CONSTITUCIÓN

			Los nuevos gobiernos oaxaqueños crearon, para la administración de los pueblos, una entidad de poder local constitucional: el municipio, instancia de organización política otorgada a determinados asentamientos por reunir requisitos de población y riqueza. Heredaron la tradición de los constituyentes de Cádiz que en España buscaban reducir el elevado número de autoridades locales, formadas por razón consuetudinaria, y fortalecer las nuevas entidades creadas por la ley [Castro, 1979]. 

			El deseo de la política federalista era el de abolir la diferencia de compartimientos entre españoles e indios. Esta política buscaba mostrar que cada uno tenía su cuerpo de representación, para otorgar un principio de igualdad a ambos grupos y a las castas. Con las reformas federalistas se esperaba que los pueblos perdieran sus formas tradicionales de gobierno local y se integraran a otras comunidades mayores. 

			Sin embargo, en el caso de la entidad oaxaqueña, las aspiraciones federales no prosperaron mucho. Por ejemplo, recién lograda la independencia y en tanto se promulgaba la primera constitución política, en la Ley Orgánica del Estado de Oaxaca de 1824 se reconocieron las particularidades de la organización que heredaba el nuevo estado del periodo colonial. Para la administración de una población tan dispersa, el ordenamiento estableció las gubernaturas departamentales para el control regional; responsabilizó a los ayuntamientos y repúblicas de la recaudación del impuesto de capitación; previó que 3% de lo recolectado quedara en las municipalidades y mandó que las autoridades existentes se mantuvieran en sus funciones mientras se procedía con un nuevo estatuto [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 18-32].

			De la misma forma, la primera Constitución estatal, promulgada el 10 de enero de 1825, combinó el deseo federalista de disponer de una instancia de poder local que sustentara al Estado nacional en gestación con el respeto a las formas de organización comunitaria, las cuales se esperaba que desaparecieran poco a poco. Así, los pueblos cuya población era de 3 000 habitantes podrían nombrar ayuntamientos compuestos de alcaldes, regidores y síndicos [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902,1: 48-98].

			Junto a esta categoría selecta de municipalidades, se reconocía otra forma de autoridad local, la de los pueblos indígenas. En los asentamientos que no cumplían los requisitos para el establecimiento de ayuntamientos, hubo municipalidades que se llamaban repúblicas, las cuales tenían como mínimo un alcalde y un regidor para la conducción de sus asuntos. Desapareció definitivamente el nombre de gobernador de república y, en su lugar, el funcionario local que encabezaba a los pueblos era el alcalde [Bailón, 2002: 124].

			La creación de municipalidades constitucionales fue una estructura de gobierno conseguida por los viejos asientos de la dominación colonial en los que ya existía una diferenciación social y étnica marcada. Oaxaca, Huajuapan y Tehuantepec, que habían tenido categoría de república de españoles, fueron las primeras ciudades regionales de la época independiente. A ellas se agregaron otras que, integradas inicialmente por poblados indígenas, ya disponían de población mestiza y que se convirtieron en municipios constitucionales [Pastor, 1987: 421]. Algunas repúblicas de indios solicitaron su conversión a municipios constitucionales, por ejemplo Teotitlán del Camino, a la cual la legislatura mandó erigirse como municipio en 1825; Teposcolula lo hizo en 1829 y Tuxtepec en 1847 [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 130-131, 348 y 448]. 

			5. MUCHAS AUTONOMÍAS

			Sin embargo, aunque el poder gubernamental trató de minar en un principio la autonomía local al reducir el número de pueblos, la resistencia misma de las comunidades a perder sus espacios de poder, la inestabilidad de un sistema político regional copado de pueblos y población indígena (a los que necesitaba política y fiscalmente), así como también como reserva de brazos para la guardia nacional, llevaron pronto a una reversión del proceso. 

			Al reglamentar la parte constitucional relativa al establecimiento de gobiernos locales, los diputados oaxaqueños tuvieron que mitigar un poco sus exigencias reduccionistas. Reconocieron en el ayuntamiento constitucional el modelo a seguir, pero también aceptaron que se mantuviera la forma de repúblicas indígenas en las poblaciones con menos de tres mil habitantes. Incluso les otorgaron el derecho de integrar esta forma de gobierno en los pueblos con comarcas hasta de quinientos pobladores. 

			En los primeros años independientes se estableció que los pueblos cuya comarca tuviera más de 3 000 habitantes pero menos de 5 000, tendrían ayuntamientos integrados por dos alcaldes, cinco regidores y un síndico procurador. Los que pasaban de cinco mil pero tenían menos de los 7 000 o de 10 000, tendrían un regidor más o dos según el caso. Para la ciudad de Oaxaca se dispuso un ayuntamiento de tres alcaldes, nueve regidores y un síndico —dos años más tarde la ley le otorgó otros tres regidores—. Los pueblos menores de estas cifras poblacionales, si poseían la ilustración e industria suficientes, podían tener ayuntamiento [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 106]. 

			Por el otro lado, para los pueblos que no tuvieran los requisitos anteriores pero cuya comarca fuera menor de 3 000 habitantes, se reiteraba lo asentado en la Constitución: serían repúblicas. Éstas eran integradas por un alcalde y dos regidores en pueblos que no llegaban a los 500 habitantes; tenían un regidor más si eran mayores de 500 y no llegaban a 1 000 habitantes; eran de dos alcaldes y cuatro regidores si tenían entre 1 000 y 2 000 mil habitantes; y dos alcaldes y cinco regidores para los menores de 3 000 almas. Este reconocimiento a las dimensiones de las unidades políticas preexistentes en los pueblos es un reflejo de la dificultad misma del gobierno, pese a quererlo, para eliminar la autonomía de las comunidades indígenas [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 106-110]. 

			En las Instrucciones para el Gobierno Económico de los Pueblos, disposición encaminada al control político regional, en su parte fundamental se ocupaba de las repúblicas y en segundo término aparecen los ayuntamientos, lo que da idea de la importancia que las primeras tenían en la vida política local en Oaxaca [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 209-222]. La ley establecía, para ambos tipos de municipalidades, que los ciudadanos deberían reunirse el primero de diciembre de cada año a fin de elegir entre los vecinos un grupo de electores municipales, tres veces mayor al número de cargos a que tenía derecho la administración del pueblo. A la semana siguiente, los electores nombrarían a pluralidad absoluta de votos a los miembros del ayuntamiento o república que fungirían por el plazo de un año a partir del primer día de enero. Al año siguiente, los cargos de concejales se renovarían por mitad [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 106-110]. 

			Desde fines del siglo XVIII inició un proceso de democratización interna en la organización política de los pueblos por el debilitamiento de los cacicazgos indios. Esto permitió el acceso a la representación política a la “gente del común”, comuneros o campesinos que no formaban parte de los herederos de las élites indígenas prehispánicas. Con la nueva reglamentación surgida en la Independencia, los pueblos indios siguieron con sus procedimientos tradicionales de designación de la autoridad en la que las formas civiles de gobierno se mezclaban con las asociadas a sus cultos religiosos.

			Además, los pueblos no sólo tendían a mantener sus formas de gobierno local [Spores y Hassig, 1984: 145-171], sino que incluso algunas comunidades menores luchaban hasta convertirse en nuevas repúblicas municipales. 

			Con respecto a los municipios constitucionales, muy pronto el interés de crearlos decayó ante la realidad regional. En 1823 se hablaba de unos 150 municipios de este tipo en Oaxaca, mientras que en 1831 el gobernador del estado informaba que quedaban sólo 17 ya que los demás pueblos seguían con su organización de repúblicas [Pastor, 1987: 427]. 

			Al igual que los ayuntamientos constitucionales, las repúblicas tenían obligaciones que cumplir con los gobiernos estatal y nacional: velar por la seguridad pública y el embellecimiento de los asentamientos, establecer escuelas, proporcionar mantenimiento a los caminos y terrenos en común, recaudar, administrar e invertir los productos de los propios y arbitrios y los fondos comunitarios, así como encargarse de la repartición y recaudación de las contribuciones personales que sustituyeron al tributo [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 44-88]. 

			6. POLÍTICA CONTRA LOS PUEBLOS INDIOS Y SUS BIENES AGRARIOS

			No se habían decretado todavía las primeras constituciones federal y estatal cuando el liberalismo europeo sentaba sus reales en Oaxaca. Tan temprano como en 1824, el Congreso provincial de lo que sería el estado declaró, convencido de la justeza, equidad y liberalidad que debían tener sus acciones, no juzgar en los ciudadanos más distinción que la del mérito y la virtud. Uniformó por igual a indios y españoles ante la ley, por lo que decidió abolir las leyes y disposiciones de indias. A su entender, tal legislación protectora de los indios había llevado a que se repartieran grandes cantidades de tierra a unos, mismas que se mantenían ociosas, mientras otros carecían de tierra suficiente, aunque estaban dispuestos a desarrollar la agricultura. Por tal motivo, el Congreso instruyó que no se otorgaran más terrenos como fundo legal y se dio a la tarea de elaborar una ley para el repartimiento de tierras. El ordenamiento mandaba que los repartimientos ya existentes sin problemas de colindancias quedaran tal como estaban; los que tuvieran dificultades debían tratarse al tenor de la mencionada enmienda [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 1: 16-18].

			Aunque las formas de propiedad comunitaria no corrieron con la misma fortuna que las de representación política. La autonomía para darse sus propias autoridades hizo menos intenso el proceso de pérdida de tierras y bienes de los pueblos. Con su resguardo, las comunidades pudieron dar la batalla por su reconstitución frente a los propietarios privados, los funcionarios gubernamentales y la legislación liberal.

			Durante el gobierno federalista de José Ignacio Morales (1824-1828), se emitieron nuevos mandamientos del Congreso relativos a las tierras en manos de las comunidades. En uno de ellos se prevenía el nombramiento de una comisión que fijaría las propiedades territoriales y presentaría un proyecto de ley agraria para el estado. Otro decreto dispuso que en las “vistas de ojo”, procedimiento de desahogo para ventilar los asuntos judiciales de tierras entre pueblos, sólo acudieran alcaldes, regidores y quienes a juicio de la autoridad tenían intereses privados en juego para evitar las asonadas y tumultos. Una instrucción declaraba que todos los problemas y diferencias con los fundos legales otorgados antes del decreto de 1824, debían resolverse con apego a las leyes que los concedieron —es decir, las leyes de indias—, con lo que se contenía un poco el espíritu desamortizador inicial [Sánchez, 1987: 14].

			a) Conflictos por la tierra entre comunidades indígenas. A pesar de las presiones de los grupos criollos de hacendados y rancheros, el balance de la respuesta que los pueblos hicieron al ver afectadas sus propiedades o la infinidad de conflictos que se venían por los viejos y nuevos litigios agrarios, pudieron ser factores que influyeron en la moderación de la política del gobierno local al respecto. Entre 1770 y 1820 se registraron 120 conflictos relacionados con problemas de límites o deslindes comunitarios; en 1858 el gobierno reconoció la existencia de 55 conflictos agrarios; en 1904, la existencia de 148; en 1904, se contabilizaban 148 y en 1905, 131 conflictos agrarios [Bailón, 2016: 64].

			b) Nuevas disposiciones contra los pueblos. Otras disposiciones contra las tierras indias se siguieron emitiendo hasta los años de la Guerra de Reforma. Sin embargo, al igual que en el periodo colonial, durante la vigencia de la Ley de Desamortización de Fincas Rústicas y Urbanas, del 25 de junio de 1856, y durante la embestida porfirista, los pueblos aprendieron a disfrazar bien una falsa adjudicación y aparentaron aceptar la ley, al tiempo que sostuvieron sus formas tradicionales de organización y propiedad. Esto pudo ser más factible en las zonas menos diferenciadas socialmente y un poco menos en las más articuladas con la actividad de mercado. Durante las cinco décadas que terminaron el siglo XIX, se repitieron circulares de los gobernadores que apremiaban a los funcionarios regionales a ejecutar tanto la Ley Lerdo, como la de colonización y la de deslinde de terrenos, lo que refleja la resistencia de las comunidades a ceder sus territorios en la mayor parte del estado.

			7. LA MEJOR GOBERNANZA: COHABITAR EN DOS FORMAS DE ORGANIZACIÓN REGIONAL

			Pero también algunos gobiernos liberales del periodo, ante la importancia política, fiscal y de reserva para la guerra que representaba el campesinado indígena, actuaron con lenidad frente a los mandatos llegados de la Ciudad de México. A diferencia de lo ocurrido con la desamortización de bienes eclesiásticos, no estiraron tanto la cuerda en el caso de las tierras comunales. 

			Así, los gobiernos liberales que siguieron perfeccionaron esta articulación de dos sistemas políticos en uno solo. Juárez, al ser gobernador encargado por la Revolución de Ayutla —poco antes de alcanzar la presidencia de la República—, fue maestro en ello al instaurar el voto directo en la elección de gobernador de mediados de 1857. Esto se realizó antes de que en la nueva constitución local, promulgada en septiembre de ese año, se incorporara precisamente la elección directa de gobernador y ayuntamientos.

			En eso que llamo el primer barrunto del nuevo sistema político mexicano, creado por Juárez (y que el PRI perfeccionaría en el siglo XX), se inscribieron 183 candidatos. Juárez resultó ampliamente triunfador con 100 336 votos en un estado con una población cercana a los 550 000 habitantes. Los diez siguientes candidatos en orden de votación eran también del partido liberal [Iturribarría, 1982: 85-117]. 

			El gran gobernante indígena oaxaqueño se cuidó de asegurar, asimismo, que el Congreso constituyente local estampara en su nueva Constitución particular, semejante a la liberal de febrero de 1957, la facultad de los ayuntamientos para administrar los bienes comunales. También aseguró que se instalara una legislación secundaria que reconociera dos tipos de municipalida­des, base del sistema amalgamado que describimos aquí. Los gobiernos liberales contribuyeron a consolidar la democratización de la elección de las autoridades locales, y aprendieron de ellas mismas.

			En la sección segunda de la nueva constitución local, referida a la administración interior y decretada muy a propósito el 15 de septiembre de 1857, se dice en el artículo 65 que “El territorio del Estado se divide en distritos y municipios. En cada distrito habrá un jefe político, y en cada municipio un ayuntamiento”. El artículo 67 establecía que cada ayuntamiento sería elegido directamente por los vecinos del municipio, se compondría de un número de miembros que no baje de cinco, y se renovaría cada año por mitad. La ley determinaría su organización. El artículo 68 establecía las facultades y obligaciones de los ayuntamientos que son: ejecutar leyes y órdenes recibidas del gobierno; acordar toda obra de utilidad pública local, y los arbitrios y fondos necesarios; cobrar los impuestos municipales acordados e invertirlos en el objeto a que sean destinados; administrar los bienes comunales y las casas de beneficencia e instrucción primaria; cuidar de la policía en todos sus ramos, dictando los reglamentos correspondientes; cuidar de los otros objetos de la administración general y local que les designen las leyes, de la tranquilidad, el orden y las buenas costumbres [Pérez, 1959: 133]. 

			Conocedores completos de su realidad regional, los liberales oaxaqueños no podían ir en contra de sus propias bases sociales de sustentación: los pueblos del estado. Por eso incluyeron la administración de bienes comunales, que era práctica común de las autoridades locales, a pesar de lo que expresaba el segundo párrafo del artículo 27 de la Constitución federal del 5 de febrero de 1857: 

			Ninguna corporación civil ó eclesiástica, cualquiera que fuera su carácter, denominación ú objeto, tendrá capacidad legal para adquirir en propiedad o administrar por si bienes raíces con la única excepción de los edificios destinados inmediata y directamente al servicio ú objeto de la institución [Tena Ramírez, 1995: 610].

			Esto tuvo grandes consecuencias positivas para el sistema socio-ecológico de Oaxaca en los siglos siguientes, ya que los pueblos resguardaron la flora y la fauna incluida en esas tierras comunales, como parte de su propia identidad cultural.

			Asimismo, ante la dificultad de mantener en la constitución local el reconocimiento de la realidad de los pueblos indios en la dualidad: pueblos con ayuntamiento y pueblos con una municipalidad llamada república, se emitieron dos legislaciones particulares que reconocieron la autonomía de los pueblos.

			La Ley Orgánica Electoral y la Ley Orgánica para el Gobierno y la Administración Interior, ambas de 1857, mantuvieron la división entre dos tipos de municipalidades: los municipios y las agencias municipales (los equivalentes de los anteriores municipios constitucionales y las repúblicas). Cada uno conservó sus autonomías locales para nombrar a sus autoridades, cuyo número dependía de la categoría que se tenía [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 2: 332-356 y 357-370]. Estas autoridades, a su vez, eran las que administrarían los bienes comunales.

			Así, el “Decreto del 6 de noviembre de 1857. Ley Orgánica Electoral del Estado” estableció que la elección de municipios era directa, que, en los pueblos que consten de 500 habitantes, deberían nombrar un municipio; las poblaciones que no lleguen a ese número, tendrían agentes municipales en los términos que señalaba la ley orgánica respectiva. Por su parte, la Ley Orgánica para el Gobierno y la Administración Interior especificó más las dos municipalidades: todo pueblo que tuviera 500 o más habitantes tendría un ayuntamiento. Los ayuntamientos se componían de un presidente, regidores, uno o más síndicos procuradores, de acuerdo a su población. El mismo día en que se nombraran popularmente los ayuntamientos, se nombraría la persona que lo encabezaría: el presidente del mismo [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 2: 332-356 y 357-370]. 

			En las poblaciones que tuvieran menos de 500 habitantes, habría agentes municipales nombrados popularmente en elección directa, como los ayuntamientos, el primer domingo de diciembre. La población menor de 200 habitantes tendría dos agentes municipales; la que, siendo mayor, pero menor de 400, tenía 3 agentes municipales, y la que tenía más de 400 tendría 4 agentes [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 2: 357-370]. Los pueblos seguían disfrutando de la autonomía política.

			Los pueblos no sólo se mantuvieron en las décadas siguientes, sino que crecieron en número, y con ello en sus autonomías locales. Si para 1844 un estudioso contabilizaba 939 pueblos en el estado [Carriedo, 1949: 116-1167], y para 1858 se hablaba de que estaba compuesto de 943 pueblos [Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 1902, 2: 389-441], en 1891 el propio gobierno registraba la existencia de 1 092 centros con autoridad propia [Gobierno del Estado de Oaxaca, Circa 1981-1982, 1: 25]. Estos representaban casi la cuarta parte de los municipios que existían en todo México, los que se calculaban en alrededor de 5 000 [González, 1958: 175-191].

			De esta manera, tenemos que el liberalismo y el Porfiriato oaxaqueños entablaron una lucha en contra de las corporaciones y buscaron incorporar la tierra al mercado, cosa que hicieron muy eficientemente al tratarse de los bienes de la iglesia en Oaxaca que fueron desamortizados en muy poco tiempo. Sin embargo, en el caso de las tierras de las comunidades indígenas no lo consiguieron fácilmente y sólo lo lograron en algunas regiones más ligadas a la agricultura de exportación. 

			La anterior aseveración se prueba en dos aspectos: la cantidad de circulares y decretos que fueron emitidos durante la segunda mitad del siglo XIX por los gobiernos oaxaqueños para que los pueblos cumplieran primero con la Ley Lerdo y posteriormente con las disposiciones sobre terrenos colonización y deslinde de terrenos baldíos, refleja la negativa de aquellos a cumplir con esas disposiciones. El segundo aspecto, es la predominancia de la tierra comunal en los tiempos actuales de Oaxaca como principal forma de tenencia, por encima de la ejidal y la privada, la que expresa que muchas de las comunidades indígenas oaxaqueñas lograron mantener sus centenarias posesiones.

			Para responder a la pregunta sobre qué ocasionó que la comunidad y el municipio indígena siguieran siendo la base para la organización económica y política del campo oaxaqueño a la llegada de la Revolución, al lado de haciendas y plantaciones que no lograron abatir la fortaleza de los pueblos, hay mucho que buscar todavía en dos factores. El primero de ellos es la propia unidad de las comunidades y su apego a las formas de tenencia y organización por usos y costumbres. El segundo tiene que ver con el papel que los campesinos oaxaqueños jugarían como basamento de los ejércitos que triunfaron al lado de Juárez y Porfirio Díaz en las gestas nacionales de la Guerra de Reforma, la Intervención y el Imperio. Tales lealtades y valores entendidos durante la fase más radical de despojo de tierras a las comunidades durante el Porfiriato pudieron romperse completamente. 

			Sólo así es entendible que en 1910 cuando los estallidos revolucionarios comenzaron, en Oaxaca existieran 1 008 pueblos, en los que gobernaban 516 municipios y 630 agencias municipales electas directamente por sus pobladores [Garner, 1988: 38 y Gobierno del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, circa 1981-1982:30] 

			Lo anterior también explica que durante el siglo XIX y la primera década del XX, mientras en otros estados los pueblos habían perdido sus posesiones a manos de hacendados y empresarios, en Oaxaca los pueblos seguían siendo los principales poseedores de tierra y el principio fundamental de la organización territorial. Los efectos de la privatización de la tierra y de la pérdida de autonomía local habían sido menos graves que en otras regiones mexicanas.

			8. LA AUTONOMÍA DE LOS PUEBLOS OAXAQUEÑOS EN EL PRESENTE

			Tenemos hoy día la pervivencia de formas de organización política sustentadas en procedimientos de democracia directa y de formas de ciudadanía diferentes a los establecidos en la legislación electoral; la reproducción de la comunidad y el municipio indígenas como células básicas de organización de la sociedad; el control mayoritario e histórico de la tierra por parte de los pueblos indígenas; la existencia de 15 de los 68 pueblos indígenas mexicanos y de 570 de los 2 457 municipios del país. 

			Las élites federalistas y liberales que dirigieron el sistema regional de dominio en el siglo XIX, deseosas de transformar toda su realidad colonial, no pudieron completar dos de sus ideales más caros: abrir las tierras al mercado y crear eso que llamaban mexicano, un mestizo como característica del habitante promedio de nuestro país. Tampoco lo pudieron lograr las del siglo XX y las que predominan en estas primeras décadas del siglo XXI.

			Aquellas tuvieron que conformarse con un reacomodo y pacto implícito que continúo hasta nuestros días: el reconocimiento de dos realidades que conviven conjuntamente; uno basado en los principios constitucionales liberales y el otro sustentado en los procedimientos de usos y costumbres. 

			Las élites pudieron dirigir la región, al tiempo que respetaban las formas de organización de los pueblos que lograron también su respaldo militar, político y electoral; y en su mayoría reproducirse con sus sociedades. Así, derechos electorales y derechos indígenas fueron dos aspectos de una misma realidad regional simbiótica. Todo esto repercutió en el mantenimiento de la riqueza socio-ecológica que aún conserva la entidad.

			Con la instauración del sistema de partido hegemónico a partir de 1929, las nuevas élites siguieron respetando las formas tradicionales de elegir a las autoridades municipales, sólo que las declararon como triunfos del partido gobernante. Los pueblos, por su parte, obtuvieron recursos y obras de quienes dirigían en la región el sistema instaurado por la Revolución mexicana y conservaron sus tierras comunales y lucharon, los que no las tenían, por ser dotados de tierras ejidales.

			Esa penumbra del sistema electoral en los municipios de Oaxaca se terminó en 1995 cuando élites más sensibles a los nuevos tiempos, en alianza con el movimiento indígena oaxaqueño —y precavidas de lo que pasaba en el vecino estado de Chiapas—, reconocieron los usos y costumbres en la ley electoral, al lado de las elecciones con partidos políticos. La alianza progresista encabezada por el gobernador Diódoro Carrasco, con oposición de algunos sectores del PRI, realizaron el 30 de agosto de 1995 una reforma constitucional y la aprobación del libro IV del Código de Instituciones y Procesos Políticos Electorales del Estado de Oaxaca (CIPPEO), denominado: “De la renovación de ayuntamientos en los municipios de elección por usos y costumbres” [Bailón, 2008: 39-62]. 

			Luego, en junio de 1998, la XVI Legislatura oaxaqueña realizó una gran reforma a la constitución local, y reconoció por primera vez en el país los derechos de los pueblos indígenas [Gobierno del estado de Oaxaca, 6 de junio 1998]. Días más tarde, reglamentó la misma, y decretó la Ley de Derechos de los Pueblos y Comunidades del Estado de Oaxaca, que se convirtió en la legislación más avanzada del continente en ese momento [Gobierno del estado de Oaxaca, 19 de junio 1998]. 

			De esa manera, desde 1998 se ha dado la reiterada elección, constitucionalmente reconocida, de más de 72% de sus municipios por sistemas tradicionales de usos y costumbres (412 de 570 en 1995; 418 en 1998 y 417 a partir de 2013; cuando, mediante plebiscito ordenado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, el municipio de San Andrés Cabecera Nueva cambió del sistema de usos y costumbres al de partidos políticos para la elección de ayuntamiento). El mapa 1 muestra los dos sistemas de elección de autoridades municipales en los 570 municipios de la entidad.
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			9. TERRITORIOS ACTUALES DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

			Con los antecedentes históricos que hemos presentado podemos entender la particularidad del sistema socio-ecológico oaxaqueño actual.

			Según datos de marzo de 2016, existían en el país 32 048 núcleos agrarios ejecutados, de los cuales 29 665 (es decir, 93%) correspondían a ejidos y 2 383 (7% restante) a comunidades agrarias. El total de la superficie nacional era de 195 623 930 hectáreas, de las cuales 99 999 059 hectáreas correspondían al tipo de propiedad social (ejidos y comunidades), lo que representaba 51% de la superficie de la República Mexicana. Lo que correspondía a propiedad privada y otras formas de propiedad era 49% restante (95 624 870.38 hectáreas) —y una pequeña parte de superficie aún en litigio, principalmente en Oaxaca— [RAN, 2016] (véase la gráfica 1).
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			Para el mismo año, en el caso de Oaxaca había 1 586 núcleos agrarios constituidos, de los cuales 853 (54%) correspondían a ejidos y 733 (46%) acomunidades agrarias [RAN, 2016-1] (véase la gráfica 2). 
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			En términos del campesinado, 294 000 comuneros ya estaban certificados (66 319 mujeres) y 79 436 estaban en proceso de certificación final (de las cuales 18 270 mujeres). En lo que respecta a los ejidatarios oaxaqueños, 129 648 ya estaban certificados (28 679 de ellos mujeres), y 17 029 estaban en proceso de certificación (3 796 mujeres) [RAN, 31 de enero de 2016 y RAN, 31 de marzo de 2016].1Como se aprecia, el peso del campesinado comunero es apabullante en la entidad.

			La superficie de la entidad era de 9 395 976 hectáreas, de las cuales 7 452 725 correspondían a las formas sociales de tenencia de la tierra (ejidos y comunidades) [RAN, 2016]. Esta cantidad representaba la abrumadora cifra de 79% de la superficie del estado (véase la gráfica 2).

			El restante 21% correspondía a propiedad privada y una cantidad importante a superficie en disputa entre comunidades oaxaqueñas (ejidos contra comunidades o comunidades entre sí, etcétera) [RAN, 2016]. 

			Las cifras de la gráfica 1 indican que poco más de la mitad de la superficie a nivel nacional corresponde a las formas sociales de tenencia de la tierra instauradas a partir de la Constitución de 1917 y del nuevo artículo 27 que se redactó en el constituyente de Querétaro ese mismo año. Sin duda alguna, México tuvo una profunda transformación de la tenencia de la tierra en el campo, que estuvo concentrada en unas cuantas manos de compañías extranjeras y propietarios mexicanos durante las últimas décadas del siglo XIX en el apogeo del porfiriato.

			El 31 de mayo de 1875 el presidente Sebastián Lerdo de Tejada expidió la Ley Provisional sobre Colonización, la cual complementó la Ley de desamortización del 25 de junio de 1856. Estas dos disposiciones, junto con la Ley sobre Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos del 26 de marzo de 1894, modificaron la estructura agraria del país a favor de las compañías deslindadoras y el capital. De 1877 a 1909, 30% de la superficie nacional, casi 60 millones de hectáreas, fue enajenada, siendo los pequeños propietarios y los pueblos indios el sector más vulnerable de esta embestida que ya venía desde los tiempos de la colonia, pero que se acentuó a fines del siglo XIX [Wilkie, 1994: 193]. 

			Si enfocamos nuestro análisis sobre el caso concreto de Oaxaca, la presencia de la tenencia social de la tierra es mucho más abrumadora que 51% de esta forma de tenencia a nivel nacional (véase la gráfica 2). En la tierra de Juárez, más de las dos terceras partes de la superficie del estado, sin contar los terrenos en litigio, tienen esa característica. Pero el peso de las comunidades, sobre todo las indígenas, resalta más cuando distinguimos entre propiedad ejidal y comunal. 

			Así, aunque el número de ejidos es mayor, su superficie de 1 649 183 hectáreas representa sólo 17% de la tenencia social de la tierra. La superficie que corresponde a posesiones de las comunidades agrarias representa 62% (5 803 542.03 hectáreas), y la tierra restante (19 434 250.97 hectáreas) es la superficie privada, otras formas de tenencia y tierra en disputa [RAN, 2016] (véase la gráfica 3). 

			El peso de los pueblos indígenas de Oaxaca y la predominancia de la propiedad social de la tierra se perciben mejor cuando mencionamos que hay comunidades indígenas que, además de poseer bienes comunales, fueron dotadas de territorios ejidales. 

			Al comparar la cifra de tierras comunales ejecutadas a nivel nacional de la gráfica 4 (17 251 591.82 hectáreas) con la cifra en el estado de Oaxaca: 5 803 542.3 hectáreas (véase la gráfica 3), observamos que 34% de las tierras comunales de México están en Oaxaca [RAN, 2016]. Este dato nos da idea de la importancia que los pueblos indígenas han tenido y tienen para entender los sistemas socio-ecológicos y el sistema político oaxaqueño, así como su estrecha interrelación histórica.
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			10. DISPUTAS AGRARIAS ENTRE COMUNIDADES Y TIERRAS COMUNALES

			Según datos obtenidos en 2002 de la página de internet del Registro Agrario Nacional, se estimaba que la superficie que se mantenía todavía en disputa entre comunidades; en las comunidades en las que no se habían podido ejecutar las resoluciones presidenciales respectivas por el peligro latente de enfrentamientos armados entre pueblos, la superficie ascendía a cerca de 802 000 hectáreas [RAN, 2002].

			En el 2002, la Junta de Conciliación Agraria del estado de Oaxaca reconoció que subsistían 425 expedientes de esta naturaleza [Bailón, 2016: 64]. De acuerdo a datos de la Junta, para mayo de 2016 existían todavía 364 conflictos agrarios entre comunidades oaxaqueñas: 32 eran considerados de alto riesgo, 104 de mediano riesgo y 228 de bajo riesgo [Gijón, 2016].

			El ejemplo más paradigmático de esta gran problemática oaxaqueña sucedió el 31 de mayo de 2002 en el paraje de Agua Fría en la sierra sur oaxaqueña. Se trató del brutal asesinato de 26 campesinos comuneros originarios de Santiago Xochiltepec por parte de comuneros de una localidad perteneciente a Teojomulco, en la misma región, a raíz de un conflicto agrario que llevaba cerca de 80 años. El conflicto dejó varias decenas de muertos de un lado y otro durante este periodo y ocurrió en tierras de gran diversidad ecológica y riqueza forestal Bailón, 2016: 64].

			11. ALGUNAS CONSIDERACIONES FINALES

			La realidad contemporánea de Oaxaca no es explicable sin recurrir a su pasado colonial y a las décadas independientes del siglo XIX en que se edificó un nuevo sistema político regional. Los pueblos indígenas terminaron de definir, reclamaron y defendieron sus derechos a la autonomía y al control de sus tierras, territorios y resguardo de su biodiversidad. Tales condiciones de pragmatismo del sistema político que requería de su respaldo contributivo, político y militar, se plasmarían finalmente en la década de 1990 del siglo pasado en una nueva gobernanza, en su constitución y en una ley de derechos de los pueblos y comunidades indígenas del estado. No obstante, al lado de ese logro que los ha mantenido con autonomía y el control fundamental del territorio, el acceso a otros derechos humanos, como son los derechos sociales (vivienda, salud, educación, salario digno, etcétera), seguirán siendo el principal reto de la entidad en las próximas décadas.

			Sin duda alguna, la predominancia de los pueblos indígenas en la realidad oaxaqueña, y que controla la mayor parte de su territorio, está detrás de que en la entidad se conserve uno de las zonas boscosas más importantes de México, al lado de una gran diversidad biológica que la hace una región única dentro del país y el continente. Su sistema socio-ecológico es único en el país por las articulaciones que hemos abordado.

			En contraste con esta riqueza cultural, biológica, de organización social y gobernanza locales, tenemos que concluir con dos grupos de indicadores que nos dan la otra cara de la realidad actual de la entidad oaxaqueña: la marginación y la pobreza. Ambas son actores fundamentales para el equilibrio de su sistema socio-ecológico por la presión que representan sobre la tierra, el agua, los recursos naturales como sus ricos bosques, flora y fauna. 

			Según datos del Consejo Nacional de Población, Oaxaca es la tercera entidad más marginada del país, sólo después de Guerrero y Chiapas que ocupan el primer y segundo lugar, respectivamente. En una escala de 1 a 32, ocupa el lugar 3, y junto con sus vecinos constituyen la triada de muy alta marginación a nivel nacional. La marginación es medida a partir de 9 indicadores: porcentaje de población de 15 años o más analfabeta; porcentaje de población de 15 años o más sin primaria completa; porcentaje de ocupantes en viviendas sin drenaje ni excusado; porcentaje de ocupantes en viviendas sin energía eléctrica; porcentaje de ocupantes en viviendas sin agua entubada; porcentaje de viviendas con algún nivel de hacinamiento (más de 2.5 personas por habitación de la vivienda); porcentaje de ocupantes en viviendas con piso de tierra; porcentaje de población en localidades con menos de 5 000 habitantes y porcentaje de población ocupada con ingreso de hasta 2 salarios mínimos a nivel nacional [Conapo, 2015].

			Las cosas no cambian casi en nada en cuanto a la medición multidimensional de la pobreza que realiza el Consejo Nacional para Evaluar la Política Social (Coneval). De acuerdo a las mediciones más recientes en el estado de Oaxaca, la pobreza aumentó: pasó de 61.9% de la población en 2012 a 66.8% en 2014, en números relativos; mientras que a nivel nacional el aumento fue de 45.5% y 46.2% en los dos años de referencia. En números absolutos, en 2012 había una población de 2.4 millones de pobres en la entidad; esta cifra amentó a 2.6 en 2014 [Coneval, 23 de julio 2015]. Esta era la población cuyos ingresos no son suficientes para adquirir los bienes y servicios requeridospara satisfacer sus necesidades básicas y presentaban carencias al menos en uno de los seis indicadores considerados (rezago educativo, acceso a los servicios de salud, acceso a la seguridad social, calidad y espacios de la vivienda, servicios básicos en la vivienda y acceso a la alimentación).

			En lo que corresponde a la pobreza extrema, los resultados de la medición mostraron que pasó de representar 23.3% de la población oaxaqueña en 2012, a constituirse en 28.3% de la misma dos años después. Es decir, aumentó en cinco puntos porcentuales, mientras que a nivel nacional la pobreza extrema se redujo un poco al pasar de 9.8 a 9.5% de la población. En términos absolutos, la pobreza oaxaqueña pasó de ser un atributo de 916.6 mil personas a 1 130 000 [Coneval, 23 de julio de 2015]. Nuevamente, Chiapas y Guerrero acompañaron a Oaxaca en los mayores índices de pobreza y de pobreza extrema. 

			Frente a esta paradoja, podemos concluir con algunas preguntas. ¿Qué hacer para que, sin perder la riqueza cultural, de organización social y política, el control ancestral de sus territorios y el mantenimiento de la biodiversidad y riqueza forestal de la entidad, Oaxaca pueda transitar hacia otros estadios de desarrollo? Esa es la gran cuestión que muchos oaxaqueños nos hacemos desde hace décadas y que no hemos podido resolver, pero sí explicar. Es importante considerar las condiciones de desigualdad que se gestan a nivel de la estructura socioeconómica nacional, la falta de un esfuerzo profundo de la federación y, por qué no, de los empresarios más poderosos de México para proporcionar un gran empujón muchas iniciativas que desde las comunidades producen resultados alentadores en el combate a la pobreza extrema, la marginación regional y la recuperación de los recursos naturales. Tenemos que encontrar los medios para que el sistema socio-ecológico de Oaxaca no se deteriore por la amenaza que representa la marginación y la pobreza.

			Los retos cobran mayor sentido si recordamos que los 17 objetivos de la agenda 2030 y sus 169 metas, que se ha establecido la ONU, precisamente buscan relacionar los problemas de pobreza, marginación y gobernanza con los que tienen que ver con el desarrollo sostenible y la permanencia de los recursos naturales y la vida. Se busca un desarrollo que satisfaga las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las posibilidades de las generaciones del futuro para atender sus propias necesidades. Se requiere tomar medidas para detener el deterioro ambiental y las emisiones de los gases efecto invernadero, al mismo tiempo que se proporciona desarrollo económico y social a millones de personas que viven hoy en la pobreza. En una palabra, en un desarrollo que atienda las problemáticas sociales, económicas y ecológicas.
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			CAPÍTULO 8
 GOBERNANZA EN EL SISTEMA AGROALIMENTARIO: OAXACA ENTRE LAS CONTRADICCIONES LOCALES Y GLOBALES. NUTRIENDO CONCEPTUALMENTE LOS ENFOQUES DE SISTEMAS SOCIO-ECOLÓGICOS

			Elena Lazos Chavero*

			

			1. INTRODUCCIÓN: REDES DE PODER EN EL SISTEMA AGROALIMENTARIO

			El objetivo de este artículo es analizar las transformaciones del sistema agroalimentario en la Ñuu Savi,1particularmente en los municipios de San Miguel Huautla y Santiago Tilantongo, con el fin de entender las redes de poder subyacentes entre los múltiples componentes y procesos que integran este sistema. En este sentido, el objetivo es entender las contradicciones y tensiones entre las distintas perspectivas existentes (agricultores de dos municipios, funcionarios gubernamentales de instituciones del estado de Oaxaca, asociaciones civiles en la Ñuu Savi) sobre lo que los sistemas agroalimentarios “debieran ser” en el futuro. Estas diversas perspectivas entre agricultores y las instituciones gubernamentales se enmarcan en modelos de desarrollo en oposición. Por un lado, las instituciones gubernamentales buscan una mayor productividad con base en la expansión de monocultivos que demandan la incorporación de agroquímicos; por otro lado, múltiples organizaciones rurales intentan enriquecer la diversificación de milpas bajo técnicas agroecológicas que brinden una continuidad de productos de alta calidad nutricional. Los sistemas agroalimentarios son resultado de las numerosas transformaciones de los sistemas socio-ecológicos, producto de las redes de poder tejidas entre heterogéneos actores a diversas escalas.

			Para entender los cambios en el sistema agroalimentario, es decir, el qué se come y el por qué se come lo que se consume en la Ñuu Savi, necesitamos recurrir a las explicaciones prácticas de la vida cotidiana (gustos, culturas, presupuestos), producto de una larga historia sociocultural y agroecológica, así como a los impactos provocados por las negociaciones económicas y políticas mundiales en torno a la alimentación. Estas reflexiones nos permitirán vislumbrar las alternativas que pudieran conducir a una política agroalimentaria más democrática y adecuada a las condiciones socio-ecológicas, socioeconómicas y culturales de la región de la Ñuu Savi en Oaxaca. Por otro lado, nos permitirá bosquejar un acercamiento conceptual que nutra las discusiones teórico-metodológicas entre los sistemas agroalimentarios y los acercamientos socio-ecológicos.

			Hoy en día, el mundo agroalimentario es altamente complejo y dinámico. Las condiciones ambientales se transforman aceleradamente creando redes de interacciones socioeconómicas y sociopolíticas. Los desarrollos tecnológicos proceden de redes de conocimiento bajo modelos globalizadosde inversión e información. Los sistemas sociales en torno a los sistemas agroalimentarios cambian constantemente y controlan, en algunos casoso siguen en la mayoría el tejido urdido entre distintos tipos de procesos socioeconómicos, culturales y sociopolíticos a distintas escalas (por ejemplo, crecimiento y movilización poblacional, urbanización, relaciones de mercado). Estas dinámicas dirigidas por modelos cambiantes de transformaciones económicas globalizadas han conducido a enormes desigualdades socialesentre países y al interior de los mismos [Jusidman, 2009; Tello, 2010; Coneval, 2014; FAO, 2014, 2015; Firebaugh, 2015].

			Frente a estas desigualdades agroalimentarias, las políticas y las instituciones gubernamentales tanto nacionales como internacionales parecieran tener una visión del mundo más estática; plantean trayectorias lineales de desarrollo [McMichael, 1992; McMichael, 2009; Holt-Giménez y Shattuck, 2011]. En sus premisas subyacen los conceptos de estabilidad y equilibrio: transferencias tecnológicas sin importar la diversidad de los contextos locales, aproximaciones estandarizadas en los sistemas agrícolas, importación y dominación de modelos alimentarios industrializados, soluciones que vienen de arriba hacia abajo como magic bullets, ya sea en forma de semillas o en forma de tecnologías [McMichael, 1992; Leach et al., 2010; Schiavoni, 2017].

			Estas soluciones no han podido frenar las graves crisis agroalimentarias mundiales, por el contrario, se han visto agravadas [Sen, 1983; Mazoyer y Roudart, 1997; Rubio, 2013]. Desde 2007 y 2008, la escalada de los precios de los productos alimentarios significó una mayor financiarización de la agricultura, donde los que ganan no son los pequeños agricultores, sino los intermediarios mundiales, las corporaciones globales [McMichael, 1992; McMichael, 2009; Rosset, 2010; Holt-Giménez y Shattuck, 2011; Torres Salcido, 2011; Rubio, 2013]. El propio sistema capitalista neoliberal no sólo ha fallado en enfrentar los grandes problemas alimentarios, socioambientales y de desarrollo, sino los ha provocado, y ha perpetuado desigualdades e injusticias [McMichael, 2009; Rosset, 2010; De Schutter, 2014; Rubio, 2013; Schiavoni, 2017]. 

			Por otro lado, los movimientos sociales que demandan una agricultura y alimentación más sana, al considerar tanto las limitaciones ambientales como los costos sociales, han sacudido los modelos agroalimentarios industrializados en manos de las grandes corporaciones trasnacionales. Sin embargo, las dinámicas locales se enmarcan en un contexto de alta incertidumbre y vulnerabilidad, por lo que estas sacudidas resultan coyunturales en la mayor parte de los casos [Wisner et al., 1994]. Esto ha resultado en un ciclo perpetuado que reduce opciones, excluye alternativas y voces disidentes [Leach et al., 2010; Holt-Giménez y Shattuck; 2011; Lazos-Chavero, 2012]. Estos enfrentamientos con las corporaciones se enmarcan en estructuras de poder no negociables; no existen resultados homogéneos, por el contrario, existe todo un mosaico de situaciones contextualizadas e impulsadas por los actores locales. Los caminos alternativos se trazan según las dinámicas socio-ecológicas locales en interacción con las dinámicas socioeconómicas global-locales y las interdependencias entre las estructuras de poderes locales —nacionales— y globales. El futuro de la agricultura, desde principios de la década de 1990, se perfiló bajo una agricultura mundial integrada a la economía global orientada al mercado y a la financiarización, y ese rumbo siguió en la Ronda de Doha del 2001 [McMichael, 2005; Isakson, 2013]. 

			No podemos entender los sistemas alimentarios locales sin referirlos a las estructuras globales. En este sentido, partimos de la conceptualización del sistema agroalimentario como un sistema compuesto por la dinámica del sistema agrícola (interrelaciones socio-ecológicas entre tamaño de la parcela, calidad de suelos, tipo y edad de la vegetación, ciclos de fauna, variabilidad climática, cultivos en proceso de continua domesticación, decisiones de los grupos domésticos en continuo disputa con las políticas agrícolas nacionales) y del sistema alimentario (desde la producción, distribución, comercialización, patrones culturales y económicos de consumo) tejidos históricamente bajo redes sociopolíticas, socioeconómicas, culturales y de poder. Por ello, los sistemas agroalimentarios son complejos, altamente heterogéneos, inciertos, ambiguos y dinámicos en todos sus componentes y en sus procesos retroalimentados dependientemente de lo que suceda en cada uno de sus componentes. En los sistemas agroalimentarios se entrelazan redes de actores sociales, desde lo local y regional hasta lo nacional y global, en dependencias que crean riesgos, incertidumbres, ambigüedades e inseguridades ante amenazas tanto reales como percibidas. 

			Sin embargo, estas interrelaciones no se construyen en términos equitativos, sino que están embebidas en estructuras de poder urdidas desde lo local hasta lo global en múltiples circuitos y componentes, de los cuales se desconocen muchos aspectos de su funcionamiento y sus efectos. Además de este conocimiento incompleto compartido, las dinámicas globales alimentarias retroalimentadas continuamente con las dinámicas locales están controladas política e ideológicamente por las premisas de lo que “debiera ser el desarrollo y el progreso” de la agricultura y de la alimentación [Leach et al., 2010]. A pesar de este control, existen diversas formas de cómo construir ese “desarrollo” o ese devenir desde lo local [Long, 2007; Lazos-Chavero, 2016; Schiavoni, 2017]. Por ende, se construyen múltiples narrativas de un mismo problema según del actor y del contexto histórico. 

			Por consiguiente, si queremos analizar a los sistemas agroalimentarios locales, tenemos que relacionar su dinamismo con las diversas narrativas acerca de los riesgos, las amenazas, las incertidumbres y las ambigüedades del sistema agroalimentario global. Pero igualmente, tenemos que conceptualizarlos como el resultado de redes dinámicas de poder y de toma de decisiones. 

			En este sentido, desde la década de 1980, Friedmann y McMichael definieron al régimen alimentario como el conjunto de interrelaciones históricas entre la producción alimentaria y de consumo a gran escala bajo influencia de la organización del sistema estatal, incluyendo las normas o reglas que gobiernan las transacciones agroalimentarias internacionales [Friedmann, 1982; Friedmann y McMichael, 1989; McMichael, 1992]. Este marco teórico contextualiza a la producción agroalimentaria, gobernada por los precios mundiales, continuamente reestructurada por los estados entre el Norte y el Sur desde fines del siglo XIX y dependiente, cada vez más, de la consolidación de un marco regulatorio global que los hace perder legitimidad [McMichael, 1992; McMichael, 2009]. El análisis del régimen alimentario permite explicar el papel de la agricultura y de la alimentación en la construcción de la economía capitalista mundial. Las relaciones contradictorias en los regímenes alimentarios provocan crisis y transformaciones para dar lugar a otros regímenes alimentarios. Esta genealogía nos permite ubicar al sistema alimentario mundial y sus crisis con un mayor entendimiento histórico de las transformaciones geopolíticas y socioambientales [Mazoyer y Roudart, 1997; McMichael, 2009].

			Este marco conceptual nos ayuda a dilucidar por qué se come lo que se come en la Ñuu Savi. Entender las interacciones entre lo micro y lo macro nos enmarca las limitantes de los sistemas agroalimentarios locales, pero al mismo tiempo nos da elementos para proyectar sus posibilidades. La toma de decisiones por los funcionarios locales y nacionales nos refleja la gobernanza tejida entre los múltiples actores que intervienen en la estructuración de los sistemas agroalimentarios. 

			Debido a la compleja participación de actores locales, nacionales y globales en procesos e interacciones poco transparentes, analizar los sistemas agroalimentarios desde el prisma de la gobernanza nos da pautas para entender que las decisiones locales agrícolas y alimentarias que toman los ñuu savi se fincan en sistemas complejos que van más allá de los límites locales. Si bien las condicionantes agroecológicas, socioeconómicas y culturales locales son fundamentales para entender la crisis de la producción milpera en la Ñuu Savi, no podemos dejar de lado los factores sociopolíticos y socioeconómicos mundiales que agudizan severamente la crisis milpera. 

			Existen múltiples definiciones de gobernanza según el marco teórico, la disciplina, la intención política y el momento histórico [Rosales y Brenner, 2015]; sin embargo, la teoría de la gobernanza ha estado más vinculada con el proyecto neoliberal, en la medida que reposa sobre la racionalidad de los agentes y la superioridad paradigmática del mercado [Lemos y Agrawal, 2006]. Las nociones de “flexibilidad”, “integración”, “eficiencia”, esconden la optimización de las organizaciones para las cuales se produce un valor social mayor al incluir los actores “extra-estatales” a las políticas públicas y al transferir la política a manos privadas. Bajo esta acepción, la gobernanza tiende a transformar los problemas sociales y políticos en problemas “técnicos”. Pareciera entonces que la gobernanza semeja un proceso de “apolitización”, donde todo problema político se reduce a un problema técnico [Lazos, 2015]. 

			Sin embargo, para otros acercamientos teóricos, la gobernanza remite a un nuevo modelo de ejercicio de poder en la sociedad que implica una entrada de la participación pública y una visión descentralizada de poder [Ostrom, 2014]. En este sentido, diversos autores han definido gobernanza ambiental como toda una serie de procesos regulatorios y mecanismos mediante los cuales los actores políticos influyen en las acciones ambientales y en sus consecuencias. Bajo esta perspectiva teórica de gobernanza, se exige comprender tanto las estructuras de poder subyacentes, como los conflictosentre los diferentes grupos sociales involucrados en el acceso y uso de los recursos naturales con el fin de establecer plataformas de participación social [Bryant, 1992; Bryant y Bailey, 1997; Lemos y Agrawal, 2006; Brenner, 2010; Lazos, 2015].

			La gran complejidad de los procesos y actores que intervienen en los sistemas agroalimentarios requiere que su gestión incluya la coordinación de actores a distintas escalas y con distintos derechos y accesos. Estos sistemas de gobernanza se caracterizan como policéntricos [Ostrom et al., 1961]. A pesar de las críticas a estos sistemas policéntricos, se abre el potencial del reconocimiento de derechos locales como generadores de incentivos para conservar y manejar los bienes, y de visiones de largo plazo en su gestión, al tiempo que se reconoce una mayor capacidad de los sistemas policéntricos para responder a las condiciones de vulnerabilidad y riesgo de los sistemas socio-ecológicos anidados [Ostrom, 2014; Merino, 2014].

			2. DESCUBRIENDO COMUNIDADES ÑUU SAVI: UN RECUENTO METODOLÓGICO

			Esta investigación se nutrió de las entrevistas y encuestas realizadas a las familias Ñuu Savi de los municipios de San Miguel Huautla y Santiago Tilantongo en la Mixteca alta (mapa 1) durante varias temporadas de campo en 2011 y 2012.2Debido al trabajo participativo del Centro de Desarrollo Integral Campesino de la Mixteca Hita Nuni, A.C. (Cedicam) con estos dos municipios desde 1980, se seleccionaron dos comunidades para analizar el impacto de su organización en los sistemas agroalimentarios.

			Para 2010, el municipio de San Miguel Huautla contaba con una población de 1 399 habitantes [Inegi, 2011] sobre un territorio de 5 000 hectáreas; además 4 000 hectáreas permanecen en disputa con la comunidad vecina (Santa María Ixcatlán) desde hace más de 30 años (entrevista con el presidente municipal en julio 2011). San Miguel, declarado como parte de la Reserva de la Biosfera Tehuacán-Cuicatlán en 1998, se localiza a 60 kilómetros al noreste de la ciudad de Nochixtlán (mapa 1). Tiene una altitud promedio de 2 000 msnm.

			En el municipio de Santiago Tilantongo, visitamos la cabecera municipal para entrevistarnos con las autoridades y algunas familias fundadoras, pero la mayor parte de las encuestas productivas y alimentarias, las realizamos con familias del pequeño poblado de Guadalupe Hidalgo. Santiago Tilantongo contaba con 3 210 habitantes en 2010 [Inegi, 2011] y Guadalupe Hidalgo con sólo 441 habitantes; 45% de la población era menor de edad [Inegi, 2011]. Con una extensión de 1 500 hectáreas, está situado a 1 950 msnm. Se ubica a 50 km de Nochixtlán y a 45 km de Tlaxiaco (mapa 1). 

			En total, levantamos 45 encuestas para entender la dinámica agrícola y alimentaria (cuadro 1). Además, entrevistamos a las autoridades municipales y comunales (8 entrevistas), a los médicos responsables de la clínica (3), y al administrador de la tienda Diconsa (1).
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			Por otro lado, las 11 entrevistas a funcionarios de instituciones gubernamentales (Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Sagarpa; Secretaria de Desarrollo Agropecuario, Forestal, Pesca y Acuacultura del estado de Oaxaca, Sedapa, antes Sedafp; y la Secretaría de Salud, SSA) se realizaron en la ciudad de Oaxaca en el 2012. Ellos brindaron otras visiones de lo que “debieran ser” las políticas agrarias y alimentarias dirigidas a poblaciones vulnerables y altamente marginales. 

			3. DINÁMICA ENTRE LOS COMPONENTES DEL SISTEMA AGROALIMENTARIO EN LA ÑUU SAVI

			Hoy en día, las familias Ñuu Savi siguen siendo comuneras aunque, desde hace varias décadas se han dividido las parcelas agrícolas que cultivaban ya por muchos años. No obstante, en San Miguel, las áreas de pastoreo y las áreas de recolección de palma continúan bajo un manejo comunal y en Guadalupe Hidalgo sólo quedan pequeños manchones de bosques manejados de forma comunal. 

			Las familias siembran pequeñas parcelas donde combinan diversos maíces, y entre uno a seis cultivos asociados. En algunos ciclos, alternan maíz con trigo. De los 19 productores entrevistados, la superficie total promedio labrada oscila alrededor de las 2.2 hectáreas, aunque algunos siembran hasta 6 hectáreas de maíz; mientras que otros alcanzan apenas la media hectárea. La mayoría posee una, dos o tres parcelas, cuyo tamaño varía entre 0.2 y 2 hectáreas. Excepcionalmente, todavía hay productores con 4 o 6 pequeñas parcelas cultivadas (gráfica 1). Esto contrasta con lo que pasaba en 1980 (gráfica 1).3Los productores recuerdan que en esos años cultivaban un mayor número de parcelas (hasta 7 en algunos casos), estableciéndolas en diferentes condiciones ecológicas. A partir de las entrevistas con las autoridades, podemos generalizar estos datos a la población de San Miguel Huautla y de Santiago Tilantongo. El presidente municipal y el agente de bienes comunales corroboraron que la mayoría sembraba alrededor de las dos hectáreas y muy pocos productores cultivaban hasta las 12 o 14 hectáreas. Igualmente, mencionaron que hasta fines de 1980, las familias cultivaban 3 o 5 pequeñas parcelas; pero que actualmente, la mayoría sólo cultiva 1 o 2, debido a la falta de mano de obra familiar. 
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			El número de parcelas está relacionado con la historia agraria regional. Algunas familias cultivaban desde hacía muchos años en distintos pisos ecológicos (tierras frías a 2 100 msnm y tierras más cálidas a 1 400 msnm). Estos gradientes altitudinales brindaban diversas posibilidades para la siembra de distintos cultivos. Sin embargo, este manejo se ha ido perdiendo debido a la repartición de parcelas entre los hijos, por la venta o renta de parcelas lejanas a otros comuneros y por la falta de mano de obra. La pérdida de fuerza laboral responde a las migraciones de jóvenes, tanto de hombres como de mujeres. Esto se ha expresado en una reducción en el número de parcelas cultivadas y en el número de cultivos. 

			La diversidad agrícola se complementa con el pastoreo de pequeños rebaños de borregos y la recolección de palma para la confección de sombreros. En general, la mayor parte de las familias combinan todas estas actividades; aunque unas se dedican más al tejido de la palma y otras al pastoreo de borregos. Todas tienen miembros familiares como migrantes, ya sean pendulares o permanentes, pero las remesas tienden a ser intermitentes y escasas desde 2008. Las remesas generan una alta desigualdad. Mientras que había familias que aunque tuvieran seis hijos migrantes, sólo recibían entre 300 y 600 pesos al año; otras familias con una hija en Estados Unidos podían recibir hasta 5 000 pesos al año. 

			Los sistemas agroalimentarios se componen de seis principales esferas interdependientes entre sí y entre los factores socio-ecológicos, económicos, políticos y culturales, tanto a nivel local como regional y global (figura 1). 

			El primer componente está conformado por la producción agrícola a partir de las parcelas, huertos familiares y, en algunos casos, de los cafetales (figura 1). La importancia de las parcelas en el sistema alimentario obedece a la interrelación de factores socio-ecológicos, económicos y culturales, como: a) condiciones de la fertilidad de los suelos; b) acceso a tierras de humedad; c) ciclo pluvial; d) tamaño y número de las parcelas; e) tipo y diversidad de cultivos; f) resultado del ciclo agrícola anterior; g) estructura familiar; h) precios de los cultivos en el mercado. Dependiendo de estos factores, se generan grandes diferencias: familias cuya producción maicera les alcanza para sólo dos meses después de la cosecha; mientras otras familias consiguen tener hasta seis o siete meses. Los rendimientos oscilan mucho: desde 300 kg/ha hasta los 1 200 kg/ha; esto depende de si sus tierras guardan más humedad que otras, si se encuentran en pendientes, si ponen más fertilizante o si deshierban a tiempo. Poner fertilizante depende de las condiciones edáficas de la parcela, pero también de la situación económica familiar o, inclusive, de la presencia de un programa político que distribuya fertilizantes. Decidir aplicar herbicidas depende del acceso a mano de obra, de las condiciones económicas de la familia y de los gustos alimentarios por los cultivos asociados. Actualmente, la mitad de las familias (10 de 19) siembra 2 o 3 cultivos asociados al maíz; pocas (2 de 19) siembran hasta 5 o 6 cultivos asociados; y el resto (7 de 19) ha optado por monocultivos de maíz. Algunos agricultores siembran trigo en alternancia, mientras que otros no tienen tierra o fuerza de trabajo para hacerlo. Esto provoca que el papel jugado por la producción agrícola en el sistema alimentario sea altamente heterogéneo. Sin embargo, en términos generales, cuando hay un buen ciclo agrícola, el maíz cubre entre 30 y 60% de las necesidades familiares anuales. Por el contrario, si hay un mal ciclo agrícola, el maíz sólo cubre entre 10 y 20% de las necesidades familiares. En el ciclo 2012 (año considerado como promedio), la mayor parte de las familias (13 de 19 familias entrevistadas) tuvo maíz para cuatro a cinco meses; cuatro sólo para tres meses y dos para seis meses. No obstante, en los dos ciclos anteriores, el maíz alcanzó para la mayoría sólo entre dos y tres meses.
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			El segundo componente importante en el sistema agroalimentario es la producción pecuaria (figura 1). Anteriormente, las familias pastoreaban sus hatos de borregos en áreas comunes. Debido a conflictos de tierras, actualmente, sólo 4 de 19 familias tienen borregos, incluso con hatos reducidos. La familia con el mayor hato tiene 18 borregos, pero la mayor parte de las familias (3 de 4) tiene entre 4 y 6 borregos. Asimismo, la cría de puercos ha bajado considerablemente. Casi todas las familias mencionaron que antes tenían entre uno a cuatro puercos; actualmente, muy pocas tienen uno o dos. Esta reducción se debe a los precios bajos que reciben por los comerciantes, pero también por los conflictos vecinales cuando los puercos consumen cultivos en otros solares o parcelas. Igualmente, la cría de pollos y pavos ha disminuido fuertemente. Si antes casi todas las familias tenían de 5 a 6 gallinas y entre 2 y 3 pavos, ahora tienen entre 1 y 3 gallinas y muy pocas familias tienen 1 o 2 pavos. Es difícil establecer la contribución de este componente al sistema alimentario por la gran heterogeneidad entre familias y porque sólo consumen aves en ocasiones especiales (muertes familiares, mayordomía, graduaciones, fiestas). Los puercos y los borregos son principalmente para la venta en caso de una necesidad familiar importante. De nuestras encuestas, la mayor parte de las familias consumen pollo una vez a la semana, o inclusive una vez cada quince días, pero, por lo general, el pollo se compra en los tianguis semanales. 

			El tercer componente está configurado por la recolección de plantas, frutos, hongos, e insectos comestibles (figura 1). Este componente puede desempeñar un papel muy importante durante la época de lluvias [Katz, 1996] aunque algunos productos también son fundamentales en la época de secas, como la cacaya (flor del maguey), los nopales y algunas frutas. Existen 34 especies hortícolas silvestres o cultivadas en las milpas, las más utilizadas son: quelite (Amarantus hibridus), quintonil (Chenopodium album), huauzontle (Ch. nuttaliiae), verdolaga (Portulacca oleracea), hierbamora (Solanum nigrum), flor de calabaza (Cucurbita spp.), guaje y xocoyule. Se han descrito hasta 18 frutas nativas, las más frecuentes en su consumo son: capulín (Prunus serotina capuli), ciruela (Spondias purpurea), chicozapote (Malinalka sapota), zapote negro (Diospyros digyna), zapote blanco (Casimiroa edulis), mamey (Pouteria sapota), zapote amarillo (P. Campechiana).4 El consumo de hongos y quelites es esencial para cubrir la alimentación en algunas temporadas [Katz, 2013]. “Ya sólo vas al monte, recoges quilite, berros, verdolagas y hierbas de la milpa, también cuando está lloviendo, salen hongos de pajarito, ya con eso, tienes tu comida para todos” (Pedro, ST). “Ya casi no hay zapote, ni amarillo ni del blanco; antes de niños lo comíamos, mi mamá cortaba harto zapote” (Lola, SMH). Este componente es vulnerable frente a la reducción de mano de obra joven, la disminución de árboles frutales silvestres, el deterioro de los hábitats para la recolección de hongos. Por otro lado, los cambios culturales entre jóvenes se reflejan en el rechazo de estos alimentos: “ya cocina uno y no les gusta, quieren otras cosas, pero no hay dinero para comprar” (Berta, GH). En este sentido, el papel que desempeña este componente varía de familia en familia y su importancia depende del periodo del año.

			El cuarto componente es la cacería (figura 1). Antes de la década de 1970, esta actividad fue primordial para la obtención de proteína animal. Casi todos los hombres salían a cazar aves y pequeños mamíferos. Inclusive, la cacería del venado era un ritual colectivo para el festejo de fiestas patronales y de la cosecha. Desde la década de 1990, debido a la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), la cacería quedó prohibida. Además, para esta época, la fauna había disminuido considerablemente. Por otro lado, portar armas se convirtió en delito federal, por lo que el ejército tiene derecho a decomisarlas, y la edad avanzada de los agricultores ya no les permite salir de noche. A pesar de todos estos procesos, ocasionalmente se caza si hay aves o pequeños mamíferos en los maizales.

			El quinto componente es el acceso a los alimentos por medio del intercambio (figura 1). El intercambio se basa en una reciprocidad vinculada al parentesco y el vecindaje, las familias intercambian alimentos por otros o por servicios. Actualmente, muchos ancianos que no cuentan con ayuda financiera por parte de sus familiares, reciben alimentos por parte de vecinos. “No me cuesta, paso y le dejo unas tortillas, o unos quelites, o unos tomatitos, ya está viejita y no puede salir” (Amalia, SMH). El intercambio se basa en la reciprocidad cíclica aunque no se reciba nada a cambio. “Ellos ya trabajaron, sacaron adelante a sus familias, ahora hay que ayudar con lo que se pueda” (Benita, SMH).

			El sexto componente es el mercado de alimentos (figura 1). La compra de alimentos se ha intensificado de manera exponencial en las últimas dos décadas. Las familias compran desde productos básicos (maíz, principalmente, pero también harina de maíz para tortillas y tamales) hasta industrializados como refrescos, dulces y comida “chatarra”. El dinero proviene de las escasas remesas enviadas por los migrantes, de las ventas de su artesanía (tejido de sombreros), de servicios realizados en la comunidad, y cada vez más de los programas asistencialistas (Oportunidades, Setenta y más). Si bien es cierto que los Ñuu Savi siempre han comprado algunos productos (sal, azúcar, manteca, pastas, principalmente); actualmente, acceden a Diconsa para la compra de maíz, atoles industrializados, pastas, arroz con mayor frecuencia para satisfacer las necesidades básicas (figura 2). En los tianguis semanales que llegan a las comunidades, regularmente compran jitomate, cebolla, ajo y algunas frutas; y ocasionalmente, pollo y carne. La importancia que desempeña el mercado en el sistema agroalimentario ha ido acrecentándose de tal manera que actualmente es el componente con mayor peso. En promedio, las 19 familias entrevistadas gastan entre 150 y 300 pesos semanales (precios del 2012). Los productos alimenticios más comprados son: maíz, harinas de maíz, pastas, cebolla, aceite, azúcar, sal, refrescos y, sólo si alcanza, comida industrializada “chatarra”.

			Cada componente del sistema agroalimentario Ñuu Savi cambia constantemente según los factores socio-ecológicos, económicos, políticos y culturales que se tejen desde nivel micro hasta el nivel global. Estas transformaciones se enmarcan frente al riesgo y a la incertidumbre. De acuerdo a la percepción de estos interjuegos por los agricultores, el papel de cada componente será distinto. El riesgo de pérdida de cosecha es siempre un factor a considerar en la toma de decisiones. Bajo una mayor vulnerabilidad, en términos de un menor acceso a la fuerza laboral, a un menor acceso a distintas condiciones agroclimáticas de la diversidad de parcelas y a la falta de apoyos para cultivar, las familias bajan riesgos al cultivar pequeñas superficies de milpas. Así, mientras que la importancia de la producción agropecuaria a partir del cultivo de sus milpas, de la cría de animales y de la recolección ha disminuido considerablemente, la importancia del mercado ha aumentado exponencialmente (figura 2). Las redes de poder, tejidas entre corporaciones transnacionales, instituciones financieras internacionales y gobiernos nacionales, dirigen los nuevos regímenes alimentarios en detrimento de los pequeños agricultores [McMichael, 2009]. El establecimiento de los precios de los cultivos básicos, sin tomar en cuenta los costos de producción, obliga a los milperos a dejar de sembrar y comprar estos productos ofrecidos por las industrias a menores precios que los cultivados por ellos mismos. Frente a los riesgos e incertidumbres de las cosechas, a la falta de subsidios y apoyos financieros a la propia producción, a la reducción de alimentos silvestres, y frente a los discursos hegemónicos de la modernización de la alimentación, los agricultores tornan más la balanza hacia una dependencia alimentaria a través del mercado y de los programas asistencialistas (figura 2).
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			4. ACTORES DE LA RED AGROALIMENTARIA

			Los diversos agricultores Ñuu Savi tienen accesos diferenciados al número total de tierras y de parcelas (figura 3). Mientras que la mayoría cultiva en promedio 2.2 hectáreas repartidas en dos o tres parcelas, una minoría ha logrado acaparar hasta las 14 hectáreas distribuidas en 3 o 5 parcelas; y otra minoría siembra sólo media hectárea. Los avecindados, en la mayor parte hijos de comuneros sin acceso formal a la tierra, ejercen presión sobre los recursos a través de la renta, del préstamo o de diversos arreglos de mediería.

			Las autoridades municipales y comunales (figura 3), electas cada tres años, se encuentran vinculadas directamente con las autoridades estatales a través de los partidos políticos; es decir, son actores locales-estatales. La mayor parte de las autoridades reparten los pocos programas productivos de manera inequitativa y parcial, de modo que son beneficiadas sus propias familias o las familias pertenecientes al mismo partido. La propia comunidad conoce estas relaciones: “Ellos tienen el invernadero porque ya van tres veces que sale como presidente municipal” (comunero de SMH). “A mí no me toca nunca nada, no me gusta la política, no me junto con ellos. Luego que traen fertilizantes, pero los reparten a sus allegados. Así es la política” (comunero de ST). Las autoridades, mismas que son productores de la comunidad, privilegian los sistemas de producción basados en maíces híbridos o de invernadero. Opinan que los agricultores que siguen cultivando maíces nativos seguirán en la pobreza. “Seguir así con el criollo, seguirán igual, pobres y jodidos” (Comisario de Bienes Comunales, SMH). Plantean que para mejorar el sistema agroalimentario se necesitaría una mayor industrialización: “que venga la industria, latas, jamón, que haiga más de esto para que la gente coma mejor, pero a buen precio” (presidente municipal, ST).
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			Los maestros, actores locales y participantes de la política estatal, desempeñan un papel importante tanto en la formación educativa como en la política regional [Posner, 1995]. Tienen una gama diversa de opiniones con respecto al sistema agroalimentario. Mientras que algunos piensan que la milpa ha sido el origen de la pobreza y de la malnutrición de los Ñuu Savi, otros han luchado para que la milpa se fortalezca y se convierta en la base del sistema agroalimentario. En la ranchería de Morelos, perteneciente al municipio de Itundungia, el maestro de la primaria organizó el comedor para los niños y niñas con base en productos de maíz hechos por sus madres y se negó a aceptar los productos alimenticios industrializados del DIF. “Me costó mucho trabajo, no se quería, pero argumenté por la salud de los niños. Estarán mejor nutridos con los productos de la milpa. No dependemos de estar pidiendo y pidiendo al presidente que nos envíe las despensas. Ahora funciona y tengo niños muy sanos” (maestro Juan, Morelos).

			Los médicos y enfermeros vienen de otras regiones y podrían ser actores fundamentales en impulsar una dieta basada en productos milperos. Las pláticas, a las cuales están obligadas a asistir todas aquellas personas que reciben Oportunidades y Setenta y más, abarcan temas de salud y alimentación. En Guadalupe Hidalgo, la doctora de la clínica destaca la importancia de combinar maíz, frijol, quelites, chile y aguacate en su alimentación. Proponía que las señoras cultivaran jitomates, tomates y cebollas en sus huertos. En cambio, la médica de San Miguel pensaba que las familias eran ignorantes y no sabían nutrirse adecuadamente y por ello tenían tantos problemas de salud. 

			Los comerciantes que llegan de Nochixtlán o de Tlaxiaco traen tanto hortalizas frescas (jitomates, cebolla, ajo, chayote, zanahoria) como productos industrializados. Ellos mismos se llevan los productos de la milpa de los agricultores para vender en otros poblados. Consiguen sus productos en Puebla o en Oaxaca, los cuales a su vez tienen su origen en la ciudad de México o en Sinaloa (en caso del maíz). 

			Los sacerdotes pueden desempeñar un papel central en la transformación o recuperación del sistema alimentario basado en la milpa. Los sacerdotes de Santa Cruz Itundungia organizaron ferias de maíces y ferias de milpas, dondedaban pláticas sobre la importancia de la alimentación con base en sus propios productos. Los agricultores recuperaron semillas de maíces como el naranjeño que pensaban ya perdido. La recolección de cacaya, nopales, hongos e insectos en Santa Cruz era muy significativa para la alimentación de muchas familias. En cambio, los sacerdotes que visitaban San Miguel y Santiago no se interesaban por los temas de alimentación ni de los sistemas agrícolas.

			Entre las instituciones gubernamentales existen grandes diferencias. La responsable de la delegación de Sedesol de Oaxaca en 2012 negó la relación entre bienestar y la milpa. 

			Nosotros no podemos decir qué cultiven, pues sólo nos abocamos al recorte de la pobreza. La milpa no los va a sacar de pobres, entonces tenemos que buscar otros caminos para sacarlos de la pobreza, con todos los programas quetraemos (Subdelegada de la Sedesol Oaxaca, 2012). 

			A su vez, el delegado Martín Vázquez afirmó:

			Si hay un estado paradigmático para la lucha de la pobreza y en el tema de la política social de un gobierno involucrado en estas tareas es Oaxaca, que representa un gran reto por sus difíciles condiciones socio económicas. Mi trayectoria me permite tener una amplia visión, lo que me permitirá trazar estrategias para impulsar programas modernos (Vázquez, El Universal, 16 de marzo de 2016). 

			Sin embargo, los delegados de la Sedesol en ningún momento han relacionado la riqueza de la agrodiversidad como fuente nutricional con el bienestar social de la población. El exsecretario de la Sedesol, el licenciado Meade, durante los bloqueos carreteros por los maestros de Oaxaca, destacó el desabasto de las 1 850 tiendas Diconsa en Oaxaca, lo que significa que 2 500 toneladas de alimentos estuvieron detenidas durante dos días. Ante estos hechos, nunca se discutió la importancia de construir la soberanía alimentaria en Oaxaca. Meade señaló:

			Este tema que más nos preocupa, el desabasto… La presencia de Diconsa es importante, somos la única alternativa; lo que quiere decir que en ausencia de Diconsa, la gente se tiene que mover para conseguir alimentos o simplemente no tiene que comer (Meade, Excélsior, 23 de junio de 2016). 

			Por otro lado, la mayoría de los funcionarios de Sagarpa y Sedapa (Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Forestal, Pesca y Acuacultura del estado de Oaxaca) relaciona productividad con los modelos agrícolas comerciales bajo monocultivo de maíces híbridos en tierras mecanizadas y con la aplicación de altas dosis de fertilizantes. Ellos asocian la siembra de maíces nativos con pobreza y marginación. Sus propias vivencias y sus conocimientos aprendidos en centros de investigación nacional provocan una negación de antemano de las posibilidades de incorporar los conocimientos locales sobre maíces nativos en las agendas de desarrollo. Por el contrario, la ciencia difundida a través de los agrónomos en instituciones gubernamentales como Sagarpa y el extensionismo otorgado por las tiendas de productos agrocomerciales, han desempeñado un papel importante en el devenir del modelo agrícola regional, negando la importancia de la conservación de la milpa.

			Si los productores tuvieran acceso a maíces híbridos y fertilizantes, tendrían una producción para todo el año. En cambio, con los criollos sólo alcanza para dos o tres meses. Luego tienen que comprar su maíz. Ese es mi sueño, que los productores oaxaqueños pudieran ser altamente productivos, no tanto como Sinaloa pues no tenemos acceso al riego, pero sí al menos que fuéramos más productivos (Entrevista al Subsecretario de Secretaria de Agricultura del Estado de Oaxaca, diciembre 2011).

			Para 2012, tres programas de la Sedapa apoyaban la producción agrícola en Oaxaca: a) el programa Maíz guelaguetza, para fortalecer el cultivo de maíces nativos, financiado por PESA (el Programa Estratégico de Seguridad Alimentaria de la FAO-Sagarpa) en algunas comunidades; b) el programa Maíz tecnificado, con el fin de impulsar paquetes tecnológicos bajo financiamiento estatal y federal; c) el programa Maíz mágico, para financiar paquetes tecnológicos (semillas híbridas, agroquímicos y fertilizantes) apoyados por Monsanto y Pioneer. Estas diferencias claramente reflejan las relaciones tejidas entre instituciones gubernamentales a nivel federal y estatal con las empresas transnacionales. De la misma manera, los nombres de los programas reflejan los discursos hegemónicos de lo que “debiera ser” la agricultura futura.

			Por otro lado, el director de Asistencia Alimentaria del DIF, perteneciente a la Secretaría de Salud, defiende al programa Cocina comedor nutricional comunitario como el programa más importante para abatir la desnutrición o los malos hábitos alimenticios en comunidades de alta marginación. Tiene el objetivo de repartir dos comidas calientes al día. 

			Cocina comedor porque damos alimentos con valor nutricional; comunitaria porque involucramos a la comunidad en toda la actividad, desde la preparación. Estamos dando alimento caliente dos veces en el día: desayuno antes de que los niños se vayan a la escuela, donde los hijos a duras penas si llevan algo en la pancita en la mañana. Dejamos este desayuno caliente a niños de 6 meses de edad a 12 años. Recordemos que si no tenemos alimento en el estomaguito, las matemáticas nos cuestan mucho y después de que terminamos las clases todos vapuleados pues nos da mucha hambre. Todo con valor nutricional como leches semidescremadas, las lentejas, la soya que les estamos mandando que eso ayuda a fortalecerles en su crecimiento. 

			…Si el niño llega flaquito, desnutrido, manchadito, a ese niño lo vamos a revisar cada mes. Si en el primer o segundo mes no avanza, entonces lo canalizamos al sector salud. Vamos midiendo a todos los niños, los que más o menos están normales se miden cada 6 meses, porque esos van creciendo parejitos y los delicaditos los estamos revisando cada mes (Entrevista al arquitecto Hernán Laguna Rodríguez, agosto 2011). 

			El director vislumbra varios problemas para que el programa sea efectivo. Por un lado, convencer a las comunidades (básicamente mujeres) que trabajen colectivamente para la preparación de alimentos. Sin embargo, no hay un monitoreo a largo plazo para encontrar los problemas desprendidos de una nueva organización y poderlos resolver de manera conjunta. Tampoco hay un seguimiento con el fin de evitar el manejo clientelista del programa. Finalmente, aunque el programa debiera contar con una capacitación para evitar introducir alimentos industrializados por las compañías transnacionales, Laguna Rodríguez señaló que los programas del DIF dependen de la buena voluntad política del presupuesto federal, del asistencialismo y de las donaciones, “de las buenas voluntades y dádivas otorgadas por las industrias”, por lo cual, acepta repartir los productos de las propias empresas.

			En cuanto al proyecto productivo, creo nos hace falta más capacitación, nos hace falta abrirle los ojitos más a nuestros paisanos en decirles no sólo siembres un rábano, sueña que puede ser una empresa productora de rábanos. Si les hablamos de esa dimensión, ellos ambiciosamente van a llegar a hacer algo en la vida, así lo queremos conceptualizar nosotros. ¿Qué queremos hacer de nuestros pueblos? Generemos una dinámica para poder vivir solos. Yo les envío cajas de alimento cada bimestre. Todavía no tenemos relación con el programa PESA de Sagarpa (Entrevista al arquitecto Hernán Laguna Rodríguez, agosto 2011).

			Este programa podría vincularse con políticas de Sagarpa y Sedapa para, en efecto, dejar de crear una dependencia en la población por medio de programas asistencialistas únicamente. En este sentido, podrían generar una sinergia entre la producción de maíces nativos y cultivos asociados con los comedores comunitarios. Sin embargo, esto no está ni en las prioridades ni en las posibilidades político-económicas de la institución.

			Ni la Cruzada nacional contra el hambre (proyecto del presente sexenio presidencial donde intervienen casi todas las secretarías y que es apoyado por la FAO) ni el PESA (Programa Estratégico de Seguridad Alimentaria, impulsado por la FAO por medio de Sagarpa desde 2003) tuvieron los objetivos de fomentar alternativas productivas o fortalecer procesos para la posible construcción de una soberanía alimentaria. Han sido estrategias políticas con falsas pretensiones para dar soluciones estructurales al hambre, pero sólo lograron “politizar” el hambre. En el primer caso, la concurrencia de recursos y las acciones de 90 programas federales de 19 dependencias no se dirigían a promover la recuperación del sistema de la milpa. En cuanto al PESA, al ser un programa en concordancia con los objetivos del Milenio y con las metas de la Cumbre mundial sobre la alimentación (1996), sus intenciones eran de impulsar la “seguridad alimentaria” para que toda persona tuviera acceso a alimentos sanos y nutritivos. Sin embargo, el financiamiento nunca ha sido el suficiente para lograr llegar a este objetivo y las normas comerciales de la agricultura han favorecido a los grandes agricultores y al agronegocio. En 2010, se reportaban 52.8 millones de mexicanos (46.1% de la población) en pobreza; mientras que en 2014, la cifra se elevó a 55.34 millones (46.2% de la población) [Coneval, 2014]. 

			Para el gobierno federal, la inseguridad alimentaria en el medio rural se atribuye a la baja productividad, la falta de acceso a alimentos sanos en sus propias comunidades y problemas de bajos ingresos. La Sagarpa asegura en sus discursos y en sus programas que con el PESA y el acompañamiento de expertos de las agencias de desarrollo rural, los campesinos podrían “comer bien” y podrían incorporarse al mercado fortalecidos en sus capacidades. Esta posición ideológica y política se contrapone a la FAO, que plantea que los campesinos pobres debieran ser ellos mismos responsables de superar su propia inseguridad alimentaria. Sin embargo, tanto la FAO como Sagarpa refuerzan la jerarquización de los beneficiarios por medio de los requisitos para recibir la “ayuda”. 

			Los funcionarios asumen que los pobladores estarían mejor alimentadossi aceptaran y respetaran los procedimientos —burocráticos— del proyecto. “El PESA, más que un programa, es una estrategia de acompañamiento metodológico de la Sagarpa liderado por la FAO” [Yúnez, 2010]. Diversas opiniones de los agricultores Ñuu Savi reseñan que los fracasos tanto del PESA como de la Cruzada se deben a que los programas propician la dependencia, la corrupción, la parcialidad en la distribución de los recursos, la ponderación de valores pues propagan que el “tener piso de cemento es más importante que el cultivo de la milpa”. 

			Sin embargo, a pesar de tantos programas, la vulnerabilidad de los sistemas agroalimentarios es extremadamente alta. Los actores internacionales y las instituciones gubernamentales de agricultura y desarrollo social no han llegado a fortalecer a las economías agrícolas familiares. A pesar de que la FAO ha podido concretar un programa para tratar de cumplir con las metas del milenio, no es suficiente dar reglamentaciones y pequeños financiamientos. Los acuerdos internacionales que han seguido la mayoría de los países en vías de desarrollo, forzados o impulsados por el conocido “Consenso de Washington”, han debilitado todas las estructuras e instituciones locales para construir caminos hacia una soberanía alimentaria. Mientras los graneros tradicionales se vean amenazados por las grúas de importación de maíces transgénicos de Estados Unidos, los agricultores difícilmente podrán mantener su producción y, menos aún, una producción diversificada que demanda una mayor inversión de trabajo. Mientras los precios de los cultivos básicos, como el maíz, se fijen en la Bolsa de Chicago y mientras continúe la importación de maíz amarillo transgénico más barato que los maíces nativos producidos por los agricultores mexicanos, difícilmente se logrará la conservación de una agrodiversidad, base de la construcción de una soberanía alimentaria. En este sentido, actores globales, como las compañías transnacionales que impulsan circuitos comerciales donde las ganancias se restringen para ellas mismas y donde las pérdidas son para los pequeños productores, logran mayor control en las cadenas agroproductivas y alimentarias. Estos actores, apoyados por gobiernos nacionales, instituciones financieras internacionales y organizaciones mundiales, transforman e imponen el sistema agroalimentario controlado por las propias transnacionales. Las redes de poder que se crean cambian constantemente, pero siempre dirigidas por la mayor ganancia y el mayor control comercial en los sistemas agroalimentarios.

			5. A MANERA DE CONCLUSIONES

			Cuando los pequeños agricultores nos dicen: “la milpa ya no da”, ¿qué quieren decir? Esta aseveración tiene varios significados. Por un lado, significa que los costos de la producción de maíz son tan altos que no pagan la inversión de su trabajo. También expresa que los suelos han perdido su fertilidad y que se necesitan hacer cambios en la infraestructura productiva para recuperarla, o denota que han perdido cultivos asociados por el uso de herbicidas. La narrativa de los pequeños agricultores se ve apoyada por el discurso de técnicos y funcionarios de las instituciones gubernamentales de desarrollo. Ellos comparan los bajos rendimientos de la milpa con la productividad de maíces híbridos bajo una agricultura mecanizada con altas dosis de fertilización. Las narrativas de incertidumbre y riesgo de los pequeños agricultores alrededor de la posible pérdida de sus cosechas se ven envueltas por las narrativas de modernización agrícola impulsadas por los funcionarios y autoridades locales y nacionales. Los orígenes de las narrativas son totalmente distintos. Mientras que unas se abocan a las condiciones ecológicas y económicas vividas como locales, las otras se enlazan en las narrativas tecnológicas de la modernización como si fueran la alternativa “mágica” ante las incertidumbres y riesgos de las milpas. Este entrelazamiento de narrativas pareciera llevar a una concordancia.

			Sin embargo, los pequeños agricultores piensan que sus milpas podrían ser más productivas si tuvieran acceso a suelos de mayor fertilidad y de mayor humedad, pero también si tuvieran acceso a mejores precios en el mercado. Ellos saben que aunque los maíces híbridos puedan tener mayores rendimientos, resultan ser más vulnerables frente a plagas o a cambios bruscos climáticos o a la imperiosa necesidad de altas dosis de fertilización. Igualmente, en particular, las mujeres reconocen que la reducción en la cría de animales domésticos (puercos y aves) merma y vulnera su sistema agroalimentario, pero los costos para su producción son tan altos que deciden recurrir a su compra. La gran producción cárnica por las empresas transnacionales a menores costos productivos desplaza la producción familiar. 

			Las narrativas claramente se disparan cuando se buscan las soluciones. Para la mayoría de los pequeños agricultores entrevistados, la alternativa sería continuar con el cultivo de milpas diversificadas, pero con los suficientes apoyos financieros para recuperar la fertilidad de los suelos y para invertir más trabajo en el deshierbe para asegurar la producción de los cultivos asociados. También sería necesario garantizar mejores precios que cubran la inversión de trabajo y de insumos. En cambio, para la mayoría de los funcionarios, la alternativa es la introducción de maíces híbridos, e incluso, maíces transgénicos que prometen mayores rendimientos. Piensan que la implantación tecnológica funcionará como la “bala mágica”. Estas soluciones tecnológicas con maíces híbridos o transgénicos en monocultivo, mecanización, herbicidas, fertilizantes son parte también de las narrativas de las corporaciones transnacionales. Estas narrativas se tornan hegemónicas y dominan el panorama de las instituciones gubernamentales nacionales y de las instituciones financieras internacionales. 

			Dichas narrativas que permean los discursos de la mayoría de los jóvenes Ñuu Savi, al igual que de muchos migrantes que retornan, inciden en cambios alimentarios que generan una dependencia. El consumo de quelites, plantas silvestres, hongos e insectos se ha reducido fuertemente por diversas razones, pero las narrativas de la modernización alimentaria con base en el consumo de productos industriales constituyen uno de los principales factores que han llevado a esta transformación en el campo mixteco.

			El régimen alimentario actual de los Ñuu Savi se encuentra dominado por las reglas que gobiernan las transacciones agroalimentarias internacionales y los precios mundiales. Éstas se sostienen por las redes de poder de las corporaciones, instituciones financieras internacionales y gobiernos nacionales a través de sus diversas instituciones de desarrollo. El papel desempeñado por cada uno de los componentes del sistema agroalimentario Ñuu Savi se ha transformado abruptamente en las últimas dos décadas. La reducción de su producción se ha visto reemplazada por su dependencia en el mercado alimentario. Llevar los desayunos a los niños Ñuu Savi con productos industrializados dados a bajos precios por las propias empresas fomenta la dependencia en un momento en el que se tendrían que buscar alternativas que fortalezcan los propios sistemas agroalimentarios locales para lograr una real seguridad alimentaria. En cambio, las dádivas asistencialistas se cobran a través de los votos políticos. En este sentido, los sistemas agroalimentarios se politizan, pues en vez de buscar generar alternativas que lleven a la construcción de una soberanía alimentaria, se tiende a la dependencia alimentaria. La declaración del exsecretario de la Sedesol sobre el desabasto provocado por las tomas de carretera por los maestros viene a corroborar la importancia alimentaria del mercado “Diconsa… somos la única alternativa… en ausencia de Diconsa…la gente no tiene qué comer” (Meade, El Universal, 23 de junio 2016). Esto es la expresión máxima de la dependencia en el mercado controlado por gobierno federal y finalmente en contubernio con las corporaciones trasnacionales. La gobernanza policéntrica con una apertura a la sociedad civil no tiene un espacio político en estas estructuras de poder donde la gobernanza se construye entre sector privado y el Estado a distintos niveles. 
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			1. INTRODUCCIÓN

			La gobernanza se ha convertido en un concepto amplio que está sujeto a diversas interpretaciones [Rosales y Brenner, 2015]. Se puede entender como el conjunto de instituciones formales e informales, mediante las que se concibe y ejerce la autoridad y el poder, y sus interacciones. A diferencia de la gobernabilidad, además de las acciones de las instituciones gubernamentales, la gobernanza incluye las de otros actores sociales, como las organizaciones no gubernamentales (ONG), las empresas privadas y las comunidades rurales, entre otros [Larson y Soto, 2008]. Por su parte, la gobernanza ambiental alude al conjunto de procesos regulatorios, mecanismos y organizaciones, por medio de los cuales los actores sociales influyen en las decisiones ambientales, las acciones derivadas de éstas y sus resultados [Lemos y Agrawal, 2006; Paré y Fuentes, 2007]. La estructura y el funcionamiento de distintos esquemas de gobernanza1 implican la constante negociación y confrontación de actores sociales, con distintos intereses, visiones y ámbitos de influencia, mediante relaciones que suelen ser asimétricas, en términos del peso que tienen en la toma de decisiones sobre los recursos naturales [Bryant y Bailey, 1997; Clement, 2010].

			El presente texto busca brindar una visión general sobre la gobernanza forestal en México, con particular atención en algunos de sus cambios recientes, derivados del proceso de neoliberalización de la naturaleza [Büscher et al., 2012]. Se desarrolla, en primer lugar, una breve semblanza de la evolución de la gobernanza ambiental global y nacional, para posteriormente presentar una historia sintética de la política forestal en México. Después se discuten algunos rasgos de la gobernanza forestal mexicana, a partir de reflexiones en torno a la literatura publicada sobre el Programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA). Finalmente, se concluye con una serie de consideraciones sobre la naturaleza de la gobernanza forestal en México en el contexto de la neoliberalización de la naturaleza. Este texto no pretende desarrollar una revisión exhaustiva, sino brindar elementos para com­prender mejor esta evolución.

			2. GOBERNANZA AMBIENTAL: DEL CONTROL CENTRALIZADO A LA CONSERVACIÓN NEOLIBERAL

			Por lo menos hasta la década de 1980, la perspectiva privilegiada para enfrentar los crecientes problemas ambientales era el control centralizado del Estado [Lemos y Agrawal, 2006]; por ejemplo, por medio de estrategias como las vedas forestales, de caza y pesca, o la reubicación de la población de las áreas naturales protegidas (ANP), entre otras formas de coerción y control, muchas de las cuales tuvieron importantes consecuencias para la población afectada [Adams y ­Hutton, 2007; West et al., 2006]. Durante la siguiente década, se reconceptualizó la relación entre el Estado y la población en el terreno ambiental, pues era políticamente imposible y éticamente injustificable excluir a los habitantes locales del acceso a los recursos. Entonces se empezó a concebir a las comunidadesrurales como aliadas para la conservación y el uso sustentable de recursos naturales, por lo que se buscaron estrategias para asegurar la gobernabilidad ambiental y la conservación, lo que llevó al surgimiento de nuevos esquemas de gobernanza. Esto ocurrió en un ambiente marcado por la pérdida de confianza en el Estado como agente rector del desarrollo y por la presión social para generar sistemas más democráticos de gobierno [Lemos y Agrawal, 2006; Jeanrenaud, 2002].

			A nivel global, uno de los procesos más importantes que influyeron en la gobernanza ambiental fue la descentralización de la autoridad para administrar los recursos naturales. Esto se refiere a la transferencia de poder desde las autoridades centrales hacia actores e instituciones localizadas en jerarquías inferiores de la escala político-administrativa y territorial, como los gobiernos municipales, a los cuales, en teoría, se les dotaría de capacidad, autonomía y recursos para tomar decisiones [Ribot et al., 2006; Larson y Soto, 2008]. La descentralización política o democrática, para ser efectiva, implica no sólo la transferencia de poder hacia actores e instituciones locales, sino también la rendición de cuentas de estas instancias locales hacia la población que representan. Además, la descentralización política debe implicar la apertura de espacios de participación social [Larson y Soto, 2008]. Se presupone, entonces, que la descentralización promueve una distribución y aplicación de recursos más eficiente, fomenta la rendición de cuentas, promueve procesos democráticos al incrementar la participación y favorece la construcción de capital social, todo lo cual, en teoría, favorece una mayor sustentabilidad [Agrawal y Ostrom, 2001]. 

			Sin embargo, para lograr estos objetivos es necesario enfrentar grandes retos. Algunos de estos retos derivan del diseño de los esquemas de gobernanza promovidos desde las autoridades centrales y su voluntad real para impulsarlos; otros provienen de la dinámica interna de las comunidades locales y sus formas de participación democrática y representación [Nygren, 2005; Ervine, 2010]. En México, la descentralización en materia ambiental ha sido un proceso lento y gradual [Coleman y Fleischman, 2012] que inició con la promulgación de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA) en 1996. En dicha ley se establecen las competencias de la federación, los estados y municipios en materia ambiental; sin embargo, casi dos décadas después, muchos de los objetivos planteados no se han cumplido. Esto se debe a que los gobiernos locales carecen, en general, de las capacidades necesarias para asumir nuevas funciones y de los arreglos institucionales necesarios para ello. Tampoco cuentan con suficientes recursos económicos y es común que los funcionarios federales muestren resistencia a los procesos de descentralización, los que interpretan como una pérdida de poder [Robles de Benito et al., 2008]. 

			El proceso de descentralización en México se dio en concurrencia con la orientación del modelo económico del país hacia el neoliberalismo. El neoliberalismo es una vertiente de la economía política que parte de que el Estado está limitado para promover el desarrollo económico por su ineficiencia; por lo tanto, se busca que se retraiga de sus funciones reguladoras para facilitar el libre mercado y abrir nuevos espacios de inversión [Castree, 2008a]. Como en la mayor parte del mundo, el neoliberalismo trajo consigo el surgimiento de nuevas redes de actores (instituciones gubernamentales, organismos internacionales de financiamiento, empresas privadas y ONG), quienes suelen estar alineados bajo similares principios ideológicos y que han promovido procesos de privatización en nuevos ámbitos, como los bienes de propiedad social. Así mismo, han impulsado la mercantilización de elementos que no estaban integrados al mercado y la adaptación de políticas públicas para favorecer la privatización y la ampliación de los mercados [Igoe y Brockington, 2007; Castree, 2008b; Durand, 2014].

			Actualmente, la política ambiental mexicana está profundamente influenciada por el enfoque neoliberal. Las instituciones ambientales se encuentran estrechamente vinculadas con las complejas redes de actores globales involucrados en la conservación neoliberal, como organismos multilaterales de financiamiento, ONG internacionales de conservación y corporaciones trasnacionales, por medio de flujos de financiamiento y directrices sobre las estrategias para conservar la biodiversidad [Smardon y Faust, 2006; Büscher et al., 2012]. Estos conglomerados promueven las llamadas soluciones “ganar-ganar”, las cuales, en teoría, promueven simultáneamente el desarrollo de la población local, conservan la naturaleza y crean oportunidades para la inversión. Para ello se han creado fondos, fideicomisos privados y productos financieros para la conservación [Igoe y Brockington, 2007; Durand, 2014]. Como consecuencia, el Estado ha cedido parte de la gestión ambiental a nuevos actores, los cuales han ganado importancia en la toma de decisiones sobre política pública y financian diversos programas de conservación, reforestación y restauración de ecosistemas [Smardon y Faust, 2006; Durand, 2014], con lo que se transformaron sustancialmente los esquemas de gobernanza ambiental. 

			Un rasgo central de las estrategias neoliberales para la conservación es que promueven que los dueños de los recursos naturales sustituyan las actividades económicas primarias (agropecuarias, forestales, de extracción) por otras. Con ello se busca favorecer que los recursos naturales dejen de ser la base de la subsistencia rural, bajo el supuesto de que es necesario alejar capital y trabajo de actividades “que degradan los ecosistemas” [Büscher et al., 2012], las cuales son sustituidas por otras, como el ecoturismo o el pago por servicios ambientales [Durand, 2014]. Se busca que las actividades alternativas operen como incentivos directos derivados de la conservación y que los campesinos se transformen en empresarios rurales. El supuesto detrás de estas estrategias es que sólo se puede conservar la naturaleza si se le asigna un valor de mercado y si su conservación reditúa ganancias directas [Büscher et al., 2012]. Por lo tanto, se requiere la mercantilización de la naturaleza y de los elementos de libre acceso que la conforman (paisajes, genes, agua) [Castree, 2008a].

			Con estas estrategias se busca regular la relación entre las comunidades rurales y su entorno por medio del mercado. Sin embargo, su desarrollo también tiene efectos en el número, la identidad e influencia de los actores sociales involucrados y en las relaciones sociopolíticas entre ellos; es decir, en los esquemas de gobernanza ambiental [Castree, 2008a]. Se ha documentado que las estrategias neoliberales para la conservación han tenido ­efectos sociales negativos en varios contextos geográficos [Igoe y Brockington, 2007], pero también que en otros se desarrollan efectos positivos; es decir, que se expresan de formas distintas en función del contexto en el que se desarrollan. Esto significa que se transforman con la implementación en el terreno, por lo que se producen resultados mixtos, tanto ambiental como socialmente. Por ello, es necesario evitar las generalizaciones sobre sus efectos [Wilshusen, 2010; Castree, 2008b]. Este es el contexto global en el que se desarrolla actualmente el sector forestal mexicano.

			3. LAS COMUNIDADES FORESTALES EN MÉXICO

			México es un país con una superficie forestal considerable. En 2005, contaba con 142 millones de hectáreas forestales (73% del territorio), incluyendo bosques tropicales húmedos y secos, así como templados, matorrales y zonas áridas [Merino Pérez et al., 2008]. Estas zonas tienen una enorme importancia ambiental debido a la gran biodiversidad que albergan y a la multiplicidad de funciones ecosistémicas de las que depende la vida humana. 

			Los sistemas forestales mexicanos están habitados y de ellos depende una gran cantidad de comunidades. De la superficie forestal total, 105 millones de hectáreas son propiedad de 30 305 núcleos agrarios (ejidos y comunidades agrarias),2mientras que la superficie restante corresponde a zonas federales o a propiedad privada [Merino Pérez et al., 2008] (mapa 1). Esto convierte a México en el país con mayores extensiones de zonas forestales bajo propiedad social, en un contexto global en el que la propiedad colectiva de los bosques se ha incrementado.3Los núcleos agrarios y sus espacios de toma de decisiones, por lo tanto, deberían tener un peso central en la gestión forestal [Merino Pérez y Martínez, 2014]. 

			[image: fernandamapa1]

			El potencial de producción forestal nacional está subaprovechado: los terrenos forestales con potencial comercial maderable representan 21.6 millones de hectáreas. No obstante, en 2004, el área sujeta a aprovechamiento era apenas de 9 millones de hectáreas, lo que significa que el potencial de aprovechamiento sustentable podía ser tres veces mayor. Este fenómeno se da en un contexto de aumento de la demanda nacional de madera, la cual es cubierta por la importación de madera barata, sobre todo a partir de la firma del Tratado de Libre Comercio. Esto resulta paradójico si consideramos que muchas de las comunidades forestales mexicanas se mantienen en situaciones de alta y muy alta marginación, y que los procesos de deterioro de los bosques en muchas regiones del país continúan. Además, resalta el hecho de que las actividades forestales son un componente poco importante de la economía en la mayor parte de las comunidades forestales [Merino Pérez, 2012].

			Entre los factores que se enumeran como causas de deforestación en México se encuentran las políticas agropecuarias que fomentan actividades agríco­las y ganaderas en suelos con vocación forestal; la desorganización de ejidos y comunidades; los conflictos de linderos entre predios; la extrema pobreza de muchas comunidades forestales; la falta de competitividad y la mínima agregación de valor de la producción forestal nacional; fallas del marco legal y limitaciones institucionales, así como la ausencia de políticas de fomento a largo plazo para el manejo forestal comunitario [Merino Pérez, 2012]. 

			Este panorama se asocia con el desarrollo histórico de las políticas forestales que han delimitado la relación de las comunidades forestales con sus bosques. A lo largo de la historia, pero sobre todo a partir de finales del siglo XIX y durante casi todo el siglo XX, las políticas forestales impidieron a las comunidades el acceso y uso de sus bosques. De manera sucesiva, se pasó de las concesiones forestales a grandes compañías privadas, al control de los bosques por parte de empresas paraestatales, así como la declaración devedas a la explotación forestal en amplias regiones del país. Todo ello marginó a las comunidades forestales de la explotación de sus propios bosques y anuló o minimizó los beneficios que podían obtener de ellos [Klooster, 2003; Merino Pérez y Segura Warnholtz, 2007]. Esta situación se empezó a transformar con la organización de las comunidades en varios estados de la república, las cuales se oponían a la renovación de las concesiones y lograron su desaparición en 1980. El gobierno federal decidió apoyar el esquema de explotación forestal comunitaria en algunas regiones. En poco tiempo, estas experiencias se convirtieron en un paradigma mundial de manejo forestal sustentable, al ser exitosas tanto ambiental como social y económicamente [Antinori y Bray, 2005; Bray y Merino Pérez, 2002], aun cuando no han contado con suficiente apoyo gubernamental.

			Durante la década de 1990, se produjeron profundas transformaciones que obedecen a la influencia del modelo neoliberal. Por ejemplo, las reformas al artículo 27 constitucional abrieron la posibilidad de vender las parcelas ejidales, mas no las zonas boscosas; se dio la liberalización del mercado de servicios técnicos, lo que en muchos casos derivó en el deterioro de los bosques, pues no siempre se garantizaba la calidad de dichos servicios ni necesariamente constituyeron un acompañamiento adecuado a las comunidades. Estas medidas coincidieron con un impulso decidido a la creación de ANP, cuya superficie creció hasta alcanzar actualmente más de 25 millones de hectáreas (www.conanp.gob.mx), lo cual restringió severamente el acceso y uso de los bosques para las comunidades que las habitan, con importantes consecuencias sociales y ambientales [Merino Pérez y Segura Warnholtz, 2007]. No obstante, se impulsó a las empresas forestales comunitarias, por medio del Programa de Desarrollo Forestal (Prodefor) y el Programa de Conservación y Manejo Forestal (Procymaf), aunque con muy bajos presupuestos. El Procymaf se centró en la capacitación, el fortalecimiento de la organización comunitaria y regional, y en el mejoramiento del acceso al mercado, lo cual derivó en un incremento en la producción maderable, no maderable, generación de empleos, diseño de programas de manejo forestal y aumento en los ingresos de las comunidades. 

			En la década del 2000, se buscó crear mercados de servicios ambientales y surgió la Comisión Nacional Forestal (Conafor). Las empresas forestales mexicanas siguen siendo consideradas como experiencias muy exitosas [Bray et al., 2003]; sin embargo, no son la generalidad y existen numerosas comunidades que carecen de las condiciones adecuadas para el manejo colectivo de los bosques, lo que en la mayoría de los casos dificulta el desarrollo forestal sustentable [Merino Pérez, 2012]. El desarrollo del manejo forestal comunitario requiere de apoyo, inversión, capacitación, apoyo a la organización, acompañamiento y gestión para una mejor inserción en el mercado. Actualmente, de acuerdo con reportes del Consejo Civil Mexicano para la Silvicultura Sostenible (CCMSS), la política forestal privilegia una orientación restrictiva que eleva los costos para los productores y afecta negativamente el desempeño del sector, cuyo déficit comercial se ha incrementado de manera ostensible en los últimos años. Al mismo tiempo, dedica una mínima parte del presupuesto al desarrollo del manejo forestal comunitario, mientras que la mayor parte se dirige hacia programas vinculados con la conservación y la reforestación [Zúñiga y Deschamps, 2013].

			4. EL PAGO POR SERVICIOS AMBIENTALES Y LA NEOLIBERALIZACIÓN DE LA NATURALEZA

			Las estrategias de conservación neoliberal resultaron muy atractivas en el ámbito de la economía ambiental, a pesar de los supuestos del pensamiento neoliberal ha sido profundamente cuestionada. En parte, esta popularidad deriva de: 1) el fracaso de las políticas ambientales de control estatal centralizado para detener la degradación, fuertemente criticadas por sus importantes consecuencias sociales [Wilshusen et al., 2002; West et al., 2006]; y 2) por presentarse como un enfoque que integra la conservación de la naturaleza y el desarrollo social, en el que ambos objetivos conciben como compatibles y sin contradicciones, lo que, según varios autores, oculta la enorme complejidad que caracteriza ambos ámbitos [Büscher et al., 2012; Gómez-Baggethun y Muradian, 2015]. Los partidarios de estas estrategias plantean que transforman el comportamiento de los poseedores de los recursos y su relación con el entorno al integrar los costos y beneficios de la conservación que no están incorporados en el mercado. Sin embargo, esta explicación tiende a ignorar la enorme y compleja red de actores, las asimetrías de poder y la distribución desigual de costos y beneficios implicados en los esquemas de conservación neoliberal [Büscher et al., 2012].

			El programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA), en particular, ha ganado gran popularidad como una estrategia de política pública para conciliar el desarrollo social y la conservación de los bosques. Este programa introdujo nuevos esquemas de gobernanza ambiental al incluir nuevos actores que inciden en el manejo de extensos territorios y en la relación que las comunidades forestales establecen con sus bosques [Figueroa y Caro-Borrero, en prensa]. 

			El PSA fue promovido y diseñado originalmente por organismos internacionales e instituciones multilaterales de financiamiento, como el Banco Mundial, con el apoyo de ONG internacionales dedicadas a la conservación. Su objetivo es compensar los costos ambientales de sistemas de producción altamente contaminantes o de consumidores de recursos estratégicos, como el agua. Este conglomerado de actores, que operan a escala global y cuentan con gran poder de decisión, delineó las características que debería tener el esquema [Shapiro-Garza, 2013] y que se traduciría en modificaciones a las leyes e instituciones en diversos países para su funcionamiento. Estas configuraciones nacionales varían entre sí, pero en ellas usualmente confluyen el Estado, ONG nacionales, empresas privadas y, en pocos casos, los usuarios de los servicios (esto es, los consumidores). La instauración del programa transforma las relaciones sociales entre los actores involucrados en la toma de decisiones y compromete a los beneficiarios a manejar parte de su territorio en función de lineamientos generales sobre los que tienen poca influencia [Hejnowicz et al., 2014]. 

			En estas nuevas configuraciones las comunidades rurales no necesariamente incrementaron su peso en la toma de decisiones ni su capacidad de gestionar los recursos forestales. En este esquema, son denominados como “proveedores de servicios”, lo que modifica políticamente su posición frente a otros actores, pues dejan de ser concebidos como los legítimos propietarios de los recursos y se debilita su control sobre estos [Corbera, 2012]. Se trata de un esquema de gobernanza caracterizado por relaciones asimétricas de poder, en el que las comunidades forestales suelen insertarse de manera desventajosa [Kosoy y Corbera, 2010; Gómez-Baggethun y Muradian, 2015; Figueroa et al., 2016]. 

			Otras preocupaciones alrededor de la operación del PSA es que existe inequidad en el acceso a la información y en el reparto de beneficios al interior de las unidades agrarias [Cinner et al., 2012; Caro-Borrero et al., 2015a; Perevochtchikova y Rojas-Negrete, 2015; Figueroa et al., 2016]. Estas inequidades no son consideradas en el diseño y aplicación del programa, que parte de que la acumulación de capital se traduce automáticamente en justicia social; sin mencionar las diferencias preexistentes en habilidades y capacidades, así como la diversidad de perspectivas, historias de vida, posiciones sociales y oportunidades emergentes [Kolinjivadi et al., 2015].

			Por otro lado, diversos autores han llamado la atención sobre los riesgos de la mercanitilización de la naturaleza, implícita en los discursos asociados al programa, que pueden transformar la relación entre las comunidades forestales y sus bosques al reducirlos al valor de mercado de ciertos elementos, lo que puede erosionar otras formas de valoración del entorno [Kosoy y Corbera, 2010]. Esta es una de las razones por las que algunas comunidades indígenas se oponen a la implementación del PSA [Gómez-Baggethun y Muradian, 2015]. El proceso de mercantilización de los bosques también puede tener un efecto negativo en los mecanismos de acción colectiva y las motivaciones para participar en el trabajo voluntario para manejar y conservar los bosques [Muradian y Cardenas, 2015; Figueroa y Caro-Borrero, en prensa], pues el trabajo que antes se hacía de manera voluntaria ahora es pagado a través del programa, lo cual puede constituir un “incentivo perverso”. El PSA puede erosionar la relación productiva con el bosque, pues se trata de un programa de conservación que no considera al bosque como la base de subsistencia de la población, sino que busca promover actividades que no impliquen el uso directo de los recursos [Perevochtchikova, 2014].

			Generalmente, el programa no constituye un mercado de servicios ecosistémicos, sino un sistema de incentivos en el que el gobierno interviene como comprador, a veces con el acompañamiento de ONG que juegan un papel importante como intermediarios en la movilización de recursos [Corbera et al., 2007; Muradian et al., 2010]. Sin embargo, los beneficiarios se ven inmersos en una lógica de mercado, influidos por el diseño del programa, las reglas de operación y los discursos movilizados que reconfiguran los elementos y funciones de los ecosistemas como bienes de mercado. Esto puede erosionar los valores y motivaciones, así como los sistemas de conocimiento y las prácticas tradicionales [Kosoy y Corbera, 2010; Corbera, 2012; Kolinjivadi et al., 2015].

			Finalmente, es necesario considerar que el PSA es un programa nacional que no considera con suficiencia la gran heterogeneidad cultural, social y ambiental que se presenta en el país, e interpreta a las comunidades forestales como entidades homogéneas en las que los beneficios se distribuyen de forma equitativa. Varios autores han llamado la atención sobre los riesgos de observar a las comunidades rurales de esta forma, cuando en realidad existe estratificación social asociada a género, clase, raza, religión y acceso a los recursos naturales, entre otros factores [Agrawal y Gibson, 1999]. En el caso del PSA, lo anterior se puede traducir en una distribución poco equitativa de los costos y beneficios derivados del programa al interior de muchas comunidades, así como la posible captura de élite y la profundización de inequidades preexistentes [Almeida-Leñero et al., 2017].

			Se han plasmado aquí las principales críticas desarrolladas en torno al PSA. Lo cierto es que, como cualquier otro programa gubernamental, no se pueden hacer generalizaciones sobre los efectos de su aplicación, pues la forma en que el PSA se desarrolla en el terreno varía en función del contexto social [Pérez-Campuzano, 2014]. Las preocupaciones señaladas arriba efectivamente se materializan en México, pero no en todos los casos y no de la misma manera. Por ejemplo, en México, el diseño original fue influenciado por movimientos sociales, se incluyó entre sus objetivos el combate a la pobreza y cuenta con un consejo consultivo. Lo que se observa son resultados mixtos: en términos generales, el PSA ha sido útil para contener el crecimiento de la frontera agropecuaria; en algunos casos, el PSA ha sido importante para sostener actividades de conservación que las propias comunidades desean realizar y se ha observado la percepción de una mejora en el bienestar y la calidad de vida, así como procesos de re-distribución de los ingresos al interior de las comunidades y ejidos, lo que se traduce en una mayor equidad. En otros casos, se puede observar la profundización de la inequidad social, la erosión de valores y concepciones tradicionales del bosque y la devaluación de prácticas productivas tradicionales y del conocimiento local [Figueroa y Caro-Borrero, en prensa]. 

			5. ALGUNAS REFLEXIONES SOBRE LA GOBERNANZA FORESTAL EN EL CONTEXTO NEOLIBERAL

			El análisis de la gobernanza ambiental no sólo debe contemplar la organización social y los arreglos institucionales locales, sino también las interacciones entre diversos actores sociales que se relacionan a través de diversas escalas. Estas interacciones son asimétricas, de forma que resulta fundamental incluir al poder como un elemento central del análisis; es decir, incorporar la perspectiva de análisis de la ecología política [Clement, 2010]. 

			Para comprender las reconfiguraciones de la estructura de la gobernanza forestal en México resulta útil analizar el PSA, pues se trata del programa de subsidios ambientales de mayor magnitud en el mundo. En el periodo 2003-2011, la Conafor asignó 6 012 millones de pesos para el programa de Pago por Servicios Ambientales, destinados a 5 085 proyectos de conservación en una superficie de 313 000 hectáreas. Adicionalmente, se apoyaron 760 proyectos específicos locales de conservación (2004-2009) con una inversión de 85 millones de pesos, beneficiando así a más de 5 800 ejidos, comunidades y pequeños propietarios en todo el país. Esto significa que un número considerable de comunidades y superficies forestales del país están operando bajo estos esquemas [Figueroa y Caro-Borrero, en prensa]. 

			Como se describe en este texto, el desarrollo de los mecanismos neoliberales de conservación ha reconfigurado el mapa de actores y ha transformado las relaciones sociales en estos ámbitos [Büscher et al., 2012; Igoe y Brockington, 2007]. La conformación de conglomerados de actores que cuentan con un gran poder de decisión y que actúan a escalas global y nacional, así como la inserción desventajosa de las comunidades en estos esquemas, nos hacen cuestionar sus posibilidades de incidir en la toma de decisiones y de que se incluyan sus visiones y necesidades en el diseño e implementación de los programas. Estas relaciones asimétricas delinean una distribución desigual de costos y beneficios de la conservación [Bryant y Bailey, 1997; Robbins, 2011], de forma que los riesgos planteados en este capítulo son una realidad para muchas comunidades forestales. Desde nuestro punto de vista, uno de los más perniciosos es la tendencia de estos programas a imponer una visión de los bosques que no concibe el uso productivo, sino que busca que los involucrados abandonen las actividades primarias y se dediquen preferentemente a las actividades terciarias [Perevochtchikova, 2014; Igoe y Brockington, 2007; Büscher et al., 2012]. Si consideramos la historia de las políticas forestales y lo que han logrado las empresas forestales comunitarias, con un mínimo de apoyo institucional [Klooster, 2003; Merino Pérez y Segura Warnholtz, 2007; Bray et al., 2003], resulta preocupante que se apueste por evitar el desarrollo de la producción forestal sustentable y colectiva, mientras crecen la demanda de productos del sector y las importaciones, el empobrecimiento rural y el deterioro de los bosques.

			Por lo general, las políticas públicas ambientales y de desarrollo se diseñan partiendo de una sobresimplificación de la realidad social [Scott, 1998], lo que genera soluciones uniformes para resolver problemas complejos, en contextos de alta heterogeneidad. A pesar de que los procesos de descentralización, en teoría, tendrían como una de sus consecuencias el diseño de políticas y lineamientos que respondieran más a los contextos locales, esto no ha ocurrido en la mayoría de los casos [Büscher et al., 2012; Gómez-­Baggethun y Muradian, 2015]. Un factor relevante, en el caso del PSA en todo el mundo, es que la descentralización política no se tradujo en el desarrollo de espacios efectivos de participación social que permitan que los actores sociales locales incidan en el diseño y la operación de los programas. 

			Paradójicamente, las diferencias contextuales influyen tanto en los resultados como en los efectos que tienen las políticas públicas en las comunidades en las que se aplican [Pérez-Campuzano, 2014; Wilshusen, 2009; Almeida-Leñero et al., 2017]. Por esta razón, es importante que los programas ambientales, como el PSA, tomen en consideración procesos sociales complejos que se desarrollan entre la realidad de las comunidades forestales, como la corrupción, las relaciones clientelares, los cacicazgos, la estratificación y las relaciones de poder al interior de las comunidades, y los actores sociales intermedios (académicos, asesores técnicos, empleados gubernamentales, operadores de ONG). Todo ello forma parte del contexto social en el que se insertan los programas y a través del cual son transformados.

			La heterogeneidad y complejidad social es un factor fundamental para comprender los resultados mixtos que se generan a través de los mecanismos de conservación neoliberal y, en particular, el PSA. Uno de los ingredientes de esta heterogeneidad es la agencia, concebida como el poder que tienen todos los individuos y los grupos organizados para transformar su propia realidad, para adaptarse y resistir a procesos en los que se ven involucrados, aun cuando jueguen un papel de subalternidad [Robbins, 2011; Bryant y Bailey, 1997]. Se propone entonces que es más probable que el PSA tenga ciertos resultados positivos en las comunidades forestales con una mayor agencia; es decir, en aquellas que ejercen un mayor control sobre su realidad y sus relaciones con otros actores sociales. 

			Sin embargo, esta posibilidad de influir está fuertemente delimitada por la interacción que existe entre agencia y estructura en las relaciones de poder [Raik et al., 2008]. Esto es, la posibilidad está limitada por la relación entre la agencia de las comunidades y la estructura completa de relaciones entre actores (por ejemplo, entre comunidades y los prestadores de servicios técnicos o con ONG intermediarias y los lineamientos establecidos en los términos de referencia y el diseño institucional), pues a pesar de su poder relativo, las comunidades forestales no dejan de ser jugadores subalternos, con límites claros en sus posibilidades de negociar e incidir en las reglas del juego. Los resultados del PSA y sus efectos en la población local dependen, entonces, de las alianzas, negociaciones o confrontaciones que establezcan con los demás actores y de su propia capacidad de agencia, siempre dentro de los límites establecidos por la estructura de la gobernanza, la cual a su vez, puede ser transformada.

			Este análisis nos lleva a plantear que existen fuertes evidencias para no generalizar los resultados negativos del PSA, pero también para no dar por sentado que es una panacea que resuelve los problemas de conservación y desarrollo en las comunidades forestales en las que se aplica. Frente al planteamiento de las soluciones “ganar-ganar”, tan atractivas para la construcción de la conservación neoliberal, es necesario preguntarse, parafraseando a Durand [2014]: ¿todos ganan?
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					1 Entendidos aquí como la configuración de las relaciones sociopolíticas que se dan entre el conjunto de actores sociales involucrados. La efectividad de la gobernanza dependerá de esta configuración: de las interacciones sinérgicas y antagónicas entre leyes, políticas, programas de los diferentes sectores, así como instituciones, regulaciones informales, y acciones locales, entre otros.

				

				
					2 Los ejidos y las comunidades agrarias son las figuras de tenencia social de la tierra en México. Los primeros fueron repartos de tierras realizados a través de la Reforma Agraria durante buena parte del siglo XX, como resultado de la Revolución mexicana. Las segundas son restituciones de tierras a comunidades indígenas que podían comprobar su ocupación ancestral. Los datos presentados aquí sobre la proporción de bosques en manos de ejidos y comunidades agrarias subestiman la propiedad social en zonas forestales porque no se incluyen los núcleos agrarios que no están incorporados en el Registro Agrario Nacional [Merino Pérez, 2012].

				

				
					3 Las zonas forestales comunitarias en el mundo son cada vez más extensas; en 1980, 200 millones de habitantes (ha) se encontraban bajo gestión comunitaria, mientras que para el año 2012, la cifra ascendía a 450 millones de hectáreas [Agrawal, 2012].

				

			

		


		
			CAPÍTULO 10 
POLÍTICAS INSTITUCIONALES, CONSERVACIÓN DE LOS RECURSOS FORESTALES Y COMBATE A LA DEFORESTACIÓN EN LA SIERRA JUÁREZ

			Salvador Anta Fonseca*

			
			1. INTRODUCCIÓN

			Las políticas institucionales son determinantes para la conservación o el deterioro de los recursos naturales. En una región de México, como es la Sierra Juárez del estado de Oaxaca, se ha podido observar cómo distintos tipos de política institucional promueven que la riqueza natural se mantenga o no, y quiénes son los sujetos beneficiarios de dichas políticas. Cuando en las comunidades que enfrentan este tipo de políticas, existen condiciones para llevar a cabo un manejo adecuado de los recursos comunes y se encuentra presente la acción colectiva que señala Ostrom [2000]; estas políticas pueden modificarse en función de los intereses colectivos de las comunidades. 

			En el presente texto se presenta cómo diferentes iniciativas de gobierno han influido en el manejo de recursos naturales de esta región y, además, cómo se han podido impulsar desde las instituciones gubernamentales políticas públicas innovadoras que han fortalecido la acción colectiva de las comunidades de la Sierra Juárez. 

			2. ANTECEDENTES DEL MANEJO DE LOS RECURSOS EN LA SIERRA JUÁREZ

			La Sierra Juárez es una región que forma parte de la Sierra Norte de Oaxaca, y que incluye a la totalidad de los distritos de Ixtlán y Villa Alta, así como algunas porciones de los distritos Mixe, Tuxtepec y de Etla (véase mapa 1).
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			El régimen de tenencia de la tierra de la mayor parte de las comunidades que se encuentran en esta región es de tipo comunal, y sus poblaciones son de origen zapoteca, mixe y chinanteca. 

			La Sierra Juárez es rica en biodiversidad, entre otras causas, por su gran diversidad en tipos de vegetación, como son los bosques de pino, encino, pino-encino, mesófilos y selvas secas, por ejemplo. Es una región compleja en términos geológicos y litológicos, además de que cuenta con varios tipos de climas.

			La relación entre las comunidades y su entorno natural es muy estrecha, y ello explica en gran medida el buen estado de conservación de los ecosistemas en una gran parte de la región. Sin embargo, existen zonas amenazadas por el cambio de uso del suelo, situación que ha sido generada por el avance de la frontera agropecuaria en los últimos años.

			Como la mayor parte del territorio en el país, la región se ha visto integrada y afectada por proyectos económicos y productivos de carácter nacional que han provocado importantes cambios en los paisajes de la sierra y han afectado tanto a los recursos naturales como a sus comunidades rurales.

			En la década de 1960, los bosques de la Sierra Juárez fueron concesionados a la empresa paraestatal Fábricas de Papel Tuxtepec (Fapatux) por un lapso de 25 años, como parte del proyecto modernizador de aquel entonces e impulsado por la Comisión del Papaloapan.

			Fapatux explotó los bosques para alimentar una papelera ubicada en la ciudad de Tuxtepec por más de dos décadas, y sólo distribuyó a las comunidades una pequeña renta como parte del llamado “derecho de monte”. Los mejores árboles se extrajeron y se convirtieron en pulpa de papel, y se tuvo poco cuidado en asegurar el buen manejo del bosque para el futuro y beneficio de las comunidades. 

			A finales de la década de 1970, las comunidades se organizaron para evitar que la concesión fuera renovada a Fapatux. Fue así como surgió la Organización por la Defensa de los Recursos Naturales de la Sierra Juárez (ODRENASIJ) y comenzó una lucha de carácter legal y mediante la movilización de las comunidades para poner fin a esta situación [Abardía y Solano, 1995]. 

			La lucha de la ODRENASIJ alcanzó su objetivo y, a partir de la década de 1980, las comunidades de la Sierra Juárez (SJ) y de todo el país tuvieron  la oportunidad de realizar los aprovechamientos forestales por cuenta propia. Con el paso de los años se formaron las primeras empresas forestales comunitarias de la SJ y las primeras uniones de comunidades como son la Unión de Comunidades y Ejidos Forestales de Oaxaca (Ucefo), la Unión de Comunidades Forestales Ixtlán-Etla-Oaxaca (Ixeto), y la Unión de Comunidades Forestales Zapotecas-Chinantecas (Uzachi).

			En las regiones cafetaleras de la sierra también se afectaron varias comunidades con la desaparición del Instituto Mexicano del Café (Inmecafe), el cual se encargaba de apoyar la producción, acopio y comercialización del café en todo el territorio nacional. Con la desaparición de esta institución a principios de la década de 1990, las familias campesinas cafetaleras se quedaron sin opciones para vender el grano, entonces se comenzaron a constituir las primeras organizaciones regionales y estatales para buscar opciones de comercialización. 

			De este modo se conformaron organizaciones como la Coordinadora Estatal de Productoras de Café (Cepco) y Michiza, integradas por pequeñas cooperativas locales que actualmente se dedican a la producción y comercialización del café orgánico y al comercio justo.

			Otra lucha que se generó en la región fue por la construcción de caminos de acceso a las comunidades para que éstas contaran con transporte colectivo para movilizarse de sus localidades a la ciudad de Oaxaca, entre otras. 

			Esta historia de lucha por la apropiación de sus procesos productivos, por la construcción de infraestructura y sus medios de conectividad han configurado una región con capacidades que les ha permitido a las comunidades ser agentes activos de su propio desarrollo y no quedar a la espera de las decisiones centrales de los diferentes gobiernos. Incluso cuando las disposiciones gubernamentales juegan en sentido contrario a sus necesidades, han sido capaces de enfrentarlas y modificarlas de acuerdo a los intereses de la colectividad. 

			Es interesante señalar que en estos movimientos participaron activamente trabajadores de diversas instituciones tales como la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH), INI, Conasupo, que contribuyeron a fortalecer estas iniciativas comunitarias. También participaron profesionistas como asesores, y organizaciones de la sociedad civil que hicieron su aparición en los procesos de apoyo a la organización comunitaria.

			3. BOSQUES, PRODUCCIÓN SUSTENTABLE Y BIODIVERSIDAD EN LA SIERRA JUÁREZ

			El camino que iniciaron las comunidades forestales y las organizaciones cafetaleras en la década de 1980 permitió configurar un paisaje productivo y de conservación de los recursos naturales que mantiene una importante cobertura forestal en esta región. De acuerdo con un estudio del Grupo Mesófilo [2003], en la Sierra Juárez, 80% de su territorio estaba cubierto por más de 576 000 hectáreas de bosques y selvas en el año 2000. 

			Actualmente, existen alrededor de 20 comunidades con aprovechamiento forestal autorizado en la SJ, y empresas forestales comunitarias, algunas de ellas certificadas por el Forest Stewardship Council (FSC). Hay un número semejante de organizaciones cafetaleras, muchas de las cuales son de productores orgánicos y de comercio justo, y diversas experiencias de turismo de naturaleza comunitario, así como de agricultura sustentable.

			La Sierra Juárez es parte de las ecorregiones prioritarias para la conservación de su biodiversidad a nivel mundial, ya que se encuentra entre los sitios llamados de hot spots por Conservación Internacional por ser parte de los bosques de pino encino de las sierras madre y, además, por ser parte de los 13 Centros de Diversidad de Plantas que se encuentran en el país.

			A este esfuerzo se sumó la actividad de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) a partir de 1996 que, con una visión renovada de integración de las acciones de conservación de los ecosistemas y desarrollo productivo sustentable, canalizó recursos e implementó un nuevo programa que se realizó con apoyo del Banco Mundial: el Proyecto de Conservación y Manejo de Recursos Forestales en México (Procymaf). 

			El Procymaf fue un programa especial de la Semarnap diseñado para apoyar a las comunidades y ejidos forestales en el país, y comenzó su operación en el estado de Oaxaca, en la Sierra Juárez. El objetivo del proyecto era fortalecer las capacidades de estas comunidades para promover un manejo sustentable de sus recursos forestales, impulsar a las empresas forestales comunitarias (EFC), desarrollar el capital social comunitario y diversificar el uso y manejo de los recursos forestales [Segura, 2014]. 

			Por medio del Procymaf se promovió la organización de espacios regionales en los que participaron los comisariados de bienes comunales y ejidales, se impulsó que estos mismos se encargaran de la convocatoria de reuniones mensuales y definieran una estructura organizativa y directiva propia. Además, se canalizaron recursos para las comunidades forestales.

			El Comité de Recursos Naturales de la Sierra Juárez (CRRNSJ) se constituyó en 1996 y posteriormente se conformaron siete comités más en el estado. Estos comités funcionaron sin establecer una figura legal durante siete años y, en el 2003, se constituyeron como asociaciones civiles. En el caso de la Sierra Juárez se definieron como Unión de Comunidades de la Sierra Juárez (UCOSIJ). Esta decisión fue tomada para aprovechar el Programa de Fortalecimiento a las Organizaciones Regionales (Profas) que promovió la Comisión Nacional Forestal (Conafor). 

			La UCOSIJ entonces ha sido parte de la continuación del CRRNSJ, y lleva hasta el momento 21 años de existencia. En este se llevan a cabo reuniones mensuales con aproximadamente 40 comunidades para revisar los programas que las instituciones implementan en la región, discutir diversas iniciativas como las leyes forestales federal y estatal, así como diversos temas de interés común para la gestión y manejo sustentable de los bosques de la Sierra Juárez. En los últimos años, se constituyeron organizaciones como el Comité de Recursos Naturales de la Chinantla Alta (Corenchi) que integra a cuatro comunidades del municipio de San Felipe Usila; la Unión de Comunidades Zapotecas y Chinantecas de la Región de Villa Alta-Petapa (Ucozachi) que integra a 12 comunidades; el Comité de Recursos Naturales de la Región de Cajonos, y el Comité de Recursos Naturales Mixe Choapam (Corenamich) que aglutina a 22 comunidades de esta región (véase mapa 2).
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			Estas iniciativas de organización comunitaria han tenido el apoyo de instituciones gubernamentales y de organizaciones de la sociedad civil para su constitución, pero su vida organizativa es autónoma y se manejan a través de sus propios mecanismos de decisión y gobernanza local.

			4. CONSERVACIÓN Y DETERIORO AMBIENTAL EN LA SIERRA JUÁREZ

			No obstante los importantes avances que han logrado las comunidades de la Sierra Juárez por medio de su organización para actividades forestales, cafetaleras, agrícolas, turismo de naturaleza y otros rubros, también se observa que existen áreas en esta región que han sufrido un importante deterioro de su cubierta forestal y han tenido importantes procesos de deforestación.

			Estas áreas son principalmente las que se encuentran ubicadas entre la sierra y la planicie costera del golfo; se han ido transformando en pastizales para ganadería, y diferentes tipos de uso agrícola. Muchas de ellas se encuentran en las partes adyacentes de los ríos donde se han desmontado las áreas forestales que están inmediatas a ellas. Esto se puede observar en la cartografía disponible en la página del Global Forest Watch [2017].

			Las áreas que han sufrido mayor impacto en sus terrenos forestales son la Chinantla Baja, el Cajonos Bajo, San Juan Lalana, Choapam y la zona Mixe. Los ecosistemas más afectados son los bosques mesófilos y las selvas altas y medianas perennifolias (véanse los mapas 3 y 4).
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			Muchas de las comunidades que viven en territorios que se han deforestado, no han tenido otras alternativas productivas y siguen los modelos productivos que las instituciones gubernamentales del sector agropecuario promueven: la ganadería extensiva de bovinos y las plantaciones de cultivos comerciales (cítricos, caña de azúcar, chile jalapeño, hule, entre otros). Además, se trata de comunidades con débil gobernanza y limitado capital social.

			Es notable observar en las imágenes de satélite que donde se mantienen las áreas forestales en la Sierra Juárez son los lugares donde se realiza el manejo forestal por las comunidades indígenas, los cuales además, tienen establecidos proyectos de turismo de naturaleza. Es el mismo caso para los sitios donde se establecieron plantaciones de café de sombra.

			Además, las instituciones gubernamentales dedicadas a la conservación ambiental (Semarnat, Conafor, la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas [Conanp] y la Comisión nacional para el conocimiento y uso de la biodiversidad: Conabio) han canalizado programas y recursos orientados a conservar y manejar sustentablemente los recursos naturales de esta región. Por el contrario, las instancias de gobierno orientadas al desarrollo agropecuario, en su mayor parte, no han incorporado salvaguardas ambientales y han generado fuertes impactos sobre la vegetación, suelo y agua.

			5. PROGRAMAS INSTITUCIONALES Y ORGANIZACIÓN COMUNITARIA

			La Sierra Juárez es una región donde han operado varios programas institucionales en búsqueda de innovación de las políticas públicas en las comunidades forestales de México. Entre estos se encuentra, el Procymaf que comenzó como proyecto piloto en Oaxaca en 1996, y del cual ya se ha hecho referencia. El proyecto de Conservación Comunitaria en México (Coinbio) surgió como una propuesta de las comunidades de la Sierra Juárez para promover esquemas de conservación comunitaria y posteriormente se amplió a todas las regiones forestales de Oaxaca, Guerrero y Michoacán entre los años 2000 y 2008. El Coinbio tuvo recursos del Global Environmental Facilities (GEF) y financiamiento complementario del Procymaf. 

			El proyecto de Desarrollo y Conservación Forestal (Decofos) que se apoyó con recursos del Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA) y de Conafor, se desarrolló entre 2010 y 2015. Este proyecto innovó al trabajar en comunidades indígenas que tenían falta de documentación agraria y que, por ello, no habían tenido acceso a los recursos públicos de Conafor. Las regiones donde operó el Decofos fueron las zonas de Villa Alta y Mixe. 

			La Conabio comenzó a realizar acciones en la Sierra Juárez a partir del año 2009 por medio del Corredor Biológico. En el año de 2014 dio inicio al Proyecto de Sistemas Productivos Sostenibles y Biodiversidad con el que se apoyan a comunidades de la Sierra Juárez en proyectos de manejo forestal sustentable, cafeticultura sustentable y turismo de naturaleza.

			Ya se mencionó que después de la lucha contra las concesiones forestales de la década de 1980 se formaron organizaciones como la Ucefo, Ixeto y Uzachi. Vale decir que las dos primeras fueron impulsadas por el Programa de Desarrollo Forestal de la SARH en ese entonces, mientras que la Uzachi tuvo el acompañamiento de la asociación civil Estudios Rurales y Asesoría (ERA). 

			Por otra parte, como resultado de la desaparición del Inmecafe, se constituyeron en ese periodo las organizaciones regionales como Cepco y Michiza, que integran a algunas cooperativas cafetaleras de la Sierra Juárez. A mediados de la década de 1990, con el Procymaf se impulsó la formación de los Comités de Recursos Naturales, como el de la Sierra Juárez, el cual posteriormente se convirtió en la UCOSIJ. 

			El Coinbio, fue un proyecto fundamental para la constitución de Corenchi, mientras que el Decofos y la operación de la Conabio fueron fundamentales para la organización de las comunidades de Villa Alta y Cajonos, para conformar a la Ucozachi y al Comité de RN de Cajonos: Bene Shap Shi Ya Veo. Esta relación virtuosa que se ha logrado entre programas institucionales con las comunidades y sus organizaciones sólo es posible si desde las instituciones de gobierno se promueve la organización comunitaria y se tiene compromiso con las comunidades.

			6. EL MECANISMO REDD+ EN MÉXICO, EN OAXACA Y LA SIERRA JUÁREZ

			México ha asumido los compromisos internacionales de las Naciones Unidas (ONU) para sumarse a los esfuerzos globales de enfrentar y reducir los impactos del cambio climático (CC). En este marco, nuestro país ha suscrito el compromiso de reducir la deforestación y degradación forestal como parte de los procesos de mitigación del cambio climático por medio del mecanismo de Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación Forestal (REDD+). Se estima que en México la deforestación y degradación de los ecosistemas forestales contribuye con cerca de 14% de las emisiones de efecto invernadero.

			En la preparación de México en el proceso REDD+ se generaron algunos insumos y programas institucionales que buscan desarrollar un mecanismo propio para nuestro país. Estos insumos y programas centran su atención en el manejo de paisajes forestales y en promover el desarrollo rural sustentable, ya que se considera que los principales motores de la deforestación en México provienen del cambio de uso del suelo generado por las actividades agropecuarias. Para ello, en nuestro país ha operado un proyecto con recursos de Conafor, el Banco Mundial y el BID, denominado “Bosques y Cambio Climático”. Este proyecto busca promover un modelo de intervención innovador en un conjunto de regiones denominadas Acciones tempranas REDD+ y sitios de replicabilidad que se presentan en el mapa 5. 
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			Los sitios con Acciones tempranas REDD+ incorporan tres estados de la península de Yucatán, Chiapas, Jalisco, y las zonas de replicabilidad son Oaxaca, y los estados de México y Michoacán.

			En Oaxaca se busca replicar este mecanismo, ya que se trata del estado con mayor biodiversidad del país, y contar con importantes y extensas áreas forestales en buen estado de conservación. Cabe señalar que ya se han desarrollado un gran número de experiencias y empresas con manejo sostenible de sus recursos naturales y por la gran relevancia que tiene su población indígena.

			Es precisamente en la Sierra Juárez donde se tiene la gran oportunidad para establecer una iniciativa temprana REDD+. En esta región se cuenta con varias empresas forestales comunitarias, algunas de ellas certificadas por el FSC; organizaciones de productores de café certificado y de comercio justo; proyectos y redes de ecoturismo comunitario; y una alta biodiversidad y bosques de alto valor biológico que se encuentran resguardados por iniciativas de conservación comunitaria. También se cuenta con proyectos de pagos por servicios ambientales, establecimiento de Unidades de Manejo de Vida Silvestre (UMAS), monitoreo comunitario de biodiversidad, proyectos con pagos por captura de CO2 en los mercados voluntarios nacionales, y proyectos de agricultura sustentable de maíz.

			Desde Oaxaca, la agencia financiera de Cepco, Financiando el Desarrollo del Campo (Findeca), es la encargada de desarrollar uno de los fondos del Forest Investment Program (FIP), que cuenta con apoyos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para impulsar mecanismos de carácter crediticio para organizaciones campesinas y comunidades forestales que realicen actividades que contribuyan a disminuir la deforestación y degradación forestal. Estos recursos del FIP, que opera FINDECA, se aplican en los tres estados de la península de Yucatán, Jalisco y Oaxaca. 

			Por otro lado, la UCOSIJ forma parte de otra iniciativa financiada por el FIP: el Mecanismo Dedicado Específico para Pueblos Indígenas y Comunidades Locales (MDE), el cual busca apoyar a comunidades y organizaciones campesinas de las regiones mencionadas anteriormente, para promover proyectos definidos por dichas comunidades en favor del fortalecimiento del mecanismo REDD+ en México. Se espera que el MDE comience su operación en México a partir del año 2017.

			Actualmente el mecanismo REDD+ en México se encuentra en un proceso de avance muy importante. Por un lado, está por publicarse la Estrategia Nacional REDD+ (ENAREDD) que viene de un proceso muy interesante de consulta a nivel nacional; y por otra parte, nuestro país está en vías de ser autorizado por el Fondo Colaborativo de Carbono (FCPF, por sus siglas en inglés) para obtener un financiamiento que podría iniciar un proyecto de pago por resultados en las Acciones tempranas REDD+ por medio de la Iniciativa de Reducción de Emisiones (IRE).

			Oaxaca, y la Sierra Juárez, reúne todas las condiciones para ser parte de la próxima zona de Acción temprana REDD+ con la intención de disminuir la deforestación y degradación forestal que se observa en los sitios donde se tienen bosques mesófilos y selvas perennifolias que son muy importantes por su biodiversidad.

			Además, la Sierra Juárez ha sido considerada para ser incluida en el nuevo proyecto GEF que está en proceso de diseño por parte de la Semarnat, Conafor, Conanp, Conabio y la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), denominado “territorios productivos sostenibles”. Entre los objetivos de este proyecto se encuentra promover el desarrollo regional sustentable al incorporar de manera integral los diferentes instrumentos que se han promovido para la conservación y el manejo sustentable de los recursos naturales. Algunos de estos instrumentos son los Programas de Manejo Forestal, las Unidades de Manejo de Vida Silvestre, el Pago por Servicios Ambientales, los Corredores Biológicos, las Áreas Naturales Protegidas (incluidas las de conservación voluntaria), y la incorporación a los programas de Sagarpa en la búsqueda de que los criterios de sustentabilidad se apliquen de manera efectiva en estos.

			Este modelo de intervención se puede encontrar en el documento Visión nacional del manejo integrado y conectividad, editado por la Semarnat, Conabio, Conafor y Conanp [2016], el cual pretende integrar las estrategias sectoriales para la conservación de la biodiversidad. La estrategia de este modelo se elaborará durante el año 2017.

			El alinear las políticas de cambio climático (REDD+) con las de conservación de la biodiversidad (Manejo Integrado del Paisaje y Conectividad, MIPC) puede asegurar que se tendrá un efecto más amplio, complementario y de mayor efectividad.

			La base social para operar este tipo de acciones cuenta con suficientes experiencias organizativas tanto a nivel comunitario como a nivel de organizaciones de segundo y tercer nivel. La experiencia de la operación de otros proyectos que han buscado innovación institucional demuestra que la Sierra Juárez representa una excelente oportunidad para seguir generando procesos de enseñanza y demostración para el resto del estado, para el país e incluso a nivel internacional.

			Los graves problemas nacionales, como lo es la pérdida de zonas forestales y la biodiversidad, pueden ser enfrentados en esta región con la aplicación de estas dos iniciativas (acciones tempranas REDD+ y territorios productivos sostenibles) y generar además lecciones importantes para su resolución.

			Las comunidades forestales y cafetaleras que han logrado avances importantes en el manejo racional de sus recursos naturales, pueden ser modelos a seguir para las comunidades que se encuentran en las áreas donde se están perdiendo los bosques y las selvas por el avance de la frontera agropecuaria. 

			Las comunidades de la Sierra Juárez continuarán realizando acciones en favor de sus comuneros y de sus recursos naturales. Sin embargo, contar con la concurrencia de estas dos iniciativas permitirá que estos objetivos se logren en un plazo más corto.
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			1. INTRODUCCIÓN

			Oaxaca es el estado con mayor diversidad del país y presenta cobertura forestal de bosques templados y tropicales en al menos 70% de su superficie [Velázquez et al., 2003]. Así, los bosques distinguen gran parte de los paisajes culturales y regiones geopolíticas del estado. Los paisajes forestales de Oaxaca son territorios1 divididos en miles de núcleos agrarios (~1 552 comunidades/ejidos: Inegi, 2000), cuya extensión va de cientos a decenas de miles de hectáreas [Torres-Rojo y Callejas, 2015]. Siendo cada comunidad/ejido un escenario de acción, que opera como sistema social-ecológico [Berkes y Folke, 2002; Anderies, 2004], porque conforma una unidad que conjuga tierra, bosque y gente. Por un lado, el bosque provee múltiples recursos naturales y servicios ambientales a los asentamientos humanos; por el otro, desde la perspectiva social, los dueños deciden el manejo2 del bosque. Si bien el manejo forestal comunitario/ejidal3 no es homogéneo, en general, es un proceso de toma de decisiones que tiene espacio central a las asambleas (véase figura 1). 

			[image: licetfigura1]

			Conforme la Ley agraria, la asamblea es el órgano máximo de toma de decisiones en tierras comunales/ejidales (figura 1) [Bray, 2013], y una estructura de autoridades agrarias (encabezada por el comisariado de bienescomunales/ejidales) es la responsable de implementar los acuerdos. Las decisiones locales sobre el aprovechamiento y uso de los recursos forestales maderables y no maderables que se discuten en la asamblea, dependen del sistema del recurso (por ejemplo, tamaño del polígonos comunal/ejidal) y las unidades del recurso (por ejemplo, volumen maderable) con que cuentan; así como del sistema socioeconómico e institucional (leyes y normatividad) que rige el aprovechamiento y conservación de recursos y bienes asociados al bosque. Al interior de cada comunidad, la toma de decisiones es un proceso complejo y multifactorial. Entre los elementos internos que fundamentan determinadas intervenciones se encuentra el sistema de creencias (cosmos sensu) [Toledo, 1992] y el sistema de conocimientos (corpus sensu) [Toledo, 1992] de la gente local; así como su contexto y nivel socioeconómico. 

			Adicionalmente, hay influencia de actores externos, tales como el personal técnico de las dependencias de gobierno, organizaciones no gubernamentales, organizaciones intercomunitarias, académicos, empresas, entre otros, lo cual hace que el manejo forestal comunitario opere conforme la llamada gobernanza de múltiple nivel [Berkes, 1998; Teermer et al., 2010; Bray, et al., 2012]. Una vez tomados los acuerdos de asamblea, su implementación (praxis) [sensu Toledo, 1992] está a cargo del comisariado con supervisión o participación del consejo de vigilancia. Ambos recurren a figuras de participación existentes en las comunidades/ejidos como los cargos, el tequio4 o los comités, y contratan personal cuando es necesario y hay recursos para hacerlo, lo cual ocurre cuando se tienen empresas forestales comunitarias (EFC).5 Sin embargo, aun en condiciones de escases de dinero o de falta de apoyos gubernamentales las comunidades/ejidos pueden realizar exitosamente actividades sumamente costosas, complejas y, a veces, riesgosas, como las reforestaciones, restauraciones, saneamientos forestales o control de incendios. 

			El manejo forestal comunitario en Oaxaca, además de la madera, abarca una gama amplia de temáticas y recursos, como el aprovechamiento de hongos y de resina, el embotellado de agua y el ecoturismo; aunque se debe reconocer que el ingreso económico por otros conceptos no llega a competir con el generado por la madera [Bray, 2016]. No obstante, a nivel comunitario/ejidal, el manejo forestal persigue metas más integrales: 1) asegurar el abasto de materias primas, alimentos, agua y otros recursos para la comunidad/ejido; 2) generar empleos e ingresos mediante la comercialización de recursos forestales maderables y no maderables, ecoturismo, etcétera, y 3) preservar el bosque, la biodiversidad y la capacidad productiva e integridad funcional de éste. Intencional o pasivamente, el manejo forestal comunitario/ejidal contribuye al cuidado y restauración del bosque, y la provisión de diversos servicios ambientales. Al tener como marco regulatorio general las leyes forestales y ambientales, dentro de las comunidades/ejidos se dispone de distintos mecanismos para el manejo del bosque, como los acuerdos de asamblea, las normas sociales, los ordenamientos territoriales y los reglamentos internos [Durán et al., 2012]. Asimismo, en caso de haberlos, son importantes la certificación forestal, la certificación de las áreas destinadas voluntariamente a la conservación (ADVC), los planes de manejo forestal, los incentivos como el pago de servicios ambientales y otros apoyos gubernamentales y no gubernamentales.

			La base del manejo forestal en comunidades/ejidos de Oaxaca es la organización social; la cual puede volverse más compleja en situaciones de extrema pobreza, conflictos sociales y agrarios, o falta de capacidad técnica local, apoyos económicos o asesoría profesional. Relacionado con lo anterior, en algunas regiones y tipos de bosques aún persisten problemas de deforestación y degradación [Velázquez et al., 2003; Meave et al., 2012; Ellis et al., 2016]; en contraste, la literatura también documenta casos alentadores de acción colectiva para el adecuado manejo de los bosques y su conservación [Antinori, 2005; Bray, 2010; Bray et al., 2012; Bray, 2013; Durán y Poloni, 2014; Gumeta et al., 2016; Van Vleet et al., 2016]. 

			A continuación se presentan estudios de caso6 sobre manejo forestal para: 1) el aprovechamiento de recursos forestales, 2) la recarga del acuífero para abasto de agua de uso doméstico, 3) la conservación de biodiversidad y 4) el saneamiento forestal. Dichos casos ilustran el potencial del manejo comunitario/ejidal en Oaxaca, para encaminarse hacia metas de sustentabilidad7 y resiliencia8 social-ecológica.

			2. APROXIMACIÓN METODOLÓGICA PARA LOS ESTUDIOS DE CASO

			Los datos sobre los estudios de caso se obtuvieron mediante metodologías mixtas con tres o más de las siguientes aproximaciones: revisión documental, entrevistas informales, entrevistas semiestructuradas (integradas por tres o más secciones y con duración de ~30 minutos), observación participante e involucramiento en foros sectoriales. En el caso del agua, con anuencia de las asambleas y apoyo de guías locales, se hicieron recorridos en el área de recarga de las microcuencas, donde se obtuvieron puntos georreferenciados que se usaron como campos de entrenamiento para trabajar imágenes de satélite, generar cartografía y así estimar la cobertura del bosque. Adicionalmente, se ubicaron pozos, represas y reforestaciones. Otros datos secundarios fueron obtenidos de la Comisión Nacional Forestal (Conafor), la Comisión Nacional del Agua (Conagua) y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), y se hizo revisión documental de artículos científicos, libros y tesis, literatura gris y documentos de las comunidades/ejidos como reglamentos, acuerdos y actas de asamblea. También se aplicaron entrevistas informales a actores clave, relacionados con asuntos del bosque de las comunidades/ejidos, como comisariados, asesores profesionales y funcionarios de dependencias federales, estatales y municipales. Continuamente se cruzó información para corroborar los datos provenientes de las distintas fuentes [Bernard, 2005]. 

			3. ESTUDIOS DE CASO SOBRE MANEJO EN COMUNIDADES/EJIDOS FORESTALES

			Caso 1. Aprovechamiento de recursos maderables y no maderables. México tiene aproximadamente 9 248 comunidades/ejidos con bosques templados [Torres-Rojo y Callejas, 2015]. En gran parte de ellos, el aprovechamiento de los recursos forestales opera conforme el marco conceptual que algunos académicos denominan SSE, el cual depende de: 1) el sistema del recurso (por ejemplo el tipo de bosque, la orografía del terreno o las características del arbolado); 2) las unidades del recurso (por ejemplo el volumen disponible de madera para uso doméstico o comercial); 3) el sistema de gobernanza para el manejo (por ejemplo los actores locales e instituciones de representación y de gestión), y 4) la infraestructura para su apropiación (por ejemplo la red de caminos o los aserraderos). En las zonas rurales de Oaxaca, a diferenciade las áreas urbanas, la gente local tiene una mayor dependencia directa de los productos y servicios del bosque. Sin embargo, sólo a lo largo de décadas de organización, lucha y apoyos gubernamentales y no gubernamentales, en numerosos casos la gente de las comunidades/ejidos ha logrado apropiarse del proceso de manejo del bosque de sus predios y el aprovechamiento de los productos que genera [López-Arzola et al., 2012]. Aunque todas las comunidades/ejidos usan recursos forestales maderables y no maderables para abastecer la demanda local, menos del 25% aprovecha recursos forestales para fines comerciales mediante las llamadas Empresas Forestales Comunitarias (EFC). Las EFC requieren contar con infraestructura básica y organización social para cubrir las necesidades técnicas del manejo, la gestión de autorizaciones y apoyos para negociar precios, y ser competitivos en el mercado. El aprovechamiento comercial de distintos recursos forestales no maderables por EFC está poco documentado; en contraste, se conoce más sobre las EFC que extraen madera comercialmente [Bray y Durán, 2014; Pazos, 2016]. A nivel nacional, se calcula que aproximadamente 2 000 núcleos agrarios operan como EFC de madera y queabastecen principalmente madera de pino, y en menor grado de encino. El número de EFC activas en Oaxaca es variable entre un año y otro; en 2009 reportaron 184 (INIFAP/CIDE). Dichas EFC se ubican principalmente en las regiones de Sierra Norte, Valles Centrales y Sierra Sur [Semarnat, 2014]. La actividad de las EFC, más que por falta de producto o mercado, suele retardarse por la sobrerregulación para la autorización de los planes de manejo forestal por parte de Semarnat [CCMSS, 2016]; aunque también inciden problemas de organización dentro de las comunidades/ejidos, conflictos sociales o agrarios, la escasa cultura forestal, la falta de asesoría técnica y problemas de sanidad forestal, entre otros. 

			Las comunidades/ejidos forestales son categorizados por la Conafor de acuerdo a su integración vertical en: tipo I, que tienen bosques con potencial comercial, pero que no extraen madera; tipo II, venden “a pie de árbol” con poco control sobre el proceso ya que las operaciones de extracción las hace el contratista o comprador; tipo III, aquellas que derriban y extraen la madera porque cuentan con motosierras, grúas de arrastre, camiones madereros, etcétera, y tipo IV, las que tienen aserraderos y a veces capacidad para la transformación de la madera a muebles o chapas. 

			Todas las comunidades/ejidos con planes de manejo forestal autorizados hacen manejo comunitario de sus bosques; sin embargo, sólo a partir del tipo II en adelante se consideran EFC. Aunque en Oaxaca prevalecen las comunidades/ejidos de tipo I, de las 184 EFC (INIFAP y CIDE, 2009): 89 son de tipo II, 45 son de tipo III y 50 son de tipo IV; varias de las cuales han trabajado ininterrumpidamente desde hace varias décadas. Los casos más emblemáticos de comunidades forestales de tipo IV en Oaxaca que están explorando distintos nichos de mercado, son Ixtlán de Juárez, Pueblos Mancomunados en la Sierra Norte, Santiago Textitlán, y San Pedro El Alto, en Sierra Sur. Cabe destacar que se trata de comunidades que han conciliado el esquema tradicional de gobernanza (asamblea, cargos y tequios) con el modelo de gestión empresarial [Bray, 2010; Garibay, 2014; Pacheco-Aquino, 2014; Bray, 2016]. Comercializan conforme las reglas de mercado, al tiempo que atienden al bosque y consideran metas sociales, lo que ejemplifica el potencial del modelo de EFC para encaminarse hacia metas de sustentabilidad. 

			Bray [2016] exhibió la capacidad de resiliencia ecológica-social de las comunidades/ejidos forestales al analizar el caso de Pueblos Mancomunados, donde el manejo se ha tornado hipercomplejo debido a problemas sociales internos y afectaciones de gran impacto por escarabajo descortezador [Durán et al., en prensa). En esta comunidad, la gobernanza de múltiple escala es fundamental, ya que actores del gobierno han sido mediadores en negociaciones y acuerdos internos que han permitido a la comunidad continuar con su proyecto de ecoturismo, de aprovechamiento de hongos, de fabricación de muebles, de embotellado de agua y para implementar trabajos de sanidad forestal. Aunque son menos citados en la literatura, existen otros casos de manejo forestal comunitario/ejidal que muestran el potencial del SSE para generar beneficios sociales y ambientales. Por ejemplo, San Esteban Atlatlahuca, en la Mixteca, vende madera desde hace casi 20 años, cuenta con aserradero propio y genera cerca de 60 empleos permanentes, alrededor de 25% de los cuales los ocupan mujeres. Internamente ha logrado generar reglas escritas de acceso al bosque que prohíben la tala clandestina y la cacería. Esta comunidad tiene un sistema de distribución de las ganancias entre sus agencias, así como inversión en obras sociales como escuelas, calles, alumbrado, y celebraciones sociales y religiosas. Otro caso es el de San Francisco Cahuacua, en la Sierra Sur. Es una comunidad con 16 970 hectáreas, categorizada como de tipo IV, donde después de décadas de extraer madera aún mantiene 71.7% de cobertura de bosques (PMD, 2014). Los beneficios sociales generan expresiones de satisfacción entre sus comuneros, quienes se refieren a obras de infraestructura como la casa comunal en la ciudad de Oaxaca: “¡Y todo esto… gracias al bosque y a la madera!”.

			Caso 2. El agua para uso doméstico: un servicio derivado del manejo forestal comunitario. El agua para uso humano está determinada principalmente por la disponibilidad natural del agua en manantiales, cuerpos de agua superficial o acuíferos subterráneos. Las partes altas y medias de las cuencas hidrológicas de paisajes forestales ofrecen servicios ambientales indispensables para mantener o aumentar la disponibilidad del recurso hídrico [Bruijinzeel, 2004], por medio de la recarga hídrica de los acuíferos y la liberación prolongada de agua subsuperficial en los manantiales. Por su importancia, mantener la disponibilidad de agua y proveerla a los asentamientos humanos es una meta central del manejo forestal de comunidades/ejidos que hasta ahora ha sido poco enfatizada. En este contexto, el recurso agua está inmerso en un SSE, ya que depende del sistema del recurso (la cuenca hidrológica y el bosque), del sistema de gobernanza y los actores y usuarios involucrados en el manejo (asamblea, comuneros/ejidatarios y comités del agua), las unidades del recurso (volumen disponible de agua) y la estructura hidráulica para su apropiación y distribución. En las zonas rurales, a diferencia de áreas urbanas, la gente local tiene una visión más integral de la relación intrínseca entre el bosque y el agua. Por ello, las comunidades/ejidos se organizan para decidir y manejar factores que favorecen o limitan la disponibilidad de agua en cantidad y calidad. En Oaxaca, un tercio de la población del estado se concentra en la región de Valles Centrales [Inegi, 2010] y se abastece de agua para uso doméstico, principalmente de pozos de donde se extrae el recurso del acuífero. Dicho acuífero capta escorrentías superficiales y la infiltración de decenas de microcuencas que conforman la subcuenca del río. Lo anterior es posible porque estas microcuencas presentan cobertura forestal que es mantenida por comunidades/ejidos. Sin que ellos sean responsables del riesgo de sobreexplotación del acuífero, la escasez o la mala calidad del agua Atoyac [INSO, 2014]. 

			Aunque la unidad de manejo debería ser la microcuenca y no los predios de las comunidades/ejidos, rara vez sus límites coinciden. Sin embargo, en el caso de la microcuenca del río San Sebastián sus límites ajustan casi perfectamente con las colindancias de los terrenos del ejido de Jalapa del Valle, municipio de San Felipe Tejalalpam. El caso de Jalapa del Valle fue documentado a partir de recorridos en la microcuenca, cartografía participativa y aplicación de 35 encuestas semiestructuradas (con 112 preguntas y una duración de alrededor de 50 minutos). El mapa de cobertura mostró que 82.7% (2 516 hectáreas) de la microcuenca presenta bosque primario y secundario de pino-encino, lo cual es resultado de las decisiones de los ejidatarios para cuidar el bosque, el agua y la biodiversidad [Gumeta-Gómez et al., 2016]. Por ejemplo, según explicó el C. Sixto Cortez Morales (excomisariado) “hace casi tres décadas la asamblea acordó no hacer extracción comercial de madera, aunque la comunidad continuó haciendo podas, aclareos y reforestaciones en el bosque”. Asimismo, han construido zanjas de retención de suelo y retenes de agua para aumentar la recarga hídrica (foto 1), mantienen una UMA9 de venado cola blanca y están iniciando un proyecto de ecoturismo.
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			Para asegurar el abasto de agua a los hogares de Jalapa del Valle, desde 1980, los usuarios establecieron un comité de agua (CA).10Específicamente el CA asegura que la toma de decisiones sobre el manejo del territorio y el bosque considere como aspecto crucial el abasto de agua, por lo cual participa en las asambleas cuatrimestrales organizadas por el comisariado. En dichas asambleas participan todos los usuarios del agua, el agente municipal y el comité de flora y fauna, y comúnmente se invita a personal de dependenciascomo la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Conanp), Conagua y Conafor. De esta forma, todos los temas del ejido, incluido el abasto de agua, se tratan de manera conjunta. En las actividades de manejo del territorio forestal que favorecen la recarga hídrica (reforestaciones, presas de gaviones, etcétera), se involucra a todas las instituciones locales a través del sistema de cargos y tequios, e incluso se establecen sanciones a la no participación o incumplimiento de las reglas del CA. El caso de Jalapa del Valle muestra cómo el empoderamiento de los usuarios mediante los CA podría ayudar a un manejo integral de las microcuencas para asegurar la provisión local de agua. Al considerar lo anterior, se deduce la importancia de fortalecer o promover el involucramiento social para el manejo comunitario integral de las microcuencas que rodean al Valle de Oaxaca. 

			Caso 3. Manejo para la conservación de hábitat y biodiversidad. La biodiversidad es un bien común que debe protegerse donde quiera que se encuentre; para lo cual se requiere el involucramiento de actores a distintos niveles, y es clave la participación local [Herkenrath y Harrison, 2011]. Oaxaca es el estado con la mayor biodiversidad en México [García et al., 2004] y destaca por sus iniciativas locales de conservación biológica y del hábitat denominadas formalmente como Áreas Destinadas Voluntariamente a la Conservación (ADVC)11 [Durán et al., 2012]. En contraste, menos de 5% de la superficie estatal está bajo alguna modalidad de Área Natural Protegida de carácter federal (ANP). 

			Las declaratorias de ADVC en Oaxaca se generan por iniciativa y acuerdo de la población local, después de procesos de discusión que pueden durar varios años [Bray et al., 2012]. Hasta 2014, la Conanp había certificado 142 ADVC en Oaxaca, las cuales abarcan aproximadamente 151 mil hectáreas y, en su mayoría (~90%), son tierras de propiedad social [López-Paniagua et al., 2015]. Sin embargo, aun en comunidades/ejidos que no han certificado ADVC, la gente local realiza conservación conforme distintos acuerdos internos y estrategias productivas [Pacheco-Aquino, 2014; Lavariega et al., 2016; Van Vleet et al., 2016]. Esto sugiere que en Oaxaca opera un gran movimiento de acción colectiva y participación comunitaria para la conservación de la biodiversidad y del hábitat. El manejo de estas áreas, a diferencia de las ANP de carácter federal, se rige por acuerdos y normas internas vertidas en ordenamientos territoriales comunitarios y reglamentos de las comunidades/ejidos (que suelen incluir sanciones económicas, de trabajo o morales). Al no ser impuestos, los acuerdos y las reglas internas pueden ser discutidas, mantenidas o modificadas continuamente, siempre que la asamblea así lo decida. Al igual que para otros acuerdos, la responsabilidad de implementar y ejecutar las acciones de conservación acordadas por la asamblea recaen en el comisariado y el consejo de vigilancia, quienes suelen apoyarse de comités (por ejemplo, aquellos de monitoreo comunitario, de biodiversidad, de combate de incendios, de ecoturismo, etcétera).

			Las metas de conservación en las ADVC suelen ser diferentes a la idea de “no tocar”, y comúnmente están enfocadas en fines utilitarios, culturales y con visiones de largo plazo. Las ADVC no sólo tratan de cuidar áreas con vegetación natural, también incluyen zonas con algún nivel de integridad ecológica y de provisión de servicios ambientales tales como manantiales, áreas de recolección o extracción de baja escala de algún producto maderable o no maderable, milpas tradicionales, sistemas agroforestales, entre otros. 

			Al igual que a las ADVC, en las comunidades/ejidos forestales de Oaxaca también se protege una gran riqueza cultural, saberes tradicionales sobre el manejo y aprovechamiento de algunos recursos naturales y conocimiento sobre los distintos sistemas productivos. La acción colectiva destinada a la conservación suele ocurrir a nivel comunitario/ejidal o intercomunitario. Por ejemplo, en 2004 seis comunidades chinantecas (Santa Cruz Tepetotutla, San Antonio el Barrio, San Pedro Tlatepusco, Santiago Tlatepusco, San Antonio Analco y Nopalera Rosario) se constituyeron legalmente como el Comité de Recursos Naturales de la Chinantla Alta, A.C (Corenchi). Actualmente, entre ellas se mantiene un bloque contiguo de 26 770 hectáreas como ADVC, donde prevalecen bosques mesófilos de montaña, el cual corresponde a la mayor superficie en conservación en México, de este tipo de ecosistema. 
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			Las comunidades de Corenchi se encuentran en una ecorregión prioritaria para la conservación, principalmente por el tipo de bosque que prevalece en ellas, por su continuidad y por la riqueza y presencia de especies emblemáticas para la conservación (incluidas especies clave, especies endémicas o en alguna categoría de riesgo) [Durán et al., 2012; Velasco-Murguía et al., 2014]. El manejo para la conservación en las comunidades de Corenchi es un ejemplo de gobernanza de múltiple nivel intercomunitario [Bray et al., 2012]. 

			Actualmente, cada comunidad participa bimestralmente en asambleas de Corenchi con cuatro delegados, quienes son designados en sus respectivas asambleas y de entre los cuales se elige al presidente, secretario y tesorero de la organización. La conservación en las ADVC ha sido un proceso de aprendizaje social y de naturaleza adaptativa (acción-discusión-ajustes) que ha pasado por diferentes etapas y no ha estado exento de conflictos. Por ejemplo, durante sus 14 años de existencia, en Corenchi se han cambiado los reglamentos, las estrategias y el sistema de elección de sus representantes (quizá una de las decisiones más drásticas fue la autoexclusión de dos comunidades). Las comunidades que continúan han madurado diversosesquemas de acción colectiva para la conservación y el empoderamiento comunitario para lograr el manejo de sus recursos naturales y para dar a conocer el proyecto de conservación a nivel nacional e internacional. Antes y durante la existencia de Corenchi han participado distintas dependencias de gobierno, ONG y múltiples actores externos [Bray et al., 2012], que en su papel de aliados han acompañado o han tratado de fortalecer la labor de las comunidades. La población local ha entablado relaciones con Corenchi para maximizar los beneficios de la conservación y la estrategia de aprovechamiento no extractivo de bienes y servicios ambientales de los bosques comunales. Por ejemplo, se logró negociar incentivos por más de diez años por provisión de servicios hidrológicos, así como otros apoyos para mejorar su infraestructura, su oferta de ecoturismo y turismo científico, sus proyectos productivos, capacitación y organización social. También por quinto año consecutivo, han organizado la feria de la diversidad biológica y cultural de La Chinantla12 como una alternativa para invitar a que la gente conozca los valores culturales y ecológicos de la región. Otros aspectos relevantes para asegurar la continuidad del proyecto es que la población local se apropió del monitoreo de la biodiversidad y está formando líderes y tomadores de decisiones con un fuerte compromiso comunitario. 

			Caso 4. Manejo para el saneamiento forestal de plagas de escarabajo descortezador. Cerca de 40% del estado de Oaxaca se compone de bosques templados [Velázquez et al., 2003] reconocidos por su alta biodiversidad, entre la que destaca la presencia de al menos 24 especies del género Pinus. Los bosques experimentan distintas y constantes amenazas antrópicas [Meave et al. 2012; Ellis et al., 2016] y suelen estar sujetos también a amenazas naturales (bióticas y abióticas) [Hernández, 2016]. Una de las principales amenazas bióticas a los bosques de pino es la de los escarabajos descortezadores del género Dendroctonus [Durán y Poloni, 2014; Conafor, 2017]. Algunas regiones del estado Oaxaca tienen una alta susceptibilidad al escarabajo descortezador debido a la confluencia de diversas especies de pino y de al menos siete especies de escarabajos [Salinas-Moreno et al., 2010]. Sin embargo, también las condiciones de manejo (sobre todo perturbaciones inducidas) y el cambio climático generan estrés en los árboles y favorecen la presencia de plagas. La interacción biótica entre pinos y escarabajos descortezadores evolucionó para que estos insectos removieran de manera natural árboles viejos, enfermos o estresados, y así ayudaran a renovar el bosque. Aunque la presencia de plagas de escarabajo descortezador en los bosques templados de Oaxaca no es un fenómeno nuevo [López Arzola et al., 2012], en los últimos años su incidencia en superficie y en el número de comunidades/ejidos forestales afectados ha aumentado (gráfica 1). Esta situación ubica al estado entre los de mayor problemática de sanidad forestal en México [Durán et al., en preparación]. 
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			Las plagas de descortezador, a diferencia de perturbaciones como el fuego, plagas de defoliadores o plantas parásitas, tienen capacidad de matar decenas de árboles y escalar espacialmente, llegando a afectar millones de hectáreas de bosque, como ocurre en Estados Unidos. Este problema impacta la producción de materias primas y también la provisión de servicios ambientales, lo que se traduce en pérdidas económicas y bienestar local o regional [Boyd et al., 2013]. Las comunidades/ejidos forestales tienen la obligación de cuidar los bosques y, en el caso de las plagas, hacer saneamientos conforme los lineamientos técnicos que establece la NOM-019-SEMARNAT-2006. Aunque es ampliamente conocido que la gente de las comunidades/ejidos hace saneamientos de plagas de descortezador en los bosques de Oaxaca, la percepción local sobre el problema y el proceso comunitario para hacer saneamientos forestales ha sido poco estudiado [Durán y Poloni, 2014]. Entrevistas informales y semiestructuradas realizadas a autoridades de comunidades/ejidos forestales de Oaxaca con problemas de plagas de descortezador, y la participación en el Comité Estatal de Sanidad Forestal de 2014 a la fecha, permitieron a los autores reconocer que el saneamiento forestal debería ser un asunto de alta prioridad e interés colectivo porque las plagas representan un amenaza real a los SSE. En los últimos diez años, la ocurrencia de plagas de descortezador figura entre los seis principales temas que se tratan con regularidad en las asambleas de comunidades/ejidos donde se aprovecha la madera. Según la problemática (magnitud y ubicación de la plaga) y el nivel de información de la gente, la asamblea acuerda y prioriza el saneamiento del bosque, para lo cual el comisariado debe gestionar autorización ante la Semarnat, integrar una brigada de sanidad forestal y asegurar los insumos requeridos para ejecutar el saneamiento forestal. El método de saneamiento que se usa en Oaxaca es físico-mecánico, lo que demanda más mano de obra y herramientas básicas. Aunque el saneamiento en etapas tempranas de la plaga es recomendable, no siempre las comunidades pueden realizarlo [Durán et al., en preparación]. Entre las principales dificultades que afrontan se encuentran los permisos, la falta de dinero (ya que aun con un apoyo de CONAFOR, sus insumos son notablemente inferiores al costo real) o que el arbolado muerto no tenga un volumen de madera aprovechable comercialmente para cubrir los costos del saneamiento. Otros factores incluyen la falta de equipo (motosierras y vehículos) e infraestructura (caminos forestales). Los ciclos biológicos de las diferentes especies de Dendroctonus son variables, y también cambian entre las zonas frías y tropicales [Equihua y Burgos, 2002]. Esta característica tiene relevancia para los periodos de dispersión del escarabajo, cuando se pueden contagiar los árboles; por lo que la sanidad es una carrera contra el tiempo y resulta preocupante que desde la detección de la plaga hasta el saneamiento puedan transcurrir de 5.5 meses a un año [Hernández, 2016]. 

			En principio, la autorización para el saneamiento demora en promedio 2.7 meses, a lo cual se suma el tiempo que llevará a una comunidad/ejido organizar las actividades. Las demoras en el saneamiento pueden dar ventaja a la plaga y, sin proponérselo, las comunidades/ejidos forestales pueden favorecer su expansión. Para un adecuado manejo de las plagas es fundamental informar adecuadamente a las asambleas de las comunidades/ejidos sobre el problema a fin que le den prioridad al momento de tomar acuerdos. Además, es importante fortalecer la cultura forestal y la capacidad organizativa ya que, de ser necesario, la gente local debe apoyar a la brigada de sanidad mediante el tequio. Sin embargo, al igual que la conservación, la sanidad forestal debería operar bajo un esquema de gobernanza de múltiple nivel porque requiere la participación y apoyos de instancias gubernamentales, asesores técnicos, empresas, instituciones académicas y la sociedad en general. 

			Una mención especial merece el problema de los conflictos dentro y entre comunidades/ejidos forestales de Oaxaca, porque los conflictos limitan o retardan la intervención local en el control de plagas por escarabajo descortezador. Por ejemplo, el problema interno en Pueblos Mancomunados y el problema agrario entre Capulalpam de Méndez y San Miguel Yotao, ambos en la región Sierra Norte, exhibió el obstáculo que representan los aspectos sociales para cuidar bosques amenazados, aún en condiciones en las que hay recursos financieros, capacidad técnica y voluntad institucional [Durán et al., en preparación]. Lamentablemente, casos como los anteriores están presentes en todas las regiones del estado y, aunque se están intentando estrategias de sensibilidad y negociación a fin de permitir la realización de saneamientos, en varios casos no se logra el objetivo. 

			El tema de la sanidad forestal impone un gran reto y es importante destacar que quizá cientos de comunidades/ejidos forestales sí monitorean el estado del bosque y atienden la ocurrencia de plagas de descortezador y de otro tipo. Sin embargo, ellos solo tienen injerencia en sus predios, mientras que el problema del descortezador puede abarcar amplios paisajes forestales. Así, la mayoría de las comunidades/ejidos estudiados reconocieron que las plagas les llegan de sus vecinos que no hacen buen manejo del bosque, no sanean oportunamente o no son sensibles a la presencia de plagas en sus predios, pero algunos reconocieron que la plaga fue de sus predios a los vecinos. Dado que los trabajos de sanidad forestal son intervenciones de manejo complejas, costosas y peligrosas, el gobierno y la sociedad en general debería reconocer y compensar la labor de las comunidades/ejidos para mantener sano al bosque. Finalmente, como cualquier problema de urgencia sanitaria, un aspecto crucial es la información. Es urgente que se trabaje en estrategias de comunicación sobre la problemática de sanidad forestal; sin embargo, se necesita proveer información técnica ad hoc para gente de comunidades/ejidos, es decir, acordes a los contextos, el nivel educativo yconforme la magnitud del problema. 

			4. DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES

			Aun cuando el objetivo inmediato fue producir madera o productos no maderables (Caso 1), fomentar disponibilidad de agua para uso doméstico (Caso 2), conservar biodiversidad (Caso 3) o cuidar el bosque ante amenazas bióticas (Caso 4), los estudios de caso evidenciaron que las comunidades/ejidos forestales en Oaxaca pueden manejar sus territorios de manera integral. Aunado a ello, el manejo forestal comunitario en Oaxaca presenta características que podrían incrementar la resiliencia ecológica-social [Folke, 2006]. Ecológica, porque con el cuidado del bosque se preserva hábitat y capacidad provisora de bienes y servicios ambientales. Resilencia social porque detrás del manejo del forestal, subyace una larga tradición de participación de actores locales, organización comunitaria e intercomunitaria e institucionalidad (asambleas, reglas, tequio) que son la base de la diversificación de actividades productivas y económicas, inclusión de género, generación de aprendizajes sociales y ecológicos, y la capacidad de generar y cambiar las reglas locales para adaptarse a nuevas condiciones socioambientales. Además de las intervenciones sincronizadas entre comunidades vecinas, cada una actuando en sus predios, la organización puede escalar y manifestarse a nivel regional en continuidad de la cobertura arbórea o en amplios bloques de conservación, como en el caso Corenchi [Velasco et al., 2014; Van Vleet et al., 2016), así como en un buen abasto de agua en un entorno donde abundan reportes sobre su escasez [Gumeta-Gómez et al., 2016]. Si bien los casos de manejo forestal presentados no son ideales y presentan limitaciones, la mayoría han operado durante varias décadas y exhiben múltiples ventajas (tabla 1). Las ventajas de dichos casos muestran la importancia de promover la participación local en el manejo de bosques, lo cual es deseable generalizar a otras regiones del estado, del país o del mundo [Bray, 2010; Durán et al., 2012; Van Vleet et al., 2016]. No obstante, aún se requiere establecer y fortalecer políticas públicas que reduzcan sus limitaciones.
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En general, se sabe que el manejo de los ecosistemas per se es complejo y presenta grandes incertidumbres sociales y ambientales [Meffe et al., 2002]. Se ha observado que el cambio climático está haciendo vulnerables a los paisajes forestales [Boyd, 2013]. Sin embargo, el manejo comunitario que ocurre en numerosas comunidades/ejidos de Oaxaca muestra que la población local es un actor central para el buen manejo de los paisajes forestales, para afrontar y revertir sus amenazas. Gran parte de los bosques del mundo están habitados [RRI, 2015] y, comúnmente, los pobladores suelen ser vistos como el problema [Herkenrath y Harrison, 2011], pero los ejemplos presentados muestran lo opuesto: la población local es la principal aliada de los bosques.
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NOTAS

			

			
				*Centro Interdisciplinario de Investigación para el Desarrollo Integral Regional, Unidad Oaxaca (CIIDIR-Oaxaca), Instituto Politécnico Nacional. 

					1 Territorio [sensu Burgos y Velázquez, 2016] se refiere a un espacio de interés donde operan reglas y relaciones de poder, y que representa la arena para los procesos de toma de decisiones [Territory deals with space engagement, rules of control and power relationships and ultimately represents the arena for grounded decision making processes].

				

				
					2 Manejo es el proceso de hacer algo; la palabra proviene del vocablo latino manus y del francés ménagement que influenció el desarrollo de la palabra en inglés management. En esencia, el manejo trata del proceso de organizar, planificar, controlar y dirigir los recursos disponibles para el logro de un objetivo.

				

				
					3 Manejo forestal comunitario, en el contexto mexicano, es el proceso de discusión, toma de decisiones e intervención en áreas de bosque de comunidades/ejidos con propósitos de aprovechamiento de madera, conservación, restauración, etcétera; en cuyo diseño, gestión e implementación participa un colectivo de propietarios.

				

				
					4 Tequio es un término tradicional que se refiere al trabajo “voluntario” no remunerado que debe realizar cualquier habitante por el bien de la comunidad/ejido.

				

				
					5 Empresa forestal comunitaria es una unidad económica-social operada por comunidades/ejidos que tiene como objetivo generar utilidades del aprovechamiento comercial de algún recurso del bosque [Antinori, 2005]. 

				

				
					6 Estudio de caso es la descripción de situaciones de la vida real que puede ayudar a explorar patrones y generalidades acordes con ciertas teorías [Baumgärtner et al., 2008]. 

				

				
					7 Sustentabilidad es un concepto que plantea que el uso actual de los recursos debe asegurar que el funcionamiento de la naturaleza se mantenga para brindar servicios y bienes a futuro [Giddings et al., 2002].

				

				
					8 Resiliencia se refiere a la capacidad de los sistemas para afrontar un disturbio y recuperar su función, estructura y relaciones internas [Folke et al., 2010].

				

				
					9 UMA (Unidades de Manejo para la Conservación de la Vida Silvestre) conforme la Ley General de Vida Silvestre (1997), son espacios de promoción de esquemas alternativos de producción compatibles con la conservación de la vida silvestre.

				

				
					10 CA son instituciones de gobernanza y gestión del agua a nivel local [Gumeta-Gómez et al., 2016]; son comunes en gran parte del estado Oaxaca y, en su mayoría, operan desde hace varias décadas aun antes de la existencia de la Ley de Aguas Nacionales, aunque hasta ahora su existencia y operatividad está escasamente documentada.

				

				
					11 ADVC son modelos de conservación biológica que surgen de iniciativas de abajo hacia arriba, y en un contexto de amplia inclusión social [Bray et al., 2012]. Tienen respaldo jurídico en el Artículo 46 fracción XI, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en cuya modificación del 16 de mayo de 2008, les reconoce como ANP de competencia federal <www.conanp.gob.mx/rendicion_cuentas/areas_certi.php>.

				

				
					12 El evento puede ser seguido por medio de redes sociales en la página oficial de Facebook: <https://www.facebook.com/CORENCHI/>.
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			1. INTRODUCCIÓN

			La desigualdad es uno de los problemas más importantes que ocupan a las ciencias sociales en la actualidad. Las formas de abordar este fenómeno son múltiples y variadas. Una de ellas tiene que ver con la concentración del ingreso; otra hace énfasis en las diferencias de acceso a los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA); sin embargo, ambos enfoques son complementarios. La concentración del ingreso tiene como consecuencia la asimetría en el acceso a la educación, a la alimentación, a la salud y a otros derechos sociales, a los derechos de identidad (como sucede con la exclusión de los grupos indígenas por medio de mecanismos discriminatorios) y a un medioambiente sano [Torres, Torres y Jiménez, 2016]. Por otra parte, la concentración económica marca diferencias entre entidades federativas y municipios, lo cual pone en peligro la cohesión territorial por los contrastes regionales en el acceso a los derechos. No obstante su origen económico, el estudio de la desigualdad desde un enfoque de derechos conduce a preguntas que desbordan las políticas centradas en el ingreso de los individuos y los hogares. Mediante este enfoque es posible conocer cuáles son las normas, mecanismos e instrumentos necesarios para disminuir las asimetrías en el ejercicio de los derechos y cuáles son las características de las políticas enfocadas en los aspectos sociales de los sistemas socio-ecológicos.1Es decir, la gobernanza como enfoque de gestión. 

			La gobernanza como concepto supone formas descentralizadas de decisión y la gestión horizontal mediante redes de actores públicos y privados con el objetivo de formular objetivos comunes en una sociedad y las formas de coordinación para alcanzarlos [Aguilar, 2006: 90]. A nivel territorial, la gobernanza facilita la creación de mecanismos que permiten la toma de decisiones bottom-up, por medio de la difusión amplia de la información, la consulta y la formulación de acuerdos de los actores socioterritoriales con acciones participativas lo más incluyente posibles [Torres, 2008; Torres, 2011]. El enfoque de la gobernanza es importante porque los mecanismos de consulta pueden generar relaciones de cooperación y confianza que disminuyan la distancia económica y el ejercicio de los derechos de los actores. Estos mecanismos adquieren particular importancia cuando existen proyectos e inversiones que pueden tener impactos en la desigualdad y en las formas de gobierno y gestión.

			En este contexto, este capítulo se propone abordar un estudio de caso sobre los efectos de las inversiones en energía eólica y el proyecto de desarrollo de una Zona Económica Especial (ZEE) en tres municipios del Istmo de Tehuantepec: Juchitán de Zaragoza, San Mateo del Mar y Salina Cruz (véase mapa 1). La explotación de energía eólica se ha convertido en un eje prioritario de la ZEE. Es necesario hacer notar que el gobierno federal ha considerado a este proyecto como una alternativa de crecimiento económico en regiones rezagadas pero que cuentan con una posición geográfica privilegiada y acceso a las infraestructuras de transporte (marítimo, ferroviario, carretero y aéreo).
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			Este capítulo se divide en una reflexión metodológica sobre las fuentes y una descripción de los métodos cuantitativos y cualitativos utilizados en la investigación; en seguida, se aborda el deficiente acceso a los derechos, principalmente los sociales, en los tres municipios señalados. Posteriormente, se exponen los resultados y la discusión del estudio de los impactos de los parques de energía eólica sobre el socioecosistema. Se concluye con las aportaciones de un enfoque de gobernanza territorial para gestionar la creciente conflictividad en la región y para revertir la desigualdad.

			2. UNA REFLEXIÓN METODOLÓGICA Y FUENTES DE LA INVESTIGACIÓN

			Para llevar a cabo el estudio de caso se revisaron las fuentes documentales disponibles y se realizó un trabajo de campo exploratorio. La revisión de las fuentes dio una primera aproximación a tres dimensiones del problema. La primera dimensión consiste en definir la desigualdad a partir de la deficiencia en el acceso a los derechos. Una segunda dimensión se construyó por medio de la descripción de la instalación de las principales empresas generadoras de energía eólica que actúan en los tres municipios señalados, que fue complementada con un análisis de la iniciativa de la Ley Federal de Zonas Económicas Especiales (ZEE) y los probables impactos de la ZEE que se pretende construir en el municipio de Salina Cruz.2Estas dos dimensiones se complementan con una tercera, referente a un trabajo de campo exploratorio, que combinó la observación directa con el levantamiento de entrevistas semiestructuradas. Por medio de estas tres dimensiones —desigualdad en acceso a derechos, instalación de las empresas y de la ZEE, y trabajo de campo exploratorio— es posible enfatizar la importancia de los mecanismos de consulta establecidos en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y tribales. Este convenio reconoce en su artículo 15 los derechos de los pueblos a los recursos naturales existentes en sus tierras y, en el caso que esos recursos pertenezcan al Estado, la obligación de los gobiernos a establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos [CDI, 2003].

			En el caso de la diferencia en el acceso a los derechos sociales, para 2010, 2012 y 2014, se partió de los resultados que arroja el Índice de Pobreza Multidimensional en el estado de Oaxaca y en los municipios de Juchitán de Zaragoza, Salina Cruz y San Mateo del Mar. Este índice identifica carencias individuales y de los hogares en los ámbitos de salud, educación y estándares de vida. Utiliza datos micro de encuestas de hogares y, a diferencia del Índice de Desarrollo Humano ajustado por desigualdad, todos los datos deben de provenir de la misma encuesta.3En México, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) incorpora tres aspectos básicos: bienestar económico, derechos sociales y el contexto territorial [Diario Oficial de la Federación, 2010: 12]. La pobreza multidimensional es definida como el estado en el que se encuentra una persona cuando no tiene garantizado el ejercicio de al menos uno de los derechos para el desarrollo social y sus ingresos son insuficientes para adquirir los bienes y servicios para satisfacer sus necesidades [Diario Oficial de la Federación, 2010: 12].

			En el caso de la segunda dimensión señalada anteriormente, se llevó a cabo una búsqueda documental de las empresas existentes en la región y sus efectos en los conflictos sociales y ambientales, así como un análisis de la iniciativa de ley federal para el desarrollo de ZEE que contempla grandes inversiones en el municipio de Salina Cruz para impulsar una zona económica orientada al mercado internacional con privilegios fiscales y trato favorable a las empresas. Dicha zona estará bajo administración federal, es decir, excluye al gobierno estatal y municipal.

			Finalmente, para ampliar los marcos interpretativos de la desigualdad regional y las opiniones de los agentes involucrados, se realizó trabajo de campo consistente en una visita a los tres municipios para observar el desarrollo de los parques eólicos y se procedió al levantamiento de 16 entrevistas. Esto fue realizado durante el mes de enero de 2016, y se utilizó el muestreo de bola de nieve a actores de tres diferentes esferas: la gubernamental, la económica y la social. En las tres se pidió a los entrevistados que expresaran sus opiniones sobre la evolución de la pobreza y la desigualdad en el Istmo; sobre los problemas sociales, ambientales y culturales relacionados con las inversiones eólicas, y, finalmente, que dieran sus opiniones sobre los beneficios de la ZEE. Posteriormente se procedió al análisis de las entrevistas de acuerdo a esquemas de codificación que permitieron relacionar la información cualitativa con diversas dimensiones de nuestra pregunta de investigación. De esa manera, en este capítulo se exponen los resultados de la metodología mixta que se ocupó, la cual permite la combinación de técnicas de análisis estadístico-documental, de observación directa y de información cualitativa de campo.

			3. DIFERENCIAS EN EL ACCESO A LOS DERECHOS SOCIALES. UN PANORAMA DE OAXACA Y EL ISTMO DE TEHUANTEPEC

			Aunque la pobreza y la desigualdad no son conceptos equivalentes, el Coneval ha hecho un esfuerzo para ubicarlas como carencia de acceso a servicios y derechos sociales. De acuerdo a este organismo, entre 2010 y 2014 la pobreza en Oaxaca presentó dos tendencias diferentes [Coneval, 2015c]. Entre 2010 y 2014 disminuyó en 5 puntos porcentuales al pasar de 67 a 61.9. Una tendencia similar se observó con la pobreza extrema. Sin embargo, entre 2012 y 2014 el avance favorable dio marcha atrás y se situó prácticamente en los mismos términos de 2010 con 28.3% de la población en situación de pobreza [Coneval, 2015c].

			De acuerdo con datos del mismo Coneval, la región del Istmo y los tres municipios estudiados en este capítulo se caracterizan por presentar niveles desiguales en cuanto a la marginación y al rezago social. El cuadro 1 presentael número de personas que viven en pobreza y pobreza extrema, así como el porcentaje de población que presenta carencias en las dimensiones establecidas por la Ley General de Desarrollo Social. De esta manera se pueden elucidar las siguientes tendencias de la desigualdad en los tres municipios:
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			1. De acuerdo al Índice de marginación social, el municipio de Salina Cruz es considerado con un nivel muy bajo; Juchitán de Zaragoza, con un grado medio; en tanto que San Mateo del Mar presenta un grado de marginación social muy alto [Conapo, 2015]. 

			2. 	En los tres municipios existen brechas profundas en el ejercicio de los derechos, lo que muestra una grave polarización: más del 50% de la población carece de seguridad social, por ejemplo.

			3. 	La población en situación de pobreza moderada en los tres municipios es mayor a 45% [Coneval, 2015c]. Sin embargo, en San Mateo del Mar, esta llega a 89.4%. La población en situación de pobreza extrema es de 7.3% en Salina Cruz; de 11.3% en Juchitán de Zaragoza y del 57.8% en San Mateo del Mar (cuadro 1). 

			4. 	La población de Salina Cruz presenta carencias en los servicios de salud y en la alimentación. Por su parte, en Juchitán de Zaragoza el cuidado de la salud, la calidad y los espacios de la vivienda presentan graves carencias. Finalmente, San Mateo del Mar es el municipio que presenta las condiciones más críticas ya que 84.5% de la población no tiene vivienda adecuada y 78.2% no tiene acceso a servicios de vivienda [Coneval, 2015c]. 

			5. 	En cuanto a los indicadores de bienestar económico, en los tres municipios la población por debajo de la línea de bienestar económico, asociada con los bienes y servicios que pueden adquirir por medio del ingreso, excede el 50%; en Juchitán de Zaragoza llega a 62.9% de la población y en San Mateo del Mar es de casi 90% [Coneval, 2015c]. La situación es tan crítica que, por ejemplo, aunque en San Mateo del Mar 89.5% de las personas utilizaran todo su ingreso en la compra de alimentos, no serían capaces de satisfacer sus necesidades alimentarias. Esta situación se presenta en 14% de la población en Salina Cruz y en 21.4% en Juchitán de Zaragoza [Coneval, 2015c]. 

			6. 	El municipio de San Mateo del Mar enfrenta el desempeño más pobre de los indicadores sociales. Por ejemplo, 92.5% de su población carece de acceso a seguridad social y 84.5% presenta insuficiencia en calidad de espacios para la vivienda. Estos datos corroboran que la desigualdad entre municipios no sólo se da en los ámbitos del ingreso y de los derechos sociales básicos, sino también en componentes fundamentales del desarrollo humano como lo son la salud y la educación.

			7. 	En cuanto a la desigualdad económica, si bien los datos del Coneval demuestran que el coeficiente de Gini para 2010 en los municipios de Salina Cruz, Juchitán de Zaragoza y San Mateo del Mar se encontraba por debajo de la media nacional (0.422, 0.429 y 0.379 respectivamente contra 0.446 a nivel nacional), la diferencia de ingresos entre los estratos de la población ocupada es más alta que la media estatal y nacional en los municipios de Salina Cruz y Juchitán de Zaragoza; sobre todo en el primero, pues los ingresos de la población empleada en la refinería Antonio Dovalí Jaime contribuyen a esta brecha. 

			4. RESULTADOS. EXPLOTACIÓN EÓLICA EN EL ISTMO DE TEHUANTEPEC: EXPECTATIVAS Y CONTRADICCIONES

			El crecimiento de la pobreza y la desigualdad ha obligado al gobierno federal a impulsar grandes inversiones en materia de energía. Las reformas publicadas en mayo de 2015 a la Ley General de Cambio Climático incluyeron, en el artículo tercero transitorio, que para 2024 por lo menos 35% de la energía eléctrica total producida en el país tendrá como origen energías limpias, de las cuales 40% provendrá de los parques eólicos. De acuerdo con la Asociación Mexicana de Energía Eólica (AMDEE), Oaxaca ocupa el primer lugar de potencial por su importancia productiva y su posición estratégica. Según datos de la AMDEE, la producción de energía eólica del estado representa actualmente 82% de la producción nacional con 2 696 MW provenientes de 27 complejos ubicados principalmente en los municipios de Santo Domingo Ingenio, Unión Hidalgo, Juchitán de Zaragoza, Asunción Ixcaltepec y El Espinal. Las proyecciones nacionales indican que en 2022 se estarán produciendo 15 000 MW de energía limpia, y el Istmo será uno de las zonas de producción.

			Esta situación ha despertado expectativas de crecimiento económico. El cuadro 2 muestra la evolución de los proyectos eólicos desde 1994, cuando la Comisión Federal de Electricidad (CFE) instaló el parque La Venta con una capacidad de 1.57 MW. A partir de ese año, el crecimiento de las inversiones ha sido constante. Como puede observarse, los desarrolladores son, ante todo, las compañías españolas Iberdrola y Fenosa y la holandesa Vesta, aunque también han participado la CFE, Cementos Mexicanos (Cemex) y Gamesa. 
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			No obstante, en los municipios de estudio, a causa de dichos proyectos se han generado movilizaciones en contra por parte de zapotecos e ikoots, porque no se les consultó acerca de la instalación de los generadores según lo establecen las leyes mexicanas y el Convenio 169 de la OIT. Esto se debe, principalmente, a que estas comunidades perciben las inversiones en energía eólica como un peligro para sus formas tradicionales de subsistencia basadas en la agricultura familiar, la pesca artesanal y la captura de camarón. El problema, como los entrevistados establecen, es causado por la forma en la que las empresas eólicas han desarrollado sus actividades en las comunidades del Istmo de Tehuantepec. Para el vocero de una organización, “…el problema con las eólicas en la región es debido a que el impacto que los aerogeneradores han tenido en diferentes aspectos, como la salud, el medio ambiente o la cohesión social, no ha sido claro” [entrevistado 6]. Aunado a esto, los acuerdos no han favorecido la igualdad entre y dentro de la comunidad por lo que no ha habido derrame de beneficios a nivel local. Para otro de los entrevistados los problemas generados por la expansión de energía eólica en la zona del Istmo se deben “…a que no se ha incluido a las comunidades en los procesos de decisión” [entrevistado 4].

			La creciente inversión ha provocado conflictos con las compañías generadoras, pero también al interior de las comunidades que se han dividido frente a las pretensiones de rentar las tierras comunales y ejidales. Las negociaciones para la instalación de aerogeneradores han sido discrecionales; el trato se hace directamente con el propietario, sin la intervención de autoridades y por medio de intermediarios o con contratos que no son propiamente traducidos a las lenguas indígenas [Dunlap, 2017], lo cual da pie a abusos. Por ejemplo, en San Dionisio del Mar, la empresa Mareña Renovables ofreció una renta de 138 pesos anuales por hectárea para instalar aerogeneradores en la Barra de Santa Teresa, sitio en el que se había proyectado la instalación del parque de energía eólica más grande de América Latina. Esto genera, para otro más de los entrevistados “…un proceso de despojo de tierra en el que [la renta tan baja] favorece la concentración de grandes extensiones de tierra en unas cuantas manos” [entrevistado 2]. Finalmente esta propuesta fue rechazada por la asamblea debido a que no se consultó su instalación, no sin antes soportar presiones y amenazas de violencia. Este plan detonó movimientos reivindicativos por la autonomía, tanto de los ikoots, como de los zapotecas, de la localidad Álvaro Obregón, perteneciente al municipio de Juchitán. Estos movimientos contaron con la participación de organizaciones de la sociedad civil del Istmo y otras nacionales e internacionales. 

			El rechazo al proyecto reavivó un enfrentamiento entre San Mateo del Mar y Santa María del Mar donde existe un conflicto histórico por la propiedad de la tierra. En este caso, la asamblea comunitaria de San Mateo del Mar resolvió no apoyar la construcción del parque eólico antes referido, porque éste contemplaba la instalación de aerogeneradores en tierras de la Barra de Santa Teresa que son consideradas como sagradas para los ikoots. Además, se argumentaron los riesgos que dicho proyecto acarrearía contra su principal actividad económica: la pesca de camarón.

			Por otro lado, en Santa María del Mar, el proyecto de instalación del complejo eólico fue aprobado, aunque éste se ubicaría en las tierras en disputa entre ambos municipios. Esto trajo como consecuencia un conflicto mayor con comunidades como San Mateo del Mar y que ha resultado en el bloqueo de caminos y posterior aislamiento de Santa María del Mar. Este ejemplo muestra cómo, aunado al problema de la desigualdad económica, se están creando nuevas desigualdades de tipo social que amenazan la cohesión de las comunidades y reviven viejos enfrentamientos por la posesión de la tierra. En este sentido, vale la pena enfatizar algunos puntos que ofrecen las entrevistas realizadas.

			En primer lugar, destaca la preocupación, ya expresada desde hace años, de poner en manos de empresas extranjeras la generación de la energía eléctrica. Un bien público estratégico que se ha visto sujeto a cambios de leyes y reglamentos con la Reforma Energética. Debe tomarse en cuenta, por otro lado, que prácticamente todos los componentes son importados, por lo que su impacto en la generación de cadenas de valor local es casi inexistente. “Los trabajos que se generan se dan apenas en la etapa de construcción e instalación, ya que en la operación de los parques eólicos se requiere de mano de obra extremadamente especializada que suele provenir de otras partes del país o del extranjero” [entrevistado 8].

			En segundo lugar, existe una percepción generalizada entre los actores locales de que la inversión eólica no ha representado una derrama económica en la zona. Según un informe de la Secretaría de Gobernación, si bien a nivel internacional la renta de la tierra representa un costo de 3.9% en promedio en la instalación de un aerogenerador, en México la renta que ofrece Iberdrola varía de 0.025% a 1.5%. Aunque es necesario revisar si dichas condiciones han cambiado, esta renta, aunque ínfima, ha agudizado las desigualdades y divisiones entre quienes tienen tierras aptas para la explotación eólica y quienes no.

			En tercer lugar, las comunidades no son receptoras de la energía producida en sus tierras y pagan altas tarifas por consumo de energía eléctrica. Esto se debe fundamentalmente a que las empresas tienen como objetivo producir utilidades con base en la distribución de energía eléctrica de acuerdo a las necesidades de grandes consumidores (CFE, Cemex, Wal-Mart, etcétera).

			En cuarto lugar, no existe un beneficio fiscal claro para los municipios, pues las direcciones de las empresas eólicas están en la Ciudad de México. Esto ocasiona que no haya pago de impuestos a nivel municipal de manera directa.

			Finalmente, entre los representantes de las organizaciones se resaltó la poca importancia que se ha dado a la cosmovisión indígena sobre la tierra, el viento y el mar. Una informante de San Mateo del Mar afirmó que “…aunque a la comunidad se le ofrecieran millones de pesos, no aprobarían la instalación de aerogeneradores, porque la tierra es sagrada” [entrevistada 10]. Según esta misma entrevistada, “únicamente buscan vivir en armonía con el viento y el mar”. El vocablo ikootz para denominar esta armonía es monapaküy que engloba cultura, vida, naturaleza, salud y bienestar.

			5. DISCUSIÓN. EL PROBLEMA DE LA GOBERNANZA TERRITORIAL

			En este capítulo se analizó la situación de rezago y marginación social en los municipios de Salina Cruz, Juchitán de Zaragoza y San Mateo del Mar. Se ha observado que, a pesar de que son áreas colindantes, los tres municipios presentan un nivel de desarrollo muy diferente, dato que ayuda a entender las brechas de desigualdad que afectan no solamente al estado de Oaxaca, sino también a la federación. Una de las formas por medio de las que se ha tratado de enmendar la situación de pobreza es la implementación de estrategias de desarrollo económico en la región. No obstante, la efectividad de dicha estrategia se ha visto mermada por nuevas desigualdades sociales, cuyo análisis es digno de mayores reflexiones en el contexto de la gobernanza de los territorios. Entre estas nuevas desigualdades, cabe destacar la apropiación de los bienes comunes y su mercantilización, como el viento. Además, los ingresos aparejados por la renta de la tierra para la instalación de aerogeneradores y los derivados del acceso a los programas sociales. En lo que respecta a la energía eólica, hay que subrayar que las comunidades demandan información y consulta. En realidad, estas demandas se relacionan con el ejercicio del poder y la apropiación de los recursos. En este sentido, se requiere un marco explicativo de las formas de cooperación y conflicto en los territorios para disminuir la desigualdad. Ese marco es el enfoque de la gobernanza territorial.

			La gobernanza de los territorios supone, como se mencionó en la introducción a este capítulo, una descentralización de las decisiones con la finalidad de que los actores socioterritoriales tengan una mayor participación en la toma de decisiones y mayores posibilidades de incrementar sus capacidades de innovación organizativa. El objetivo es que sean capaces de encontrar vías de desarrollo propio. La gobernanza territorial exige, en este sentido, reconocer la actuación en redes y la generación de alternativas desde la base de la sociedad. Los mecanismos e instrumentos de la gobernanza territorial se encuentran estrechamente vinculados a: 1) la más amplia difusión posible de los beneficios y riesgos que entrañan los proyectos; 2) las reuniones y asambleas informativas y deliberativas; 3) el establecimiento de mecanismos de consulta libre e informada, cuyo marco, como ya se ha mencionado anteriormente, se encuentra en el Convenio 169 de la OIT, y 4) la generación de acuerdos vinculantes. El incumplimiento de estas condiciones o la simulación de consultas provoca la concentración de los recursos, las disputas y el desarrollo de actividades extractivas [Rodríguez-Wallenius, 2015]. 

			La refinería ubicada en Salina Cruz, por ejemplo, a pesar de haber sido fuente de empleo durante su construcción, no incidió en la formación de mano de obra especializada en la región. Ello no sólo provocó una fragmentación social por las diferencias con los trabajadores que llegaron de otras partes del país y la inflación por los altos salarios que se les pagan, sino también externalidades negativas al medio ambiente como la contaminación en los recursos hídricos; lo que afectó la pesca tradicional. Las inversiones eólicas han resultado problemáticas en la región. Esto se debe a que el proceso de transición hacia energías “verdes” ha venido acompañado de conflictos crecientes. De la misma manera, este proceso tiene que ver con una cuestión de valoración cultural, ya que las comunidades ikootz difícilmente pueden ser compensadas ante la pérdida de sus tierras o recursos pesqueros a los que consideran parte de su propia identidad. Esto genera que la transición hacia energías limpias en la zona venga acompañada necesariamente de procesos contenciosos en lo social que dificultan la inversión y la derrama económica.

			Con la iniciativa de Ley de las ZEE, se vislumbra un proceso de agudización de las desigualdades sociales que afectan a los municipios debido a que se corre el riesgo de no tomar en cuenta una serie de elementos locales que pueden ser positivos para el desarrollo social de la región. Algunos de los puntos problemáticos de esta ley que apuntan a fortalecer esta afirmación, son los siguientes:

			1. 	Establece un paquete de disposiciones que faculta a la administración pública federal a implementar políticas públicas especiales.

			2. 	Las ZEE serán creadas a partir de decretos emitidos por el ejecutivo federal y las empresas instaladas dentro del perímetro establecido gozarán de los beneficios establecidos en dichos decretos.

			3. 	La ley establece un régimen aduanero especial para las ZEE.

			4. 	El establecimiento de una ventanilla única para la realización de los trámites; es decir, obliga a establecer convenios de coordinación, de los niveles subnacionales de gobierno ante el gobierno federal.

			5. 	Las zonas establecidas en bienes inmuebles del dominio público de la federación se sujetarán exclusivamente a las leyes federales, aunque establece la salvaguarda, al margen, de que requerirán el consentimiento de los congresos locales.

			6. 	La ley prevé un administrador integral, del sector público o privado, con atribuciones para construir, desarrollar, administrar y mantener la infraestructura interna.

			7. 	Las ZEE sólo podrán establecerse en algunas de las entidades federativas con mayor incidencia de pobreza multidimensional y en localidades con población de entre 50 y 500 mil habitantes, pero que tengan integrada infraestructura y con posibilidades de constituir corredores interoceánicos.

			8. 	Esta ley permite la expropiación por utilidad pública, con lo cual se corre riesgo de seguir con un proceso de despojo de tierras a los pueblos originarios.

			En este tenor, algunos de los entrevistados la ZEE anticipan más riesgos que oportunidades, ya que, en su opinión, se agudizarán rezagos sociales que nunca han sido atendidos en la zona. Uno de los entrevistados dice que “…nunca hubo un intento de toma de decisión compartida en el que se involucrara a actores locales para escuchar y atender sus puntos de vista y propuestas para el desarrollo de la región” [entrevistado 2]. De esta manera se puede adelantar que las ZEE son un desafío para las capacidades locales de las comunidades y pueblos. En las condiciones actuales de estos tres municipios, los proyectos eólicos y la ZEE reproducen las fallas de la refinería Antonio Dovalí Jaime, de Salina Cruz, pues el único beneficio que traen consigo se da en la construcción, pero se conserva una estructura de enclave y extractiva. Es en este contexto que es imperativa la necesidad de hacer partícipes tanto en el desarrollo social como en el económico a los actores locales, ya que ellos son los que conocen y han experimentado las problemáticas sociales. 

			6. CONCLUSIONES

			De este capítulo pueden desprenderse algunas propuestas en el marco de un desarrollo territorial bajo un enfoque de derechos sociales, culturales y ambientales. Un enfoque de gobernanza territorial es necesario para diagnosticar las desigualdades y combatirlas por medio de una coordinación a diferentes escalas y tomar la dirección de un proceso que tenga por objetivo disminuir las brechas de desigualdad. La creciente conflictividad social por el uso del suelo en comunidades como San Mateo del Mar muestra que las nuevas desigualdades creadas amenazan la cohesión comunitaria.

			Un enfoque de gobernanza territorial requiere activar mecanismos e instrumentos que, partiendo del reconocimiento del conflicto, reconozcan los ejercicios de mediación con el objetivo de incrementar el beneficio social. Entre esos mecanismos deben privilegiarse la coordinación multinivel de las agencias de los gobiernos y las sociedades locales, además de impulsar decisivamente los instrumentos de consulta previstos en los acuerdos internacionales suscritos por el gobierno mexicano. Además se deben emprender acciones de información, asambleas consultivas y resolutivas, convenios y acuerdos que permitan una efectiva elevación del bienestar de esas comunidades de conformidad con las cosmovisiones propias de esas comunidades. Ello puede implicar que se aprueben o no los proyectos eólicos; sin embargo, representa el inicio de una dinámica en la que los recursos locales sean valorados económica y culturalmente tal como los recursos comunes (el aire y la pesca en las zonas costeras, por ejemplo), así como otros subsistemas del conjunto del socioecosistema de la zona como el patrimonio tangible (producción de alimentos, agricultura y agro-industria familiar; arquitectura y paisaje, por ejemplo) e intangible (fiestas, ferias, y tradiciones, entre otras).

			Para finalizar estas conclusiones y las propuestas que se mencionan, recogidas de la revisión bibliográfica y de las opiniones de los actores clave que fueron entrevistados, creemos que la desigualdad no sólo es un problema de ingresos, sino de derechos y responsabilidades públicas y privadas que contiene un aspecto ético: una sociedad que tolera la desigualdad en todas sus formas está sujeta otros males públicos como la violencia, que ya se ha manifestado en el Istmo a causa de los proyectos de inversión eólica. Estas situaciones no pueden verse como una normalidad social. Es preciso revertirlas por medio de mecanismos e instrumentos que incrementen la calidad de las decisiones al tomar en cuenta el derecho a la consulta efectiva de los pueblos sobre sus recursos y territorios. 

			
			[image: gerardoanexo]

			BIBLIOGRAFÍA

			Aguilar Villanueva, L. F. [2006]. Gobernanza y gestión pública. México: Fondo de Cultura Económica. 

			Avance-Análisis, Investigación y Estudios para el Desarrollo, y Fundación IDEA [2009]. El gasto social como herramienta redistributiva. México: Avance-Análisis, Investigación y Estudios para el Desarrollo, Fundación IDEA.

			Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) [2003]. Convenio 169 de la oit sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. Cuadernos de Legislación Indígena. México: CDI. Recuperado  de <http://www.cdi.gob.mx/transparencia/convenio169_oit.pdf>. 

			Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) [2015]. Indicadores sociodemográficos de la población total y la población indígena, 2010. México: CDI. Recuperado de <http://www.cdi.gob.mx/cedulas/2010/OAXA/oaxa2010.pdf>.

			Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) [2015a]. La cohesión social. México: Coneval. Recuperado de <http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Cohesion_Social.aspx>.

			Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) [2015b]. Índice de rezago social 2010 a nivel municipal y por localidad. México: Coneval. Recuperado de <http://www.coneval.gob.mx/Medicion/IRS/Paginas/Índice-de-Rezago-social-2010.aspx>.

			Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) [2015c]. Medición de la pobreza en México y en las entidades federativas 2014. México: Coneval. Recuperado de <http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Documents/Pobreza%202014_CONEVAL_web.pdf>.

			Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) [2015c]. Medición de la pobreza en México y en las entidades federativas 2014. México: Coneval. Recuperado de <http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Documents/Pobreza%202014_CONEVAL_web.pdf>.

			Consejo Nacional de Población (Conapo) [2015]. Datos abiertos del índice de marginación. México: Conapo. Recuperado de <http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Datos_Abiertos_del_Indice_de_Marginacion>.

			Diario Oficial de la Federación (DOF) [2010]. Lineamientos y criterios generales para la definición, identificación y medición de la pobreza. Recuperado de <www.coneval.org.mx/rw/resource/coneval/med_pobreza/DiarioOficial/DOF_lineamientos_pobrezaCONEVAL_16062010.pdf>.

			Dunlap, A. [2017]. “‘The town is surrounded’: from climate concerns to life under wind turbines in La Ventosa, Mexico”. Human Geography: A Radical Journal, 17(2).

			Gobierno del Estado de Oaxaca [2011]. Plan estatal de desarrollo de Oaxaca. Oaxaca: Gobierno del estado de Oaxaca.

			H. Ayuntamiento Constitucional de la Heroica Ciudad de Juchitán de Zaragoza [2013]. Plan municipal de desarrollo de la Heróica Ciudad de Juchitán de Zaragoza. Juchitán de Zaragoza: Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca.

			Howe, C.; Boyer, D. y Barrera, E. [2015]. “Los márgenes del estado al viento: autonomía y desarrollo de energías renovables en el sur de México”. Journal of Latin American and Caribbean Anthropology, 20(2): 285-307.

			Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) [2015]. Encuesta nacional de ingresos y gastos en los hogares, 2012. Recuperado de <https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwjZqPmNg83KAhXMmIMKHWMwAFMQFggfMAA&url=http%3A%2F%2Fwww3.inegi.org.mx%2FSistemas%2FTabuladosBasicos%2FLeerArchivo.aspx%3Fct%3D35076%26c%3D27905%26s%3Dest%26f%3D1&usg=AFQjCNHOvS9aWIbjWfZXlLaPwUKQu-w9aA&sig2=21L8M_trxGmCA-qoZlhHjQ&bvm=bv.112766941,d.amc>.

			Municipio de Salina Cruz [2013]. Gobierno municipal: 2012-2014. Salina Cruz: Municipio de Salina Cruz.

			Municipio de Salina Cruz [2014]. Fracción 15. Programas sociales. Recuperado de <http://municipiosalinacruz.gob.mx/es/programas-sociales/>.

			Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OECD) [2015]. Estadísitcas. Recuperado de <http://stats.oecd.org/Index.aspx?datasetcode=SOCX_AGG>.

			Pardo, M. S.; López-Calva, L. F.; Meléndez, Á.; Martínez, E. G. y Rodríguez-Chamussy L. [2007]. “Poniendo a la pobreza de ingresos y a la desigualdad en el mapa de México”. Economía Mexicana Nueva Época, 16(2): 239-303. México: Centro de Investigación y Docencia Económicas, A.C.
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					2 La iniciativa de Ley Federal de Zonas Económicas Especiales fue enviada por el Poder Ejecutivo a la Cámara de Diputados en noviembre de 2015 y fue promulgada el 31 de mayo de 2016. Como el estudio que se presenta en este capítulo se llevó a cabo entre diciembre de 2015 y febrero de 2016, el análisis responde a la iniciativa, y no a la ley promulgada. Esto no afecta el contenido, pues la ley fue aprobada prácticamente sin modificaciones.

				

				
					3 A nivel internacional y en México, se considera que este índice permite medir la pobreza de una manera más robusta que el tradicional índice basado en el ingreso. De acuerdo a estimaciones hechas por el Oxford Poverty and Human Development Initiative (OPHI, por sus siglas en inglés), la pobreza multidimensional permite ver la pobreza con un abanico de indicadores más grande. 

				

			

		


		
			CAPÍTULO 13 
MIGRACIÓN, REMESAS Y PATRONES DE CONSUMO. IMPLICACIONES SOBRE LOS RECURSOS NATURALES DE SANTA MARÍA HUAZOLOTITLÁN, COSTA DE OAXACA
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			1. INTRODUCCIÓN

			Ha crecido el interés por analizar y explicar el vínculo que existe entre la migración y medio ambiente, y el papel que desempeñan las remesas en esta relación. Es importante señalar que los conceptos mencionados (migración, remesas y el medio ambiente) tienen sus propias determinaciones y se explican a partir de visiones teórico-metodológicas muy diversas y, por momentos, contradictorias entre sí. Sin embargo, estos tres conceptos tienen una preocupación económico-social que los abarca: el desarrollo. Es decir, cuando se analiza la relación migración-remesas, uno de los ejes de discusión gira en torno al debate sobre si éstas contribuyen o no al desarrollo de sus comunidades [Binford, 2002]. En relación al tema del medio ambiente, las principales corrientes del pensamiento ambientalista se centran en el concepto de “desarrollo sustentable” [Gallegos, s.f.]. Por lo tanto, las tres variables son fenómenos económico-sociales, y para evitar una simple yuxtaposición de conceptos es necesario acudir a estudios multidisciplinarios. En este sentido, es conveniente estudiar estos tres grandes temas, su discusión y propuesta sobre el desarrollo. 

			La presente investigación se divide en cuatro secciones: en la primera se realiza una breve revisión teórica de la relación que existe entre las remesas y el desarrollo; en la segunda se aborda un debate sobre la vinculación de las remesas con el uso de los recursos naturales bajo el marco del desarrollo sustentable. En la tercera sección se lleva a cabo el análisis socioeconómico de la costa Oaxaqueña y de los procesos migratorios que se presentan en la región; se hace énfasis en un análisis comparativo entre los hogares receptores y no receptores de remesas de Santa María Huazolotitlán con la finalidad de identificar la existencia de diferentes patrones de consumo y su posible vinculación con el uso de los recursos naturales. En la última sección se presentan las conclusiones.

			2. BREVE REVISIÓN DE LA RELACIÓN MIGRACIÓN, REMESAS Y DESARROLLO

			La migración es un fenómeno histórico y cambiante, por lo que es necesario analizar sus características en el marco de la globalización. Se conformó un nuevo patrón migratorio derivado de un régimen de acumulación cuya principal característica fue un movimiento masivo de trabajadores internacionales que se desplazaron a lo largo y ancho del planeta. Este movimiento fue resultado de la aplicación de políticas neoliberales que representaron enormes desventajas para los trabajadores [Aragonés y Salgado, 2011a]. Un rasgo distintivo del desplazamiento de trabajadores es el cuantioso envío de dinero a sus familiares, lo que ha generado flujos financieros de gran importancia a nivel mundial. Lo importante es tratar de identificar si estos ingresos generan nuevas condiciones económicas para las familias y qué tipo de impactos provocan en las comunidades de origen de los migrantes. 

			Existen dos visiones esenciales en el estudio de la relación migración-remesas: la funcionalista y la histórico estructuralista. La primera supone que las remesas tienen la posibilidad de reducir la pobreza, la desigualdad del ingreso y ayudan a estabilizar económicamente a las familias. Esta visión también señala que el gasto de dicho recurso en bienes y servicios de la región genera un efecto multiplicador, lo que beneficia a la dinámica económica de la comunidad receptora. Los autores afines a esta perspectiva plantean que las remesas tienen la capacidad para generar desarrollo [Jones, 1995; Massey y Parrado, 1998; Adelman y Taylor, 1990]. Sin embargo, para la visión histórico-estructuralista, las remesas crean una serie de distorsiones estructurales que se reflejan en la exacerbación del conflicto social, así como en diferencias económicas e inflación. En este sentido, las remesas fomentan un círculo vicioso que distorsiona a la economía local y deteriora sus estructuras sociales. En la medida en que las familias pueden mantener ciertas condiciones de vida sólo gracias a las remesas debido a que no hay alternativas para acceder a empleos decentes;1así la emigración se convierte en una necesidad. De este modo, las remesas familiares son insuficientes para impulsar procesos de desarrollo de la comunidad, ya que sólo satisfacen el consumo básico, y los escasísimos proyectos productivos que se emprenden tienen resultados muy pobres, los beneficios son casi nulos y, por ello, tienen una duración muy limitada [Stefoni, 2011]. 

			Aun cuando las dos visiones plantean divergencias en relación con la potencialidad que tienen las remesas para generar desarrollo, no hay duda de que, dadas las condiciones de pobreza y la falta de alternativas económicas que enfrentan las comunidades expulsoras, ambas propuestas coinciden en el hecho de que recibir un ingreso extra permite a esas poblaciones enfrentar sus carencias con cierto alivio. Sin embargo, en lo que difieren estas visiones es en relación la capacidad de las remesas de transformar las condiciones de la comunidad. Un dato que nos permite sostener la incapacidad de las remesas como transformadoras de la realidad es que la intensidad migratoria se ha mantenido prácticamente sin cambios en las comunidades expulsoras, pero sucede lo mismo con los grados de marginación [Aragonés y Salgado, 2008: 45]. Por lo tanto, si quieren paliar en alguna medida las condiciones de pobreza de sus familias, los flujos migratorios deben continuar. 

			En este sentido nuestra posición es que las remesas no favorecen el desarrollo, tal como lo plantea la visión histórico-estructuralista. Consideramos que el desarrollo implica “todos los aspectos de la sociedad, debe ser sostenible, equitativo, democrático y sus efectos positivos deben alcanzar a toda la población, sobre todo con relación a la salud, educación, infraestructura y empleos formales y de calidad” [Stiglitz, 2006: 54].

			3. MIGRACIÓN RURAL, REMESAS Y EL USO DE LOS RECURSOS NATURALES

			A partir de 1960 se relacionó el deterioro ambiental con el desarrollo económico: “el desarrollo no tomaba en cuenta el equilibrio con el medio ambiente ni al interior de la sociedad humana” [Foladori y Tommasino, 2000]. En la medida en que el trabajo es la esencia de la naturaleza humana, transforma la naturaleza y modifica a la propia sociedad humana [Foladori, 1999]. Por lo tanto, desde entonces hubo una mayor preocupación acerca del daño que el trabajo podía causar al medio ambiente [Simmons, 1993; Foster, 1994]. Conforme las transformaciones fueron cada vez más profundas a lo largo del siglo XX y alcanzaron prácticamente al planeta en su conjunto, los problemas también fueron ya planetarios, tales como el calentamiento global, la disminución de la capa de ozono y la pérdida de la biodiversidad [Foladori y Tommasino, 2000]. 

			En el informe de la Comisión Mundial para el Medio Ambiente y Desarrollo (WCED, por sus siglas en inglés) [1987] se define el término desarrollo sustentable como “aquel que corresponde a las necesidades del presente de forma igualitaria, pero sin comprometer las posibilidades de sobrevivencia y prosperidad de las generaciones futuras” y se establece que “la pobreza, la igualdad y la degradación ambiental no pueden ser analizados de manera aislada”, pues el documento “coloca a la pobreza como una de las causas (y consecuencias) de los problemas ambientales” [Foladori y Tommasino, 2000]. En este sentido, es necesario profundizar el análisis en el vínculo que existe entre el desarrollo económico y los diversos impactos que éste tiene sobre la degradación ambiental.

			En el caso de la literatura sobre la migración y remesas, recientemente se desarrolló una línea de investigación que sugiere que los impactos de las remesas sobre el desarrollo económico son limitados puesto que gran parte de los recursos se destinan al consumo diario; sin embargo, este mismo consumo podría impactar a los recursos naturales de en forma indirecta. A este efecto se le ha denominado como “consumo conspicuo” [Davis y Lopez-Carr, 2010]. Uno de los argumentos principales es que los migrantes internacionales están expuestos a una diversidad de normas, actitudes, deseos y conductas, y cuando retornan a sus lugares de origen, pueden adoptar nuevas ideas y aspiraciones. Estas nuevas conductas son las que dan forma al llamado “consumo conspicuo” (bienes tales como automóviles, ropa, electrónicos, etcétera) [Davis y Lopez-Carr, 2010]. En la medida en que muchas comunidades rurales se encuentran muy cerca de las áreas de alta biodiversidad, al “cambiar los estilos de vida, de salud, y el consumo de los hogares”, las nuevas condiciones representan un potencial para el cambio ambiental [Qin y Flint, 2012]. Es decir, si se confirma que las remesas cambian los patrones de consumo de sus familias en las comunidades receptoras, dicho consumo también puede afectar a las actividades agrícolas en las tierras locales, en la construcción de nuevas casas, cambios en el uso de energía y adopción de tecnologías como teléfonos, computadoras, etcétera. Esta situación puede tener consecuencias ambientales [Zárate-Hoyos, 2004]. Lo anterior resulta relevante si se considera que el uso de recursos naturales es importante para la sobrevivencia de los hogares, en particular la leña [Lopez-Feldman, 2014]. Es interesante señalar el trabajo de Klooster [2003] sobre los hogares receptores de remesas en Michoacán que emplean dicho recurso para comprar gas propano importado como combustible. De este modo, el consumo de los recursos forestales cercanos a la comunidad como fuente primaria de energía se ve desplazado, lo cual ha permitido llevar a cabo una conservación forestal en dicha región. Es claro que se requieren más estudios para profundizar acerca de los diferentes cambios que genera el consumo atribuible a las remesas, sobre todo cuando lo que se pretende es relacionarlo con el medio ambiente, pues el vínculo es altamente complejo.

			En el presente trabajo desarrollamos un estudio de caso sobre la relación que existe entre las remesas y el medio ambiente en el municipio de Santa María Huazolotitlán, ubicado en la costa oaxaqueña. Estudiamos los efectos directos que pueden generar las remesas sobre el desarrollo económico y, posteriormente, analizamos si las remesas han provocado un cambio en el patrón de consumo en los hogares receptores y las posibles repercusiones que esto puede tener sobre el uso de los recursos naturales en la región.

			4. CONTEXTO DE LA MIGRACIÓN EN OAXACA

			En las últimas décadas los movimientos migratorios hacia los Estados Unidos se han extendido más allá de los estados tradicionalmente expulsores2 y el fenómeno se ha acelerado en las regiones del sur del país [Binford, 2002]. Esta situación se refleja en el Índice Absoluto de Intensidad Migratoria (IAIM) de mexicanos hacia Estados Unidos desarrollado por el Consejo Nacional de Población (Conapo). El índice señala que Oaxaca es una de las entidades que presentó las mayores tasas de crecimiento de migración entre 2000 y 2010. Esto la hizo ocupar el quinto lugar a nivel nacional y pasar de un grado de intensidad migratoria medio a uno alto para 2010.

			Respecto al cambio en la recepción de remesas en México entre 2000 y 2010, siete entidades federativas registraron un incremento; destacan Oaxaca, Puebla y Baja California registrando las mayores tasas [Conapo, 2014]. Cabe mencionar que en el 2010 las remesas representaron 8.4% del producto interno bruto estatal oaxaqueño [CEIEG, 2014]. Como ya señalábamos, el fenómeno migratorio internacional en Oaxaca es bastante reciente y la mayor proporción de estos desplazamientos sucede en la región mixteca. Si bien la migración en la región costa es muy inferior [Alvarado, 2008], también ha comenzado a mostrar una creciente participación.

			De los 570 municipios que integran el estado de Oaxaca, 50 pertenecen a la región costa que, a su vez, se divide en tres distritos que comprenden a Pochutla, Juquila y Jamiltepec. En este último se localiza el municipio de Santa María Huazolotitlán, (véase el mapa 1). De acuerdo con la Conapo, Santa María Huazolotitlán pasó de una categoría de intensidad migratoria “baja” (de la posición 1094 de los municipios que más población expulsaba a nivel nacional en el año 2000) a la categoría de intensidad migratoria “alta”. Es decir, escaló posiciones entre los municipios más expulsores de población hasta ocupar la posición 440 a nivel nacional en el año 2010. 
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			4.1. CARACTERÍSTICAS SOCIOECONÓMICAS DE OAXACA Y SU COSTA

			En el cuadro 1 es posible observar que poco más de la tercera parte de la población total de Oaxaca es población económicamente activa, mientras que en Santa María Huazolotitlán cerca de la mitad de la población pertenece a dicha categoría. Sin embargo, a nivel estatal y municipal se puede observar que prácticamente toda la población se encuentra ocupada, pues se muestran tasas de desocupación muy bajas. Este es un dato que requiere ser tomado con precaución debido a que se considera como ocupada a una persona que realice cualquier actividad remunerada sea en el sector formal o informal de la economía. En este sentido, es posible considerar que existe una gran presencia de trabajo informal que se refleja en el deterioro de su mercado laboral. Esta situación se hace evidente en indicadores como el de la población que percibe hasta dos salarios mínimos y la población no derechohabiente que tienen una alta participación tanto a nivel estatal como en Santa María Huazolotitlán.
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			Aunado a esto, la entidad tiene una tasa de crecimiento económico muy baja. En 2014 su crecimiento fue de 1.96%, cuando el promedio nacional fue de 2.16%, en contraste con el primer lugar que ocupó el estado de Nuevo León con 3.86%. Esto explica por qué Oaxaca es una de las entidades con mayor rezago social y carente de bienestar económico. En 2010, la entidad ocupaba la tercera posición con el mayor número de pobres: cerca de 67.4% de su población total vive bajo esta condición y alrededor de 29.8% son pobres extremos de acuerdo a cifras de Coneval. Bajo este contexto so­cio­eco­nó­mi­co se ha detonado el fenómeno de la migración internacional y su crecimiento acelerado en Oaxaca. Tal como señala Alvarado [2008: 88]: “…la falta de desarrollo económico y la confluencia de otros fenómenos generan el escenario propicio para que se dé el flujo migratorio”.

			4.2. LA MIGRACIÓN Y REMESAS EN SANTA MARÍA HUAZOLOTITLÁN

			Para conocer el impacto que tienen las remesas sobre el desarrollo, se consideró un total de 3 065 hogares de Santa María Huazolotitlán y se logró identificar que cerca de 13.2% (404) reciben remesas. La información se obtuvo a partir de la encuesta intercensal 2015 que levanta el Inegi.

			Para llevar a cabo un análisis sobre el posible impacto de las remesas en la infraestructura de los hogares receptores, llevamos a cabo un ejercicio estadístico en el que consideramos a los hogares que reciben remesas y los comparamos con los que no reciben. De este modo intentamos validar la teoría de la visión funcionalista de las remesas. Consideramos que manejar esta división entre los hogares nos permitiría obtener una mayor información respecto al impacto que tienen las remesas sobre la infraestructura y actividades productivas del hogar. 

			Al realizar un análisis comparativo sobre la infraestructura y el acceso a servicios por parte de los dos tipos de hogares considerados, encontramos que no existían diferencias importantes. Esta situación fue respaldada con una prueba de hipótesis sobre la comparación proporcional entre categorías de grupos (en este caso hogares receptores y no receptores) por medio del estadístico ji-cuadrado de Pearson.3

			Los resultados obtenidos con relación a los materiales empleados en los techos de ambos grupos de hogares señalan que no existen diferencias significativas entre ellos (el estadístico chi-cuadrado, también ji-cuadrado, de Pearson no rechaza la hipótesis nula de no diferencia significativa entre los grupos a un nivel de significación estadística del 5%) (gráfica 1).
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			En el caso de las paredes, cerca de 83% de los hogares que reciben remesas contaban con paredes de concreto, respecto al 77.4% de los hogares que no las reciben (gráfica 2). La diferencia que no fue significativa de acuerdo al estadístico ji-cuadrado de Pearson.
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			Respecto al material empleado en los pisos, se encontró 89.8% de los hogares con un familiar migrante contaban con pisos elaborados con materiales durables como el concreto, en comparación con 87.4% de los otros hogares (gráfica 3). La diferencia que no fue significativa entre ambos grupos de hogares.

			[image: ubertografica3]

			Con relación a la infraestructura, es posible señalar que no existen diferencias significativas entre ambos grupos de hogares. Estos resultados muestran que el impacto de las remesas sobre el desarrollo es prácticamente nulo. Lo anterior responde a que la mayor parte de los recursos monetarios provenientes del exterior se destinan al consumo diario de los hogares, alimentación, vestido, etcétera, y muy poco de este recurso es ahorrado para ser invertido en aspectos como la infraestructura del hogar o el desarrollo de emprendimientos productivos, tal como lo señala la visión estructuralista [Binford, 2003; Aragonés y Salgado, 2011b]. 

			En gran parte de la literatura sobre el estudio de las remesas y sus posibles usos, se ha encontrado que el consumo corriente del hogar es el principal destino de los gastos. Los trabajos de Jorge Durand [1996] señalan que en diversas comunidades de nuestro país, cerca de 76% de los dólares recibidos se destinaban a este rubro. Para el caso de Oaxaca, el trabajo de ­Cohen y Rodríguez [2005] muestra que cerca de 92% de los hogares receptores de remesas emplean ese recurso para cubrir los costos de la vida diaria. Estos elementos nos permiten comprender por qué no existen grandes diferencias con relación a la infraestructura de los hogares receptores y no receptores de remesas en Santa María Huazolotitlán, pues es posible suponer que la mayor parte de ese recurso es empleado para el consumo corriente del hogar.

			Sin embargo, la literatura reciente sobre las remesas señala que, si bien los flujos monetarios no han logrado detonar mayores niveles de calidad de vida en las regiones receptoras, éstas pueden tener impactos a nivel de cambios en los patrones de consumo entre los dos tipos de hogares en una región [Davis-Carr, 2010]. Esta situación genera efectos posteriores en forma indirecta sobre el entorno natural de dichas regiones, básicamente en relación con el uso de los recursos naturales en las comunidades receptoras [Qin y Flint, 2012]. Esta nueva perspectiva nos llevó a realizar un análisis para examinar si existen evidencias significativas entorno a los patrones de consumo en ambos hogares.

			4.3. PATRONES DE CONSUMO ENTRE LOS HOGARES

			El ingreso que perciben los hogares receptores de remesas tiende a provocar modificaciones en los patrones de consumo de dichos hogares por medio de la transferencia de ideas, comportamientos, identidades y aspiraciones que fluyen desde los lugares receptores de migrantes hacia las regiones expulsoras [Levitt, 1998]. Este tipo de recurso puede influir y dar forma al consumo conspicuo, el cual es definido como la compra de bienes y servicios con el propósito específico de mostrar la riqueza personal o el estatus social, especialmente cuando los bienes y servicios adquiridos son demasiado caros para los otros miembros de las diversas clases sociales [Veblen, 2007].

			Ahora bien, estos cambios en el patrón de consumo podrían tener repercusiones sobre el uso de los recursos naturales en el entorno de la comunidad. Por un lado, el incremento en el nivel de ingresos en los hogares receptores puede tener un impacto positivo sobre el medio ambiente debido a que permitirá sustituir los bienes locales por otro tipo de bienes o recursos fuera de su ecosistema (tal como fuentes de energía distintas a las maderas como combustibles), lo cual tendría un impacto positivo en su biodiversidad [Qin y Flint, 2012]. Sin embargo, las remesas también pueden tener impactos ambientales negativos si se estimula el consumo de recursos naturales, pues esto conlleva mayores tasas de depredación [Adger et al., 2002].

			Por lo tanto, en esta sección extendimos el análisis hacia la diferenciación de los patrones de consumo entre los dos tipos de hogares considerados en nuestro estudio y encontramos algunas diferencias significativas que se sustentan con las pruebas de hipótesis construidas a partir del estadístico ji-cuadrado de Pearson. 

			En el siguiente gráfico podemos observar que el consumo de bienes y servicios que se podrían considerar como conspicuos muestra diferencias interesantes, las cuales son validadas por el estadístico ji-cuadrado de Pearson (véase la gráfica 4). Los hogares receptores tienen en proporción mayor acceso a electrodomésticos como lavadoras (52.5%), hornos de microondas (18.4%) y refrigeradores (84.6%), en comparación con los no receptores (con 36.7%, 11.3% y 74.2% respectivamente). Además, se observa que los hogares receptores adquieren en mayor medida servicios de telefonía fija (31.1%) y telefonía móvil (67.7%), mientras que los no receptores tienen una proporción de 19.6% y 58.1% en los mismos rubros. Por lo tanto, es posible señalar que las remesas han provocado un cambio en el patrón de consumo de estos hogares. Por un lado, se comprende que estos hogares adquieran los servicios de telefonía con el objetivo de mantener una constante comunicación con sus familiares en el extranjero, mientras que la adquisición de los electrodomésticos permite a las mujeres ahorrar tiempo en las labores domésticas, lo que favorece el desarrollo de otras actividades como el trabajo fuera de casa [Coen-Parini, León y Lugauer, 2010], tema que sin duda es interesante y que implicaría el desarrollo de otra línea de investigación.
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			Este cambio en el patrón de consumo tiene otras implicaciones sobre el uso de los recursos naturales. Al analizar las diferencias en el combustible más utilizado para cocinar en los hogares de la región, se encontraron importantes diferencias. Por un lado, 48.4% de los hogares que reciben remesas utiliza gas como combustible para cocinar, con respecto a 38.4% de los hogares no receptores que emplea dicho combustible. Por otro lado, sólo el 51% de los hogares receptores emplea leña o carbón, mientras que el 61% de los no receptores emplea dichos recursos. El estadístico ji-cuadrado de Pearson señala que la diferencia es significativa y, por lo tanto, es posible sostener que los hogares que reciben remesas consumen menos recursos maderables (gráfica 5).
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			Es posible esperar que este tipo de consumo pueda provocar impactos sobre el uso de los recursos naturales, pues el mayor empleo de combustibles naturales para cocinar por parte de los hogares receptores de remesas podría beneficiar a la restauración de biodiversidad en Santa María Huazolotitlán. Estas observaciones se articulan como una propuesta de investigación a futuro en la región costera de Oaxaca, pues el alcance de la presente no permite corroborar si en efecto se ha evidenciado recuperación de bosque como en el estudio de caso en Michoacán presentado por Klooster [2003] o el de San José La Arada en Guatemala, desarrollado por Holder y Chase [2011].

			CONCLUSIONES 

			Buena parte de la literatura que analiza los impactos que tienen las remesas en las comunidades de origen se ha centrado básicamente en estudiar exclusivamente la relación migración y desarrollo, y ha dejado fuera del análisis las posibles implicaciones que este recurso puede tener sobre el medio ambiente. Debido a esta situación, surgieron investigaciones que amplían la discusión en torno al uso de los recursos naturales en las comunidades de origen, por lo que es importante analizar el papel que desempeñan en el contexto del desarrollo sustentable.

			Los resultados del análisis comparativo por tipo de hogar muestran que la capacidad de las remesas para influir sobre los niveles de desarrollo son muy limitadas; es decir, no existen diferencias significativas con relación a la infraestructura de los hogares receptores y no receptores de remesas. Sin embargo, lo que puede observarse es que las remesas han provocado un cambio en el patrón de consumo en los hogares receptores, y que éste puede tener consecuencias directas sobre el uso de los recursos naturales cercanos a la comunidad. Lo anterior sugiere que puede existir un efecto positivo en la biodiversidad de los recursos naturales de dichas comunidades receptoras. Mientras el dinero fluya hacia esos hogares, estos podrán sustituir el uso de los recursos naturales locales por el de otras regiones; en cambio si el flujo disminuye o se interrumpe, volverán a recurrir a los recursos locales. Situación que nos permite concluir que las remesas no contribuyen con el desarrollo sustentable en la región.
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				*Instituto de Investigaciones Económicas, Universidad Nacional Autónoma de México.

1 De acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el concepto de trabajo decente abarca cuatro elementos: el empleo, la protección social, los derechos de los trabajadores y el diálogo social. El concepto incluye la existencia de empleos suficientes (posibilidades de trabajar), la remuneración, la seguridad en el trabajo, las condiciones laborales salubres, la seguridad social, la seguridad de ingresos, los derechos fundamentales del trabajo (libertad de sindicalización y erradicación de la discriminación laboral, del trabajo forzoso y del trabajo infantil), el derecho a exponer sus opiniones, defender sus intereses, y entablar negociaciones con los empleadores y con las autoridades sobre los asuntos relacionados con la actividad laboral [Ghai, 2003].

				

				
					2 Los estados tradicionalmente expulsores se asocian con entidades de la región norte y del centro de la República Mexicana; estos son: Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Colima, Zacatecas, Durango, San Luis Potosí y Aguascalientes [Roldán, 2015].

				

				
					3 El estadístico de ji-cuadrado para tablas de contingencia es una prueba no paramétrica para determinar si dos grupos distintos e independientes difieren en la frecuencia de una variable dependiente categórica [Landau y Everitt, 2004].
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			1. INTRODUCCIÓN

			Las comunidades rurales son sistemas socio-ecológicos debido a que en ellas interactúan componentes sociales, naturales, políticos y económicos que son interdependientes, acoplados y coevolucionan en el tiempo [Berkes y Ross, 2013]. Conceptualizar y formalizar estos socioecosistemas requiere identificar y entender las interacciones que en ellos se dan, así como sus estresores y shocks. De esta manera se puede estudiar la complejidad del medio rural.

			Las condiciones climáticas en los últimos años han incrementado la frecuencia e intensidad de los fenómenos naturales extremos, tales como los huracanes que representan shocks que afectan directamente a sistemas sociales y naturales [Banco Mundial, 2013]. Derivado de ello, las comunidades tienen que desarrollar y fortalecer sus capacidades, así como tener estrategias para lograr enfrentar y superar dichos eventos. Existe, por lo tanto, una relación bidireccional entre el clima y las estrategias de vida de los hogares; estas últimas son mediadas por el acceso a los activos (capitales) físicos, naturales, financieros, sociales y humanos [Ellis, 2000]. Por lo tanto, observar la influencia de estos activos en la dinámica de los hogares es de suma importancia para entender la respuesta de las comunidades ante los shocks. 

			En este sentido, la resiliencia es un concepto que permite entender la dinámica de los socioecosistemas y su capacidad de responder a eventos inesperados. La resiliencia es “la capacidad de un sistema de absorber disturbios y reorganizarse para mantener su función, estructura y retroalimentación” [Walker, Holling, Carpenter y Kinzig, 2004]. También ha sido definida como “la posibilidad de recuperarse de un evento o shocks, mantener y arreglar sus capacidades, activos y asegurar los medios de vida sustentables” [Plummer y Armitage, 2007]. Medir la resiliencia conlleva a analizar, por un lado, el estado del sistema, es decir si pudo o no recuperarse o mantener su función y estructura, y por otro, a analizar las variables que hicieron que el sistema sea resiliente. La resiliencia de comunidades ha sido medida con índices debido a que estos evalúan aspectos complejos, ya sea por su dimensión subjetiva o por la falta de información específica del fenómeno que se desea medir. En este capítulo proponemos un índice para analizar la resiliencia de comunidades ante huracanes. Se hicieron variaciones a umbrales y ponderaciones para observar si estas diferencias metodológicas se ven reflejadas en los resultados. Así mismo, se analizaron los capitales que influyen en la resiliencia. Los resultados de esta investigación permiten conocer los elementos internos que favorecen a la resiliencia de las comunidades y, con ello, tener elementos para su fortalecimiento.

			2. LA RESILIENCIA Y SU MEDICIÓN 

			2.1 RESILIENCIA 

			La resiliencia se puede definir como una propiedad de los sistemas, grupos o individuos para mantener su funcionalidad original ante perturbaciones externas. Es una medida de la persistencia y la habilidad de los sistemas para absorber disturbios sin experimentar cambios en la organización básica funcional [Holling, 1973]. La mayoría de los sistemas son afectados por variables exógenas que pueden llegar a modificar el funcionamiento del sistema [Perrings, 1998].

			Un sistema debe poseer ciertas características necesarias para ser resiliente, por ejemplo: 1) una jerarquía de mecanismos de retroalimentación; 2) mantenimiento de la diversidad; 3) opciones para seleccionar; 4) acoplamiento de estímulos y respuestas en términos de espacio, tiempo y organización. 

			La resiliencia ha sido utilizada en diversas disciplinas, como la Ecología, la Psicología o la Economía. En los sistemas económicos, la resiliencia depende de mecanismos comparables: mecanismos de retroalimentación efectiva, el acoplamiento de estímulos y respuestas y diversidad de recursos [Levin et al., 1998]. Tres ingredientes son importantes para el primer mecanismo: competencia, gobierno efectivo y otras instituciones efectivas [North, 1990]. En un sentido estricto, la resiliencia es un estado del sistema o una dinámica del sistema que permite responder a cambios que pueden ser: 1) llevar al sistema a cambiar de estado, o 2) permanecer en el mismo (recuperarse). Ambas opciones pueden ser positivas o negativas. Es decir, podemos cambiar a un estado peor o mejor; permanecer en una trampa de pobreza o mejorar las condiciones de vida. Es por ello que los sistemas resilientes no son necesariamente sustentables. Ahora bien, debido a que la intención de muchos estudios es analizar las variables que pueden ayudar a mejorar las condiciones naturales y socioeconómicas de las comunidades, se establecen umbrales y variables que conlleven a la sustentabilidad. 

			En esta investigación nos centramos en la resiliencia de socioecosistemas; es decir, en donde convivan grupos humanos con el entorno ambiental y exista una retroalimentación en ambos sentidos. De tal forma, un socioecosistema se puede entender como “el conjunto de sistemas adaptativos complejos, donde los agentes sociales y biofísicos interactúan en múltiples escalas temporales y espaciales” [Janssen y Ostrom, 2006]. Por tanto, la resiliencia de sociecosistemas se entiende como la posibilidad de recuperarse de un evento o shocks, mantener y arreglar sus capacidades, activos y asegurar los medios de vida sustentables [Plummer y Armitage, 2007].

			Al tomar en cuenta lo anterior, se retoman los medios de vida como marco conceptual para estructurar los elementos que integran a las comunidades rurales. Los medios de vida son el conjunto de estrategias de los hogares rurales y están determinados por el acceso a cinco capitales: capital natural, capital social, capital financiero, capital físico y capital humano. Estos medios están influenciados por un contexto de vulnerabilidad (climático o político) e institucional. En resiliencia este contexto de vulnerabilidad es lo que llamamos estresores y shocks. Los estresores son definidos como procesos constantes que influyen en el socioecosistema y los shocks son eventos puntuales que detonan un cambio en el sistema. 

			Existe una gran diversidad de estresores y shocks que afectan a las comunidades, por ejemplo: los huracanes [Akter y Mallick, 2013; McSweeney y Coomes, 2011], las inundaciones [Nguyen y James, 2013; Kotzee y Reyers, 2016], la variación del clima [Osbahr et al., 2010; Tesso, Emana, y Ketema, 2012; Keil et al., 2008], desplazamientos generados por políticas públicas [Nyenza, Nzunda, y Katani, 2013], y la combinación de varios de estos [Orencio y Fujii, 2013; Marschke y Berkes, 2006]. En México, se ha estudiado la respuesta de las comunidades ante inundaciones y sequías [Eakin y Appendini, 2008; Mardero et al., 2015].

			2.2 MEDICIÓN DE LA RESILIENCIA

			En la literatura se ha medido la resiliencia, y para ello se han considerado diversos componentes, como son el institucional, el socioeconómico, el natural y el físico, pero desde diversos marcos teóricos y temas de interés. Por ejemplo, podemos identificar estudios de resiliencia de los agroecosistemas [Tittonell, 2014; Cabell y Oelofse, 2012], o relacionados con el manejo de cuencas [Merrit et al., 2015]. También hay estudios relacionados con las condiciones de vida de regiones y comunidades [Schwarz et al., 2011; Cutter et al., 2010; Frazier, 2013; Mutabazi, 2015; Merrit et al., 2015], o desde la seguridad alimentaria [FAO, 2016; Lokosang, 2014]. La escala de análisis es diversa. Hay quienes estudian la resiliencia a nivel micro, meso (cuenca) [Merrit et al., 2015], o a escala regional [Cutter et al., 2008] o nacional [FAO, 2016; Lokosang, 2014]. A escala nacional o regional, podemos mencionar en particular el Resilience Index Measuremnt and Analysis (RIMA), propuesto por la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) para medir la resiliencia de las comunidades con relación a la seguridad alimentaria y la sequía. Este índice considera variables como ingreso, acceso a la alimentación, servicios básicos, redes sociales y capacidad adaptativa [FAO, 2016]. 

			Por otro lado, existe el índice de capacidad de resiliencia (Resilience Capacity Index), desarrollado por la universidad de Berkeley para identificar las debilidades y fortalezas de regiones de zonas metropolitanas ante eventos de estrés. El índice está constituido esencialmente de tres dimensiones: la económica regional, la sociodemográfica y la conectividad comunitaria.1

			También existe el índice compuesto de resiliencia (Composite Resilience Index) que sirve para medir la resiliencia ante eventos climáticos extremos y está compuesto por indicadores sociales, de infraestructura, naturales, y económicos.2Los esfuerzos citados son importantes para la planeación a escala nacional; sin embargo, son adiciones de datos que no permiten observar la dinámica de las comunidades y la diversidad de variables e interacciones que en ellas existen. Es por ello que en este estudio nos interesa la literatura que hace un análisis a una menor escala y que considera la complejidad de las comunidades. Es decir, la literatura que se enfoca en las comunidades como socioecosistemas y sus medios de vida. 

			El enfoque de medios de vida ha sido ampliamente utilizado en la literatura de resiliencia de comunidades a una escala micro [Mutabazi, 2015; Hossain-Kahn, 2012; Merrit et al., 2015; Uy et al., 2011; Baral y Stern, 2011; Quaranta y Salvia, 2014; Keil et al., 2008], debido a que es difícil tener información de los capitales a nivel nacional por la cantidad de variables y detalle que se requiere [Saad, 2014]. En su mayoría, los estudios utilizan a los capitales como indicadores del bienestar de las comunidades y son agregados en índices, aunque también existen algunos modelos. El modelo permite explicar cuáles factores determinan la resiliencia; es decir, si una variable tiene una función positiva o negativa en la resiliencia, así como el peso que este factor tiene, o bien, si es una relación lineal o no [Merrit, 2015; Cummings et al., 2005; Baral y Stern, 2011, Eakin y Appendini, 2008]. Los índices, en cambio, buscan describir si el sistema es resiliente y las variables que lo explican, pero el investigador decide a priori cuáles incluir y qué peso darle a cada una [Hossain-Khan, 2012; Dasgupta y Shaw, 2015; Kotzee y Reyers, 2015]. 

			La medición de la resiliencia de socioecosistemas ha incurrido poco en análisis dinámicos. No hay estudios basados en series de tiempo, y pocos de ellos tienen una línea base o proyecciones; los estudios más dinámicos comparan los resultados en dos periodos de tiempo [FAO, 2016]. Por otro lado, pocos analizan las interacciones entre escalas ni estudian los umbrales.

			3. METODOLOGÍA

			3.1. ÍNDICE DE RESILIENCIA DE COMUNIDADES BASADO EN CAPITALES

			En esta investigación se optó por la construcción de cuatro índices para lograr medir la resiliencia de los hogares rurales ante los huracanes. Cada índice tiene umbrales y ponderaciones diferentes. Para ello, emplearemos los capitales de los medios de vida como indicadores (capital natural, físico, humano, financiero y social) y la percepción de los hogares respecto al daño y recuperación de estos.

			3.1.1. Índice de resiliencia con umbrales cercanos al estado anterior al shock (índice con límites)

			El primer índice hace referencia a un estado de equilibrio en el cual los sistemas deberían permanecer estables, de tal forma que la resiliencia permite regresar a este estado inicial [Holling, 1996] (figura 1). 

			[image: soficfigura1]

			En la figura 1, el esquema (a) muestra un sistema resiliente, mientras que (b) muestra uno no resiliente. Si existe un shocks, la bola en la figura (a) regresaría casi al mismo lugar antes del ajetreo ya que existen dos límites que la contendrían; la segunda bola caería y no regresaría a su lugar inicial [Common y Stagl, 2005].

			Con base en esta teoría, suponemos que los hogares viven, antes del huracán en t – 1, cerca de un estado estable, y se espera que después del shock acontecido en t el sistema regrese al estado inicial. Por lo tanto, mientras más alejada esté de ese estado después del shocks, la comunidad será menos resiliente. El índice refleja, por ende, lo ocurrido en el periodo posterior al huracán t – 1 (el momento del levantamiento de los datos).

			El valor del índice se encuentra entre 0 y 1, por lo que: 0 ≤ R ≤ 1, donde R es la percepción de resiliencia de los hogares. Entre más cercano a 1, la percepción de la resiliencia es mayor, y si es más cercano a 0 la percepción de la resiliencia es menor; siendo 1 completamente resiliente y 0 nada resiliente.

			El índice está compuesto de los 5 capitales que integran los medios de vida, donde: i= capital financiero (cfin), capital físico (cfis), capital social (csoc), capital humano (chum), capital natural (cnat), cada uno con una ponderación denotada por θi . El valor de θi se encuentra entre 0 y 1, donde la suma de todos es igual a 1. En este estudio se otorga la misma ponderación a cada capital, por lo que: θ = 51. Todos los capitales son medidos a nivel hogar y se promedian los valores para toda la comunidad.

			Cada capital se encuentra denotado por dos componentes: un βi , que refleja la percepción de si se recuperó o no el capital en el momento de la medición, y un αi , que representa el grado de recuperación del capital después del shock en un hogar y en el agregado la percepción de toda la comunidad. De tal forma que αi βi , representa el componente de resiliencia de cada capital. Si el capital es resiliente, el valor será igual o cercano a 1; mientras que entre más cercano sea a cero, será menos resiliente.

			El índice se expresa de la siguiente manera:

			[image: soficformula1]

			De manera ampliada:

			[image: soficformula2]

			Donde:

			[image: soficformula3]

			βi , es medido de manera dicotómica, pero el promedio para definir el valor de ese capital en la comunidad se encuentra entre 0 y 1. En ese sentido, se puede observar que si βi es igual a 0, el componente del índice en ese capital se hace cero. La interpretación de este hecho es que si no existió recuperación del capital significa que no es resiliente y que el valor de la resiliencia del hogar tendría forzosamente que disminuir.

			En el valor de la percepción del grado de recuperación del capital después del shock en el momento de la medición, αi está entre 0 y 1: 0 ≤ αi ≤ 1. Si el promedio de la recuperación después del shocks, es decir, la situación actual en el momento de la medición, Promsiti , se encuentra entre los valores 2 y 4; (en donde 2 es peor, 3 es igual y 4 es mejor), el valor de αi es igual a 1, y este valor refleja el estado de equilibrio inicial. El 1 (mucho peor) y el 5 (mucho mejor), representan un estado diferente al estado de equilibrio, por lo que si Promsiti  está cercano a estos valores, existe mayor probabilidad de que se transite hacia otro estado; mientras que si Promsiti  se encuentra dentro del intervalo [2-4], hay mayor probabilidad de que regrese o se encuentre en el estado de equilibrio. Por tanto, si el valor de Promsiti  está entre 2, 3, o 4, entonces αi = 1; si Promsiti  es < 2, entonces:

			[image: soficformula4]

			Si Promsiti  es >4, entonces:

			[image: soficformula5]

			Se puede observar que si Promsiti  es igual a 1 o 5, entonces αi = 0; porque habrá transitado a otro estado, por lo que es menos resiliente y el valor de αi  tiene que ser más cercano o igual a 0.

			Se hicieron tres tipos de índices a partir del índice anterior y cada uno con umbrales diferentes; esto con la finalidad de explorar y observar las variaciones de la resiliencia.

			3.1.2. Índice de resiliencia ponderado

			El segundo índice determina los umbrales al ponderar todos los valores de  αi, y mientras más lejos del 3 (que corresponde a un estado igual que antes del huracán, es decir, el estado de equilibrio inicial) la resiliencia disminuirá. En este sentido, el índice ponderado, a diferencia del de los límites, no tiene umbrales que determinen otro estado porque la percepción de la resiliencia aumentará o disminuirá al variar en una unidad los valores de la percepción de recuperación. A los valores 1 y 5 se les ponderó con 0.5; los valores 2 y 4 con 0.75, y el 3 igual a 1. 

			3.1.3. Índice de resiliencia mixto (flexible)

			El índice mixto es una combinación de los dos anteriores, pero la resiliencia no está basada en un solo estado de equilibrio; aquí el sistema puede cambiar de estado sin colapsar y llegar a otro estado estable. En este caso la resiliencia se entiende como la cantidad de perturbaciones que puede absorber el sistema antes de cambiar a otro régimen estable. Éste se caracteriza por una serie de distintas variables y distinta estructura [Gunderson y Holling, 2002] (figura 2).
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			En la figura 2 (c) refleja un sistema cuyo funcionamiento ante una perturbación estaría delimitado por unos límites o umbrales, y que al rebasarlos pasaría a otro estado, pero no colapsaría [Common y Stagl, 2005]. 

			En el índice mixto se considera el estado de equilibrio estable cuando αi   es igual a 3 (se recuperó del shocks y está igual que antes) y mientras más se aleje de ese estado, la resiliencia disminuirá. Es decir, cuando αi  tome los valores 2 y 4 se ponderará con 0.75 y cuando tome el valor 5 y 1 cambiarán de estado y el sistema no es resiliente. 

			3.1.4. Índice de resiliencia de socioecosistemas (límite inferior)

			En este último enfoque se hace referencia a la resiliencia de socioecosistemas, definida como la posibilidad de recuperarse de un evento o shocks, mantener y arreglar sus capacidades, activos y asegurar los medios de vida sustentables [Plummer y Armitage, 2007]. De tal modo que en este índice existe el sistema y es resiliente cuando está igual o mejor que antes del shocks; es decir, cuando αi  es igual o superior a 3 porque logró mantener y arreglar sus capacidades ante el shocks. Por tanto, si Promsiti  es menor a 3, el valor del índice disminuirá conforme se aleje del 3, por lo que:

			Si Promsiti < 3, entonces;
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			Si Promsiti  está entre 3, 4 y 5 el valor será igual a 1. De tal forma que si Promsiti  es mayor o igual a 3, será resiliente, y si es menor a 3, disminuirá el nivel de resiliencia conforme se aleje del umbral.

			3.2. ÁREA DE ESTUDIO

			Los índices se aplicaron en cuatro comunidades de la costa de Oaxaca afectada por el huracán Carlota (categoría 2) el 14 de junio del 2012. 

			La zona costera es susceptible al impacto de huracanes [Banco Mundial, 2013] y vulnerable por las condiciones socioeconómicas [Banco Mundial, 2013]. Las comunidades se ubican entre Puerto Escondido y Puerto Ángel (mapa 1). Barra de Navidad se ubica en el municipio de Santa María Colotepec y Ventanilla, Escobilla y Vainilla, en el municipio de Santa María Tonameca.

			[image: soficmapa1]

			Dichas comunidades fueron seleccionadas porque presentan características similares en términos de su historia, y condiciones naturales y socioeconómicas similares (cuadro 1). 
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			Así mismo, las cuatro comunidades presentan estrategias de vida similares, tales como las actividades agropecuarias y de servicios, en particular el ecoturismo. Los atractivos principales son las tortugas marinas y los manglares con la flora y fauna que los caracteriza, como aves y cocodrilos. Esta actividad se ha desarrollado debido a que estas localidades se encuentran en uno de los estados que posee mayor diversidad ecológica y étnica del país [Ávila-Foucat, 2002], por lo que los recursos naturales son fuente principal de sus medios de vida [Navarrete, 2015]. Del mismo modo, el ecoturismo inició como consecuencia de la veda del aprovechamiento del huevo de tortuga, su principal fuente de ingreso hasta la década de 1990 [Vargas del Río y Brenner, 2013]. 

			Este hecho propició un cambio significativo en la forma de aprovechamiento de sus recursos naturales, y cada una de las comunidades presenta un desarrollo ecoturístico diferente. Ventanilla es la más consolidada en este sentido y Vainilla la menos. Barra de Navidad se diferencia de las otras comunidades por tener un mayor desarrollo agrícola, y mayor intercambio laboral con Puerto Escondido. Escobilla se caracteriza por ser anfitriona del Santuario Playa de Escobilla, con una superficie de 4 540.7 hectáreas, de las cuales 77.83% es área marina y 22.17% terrestre. Es la playa más importante de anidación de tortugas marinas a nivel nacional, la tercera a nivel mundial y cuenta con un campamento gubernamental para el monitoreo de las tortugas.

			De esta forma se resalta que las cuatro localidades poseen amplia riqueza natural. Además, comparten condiciones económicas y sociales similares (de pobreza y marginación), en las que el proceso de diversificación productiva, incluyendo el ecoturismo, ha surgido como necesidad de ampliar las alternativas de subsistencia. En este sentido, se analiza el papel que tienen los capitales en la resiliencia de cada comunidad.

			3.3. DISEÑO Y LEVANTAMIENTO DE LA ENCUESTA

			En 2014 se encuestaron 212 hogares en las cuatro comunidades antes descritas, con lo que se abarcó 73% del total de los hogares. El apartado de resiliencia de la encuesta estaba dividido en capital financiero, físico, social, natural y humano. Para cada capital se midió, antes que nada, si el capital fue afectado o no por el huracán, así como el grado de afectación que fue medido en una escala Likert de 1 a 5 (1 = mucho peor, 2 = peor, 3 = igual, 4 = mejor, 5=mucho mejor). Posteriormente se preguntó si el capital se recuperó y, en caso afirmativo, el nivel de recuperación en una escala de 1 a 5. Finalmente, se preguntó qué capital le ayudó a recuperarse, así como el tiempo de recuperación.
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			Cabe señalar que la percepción de los daños y de la recuperación se encuentra acotada en el tiempo que se aplicó la encuesta, enero de 2014. Sin embargo, el tiempo transcurrido entre la llegada del huracán y el momento de la encuesta (un año y medio) fue un momento adecuado, porque no se realizó inmediatamente después del shocks, ni mucho tiempo después cuando quizás los hogares ya no recordarían con tanta facilidad lo acontecido.

			4. RESULTADOS

			En todos los índices, la comunidad de Barra de Navidad se percibe como la más resiliente, mientras que Escobilla como la menos resiliente. La comunidad de Ventanilla es la segunda más resiliente, salvo en el índice del límite inferior, en donde es desplazada por Vainilla. Por lo tanto, no se observan diferencias sustanciales en los resultados derivados de los diferentes índices. 
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			Por otro lado, los capitales más resilientes tampoco varían en función del índice. El capital más resiliente para la comunidad de Barra de Navidad, Vainilla y Escobilla es el humano, mientras que para Ventanilla es el social. Es decir, el capital humano se recupera rápidamente; por ejemplo, los niños dejan de ir a la escuela uno o dos meses, pero después vuelven a sus actividades normales. Por otro lado, en Ventanilla el capital social es resiliente, lo cual implica que el huracán no generó o agudizó problemas sociales, y que la población no es frágil socialmente. El capital menos resiliente es el natural para todas las comunidades, seguido del financiero y el físico.

			A continuación se detallan los resultados para el índice más cercano a la definición de socioecosistema. En el caso del índice del límite inferior, vemos que el capital natural es el de menor resiliencia, con valores entre 0.089 y 0.137. Para Vainilla, por ejemplo, esto quiere decir que tan sólo 65.3% del total de afectaciones se lograron recuperar y que la situación actual del capital natural está peor. El capital financiero es el segundo capital con menor percepción de resiliencia entre 0.13 y 0.159. En contraste, el más resiliente es el capital humano con valores de 0.186 a 0.20. El capital social es el segundo capital que se percibe más resiliente, aunque para Ventanilla es el de mayor resiliencia. 
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			Por lo tanto, se observa que el capital natural es el menos resiliente debido a que tarda más en recuperarse y fue uno de los capitales más afectados. En cambio, el capital humano es el menos afectado y el que más rápidamente se recupera.

			Observamos que no existen diferencias importantes entre la resiliencia de las comunidades ni en la resiliencia de cada uno de los capitales al utilizar índices diferentes. Por lo tanto, la manera de ponderar o determinar umbrales no representa una diferencia metodológica importante y a continuación se interpreta este resultado. 

			5. DISCUSIÓN

			En la literatura existen algunos estudios que usan el enfoque de capitales o medios de vida sustentables [Hossain-Khan, 2012], pero, entre ellos, son pocos los que miden la resiliencia a través de un índice [Mutzabania, 2015; Keil et al., 2008]. En ese sentido, el presente estudio es un primer acercamiento y busca ver la influencia de variar umbrales y ponderar niveles de recuperación. 

			El índice de límites considera un cambio de estado del sistema cuando el hogar está mucho peor o mucho mejor. El ponderado no presenta estos límites y sólo considera si el sistema es más o menos resiliente. El índice mixto, en cambio, tiene los límites y una ponderación cuando el capital está igual, un poco mejor o un poco peor. Finalmente, el índice de límite inferior considera al capital resiliente si está igual que antes o está mejor, o mucho mejor, y se aleja de la resiliencia cuando está peor o mucho peor. Por lo tanto, las principales diferencias entre los índices son: 1) tener un umbral que considere un cambio de estado del sistema, y 2) considerar un hogar resiliente sólo cuando está mejor o igual. Lo anterior nos lleva a discutir si la existencia de límites (umbrales) influye en la resiliencia de los capitales y por tanto de las comunidades. Los resultados muestran que no hay grandes diferencias entre los índices de límites, ponderado y mixto. Para determinar la resiliencia de un socioecosistema y definir un umbral para pasar a otro estado no parece marcar una diferencia. Influye más determinar si el hogar se recuperó o no. Con base en este resultado, el índice de límite inferior provee información suficiente con respecto a los otros índices. Esto se debe también a que no se mide el estado inicial del hogar, es decir, si el estado inicial de los activos le confiere bienestar al hogar o está en una trampa de pobreza. El objetivo de este estudio no fue asociar la resiliencia con el bienestar o la sustentabilidad. Por otro lado, medir umbrales utilizando la percepción puede ser más subjetivo. También podría ser que la ponderación no sea lo suficientemente diferente entre los valores, en cuyo caso habría que modificarla o habría que considerar diferencias en el peso de cada capital. Por otra parte, el índice sólo incorporó la percepción de la situación actual, posterior al huracán, y si existió recuperación o no en cada uno de los capitales; de tal forma que no incorporó la intensidad del daño ni el tiempo de recuperación. Es conveniente explorar otras variaciones del índice antes de una conclusión definitiva. Ahora bien, es importante recordar que cuando se miden las interacciones del sistema, sí es muy importante determinar la influencia entre variables y los umbrales de cambio para ver los efectos en el mismo. Los resultados de ésas interacciones no se presentan en este capítulo. 

			El estudio de caso presentado en este capítulo muestra que el capital social es relativamente sólido debido a que, aunque hay conflictos en algunas comunidades, éste no se agudiza con el huracán. Lo anterior concuerda con Anderies, Walker, y Kinzig [2006] quienes mencionan que existe capital social que es utilizado cuando un evento extremo llega a la comunidad. Por otro lado, el promedio de escolaridad en estas comunidades es de 6 años, y la escuela primaria está en las comunidades, por lo que no tienen que desplazarse para ir a la escuela (situación que es difícil cuando las carreteras han sido afectadas por el huracán). Con respecto a la salud, las comunidades cuentan con una casa de salud, pero tienen que ir a la ciudad más cercana, como Pochutla o Puerto Escondido, para poder atender enfermedades más graves. Por lo tanto, educación y salud, es decir, el capital humano, pueden recuperarse rápidamente. 

			En cambio, los daños a la infraestructura de los hogares, o daños que repercuten en las actividades económicas, resultan más difíciles de reestablecer. Los ingresos por actividades agropecuarios o de servicios, o la infraestructura productiva o del hogar, son activos costosos para el hogar. De igual manera, los recursos naturales, como el manglar, son activos que no dependen del hogar únicamente para recuperarse, pero sí de la dinámica de los ecosistemas. 

			La importancia de los principios que fortalecen la resiliencia presentados por Biggs como diversidad y conectividad, no fueron objetivo del índice y son resultado de otra parte de la investigación. Sin embargo, se observa que los capitales social y natural tienen una gran conectividad con los otros capitales, y que la diversificación tiene un papel importante [Ávila-Foucat y Martínez, 2018]. Incluso Mutabazi et al., [2015] considera a las estrategias de vida señaladas por Ellis [2000] como diversificación; a la intensificación y la migración como sus indicadores de resiliencia, y el clima, las redes sociales, los créditos y la tenencia de la tierra como variables que influyen en estas estrategias. Por otro lado, Baral y Stern [2011] analizan la resiliencia de los comités de manejo y conservación, e indican que el capital humano y el social son variables lentas, mientras que el capital físico y financiero son variables rápidas. Lo anterior es opuesto a nuestros resultados y se debe a que influye que en esos casos se tiene una variable dependiente muy específica: la seguridad agroalimentaria o el manejo o los agroecosistemas. Es decir, en nuestro sistema observamos todos los capitales sin un objetivo de acción concreto. 

			El índice puede replicarse para otras comunidades costeras, pero los resultados serán comparables sólo si las comunidades tienen características socioeconómicas y ecosistémicas similares. 

			CONCLUSIONES

			El índice que se desarrolló, con sus respectivas variantes, logró reflejar la percepción de la resiliencia de los hogares ante un huracán. Los índices mostraron diferencias muy tenues entre sí y entre comunidades. Los capitales más resilientes son el humano y el social, en contraste con el natural, el físico y el financiero. El capítulo aporta reflexiones interesantes a la construcción de índices para comunidades con el enfoque de medios de vida. 
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				*Investigadora en el Instituto de Investigaciones Económicas, Universidad Nacional Autónoma de México.

**Posgrado en Economía, UNAM.

1 Institute of Governmental Studies, Resilience Capacity Index. Para obtener información más detallada, visite <http://brr.berkeley.edu/rci/>.

				

				
					2 Para obtener información más detallada, visite <http://theresilienceindex.weebly.com/>.

				

			

		


		
			COMENTARIOS FINALES

			
			El libro presenta distintos marcos analíticos de socioecosistemas; muestra sus enfoques, prioridades, fortalezas, así como sus posibles limitaciones y retos. La selección de un marco analítico dependerá del objetivo de investigación, o del problema que se quiera resolver. Es importante tener en cuenta la razón por la que se quiere estudiar al socioecosistema; es decir, si los resultados serán insumos para una política pública o será un análisis más teórico sobre el funcionamiento del sistema. Los marcos teóricos muestran la relación entre los diferentes componentes de un sistema, la complejidad de las escalas y la necesidad de la transdisciplina. Así mismo, se observa que los principales componentes son los servicios ecosistémicos, los bienes y servicios que proveen, la gobernanza, y los aspectos socioeconómicos. 

			Con respecto a los estudios de caso de Oaxaca se observa la complejidad de las relaciones, en donde la gobernanza y las políticas públicas tienen un papel fundamental. Del mismo modo, se exponen las condiciones estructurales tales como la pobreza, la migración y la dependencia de las remesas, que detienen el desarrollo y dejan a las comunidades en trampas de pobreza. Sin embargo, tenemos ejemplos de manejo sustentable de los recursos naturales y de acción colectiva que generan mejores condiciones de vida, incluso se hace evidente que el capital social y el natural son fundamentales para enfrentar eventos extremos. Por otro lado, los estudios presentados en este libro son esfuerzo de inter y transdisciplina. Los temas desarrollados en esta obra invitan a reflexionar sobre la dinámica, incertidumbre y autorganización de los sistemas. 

			Asimismo, el libro permite identificar algunos retos en el estudio de los sistemas socio-ecológicos. En primera instancia se observa que los marcos analíticos no hacen explícitas las interacciones entre los componentes ni entre las escalas, lo cual limita el entendimiento de los mismos y dificulta acotar el estudio a un solo marco analítico. Por otro lado, en los estudios de caso, la delimitación del sistema y los umbrales son retos a vencer. En este mismo sentido, el estudio de los sistemas socio-ecológicos tiene como reto pasar de los estudios de caso con sus especificidades locales o regionales, a generar análisis que puedan ser escalados a nivel nacional para establecer políticas públicas.
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~ Cuadro3
Resultados de los Indices de resiliencia por comunidad

Indices Limites Ponderado Mixto Limite inferior
Vainilla 0.776 0.738 0.722 0.823
Escobilla 0.744 0.715 0.714 0.716
Ventanilla 0.801 0.756 0.763 0.779
Barra de Navidad 0.866 0.853 0.851 0.846

Fuente: elaboracién propia con datos de la encuesta.





OEBPS/Images/soficformula4.png
Promsiti - Vmin

o =
i

Vmax - Vmin





OEBPS/Images/soficcuadro2.jpg
Cuadro 2

Variables medidas de cada capital

Financiero Fisico Humano Social Natural
Ingreso agropecuario Infraestrucutura  Salud Cohesidn Manglar
del hogar
Llegadas del turismo Ganado Educacion  Acuerdos Uso de recursos
naturales
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turistica
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Tabla 1

Ventajas, limitaciones e implicaciones de los estudios de caso
de manejo forestal comunitario en Oaxaca

Ventajas

Limitaciones

Implicaciones en el manejo
forestal

Aprovechamiento
de madera

Provision de agua

Conservacion de
biodiversidad

Saneamiento de
plagas forestales

Mantiene o amplia la extensién
de cobertura forestal y provee
multiples beneficios sociales
(empleo, ingresos, apren-
dizajes, etc.).

Conciben la dindmica del agua
de forma mds integral y con los
CA se asegura el abasto para
uso doméstico. Los usuarios
participan activamente en la
recarga hidrolégica.

Las ADVC amplian la protec-
cién de ecosistemas con alta
biodiversidad; hay indicadores
bioldgicos de su éxito.

De manera “informal” numero-
sas comunidades/ejidos conser-
van hdbitat y biodiversidad.

Gran parte de la atencién a
plagas en bosques de comuni-
dades/ejidos son saneamientos
participativos. Gran parte de las
comunidades/ejidos monitorean
el estado de salud del bosque.

Son relativamente pocas comuni-
dades/ejidos que tienen planes de
manejo forestal, ademas de que el

sector estd sobrerregulado*

Los CA no son reconocidos legal-
mente, por lo que son suscep-
tibles a presiones politicas por
parte de los municipios; asi como
ala falta de recursos econémicos
y de capacitacién constante.

La gente de las ADVC no es incen-
tivada, ni capacitada de manera
adecuada por el gobierno y re-
cibe pocos beneficios sociales y
econémicos.

No hay incentivos, capacitacién ni

personal suficiente para atender
la problematica de saneamiento

forestal. Hay sobrerregulacién*®

para autorizar saneamiento y dar
apoyos. Los montos de apoyo
son insuficientes y los conflictos

sociales y agrarios limitan el sanea-

miento.

Incrementa la cultura forestal en comu-
nidades/ejidos y gran parte de ellas se
han estado organizado para mejorar o
demandar apoyo gubernamental y for-
talecer el manejo de los bosques.

Los usuarios que participan en la gober-
nanza local del agua son mas sensibles y
estan dispuestos a participar en el cuida-
do de los bosques de las cuencas.

El modelo permite la produccién de
alimento y la extraccién de diversos
productos del bosque; concilia metas
productivas y de conservacién de biodi-
versidad.

Se estd generando conciencia local de la
vulnerabilidad del bosque. Gran parte de
los bosques oaxaquefios son monitorea-
dosy los saneamientos podrian estar im-
pidiendo que las plagas escalen a amplias
superficies de los paisajes forestales.

* [ccmss, 2016].
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Cuadro 4
Esquema integrador de la formalizacion y las variables determinadas de segundo nivel
para un sistema socio-ecoldégico (SSE) forestal mexicano

Efectos positivos sobre cobertura forestal

Efectos negativos sobre cobertura forestal

_J \
o

Fuente: elaboracidn colectiva dentro de las actividades del proyecto 246947 PN-Conacyt
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Mapa 1
Estado de Oaxaca: division municipal por régimen electoral

Municipios electos por el sistema de usos y costumbres: 417

Municipios electos por el sistema de competencia de partidos: 153
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Figura 1
Marco Conceptual de la Plataforma Intergubernamental de la Biodiversidad y
Servicios Ecosistémicos (IPBES)
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Modificado del documento IPBES/2/4 presentado a la Plenaria 2 de IPBES que se llevd a cabo en Antalaya, Turquia, en diciembre del 2013, en
donde fue aprobado, y de Diaz et al. 2016.
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Mapa 1
Localizacidn de los municipios estudiados
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Foto 1.

Retén de agua en muros de gavidn y reforestacion de tres afios con pinos en el ejido de Jalapa del Valle.
Las obras se realizaron mediante tequios, y tuvieron el propdsito de aumentar la recarga hidrica de los
humano.
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Foto 2.

Santa Cruz Tepetotutla, una comunidad chinanteca que conserva 9500 hectdreas y que forma parte
de Corenchi.
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Cuadro 3

Variables votadas del segundo y tercer nivel del marco general de SSE
(entre paréntesis estd el nimero de votos obtenido)

Variables de 1er nivel

Variables de 2do nivel

Variables del 3er nivel

Sistema de recursos (RS)

RS1- Sector (forestal e hidrico) (2)
RS6- Propiedades de equilibrio

RU3- Interacciones entre unidades
del recurso (3)

Puntos de quiebre y resiliencia (3)

Unidad de recursos (RU) RU4- Valor econdmico, no monetario
y cultural (5)
A1- Actores (6) Lista de actores (4)
A2- Atributos socioecondmicos (2)
Actores (A) A7- Conocimiento sobre SSE (2) Conocimiento local (2)

Sistema de gobernanza (GS)

Situacion de accion:
interacciones (I) — resultados (O)

Condiciones (S) y ecosistemas
vinculantes (ECO)

A8- Importancia del recurso (1)

GS1- Organizacién gubernamental (2)
GS5- Reglas operativas (uso) (5)

12- Intercambio de informacidn (0)
14- Conflictos (1)

|5- Actividades de inversion (1)

O1- Evaluacion social (1)

0O2- Evaluacion ecoldgico (0)

03- Externalidades (0)

S1- Desarrollo econdmico (2)

S5- Mercados (1)

ECO3- Flujos dentro y fuera de los SSE
(biofisicos y sociales) (3)

ECOs5- Caracterizacidn biofisica (3)

Dependencias culturales de recurso
(1)

Programas (2)

Institucionalidad local (5)

Conocimiento local (1)

Equidad (1)

Resiliencia (2)

Ecoldgico (2) beneficios generados
por conservacion

Estado inicial del ecosistema (3)

Fuente: elaboracién propia a partir de los datos del taller del 22 de febrero 2016.
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Cuadro 1
Porcentaje de la poblacidn, nimero de personas, nimero promedio de carencias sociales en los indicadores
de pobreza, México 2010

Salina Cruz Juchitdn de Zaragoza San Mateo del Mar
Indicadores , Numero , Nuimero , Numero
Numerode promedio de Numerode  promedio de Niumerode promedio de
Porcentaje  personas carencias Porcentaje personds carencias  Porcentaje  personas carencias
. Poblacién en situacion
Ppblaqgn;n de pobreza 46.1 42 424 2.3 60.2 47 662 2.5 89.4 13 652 3.9
situacion de Pobreza moderada 38.7 35 673 2.1 48.9 38 688 2.2 31.5 4 818 3.3
pobreza
Pobreza extrema 7.3 6 751 3.8 1.3 8974 3.7 57.8 8 834 4.2
Rezago educativo 18.5 17 070 2.6 27.3 21592 3.1 40.1 6123 4.4
Acceso a servicios de salud  29.8 27 405 2.8 42.3 33502 2.9 313 4783 4.4
indicadores Acc.eso a segun’dad social 58.2 53 586 2.4 76.8 60 795 2.5 92.5 14126 3.9
de carencia  Calidady espacios
social de la vivienda 14.9 13733 3.3 25.7 20 358 3.3 84.5 12 904 4.0
Acceso a los servicios
de vivienda 12 11050 3.3 1.1 8795 3.6 78.2 11951 4.1
Acceso a la alimentacién 22.2 20 415 3.3 17.1 13 545 3.9 49.1 7 498 4.6

Fuente: elaboracién propia con base en datos de Coneval.
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Figura 1
Modelo de los factores centrales que influyen en el manejo forestal comunal/ejidal

DIMENSION SOCIAL-ECONOMICO-INSTITUCIONAL

COSMOS
SISTEMA DE GOBERNANZA LOCAL

AUTORIDAD
MUNICIPAL

CORPUS
MERCADO

MARCO LEGAL

ACTORES LOCALES
(individuo, familia) LAl ACTORES EXTERNOS

(dependencias,
gubernamentales,
ONGs, academia)

CONSEJOS - SISTEMA

(expertos locales, L _
NECESIDADES caracterizados, ( DEL

profesionales) RECURSO

Toma de decisiones de

ONTINGENCIAS
CONSEJO DE (ntcleo agrario,
VIGILANCIA COMISARIADO bosque, ADVC,

cuenca

COMITES

' UNIDADES
DEL
RECURSO

Implementacion de las

dedcisiones d

(volumen de
agua o madera
no de
especies)

Produccion de RFM y RFNM/Oferta de servicios (Ecoturismo)
Conservacion de Biodiversidad y Cobertura
Provision de Servicios Ambientales, Restauracion

Nota: Modelo de los factores centrales que influyen en el manejo forestal comunal/ejidal, donde el sistema del recurso (medio
fisico-bioldgico) y el sistema socio-econdmico-institucional dan el contexto en que opera el sistema de gobernanzalocal, de la
cual se deriva la toma de decisiones y actividades para aprovechamiento de recursos o conservacion del bosque. A diferencia
de las parcelas agricolas que son manejadas por familias, el bosque se maneja de manera colectiva y de acuerdo a las leyes
agrarias y normatividad forestal.
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Grafica1
San Miguel Huautla y Santiago Tilantongo: parcelas cultivadas (1980 y 2012)
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Fuente: entrevistas a los 19 productores de San Miguel y Santiago Tilantongo
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Cuadro 1

Localities/characteristics Barra de Navidad Escobilla Vainilla Ventanilla
Poblacidn total 705 446 124 94
Ndmero de hogares 155 100 27 29
Poblacion entre 15y 64 afios (%) 63 59 65 62
Educacién (afos) 7.16 5.78 4.79 6.6
Poblacion econdmicamente activa (%) 34 34 41 38
Marginacion Alto Alto Alto Alto

Fuente: Coneval, 2015
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Figura 3
Contexto socio-econdémico y politico (CT)
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Fuente: elaboracidn propia a partir de Ostrom, 2007.
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Cuadro 4
Esquema integrador de la formalizacion y las variables determinadas de segundo nivel
para un sistema socio-ecolégico (SSE) forestal mexicano

Efectos positivos sobre cobertura forestal

Efectos negativos sobre cobertura forestal

Fuente: elaboracidn colectiva dentro de las actividades del proyecto 246947 PN-Conacyt
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Cuadro 2
Proyectos edlicos en Oaxaca

Estado del Modalidad Capacidad
Proyecto Proyecto del proyecto Desarrollador Fabricante  Fecha (MW)

La Venta Operacion OPF CFE Vestas 1994 1.57

La Venta ll Operacion OPF CFE Gamesa 2006 83.30

La Ventosa Il Operacién Autoabastecimiento Iberdrola (Espafia) Gamesa 2008 49.30

La Ventosa Operacién Autoabastecimiento Iberdrola (Espafia) Gamesa 2008 30.60

Eurus, 1st Phase Operacién Autoabastecimiento  Cemex | Acciona (Espafia) Acciona 2009 37.50

Eurus 2nd Phase Operacién Autoabastecimiento  Cemex | Acciona (Espafia) Acciona 2010 212,50

Bii Nee Stipa | Operacién Autoabastecimiento Iberdrola (Espafia) Gamesa 2010 26.35

La Mata - La Ventosa Operacién Autoabastecimiento  EDF Energies Nouvelles (Francia) ~ Clipper 2010 67.50

Fuerza Edlica del Istmo Operacién Autoabastecimiento Pefioles Clipper 2011 50.00

Oaxacall, llly IV Operacion PIE CFE | Acciona (Espafia) Acciona 2012 306.00

La Ventallll Operacion PIE CFE [ Iberdrola (Espafia) Gamesa 2012 102.85
CFE | Energfas y Recursos

Oaxacal Operacién PIE Ambientales EYRA (Espafia) Vestas 2012 102.00

Fuerza Edlica del Istmo Operacién Autoabastecimiento Pefioles Clipper 2012 30.00
Gamesa Energfa (Espafia) [ Enel

Bii Nee Stipa Il (Stipa Nayad) Operacién Autoabastecimiento  Green Power (Italia) Gamesa 2012 74.00
Gamesa Energfa (Espafia) [ Enel

Bii Nee Stipa IIl (Zopiloapan)  Operacién Autoabastecimiento  Green Power (Italia) Gamesa 2012 70.00

Piedra Larga Operacién Autoabastecimiento Renovalia Energy (Espaiia) Gamesa 2012 90.00

Bii Stind Operacion Autoabastecimiento  EDF Energies Nouvelles (Francia) ~ Gamesa 2012 164.00

La Ventosa lll Operacién Autoabastecimiento Iberdrola (Espafia) Gamesa 2013 20.00

Eoliatec del Pacifico Operacién Autoabastecimiento  EDF Energies Nouvelles (Francia) Gamesa 2013 160.00

Bii Nee Stipa Il Fase Il El Gamesa Energfa (Espafia) [ Enel

Retiro Operacion Autoabastecimiento  Green Power (Italia) Gamesa 2013 74.00

Piedra Largalll Operacién Autoabastecimiento Renovalia Energy (Espaiia) Gamesa 2014  138.00
Gas Natural Fenosa Renovables

Bii Hioxo Operacion Autoabastecimiento  (Espana) Gamesa 2014 227.50

Bii Nee Stipa Il Fase IV

Dos Arbolitos Operacién Autoabastecimiento  Gamesa (Espana) Gamesa 2014 70.00
Sureste | Fase Il
(Energias Renovables La

Mata) Operacion PIE Enel Green Power (Italia) Alstom 2014 102.00

Granja Sedena Construccion  Autoabastecimiento Vestas 2015 15.00

Energia Edlica del Sur | Construccién  Autoabastecimiento Edlica del Sur Vestas 2015 216.00

Energia Edlica del Sur Il Construccién  Autoabastecimiento Edlica del Sur Vestas 2015 180.00

En subrayado se sefialan proyectos que han generado protesta social en la regién. opr: Obra Publica Financiada, PIE: Productor Independiente de Energfa.

Fuente: elaboracidn propia con datos de la Asociacion Mexicana de Energfa Eélica (AMDEE).
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Figura 3
Actores sociales en el sistema agroalimentario en Oaxaca: tensiones y contradicciones

*Banco

.ll\:/l:gdxal * Semilleras e Privadas
«OMC * Agroquimicos * Publicas
CEMI e Comercializadora * Académicos /

o Autoridades
locales

o Autoridades
estatales

Autoridades  ® Secretaria de
Agricultura

o Secretaria
Asuntos
Indigenas

de grano técnicos

Compafiias
trasnacionales

® Sagarpa

e Semarnat

e Cibiogem

o Secretaria
de Economia

® SHCP

¢ Agroindustria
agroquimicos
¢ Agroindustria
harinas/aceite
¢ Agroindustria

alimentos o Sgdesol
o Tortillerias ¢ Diconsa )
¢ Semillerias ° Zecsrelta:a
e Salu
e DIF

e Organizaciones
rurales

e Grandes
productores
¢ Medianos
e Parafinancieras productores
privadas » ¢ Pequefios
e Programas * Produccion * Slow food productores

internacionales e Consumo * Masivos





OEBPS/Images/ubertomapa1.png
Mapa 1
Municipio de Santa Maria Huazolotitlan, ubicado en el distrito Jamiltepec
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Fuente: ENADID.
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Mapa 1
Localizacion del area de estudios
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Cuadro 4
Esquema integrador de la formalizacion y las variables determinadas de segundo nivel
para un sistema socio-ecoldégico (SSE) forestal mexicano

Efectos positivos sobre cobertura forestal

Efectos negativos sobre cobertura forestal

Fuente: elaboracidn colectiva dentro de las actividades del proyecto 246947 PN-Conacyt
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Mapa 3
Poligonos donde se observa la deforestacion en la Sierra Judrez
entre los afios de 1993 y 2014
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Cuadro 1

(Caracteristicas generales del marco analitico de SSE

Variables consideradas

Caracteristicas del marco

Objetivo

Sistema social

Escala social
Tipo de interaccion

Dindmicas

Proveer un lenguaje comun y la organizacién de las variables
relevantes a considerar en el estudio de socio-ecosistemas,
entender su organizacion como multinivel y accién multiescala;
aplicacidn especifica en casos de estudio.

Todos los niveles desde lo individual hasta la sociedad

Marco vs micro

Conceptualizacion del nimero de variables, igual que de los
procesos, actividades de autorganizacion e interaccion grupal.

Sistema
ecoldgico

Interaccion
entre
sistemas

Escala espacial

Tipo de interaccion

Dindmicas

Interaccion

Dindmica

Local y regional

Antropocéntrica: potencialmente puede ser estudiado a partir
de escalas, pero las interacciones no estan conceptualizadas.

Se consideran por nimero de variables de unidad y sistema
de recursos.

Social vs ecoldgico

Determinacion de condiciones y reglas influyen en el manejo
de recursos.

Fuente: elaborado con base en Binder et al. [2013].
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Grafica1
Republica Mexicana. Superficie total: 195623 930 hectdreas
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Cuadro 2

(lasificacién de enfoques socio-ecoldgicos

Criterios y rasgos Ecocéntrico Integrador Politica Vulnerabilidad
Enfoques ES, HES, DPSIR, TNS SLA, TVUL
ESA, MEFA MTF, SESF
Tipo de relacién S-—>A S <> A S >A A->S
S-A*
Posicién respecto Ecocéntrico Antropocéntrico DPSIR: Antropocéntrico Antropocéntrico
deA TNS: Ecocéntrico
Orientacidn Andlisis Andlisis Accion Accion
Dindmica S-A No considerada Considerada No No

* Sistema social (S) y sistema ambiental (A).

Fuente: elaboracidn con base en Binder et al. [2013].

considerada

considerada
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Anexo
Relacidon de entrevistas

Entrevista Fecha Lugar de la entrevista
Entrevista 1 13-ene-16 Oaxaca de Judrez, Oaxaca
Entrevista 2 y 3 (entrevista colectiva) 13-ene-16 Oaxaca de Judrez, Oaxaca
Entrevista 4 13-ene-16 Oaxaca de Judrez, Oaxaca
Entrevista 5 13-ene-16 Oaxaca de Judrez, Oaxaca
Entrevista 6 14-ene-16 Oaxaca de Judrez, Oaxaca
Entrevista 7 14-ene-16 Oaxaca de Judrez, Oaxaca
Entrevista 8 18-ene-16 Salina Cruz, Oaxaca
Entrevista 9 18-ene-16 Salina Cruz, Oaxaca
Entrevista 10 18-ene-16 San Mateo del Mar, Oaxaca
Entrevista 11 18-ene-16 Tehuantepec, Oaxaca
Entrevista 12 19-ene-16 Juchitan de Zaragoza, Oaxaca
Entrevista 13 19-ene-16 Juchitan de Zaragoza, Oaxaca
Entrevista 14 19-ene-16 Juchitan de Zaragoza, Oaxaca
Entrevista 15 19-ene-16 Matias Romero, Oaxaca

Entrevista 16 19-ene-16 Matias Romero, Oaxaca
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Grafica 4
Adquisicion de bienes y servicios entre los hogares receptores y no receptores
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Fuente: elaboracién propia con base en datos de la Encuesta Intercensal 2015, Inegi.
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Grafica 1
Comunidades/ejidos de Oaxaca afectados por plaga de escarabajo descortezador conforme
el mapeo aéreo anual y los reportes de las autoridades de comunidades/ejidos forestales
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Fuente: Conafor, 2015.
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Figura 2
Importancia de los componentes del sistema agroalimentario Nuu Savi
(2010-2014)
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Mapa s
Estados con Acciones tempranas REDD+ y areas de replicabilidad
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Cuadro1
Caracteristicas del mercado laboral e indicadores de Oaxaca
y Santa Marifa Huazolotitlan, 2015

Estado 2015
Oaxaca Valor absoluto %
Poblacidn total 3967889 -
PEA 1283262 100
Desocupados 49 875 3.89
Ocupados 1233387 100
PEA con ingresos de hasta 2 salarios minimos 314 949 25.54
Poblacién total segtin derechohabiencia a servicios de salud 3967889 100
Derechohabiente 3216 869 81.07
No derechohabiente 670 470 16.90
No especifico 80 550 2.03
Municipio 2015
Santa Maria Huazolotitldn Valor Absoluto %
Poblacion total 11 400 -
PEA 3878 100
Desocupados 235 6.06
Ocupados 3 643 100
PEA con ingresos de hasta 2 salarios minimos 956 26.24
Poblacién total segtin derechohabiencia a servicios de salud 11400 100
Derechohabiente 9 841 86.32
No derechohabiente 1499 13.15
No especifico 60 0.53

Fuente: elaboracidn propia con datos de la Encuesta Intercensal 2015, Inegi.
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Cuadro 2
Esquema de un sistema socio-ecoldgico (SSE) y sus variables

Variables de primer nivel Variables de segundo nivel

S1- Desarrollo econdmico

S2- Tendencias demogréficas

S3- Estabilidad politica

S4- Otros sistemas de gobernanza
S5- Mercados

S6- Organizaciones de medios

S7- Tecnologia

_ Condiciones (S)
politicas, econdmicas y sociales

RS1- Sector (e. g. hidrico, forestal, agricultura, pesca)
RS2- Claridad de los limites del sistema

RS3- Tamafio del sistema de recurso

RS4- Facilidades construidas por el hombre

RS5- Productividad del sistema

RS6- Propiedades de equilibrio

RS7- Predictibilidad de las dinamicas del sistema
RS8- Caracteristicas de almacenamiento

Sistema de recursos (RS)

GS1- Organizaciones gubernamentales
GS2- Organizaciones no gubernamentales
GS3- Estructura de lared

GS4- Sistemas de derechos de propiedad
GS5- Reglas de eleccidn operativas

GS6- Reglas de eleccidn colectivas

GS7- Reglas de eleccién constitucionales
GS8- Reglas de sancién y monitoreo

Sistema de gobernanza (GS)

RU1- Movilidad de la unidad del recurso

RU2- Tasa de crecimiento o reemplazo

RU3- Interaccidn entre unidades del recurso
Unidad de recursos (RU) RU4- Valor econémico

RU5- Nimero de unidades

RU6- Caracteristicas distintivas

RU7- Distribucién temporal y espacial

A1- NUmero de actores relevantes
A2- Atributos socioeconémicos
A3- Historia o experiencias pasadas
A4- Ubicacidn
Actores (A) As- Liderazgo/emprenderismo
A6- Normas (confianza-reciprocidad)/capital social
A7- Conocimiento sobre ses/modelos mentales
A8- Importancia del recurso (dependencia)
Ag- Tecnologias disponibles
I1- Cosecha
[2- Intercambio de informacién
13- Procesos de deliberacidn
14- Conflictos
I5- Actividades de inversion
16- Cabildeo de actividades
I7- Actividades auto-organizativas
18- Actividades de las redes
19- Actividades de monitoreo
[10- Actividades de evaluacién
O1- Medidas de desempefio social (e. g. eficiencia, equidad, responsabilidad, sustentabilidad)
02- Medidas de desempefio ecoldgico (e. g. sobre cosecha, resilencia, biodiversidad, sustentabilidad)
03- Externalidades de otros SES

Situacién de accién:
Interacciones (1) — Resultados (0)

ECO1- Patrones climaticos
Ecosistemas vinculantes (ECO) ECO2- Patrones de contaminacién
ECO3- Flujos dentro y fuera de los SEs locales

Fuente: traducido de McGinnis y Ostrom, 2014.
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Cuadro 1
Enfoques dedicados al estudio de los sistemas socio-ecoldgicos*

Acrénimo Nombre

DPSIR Driver, Pressure, State, Impact, Response
ESA Earth Systems Analysis

ES Ecosystem Services

HES Human Environment Systems Framework
MEFA Material and Energy Flow Analysis

MTS Management and Transition Framework
SESF Social-Ecological Systems Framework
SLA Sustainable Livelihood Approach

TNS The Natural Step

TVUL Vulnerability Framework

* Se utiliza el acrénimo en inglés, tal como se presenta en la fuente Binder et al. [2013].
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Grafica 2
Estado de Oaxaca. Superficie total: 9395976 ha
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Figura1
Interacciones entre los componentes del Sistema Agroalimentario Nuu Savi
(1980-2000)
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Mapa 4
Poligonos donde se observa la deforestacion de la Sierra Juarez sobre
imagen de satélite Landsat que muestra a cobertura forestal
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Fuente: Global Forest Watch [2017].
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Mapa 1
Distribucion de las areas forestales en México bajo regimenes de propiedad social
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Grafica 2
Materiales empleados en las paredes de los hogares receptores y no de remesas
(porcentajes)
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Fuente: elaboracién propia con base en datos de la Encuesta Intercensal 2015, Inegi.
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Figura 2
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Grafica1
Materiales empleados en el techo de los hogares receptores y no receptores de remesas
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Fuente: elaboracién propia con base en datos de la Encuesta Intercensal 2015, Inegi.
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Mapa 1
Region de analisis. La Sierra Judrez, Oaxaca
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Grafica3
Estado de Oaxaca. Superficie total: 9 395 976 hectareas
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Cuadro 1
Numero de encuestas sobre el sistema agricola y alimentario en la Mixteca

Comunidad San Miguel Huautla  Guadalupe Hidalgo ~Santiago Tilantongo Total

Sistema agricola 8 8 3 19
Sistema alimentario 12 10 4 26
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Mapa 1
Ubicacion de las cuatro localidades del estudio
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Cuadro 4

Capitales con mayor resiliencia por indice (1° mas importante)

Comunidad)/ indice

Limites Ponderado Mixto Limite inferior
Vainilla Humano (0.93) Humano (0.84) Humano (0.82) Humano (1.0)
Escobilla Humano (0.93) Humano (0.9) Humano (0.88) Humano (0.94)
Ventanilla Social (1.0) Social (0.99) Social (0.99) Social (1.0)
Barra de Navidad Humano (0.97) Humano (1.0) Humano (1.0) Humano (1.0)
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Graficas
Materiales empleados en los pisos de los hogares receptores y no de remesas
(porcentajes)
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Fuente: elaboracidn propia con base en datos de la Encuesta Intercensal 2015, Inegi.
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Grafica 4
Republica Mexicana. Superficie total: 195623930 ha
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Cuadro 3

Enfoques seglin concepcion sobre escalas y dindmica en sistemas sociales y ambientales

Enfoques
de andlisis
porgrupo  Escala social (ES) Dindmica ES Escala espacial (EE) Dindmica EE
ES Sociedad: No conceptualizada  Regional, nacional: =~ No considerada
interaccion macro interaccion sélo por
escala
ESA Sociedad: No conceptualizada  Global: interaccidn Dindmica de sistemas:
interaccion macro solo por escala cambios en flujos
MEFA Sociedad: No conceptualizada  Regional, nacional: =~ Dindmica de sistemas:
interaccion macro interaccion sélo por  cambios en acervosy
escala flujos
HES Todos los niveles: Aprendizaje e Regional, nacional: Dindmica de sistemas:
interaccion interferencia en interaccion entre cambios en acervosy
mMacro < micro y entre escalas escalas como flujos
posibilidad
MTF Todos los niveles: Aprendizaje, Regional, nacional: Tendencias acerca del
interaccion negociacién y politica interaccion entre estado del sistema
mMacro < micro de desarrolloeny escalas
entre escalas
SESF Todos los niveles: Intercambio de Local, regional: Tasas de crecimiento,
interaccion informacion, interaccion entre propiedades de
macro < micro deliberacién eny escalas nombrada equilibrio
entre escalas pero no estudiada
DPSIR Tomadores No conceptualizada  Cualquier escala: Estdtica comparativa
decisiones: sin interaccion
interaccion macro entre escalas
NS Empresas o regiones: Inducida a través Empresas y regiones: No conceptualizada
interaccion de escenarios sobre  interacciones
macro — micro visiones y planeacién parcialmente
retrospectiva consideradas
SLA Tomadores de No conceptualizada  Local, regional: No conceptualizada
decisiones locales: ningun tipo de
interaccion interaccion
macro — micro
TVUL Comunidades No conceptualizada  Local: ningtin tipo No conceptualizada

locales: interaccion
macro — micro

de interaccion

Fuente: elaboracidn con base en Binder [et al. 2013].
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Mapa 2.
Organizaciones regionales forestales que operan en la Sierra Judrez.
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INTRODUCCION

La ciencia ha abordado el analisis de la realidad (o de lo que se observa
de ésta) desde diferentes enfoques epistemologicos y ontologicos; lo cual
ha generado la consolidacion de disciplinas humanistas y biofisicas. Deri-
vado de este proceso de construccién del conocimiento, un mismo objeto
de estudio puede revisarse desde diversas miradas; desde la sociologia, la
antropologia, o la biologia. En este sentido, la especializacion tematica ha
permitido comprender y conocer procesos sociales y ecologicos para esta-
blecer propuestas de politica publica. Sin embargo, desde el siglo pasado
se ha observado que es dificil disociar los componentes sociales de los bio-
fisicos, y se reconoce que existen interacciones e interdependencias entre
ambos campos. Esto ha generado la fusion de diversas ciencias. Incluso
en los acuerdos y declaraciones internacionales, tales como la evaluacion
de los Ecosistemas de Milenio o los Objetivos de Desarrollo Sostenible, se
retoman las complejas relaciones sociedad-naturaleza y se reconoce que
el crecimiento y desarrollo econémico dependen de que existan buenas
condiciones ambientales y sociales.

Sin embargo, en la practica, las politicas publicas se implementan desde
un enfoque sectorial. En particular, las politicas de crecimiento econémico
estan basadas en la economia neoliberal sin considerar el papel de la gober-
nanza local ni los limites biofisicos, entendidos como la maxima cantidad
de recursos naturales que pueden ser aprovechados dentro de un sistema
complejo, y su capacidad de recibir impactos negativos. Por ello es impor-
tante y necesario analizar los problemas que han dado origen a las crisis
socioeconomicas y ambientales desde enfoques inter y transdisciplinarios,
lo que significa la integracion y la aplicacion de una vision sistémica. El es-
tudio de la relacion sociedad-naturaleza requiere de esta mirada integrativa
para comprender la complejidad de cada situacion.

En este sentido, es necesario sefalar que los sistemas complejos estan
formados por elementos heterogéneos en constante interaccion a distintas
escalas; lo que les permite auto-organizarse y coevolucionar. Esta dinami-
ca también hace que sean adaptativos, flexibles a cambios y capaces de
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Resiliencia ® 0.780 0.740 0.800 0.870
Desvest 0.140 0.180 0.120 0.160
RC fisico 0.171 0.125 0.154 0.160
RC natural 0.127 0.123 0.089 0.137
RC_humano 0.200 0.186 0.191 0.200
RC financiero 0.153 0.130 0.145 0.159
RC social 0.172 0.150 0.200 0.190

Fuente: elaboracién propia con datos de la encuesta.





